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Resumen 

 

La investigación del concepto derechos humanos en Colombia entre los años 1948-2018 acude a 

elementos metodológicos de la historia conceptual alemana para aportar a comprender las disputas 

semánticas entre Estado, ONG y Comunidad internacional. El marco temporal comienza en 1948 

porque Colombia es fundadora de la ONU, la OEA y el Sistema Universal y el Sistema Regional 

de Derechos Humanos. Culmina en 2018 porque el Acuerdo Final entre las guerrillas de las Farc-

Ep y el Estado marca un hito con la creación del Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación 

y No Repetición. El documento se divide en tres capítulos: primero, la historia del concepto 

derechos humanos en la comunidad internacional, segundo, su historia en el Estado colombiano y, 

tercero, su historia desde las ONG. Preguntándose ¿cuáles son los momentos semánticos del 

concepto derechos humanos en los tres sujetos discursivos? y ¿si esos momentos corresponden a 

racionalidades encontradas? Concluyendo que en Colombia, derechos humanos, sobre todo en las 

ONG, es un concepto vivo que no se debe buscar en diccionarios o enciclopedias, sino, en los 

múltiples sujetos que militan en la lucha por los derechos humanos, sean mujeres, pueblos 

indígenas, comunidades afrodescendientes, lideresas y líderes sociales, defensoras y defensores de 

derechos humanos, niñas, niños y adolescentes. Con Koselleck (2000) se puede afirmar que el 

concepto sobrepasa la experiencia de individuos y generaciones porque desde los años cuarenta ha 

atravesado la historia republicana expandiendo el carácter de la Comunidad Internacional, el 

Estado y la sociedad en el territorio nacional. 

 

Palabras clave. Derechos humanos, historia, comunidad internacional, Estado, ONG, concepto. 
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Introducción 

 

Esta investigación se ocupa del concepto derechos humanos en Colombia entre los años 1948-

2018. Aunque en un primer momento se planteó instalarse en el campo de la historia conceptual 

alemana, en el camino del trabajo de investigación se decide acoger elementos fundamentales de 

la misma, pero no su totalidad. Para aportar a la comprensión de las tensiones, las racionalidades 

encontradas y las disputas por los derechos humanos entre el Estado colombiano, las 

Organizaciones no gubernamentales de derechos humanos y la Comunidad internacional se acude 

al estudio de la historia de los conceptos de Koselleck (1993) quien al abordar los conceptos 

propone una definición de ellos en el mismo “índice temático” (p. 366-367) de Futuro pasado, 

para una semántica de los tiempos históricos. “Si es que el concepto tiene un sentido propio, está 

vinculado a unidades políticas y sociales de acción, a hombres concretos que actúan y sufren, a 

sus instituciones y organizaciones” (Koselleck, 1993, p. 14). En la medida en que Koselleck (1993) 

toma una palabra y ésta cobra la condición de concepto, al avanzar por los tiempos, las geografías, 

las relaciones e instituciones en las cuales estos conceptos retienen diversos grados de importancia, 

con el proceso de sustantivación solitaria acuden en auxilio palabras que ayudan a estimar los 

rasgos de un concepto en determinadas circunstancias, modos y lugares.  

 

En palabras del mismo autor, derechos humanos es un concepto para el cual aquello de que “para 

la política son más importantes las palabras y su uso que todas las demás armas” (Koselleck, 1993, 

p. 85), en ese sentido, este trabajo avanza sobre la temporalidad 1948 – 2018 en Colombia 

observando su dinámica y encontrando un concepto que ha construido una tradición, aunque en 

1948 era en Colombia desconocida, empieza a cobrar fuerza progresiva hasta consolidarse. 

Tomando a Koselleck (1993), la investigación ha permitido mostrar que derechos humanos no son 

solo dos palabras, sino un sintagma, un concepto polisémico y polívoco. En esta perspectiva 

derechos humanos responde a la máxima koselleckiana de que un “concepto reúne la pluralidad 

de la experiencia histórica y una suma de relaciones teóricas y prácticas de relaciones objetivas en 

un contexto que, como tal, sólo está dado y se hace experimentable por el concepto” 

(Koselleck,1993, p. 117). 
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Sin embargo, dadas las posibilidades de esta investigación y las dificultades que significaron para 

el investigador la Pandemia del COVID-19, el Paro Nacional de 2021 y otras situaciones propias 

de fuerza mayor, se asume trabajar con algunas categorías fundamentales de Koselleck, no con la 

totalidad de su propuesta teórica y metodológica. Espacio de experiencia y horizonte de 

expectativa son dos de ellas. Koselleck (1993) sentencia que la historia conceptual se ocupa de 

textos y palabras, pero, más que ello, de conceptos, caracterizando un concepto como aquellas 

terminologías y expresiones “cuya capacidad semántica es más amplia que la de <<meras>> 

palabras” (Koselleck, 1993, p. 106).  

 

Para Koselleck (1993) la historia de los conceptos trata la convergencia entre conceptos del pasado 

y las categorías actuales de los mismos. Propone dos categorías “receptáculo” (Blanco Rivero, 

2012, p. 6), espacio de experiencia y horizonte de expectativa. Según escribe, se “trata de 

categorías del conocimiento que ayudan a fundamentar la posibilidad de una historia” (Koselleck, 

1993, p. 335), como herramientas de investigación que permiten abordar arqueológicamente el 

pasado en el presente y a la vez afrontar las consideraciones del futuro en el presente. Koselleck 

(1993) aclara que son dos categorías simbióticas y en tal sentido igualmente importantes para la 

investigación histórica: “la experiencia y la expectativa son dos categorías adecuadas para 

tematizar el tiempo histórico por entrecruzar el pasado y el futuro” (Koselleck, 1993, p. 337). Así 

mismo, Koselleck (1993) opta por la denominación “espacio de experiencia» y «horizonte de 

expectativa” (p. 339) como instrumentos teóricos para el abordaje de la presencia del pasado y del 

futuro. 

 

Como categoría formal el espacio de experiencia se transmite, se descompone, enraíza, abre, tiene 

matices, puntos de fuga, articula, incluye, cumple funciones, se puede periodizar e incluso puede 

ser novedoso. Para Koselleck (1993) la experiencia está en la base de cualquier otra categoría, así 

como la expectativa, pues son propias de lo humano, tienen un carácter antropológico que hace 

posible y concebible la historia. La experiencia incorporada y recordable, racional e inconsciente, 

propia-ajena es “un pasado presente” (Koselleck, 1993, p. 338). La expectativa es personal-

impersonal, es hoy, “es futuro hecho presente” (Koselleck, 1993, p. 338) no como realidad 

empírica sino como algo por descubrir a la vez deseo y análisis racional. 
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Por otro lado, la categoría estratos de tiempo, en la presente tesis se alude a ella de una manera 

metodológica. Así entonces, los estratos de tiempo son niveles temporales que conjugan 

“secuencias históricas con distintas densidades velocidades, aceleraciones o demoras” (Koselleck, 

2000, p. 38). Los estratos del tiempo son la unicidad (Koselleck, 2000, p. 36, 37), esto es, a nivel 

de la propia biografía, son los fenómenos trascendentes (Koselleck, 2000, p. 41,42), a niveles que 

“sobrepasan la experiencia de individuos y generaciones” (Koselleck, 2000, p. 41,42) y las 

estructuras de repetición (Koselleck, 2000, p. 38), como experiencias acumuladas que permiten 

elaborar las experiencias biográficas. Los estratos de tiempo a su vez se piensan en relación con 

los modos de experiencia (p.49-56), a saber, originaría, acumulada e histórica, respectivamente: 

uno, aquellas experiencias únicas que marcan una ruptura por hechos sorprendentes; dos, las 

experiencias recurrentes para una generación política y/o biológica y/o social; tres, aquellas que es 

posible comprender retrospectivamente y han significado cambios de sistema. Sin duda lo 

biográfico y las experiencias de generaciones concretas de colombianos y colombianas encarnan 

el concepto derechos humanos de maneras particulares, que permiten reconocer aspectos del 

mismo. 

 

Para el desarrollo de la investigación, la historia de conceptos alemana, concretamente de 

Koselleck, permitió un acercamiento al concepto derechos humanos en Colombia porque para 

Koselleck (2000, p. 56) los estratos del tiempo y los tipos de experiencia están relacionados con el 

registrar acontecimientos únicos y sorprendentes, ordenar y realizar comparaciones y, reescribir la 

historia como acontecimientos, secuencias y discursos en un sentido metodológicamente 

interpelante de lo nomológico y dialógico. En tal sentido, para el investigador fueron esenciales 

sus aportes en términos del uso de la narración a partir de encontrar experiencias fijadas en otro 

momento y reflexionar teórica y dialógicamente esa experiencia como conocimiento. Por ello, en 

este trabajo se realiza una narración cronológica que busca identificar en el pasado las unidades 

diacrónicas y las experiencias de carácter político que se presentaron, identificando posturas 

ideológicas, testimonios, hechos que sucedieron en el país. La decisión de la narración cronológica 

también responde a la necesidad del investigador de ordenar la información y el análisis de esta, 

para hacer posible la comprensión de ella y la exposición a través de la escritura. 
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En palabras de Koselleck (2000), toda “historia nunca es sólo diacrónica, sino, en función de su 

percepción y experiencia temporal, igualmente sincrónica” (p. 82). Sin menoscabo de la 

importancia de las demás y de su relevancia teórica y metodológica, en uno u otro momento del 

proceso de investigación, la reescritura de la historia es la que interesa a los historiadores e 

historiadoras, no como invención, sino como una revisión crítica de la distinción entre el lenguaje 

y la realidad o lo acontecido y lo contado, como revisión crítica de la diferencia entre lenguaje e 

historia desde el análisis de los textos, su constitución e interpretación (Koselleck, 2000). En este 

sentido, Koselleck (2000) llama la atención sobre el manejo de las fuentes, llamando a reconocer 

la aparición de nuevos testimonios, nuevas contribuciones y relecturas y reinterpretaciones de 

testimonios preexistentes. 

 

El marco temporal de abordaje es 1948 – 2018. Necesariamente, como en toda investigación, por 

las propias exigencias del análisis extiende su mirada a otros tiempos. Comienza en el año de 1948 

porque, en ese momento, Colombia como integrante fundadora de la Organización de las Naciones 

Unidas (ONU), además de participar en las deliberaciones en el seno de la ONU, sobre la Carta de 

la organización y la Declaración Universal de los Derechos Humanos, es anfitriona en abril de 

1948 de la creación de la Organización de Estados Americanos (OEA), lo que se concreta en 

Bogotá durante la IX Conferencia Interamericana de la Organización de las Naciones Unidas. Sin 

soslayar el asesinato de Jorge Eliécer Gaitán y el Bogotazo, un acontecimiento central en la 

narrativa de las organizaciones y movimientos sociales de las décadas porvenir. 

 

La participación de Colombia en el grupo de Estados fundadores de la ONU y de la OEA, instala 

al Estado colombiano como parte del Sistema Universal y el Sistema Regional ONU. A nivel 

continental participa de la puesta en marcha del Sistema Interamericano de Derechos Humanos 

(SIDH) en un contexto interno de crisis que deriva en la confrontación violenta en varias regiones 

de Colombia y que, por diversas vías se conecta con la disputa internacional entre comunismo y 

capitalismo, cuyas tensiones geopolíticas inciden directamente en América Latina, dado el peso 

global que tienen en la segunda mitad del siglo XX, los Estados Unidos y la Unión de Repúblicas 

Socialistas Soviéticas.  
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La investigación culmina su abordaje del problema en el año 2018 porque tras el proceso de 

negociación entre las FARC-EP y el Gobierno liderado por el presidente Juan Manuel Santos, 

desarrollado entre el 18 de agosto de 2012 y 24 de noviembre de 2016 y, el inicio del gobierno de 

Iván Duque y su postura adversa al Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la 

Construcción de una Paz Estable y Duradera, marca un hecho de cierre para el rastreo del archivo, 

particularmente por la importancia del Punto 5 del Acuerdo Final, concerniente a las “Víctimas”, 

que crea el Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición, según afirma el 

documento, porque desde 2012 se acordó por las partes que “el resarcimiento de las víctimas 

debería estar en el centro de cualquier acuerdo” (Acuerdo Final, 24.11.2016, p. 8). Así mismo, 

porque en el Punto 2 o de Participación política: Apertura democrática para construir la paz, se 

acuerda en función de las poblaciones y zonas especialmente afectadas por el conflicto y el 

abandono, la creación de “un total de 16 Circunscripciones Transitorias Especiales de Paz para la 

elección de un total de 16 Representantes a la Cámara de Representantes, de manera temporal y 

por 2 períodos electorales” (Acuerdo Final, 2016, p. 54) denominadas Curules para las Víctimas.  

 

Aunque el álgido debate entre los años 2016 y 2018 no se cierra con las elecciones, la instalación 

del Congreso de la República y la toma de posesión oficial del Presidente de la República, sí 

permite para efectos metodológicos contar con un hito de cierre del archivo. En el año 2018 la 

centralidad de la cuestión de la participación de las víctimas de graves violaciones a los Derechos 

Humanos y el Derecho Internacional Humanitario (DIH) y la existencia a nivel de la estructura del 

Estado del Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición, compuesto por la 

Comisión de la Verdad, la Comisión de Búsqueda de Personas Dadas por Desaparecidas y la 

Justicia Especial para la Paz, son tensionadas y cuestionadas profundamente por un sector de 

extrema derecha que se hace nuevamente al control mayoritario del Estado en sus tres ramas. La 

álgida disputa entre Comunidad internacional, Organizaciones no gubernamentales de derechos 

humanos y Estado colombiano sobre el conflicto o posconflicto, acuerdo o post acuerdo, no cierra 

el debate sobre derechos humanos, pero lo instala en un momento distinto a los intereses y 

posibilidades de esta investigación. 

 

En función de cumplir el cometido de la investigación, este documento se divide en tres capítulos: 

el primero aborda la historia del concepto “derechos humanos” en la comunidad internacional, el 
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segundo se construye en torno a la historia del concepto “derechos humanos” en el Estado 

colombiano y el tercero se adentra en la historia del concepto “derechos humanos” desde las 

organizaciones no gubernamentales. Al finalizar cada capítulo, se escriben conclusiones propias al 

mismo y al final del documento, se presentan las conclusiones generales de la tesis.  

 

Así entonces, el primer capítulo aborda la historia del concepto “derechos humanos” en la 

comunidad internacional a partir de la pregunta ¿qué momentos históricos vive la semántica del 

concepto en el proceso de la comunidad internacional?, y planteando como hipótesis que para la 

comunidad internacional los derechos humanos emergen como un consenso transitorio contra el 

fascismo para convertirse en instrumento geopolítico de los proyectos capitalistas y socialistas y 

de los proyectos capitalista y ambientalista.  

 

Metodológicamente, el primer capítulo concentra la mirada en los documentos Carta de la ONU 

de 1945, Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948, Carta de la Organización de 

los Estados Americanos y la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y el 

Convenio Económico de Bogotá de 1948, los Pactos Internacionales de Derechos Civiles y 

Políticos y de Derechos Económicos Sociales y Culturales (PIDCP – PIDESC) de 1968, la Primera 

Cumbre de la Tierra de 1972 y la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible de 2015. 

 

El segundo capítulo gira en torno a la historia del concepto “derechos humanos” en el Estado 

colombiano, a partir de las preguntas ¿qué momentos históricos vive la semántica del concepto en 

el proceso del Estado colombiano? y ¿qué mutaciones sufre el concepto en comparación con la 

comunidad internacional? Para el abordaje de estas preguntas se propone como hipótesis que para 

el Estado colombiano derechos humanos aparece como un concepto fundamental de la democracia, 

pero se convierte en una amenaza a la seguridad nacional.  

 

Metodológicamente, el segundo capítulo se trabaja con los documentos del Estatuto de Seguridad 

de 1978, de la Reforma de la Constitución Nacional: Acto Legislativo N.º 1 de 1979, de la 

Consejería para la Defensa, protección y promoción de los Derechos Humanos: Decreto 

Presidencial 2111 de 1987, de la Constitución Política de 1991, de la Ley 387 de 1997 por la cual 

se adoptan medidas para la prevención del desplazamiento forzado, de la Ley 975 de Justicia y Paz 
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de 2005, de la Ley 1448 de 2011 o Ley de Víctimas y del Acuerdo Final para la Terminación del 

Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera de 2016. 

 

El tercer capítulo se adentra en la historia del concepto “derechos humanos” desde las 

organizaciones no gubernamentales, respondiendo las preguntas ¿cuáles son los momentos 

históricos de la semántica del concepto DDHH en el proceso de las ONG colombianas? y ¿qué 

relación y diferencias se establecen con las semánticas producidas por el Estado colombiano y por 

la comunidad internacional? Asumiendo como hipótesis que para las organizaciones no 

gubernamentales populares los derechos humanos fueron parte del proyecto revolucionario, pero 

se convirtieron en su plataforma de participación en el Estado liberal y posiblemente en su 

derivación neoliberal.  

 

Metodológicamente, en el tercer capítulo se abordan como documentos de trabajo los libros de 

Umaña Luna de 1974 a 1988, las Conferencias generales del episcopado latinoamericano, las 

memorias del I Foro Nacional por los Derechos Humanos y las Libertades Democráticas de 1978 

y las sentencias del Tribunal Permanente de los Pueblos sobre la impunidad de los CLH de 1989-

1991, incluida la Sentencia TPP: Genocidio Político, Impunidad y Crímenes contra la Paz en 

Colombia de 2021.  

 

Finalmente, el documento en una mirada comprensiva de lo investigado presenta en las 

conclusiones un conjunto de reflexiones sobre el concepto derechos humanos en Colombia, 

alrededor de las preguntas como ¿cuáles son los posibles momentos históricos del concepto en ese 

lapso de 70 años?, ¿esos momentos pueden corresponder con los momentos de intervención del 

Estado colombiano y luego de las ONG? y las ¿intervenciones del Estado y las ONG en la 

semántica del concepto pueden ser “las racionalidades enfrentadas”? Proponiendo, además,  

reflexiones a partir de la diadas antifascismo y armamentismo, antirracismo y colonialismo, 

antipatriarcado y capitalismo, ambientalismo e individualismo, derechos humanos a derechos de 

la Casa Común y redistribución y/o reconocimiento: revolución, reforma o contrarrevolución. 
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1. Algunos elementos teóricos sobre los Derechos Humanos 

 

Para el desarrollo de la investigación la aproximación a autores y autoras que han trabajado desde 

el punto de vista teórico los derechos humanos es fundamental. Sus reflexiones permiten reconocer 

los debates que sobre los derechos humanos existen, tanto en términos de su validez política, como 

en términos de las fortalezas, vacíos, posibilidades y riesgos que representan. A continuación se 

exponen los planteamientos de varias personas de origen latinoamericano e ibérico, especialmente 

como su lugar como teóricos comprometidos con la defensa de los derechos humanos orienta el 

camino a recorrer.  

 

Enrique Dussel (2010) aborda el problema de los derechos humanos y en sus planteamientos 

diferencia derechos vigentes y nuevos derechos, niega su carácter natural y los inscribe a las luchas 

sociales y el posterior reconocimiento formal. Habla de seis etapas: primero, toma de conciencia 

del nuevo derecho; segundo, realización de acciones ilegales e ilegítimas para el derecho vigente; 

tercero, castigos desde el derecho vigente; cuatro, acumulación de fuerza progresiva de las 

víctimas y comunidades de víctimas; quinto, triunfo de las víctimas y comunidades de víctimas y; 

sexto, establecimiento de la nueva legitimidad o vigencia de los nuevos derechos como derecho 

vigente. Giraldo retoma de Ellacuría (2010) tres planos de comprobación de la verdad, el plano 

epistemológico o de la verdad y falsedad de la afirmación, el plano de lo ético o de justo e injusto 

de sus propuestas y desarrollos y, el plano práctico político o del ajuste o desajuste real y efectivo 

de lo proclamado en el plano abstracto. 

 

Zielinski (2013) bebiendo de los planteamientos de la filosofía de la liberación y de la filosofía 

intercultural, recogiendo los planteamientos de Dussel, Fornet, Hinkelammert y Ellacuría, 

comprende los derechos humanos desde la ética latinoamericana partiendo de la reciprocidad entre 

los supuestos interculturales y los supuestos liberadores. Considera como esencial para los 

derechos humanos la memoria histórica de las víctimas y la memoria de sus proyectos de 

liberación, lo que denomina acervo interpelante de la memoria de los sufrientes.  

 

Lo intercultural emerge aquí como conflicto entre la universalización de un particular hegemónico, 

la colonización y el sometimiento a la lógica capitalista y la discursividad desde las víctimas 
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históricas y la tradición humanística crítica y ética. Para Zielinski (2013) el proceso obedece a tres 

momentos: material o de producción y reproducción de la vida, formal o de validez consensual y 

de factibilidad de la razón instrumental, en otras palabras, triple proceso hacia el nuevo derecho 

que implica la deslegitimación del derecho vigente, la legitimación del nuevo derecho y la 

derogación de las contradicciones. 

 

Rodríguez (como se citó en Sousa, 2009) ubica cuatro procesos globales relacionados con los 

derechos humanos: primero, la situación geopolítica caracterizada por la emergencia de los 

BRICS, la crisis europea, la disminución de la brecha norte – sur y el posicionamiento creciente 

de un orden mundial multipolar; segundo, el éxito del discurso de los derechos humanos; tercero, 

la existencia de las TIC, como oportunidades y retos de información y acción, a la vez que mayor 

control; cuarto, la crisis ambiental como amenaza seria a los derechos humanos en el marco de la 

cuestión ecológica, la relación entre justicia ambiental y social y entre derechos humanos y 

derechos de la naturaleza. En este contexto realiza una crítica a las prácticas de los derechos 

humanos que consisten en un crecimiento de normas que tienen poco impacto, al mayor poder de 

las ONG y Estados del norte, a la desconexión de las ONGs de los movimientos sociales y al 

énfasis en los derechos de libertad en detrimento de los derechos sociales y colectivos. 

 

Por su parte, Sousa (2009) identifica nueve tensiones en el campo de los derechos humanos en su 

realidad de frágil gramática de la dignidad: Universal – Fundacional, D. Individuales - D. 

Colectivo, Estado – Antiestado, Secularismo – Postsecularismo, DD.HH. - Deberes humanos, 

Razón de Estado - Razón de los Derechos, Humano - No humano, Reconocimiento igualdad - 

Reconocimiento diferencia, Desarrollo - Libre determinación. Para Sousa (2009) los derechos 

humanos tienen dos rutas históricas en disputa, las concepciones hegemónicas y las 

contrahegemónicas. Sousa (2009) advierte sobre espejismos teleológicos, triunfalistas, de 

descontextualización, de monolitismo y del antiestatismo. A su modo, desde una opción 

estratégica, las búsquedas de derechos humanos contrahegemónicos emergen por la necesidad 

política de defenderlos como gramática emancipatoria contra el “fascismo desarrollista” (Sousa, 

2009, p. 103). 
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Viveros (2016) ubica la importancia política del concepto en los enfoques epistémicos decoloniales 

del black feminism, del feminismo de color y del feminismo latinoamericano. Retoma diversos 

aportes, en todo caso, dejando claro que se trata de una categoría histórica y política con diferentes 

matices y sujeta a debates y tensiones, que sin embargo en sus diferentes desarrollos consensua en 

torno al abordaje político, teórico, metodológico y de principios de orden paradigmático que 

demanda llevar a mayores niveles de radicalización el principio feminista lo personal es político, 

a través de investigar las implicaciones de las opresiones de raza, género y clase, en una perspectiva 

de diálogo crítico y conflicto productivo, en el seno mismo de los movimientos sociales que 

enfrentan el clasismo, e racismo, el sexismo y el heterosexismo. 

 

Fraguas (2015) a propósito de los derechos humanos parte de considerar el proceso histórico de 

los derechos fundamentales y las libertades públicas, de las diferencias de unos con otros en torno 

a su vigilancia estatal o supraestatal, su dimensión utópica y concreta, sus filosofías y 

fundamentaciones, su rango constitucional, su garantía, su condición, esencia y estatus. Fraguas 

(2015) firma una concepción de los derechos humanos histórica, contextual, material y operativa 

e identifica a los largo de su documento cinco generaciones de derechos humanos como 

reivindicaciones en momentos históricos y en contextos distintos: 1a generación: civiles y 

políticos; 2a generación: económicos, sociales y culturales; 3a generación: de los pueblos y otros 

sectores especiales de la población; 4a generación: ambientales; 5a generación: control de cuerpo 

y organización genética.  

 

Bailón (s.f.) subraya la aparición de la persona individual, del poder público y los límites del poder 

y la emergencia de la Comunidad internacional. Como Fraguas, Bailón expone a lo largo de su 

documento que existen varias generaciones, pero con la diferencia en que reconoce cuatro 

generaciones de derechos: 1ª derechos individuales vinculados a la concepción liberal de libertades 

negativas, 2ª derechos políticos, 3ª derechos económicos, sociales y culturales, 4ª derechos de 

solidaridad o de los pueblos. Pese a la diferencia en la denominación, la coincidencia en el universo 

de contenidos que se recoge en las generaciones es bastante similar en Fraguas y Bailón. 

 

Gallardo (2009) coincide con Dussel en el fundamento socio-histórico de derechos humanos, en 

su matriz enteramente política, es decir, socio política y culturalmente producida y sostenida. 
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Profundizando su crítica, cuestiona el derecho natural, el derecho metafísico, el derecho positivo 

y las características abstractas de progresividad. Gallardo (2009) defiende que los derechos 

humanos están en las luchas modernas populares, revolucionarias o estratégicas, pero su 

realización ha estado atrapada en la trampa burguesa y cristiana, contraria a los movimientos 

sociales populares. Su crítica es implacable del discurso burgués de los derechos humanos y las 

concesiones que se hacen al pensamiento liberal.  

 

En su Teoría crítica: matriz y posibilidades de los derechos humanos, Gallardo (2008) aborda los 

derechos humanos como fenómeno político, desarrollando una reflexión profunda sobre el proceso 

de sociabilidad humana y sobre el fundamento sociohistórico e integrador de los derechos humanos 

como un proyecto universalizador. Gallardo (2008) cuestiona las teorías que plantean que los 

derechos humanos son innatos y naturales, inherentes a la condición humana y dados a priori.  

 

Defiende Gallardo (2008) la postura que indica que los derechos humanos son producidos y 

sostenidos por los seres humanos en su historia, que los seres y las sociedades humanas en su 

ejercicio político, económico, social y espiritual hacen los derechos humanos posibles o 

imposibles. Precisamente por ello, entiende que los derechos humanos pueden ser violados, 

revertidos y anulados por las prácticas del poder, sus acciones e instituciones. Gallardo (2008) 

reclama que los derechos humanos son una cultura que resulta del esfuerzo político, de la condición 

socio histórica de los procesos de lucha, judicialización y sensibilización.  

 

Para Gallardo (2008) los derechos humanos no se pueden explicar por generaciones, no son una 

secuencia en el tiempo, sino que, están en paralelo enfrentamiento entre el socialismo y el 

capitalismo en el siglo XX. Los derechos humanos se dan para Gallardo (2008) en el contexto el 

capitalismo y el socialismo histórico de la segunda posguerra, decir con ello, que sus raíces estén 

en ese marco temporal porque entiende y defiende que su proceso es de largo plazo.  

 

Al abordar la cuestión en América latina, Gallardo (2008) asocia derechos humanos a los 

movimientos sociales, a sus luchas, conceptos, imaginarios, instituciones, sensibilidades y 

experiencias espirituales. Esa mirada la plantea en un contexto histórico de oposición antagónica 



 

 

15 

entre autoridad y autonomía propias de una realidad capitalista del subdesarrollo y una modernidad 

donde los derechos humanos son una promesa o una posibilidad pero una realidad prohibida. 

 

Gallardo (2008) crítica la vertiente liberal de los derechos humanos que los asocia a capacidades 

individuales y sociales, pero que no ahonda en las limitaciones prácticas del poder. Un texto retoma 

el diálogo con las posturas del iusnaturalismo moderno, destacando del mismo que permitió una 

fundamentación filosófica valiosa para la defensa de los derechos humanos, pero a su vez, riesgosa 

en términos de la denuncia de su violación sistemática. La tensión se instala, según Gallardo (2008) 

entre un poder despótico absoluto y arbitrario que asalta la vida y la propiedad y un poder natural 

que defiende la vida, la propiedad y la libertad, pero que queda sometido a la lógica del estado de 

guerra histórico que agrede a la humanidad y a los individuos.  

 

El problema que encuentra Gallardo (2008) en esta corriente de los derechos humanos es que en 

el marco del capitalismo concentra su foco en la sanción de los crímenes contra la propiedad 

ubicando a quienes atacan la propiedad como no humanos, legitimando las posteriores respuestas 

de represión. Gallardo (2008) concluye que estos planteamientos teóricos sobre el carácter del 

humano y de sus instituciones, si bien surgen como planteamientos teóricos sobre lo cultural, lo 

económico y lo social, se transforman en ideología, instalando una jerarquización de lo humano 

entre los propietarios y los miserables, estos últimos, junto a los asalariados, quedan en una 

permanente condición de sumisión. Dominación que se legitima con los argumentos económicos 

de la productividad, políticos de la autoridad legítima, culturales de la inteligencia, la fuerza, la 

belleza y la razón, y con argumentos morales que hablan del “orden divino y natural de las cosas” 

(Gallardo, 2008). 

 

Gallardo (2008) cuestiona profundamente la solución que propone Bobbio porque a su juicio, 

traslada la comprensión de los derechos humanos a la eficacia jurídica, desplazando, 

reposicionando y re significando la noción de derechos humanos del ámbito filosófico y ético al 

campo político, es decir, de lo ideológico a lo material. Sin embargo, el problema está en no 

comprender que el campo político es un espacio con conflictos, que en él residen la razón de Estado 

y las razones subordinadas, antagónicas y alternativas al Estado. Que la razón de Estado es 

fragmentada, sujeta a las dominaciones y a los aparatos de dominación y por lo tanto, plantear la 
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universalidad de los derechos humanos y su carácter positivo es un reduccionismo que desconoce 

que el Estado es un aparato de dominación capaz de ejercer coerción y coacción a nivel nacional 

y a nivel geopolítico.  

 

Gallardo (2008) plantea que el problema de Bobbio está en dejar intacto el fundamento metafísico 

de los derechos humanos, escindiendo a la sociedad civil de lo político y suavizando la 

comprensión de la sociedad como campo donde existen ciudadanos que son iguales en la sociedad 

política pero que, en la sociedad civil están sometidos a jerarquizaciones y discriminaciones 

asociadas a los intereses en juego. 

 

Como síntesis de su lectura sobre la fundamentación de los derechos humanos Gallardo (2008) 

alude que declararlos absolutos es una ilusión porque su fundamento está en el carácter de ser 

prácticas humanas, socio históricas y reversibles, cuya legitimidad o ilegitimidad depende de las 

luchas políticas y culturales, de las fundamentaciones permanentes que las respaldan y de los 

activismos continuos que se adelantan para su protección. Para Gallardo (2008), el fundamento y 

la protección de los derechos humanos es una tarea política que pasa por los marcos de la 

comprensión de la matriz de las formas sociales modernas que en las prácticas de sus sociedades 

civiles emergentes, de sus movimientos y movilizaciones sociales inciden política y culturalmente 

para configurar epistemologías y sensibilidades que en muchos casos se logran institucionalizar 

jurídicamente, pero que siempre, legales o no, sólo son si los reclamos tienen eficacia y los 

derechos humanos logran en las formaciones sociales romper los principios de la dominación 

derivando en reconfiguraciones de las tramas sociales y en transferencias de poder. 

 

Herrera-Flores (2008) en sus trabajos desarrolla la cuestión de la reinvención de los derechos 

humanos, indica que en el siglo XXI los derechos humanos se postulan como el principal reto, que 

a su vez, ello demanda su reformulación porque el liberalismo político y económico le ha colocado 

límites que los desvirtúan. Denuncia que la globalización de la racionalidad capitalista ha devenido 

en el contexto de los derechos humanos en la generalización de una ideología individualista, 

competitiva y explotadora. Su preocupación se incuba en la necesidad de encontrar una 

racionalidad que se contraponga a la hegemonía del capital y construya una versión crítica a los 

derechos humanos como potencia jurídica, ética y social. Para Herrera-Flores (2008) los derechos 
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humanos pueden ser la guía de la construcción de una nueva racionalidad que rompa la jaula de 

hierro en la cual la ideología del mercado y la legitimación jurídica formalista y abstracta los han 

encerrado. 

 

Para Herrera-Flores (2008) el derecho se debe comprender como una técnica fundamental, como 

la posibilidad de acceder a bienes, pero a su vez, indica que es necesario tener claro que el derecho 

no es neutral ni aséptico y que está acondicionado por los sistemas de valores y las formas del 

poder. Coinciden Dussel (2010), Gallardo (2008) Sousa (2014) y Herrera-Flores (2008) cuando 

indican que los derechos humanos no son previos a la acción política, ni a las prácticas económicas, 

ni a las ideologías y expectativas.  

 

Herrera-Flores (2008) propone que los derechos humanos requieren acciones de emancipación 

respecto de valores y criterios de división social, a su vez, requieren de la afirmación de la lucha 

humana por el logro de sus deseos y sus necesidades vitales. Herrera-Flores (2008) plantea que en 

tal medida, no debieran comprenderse como privilegios, declaraciones, intenciones y postulados 

metafísicos, sino como procesos institucionales y sociales que generen posibilidades de apertura y 

consolidación de los espacios de lucha por la dignidad humana, que a su vez, se relaciona 

directamente con la lucha por la democracia y la justicia.  

 

Herrera-Flores (2008) sobrepasa la lectura de los derechos humanos en su ámbito jurídico, 

ideológico y abstracto, para ubicarse según sus palabras en los contextos sociales, económicos y 

culturales y en las condiciones de acceso a los bienes materiales e inmateriales de los grupos, los 

individuos y las organizaciones. La universalidad de los derechos humanos para Herrera-Flores 

(2008) implica ubicarse en la disputa entre derechos humanos y los procesos que generan hambre, 

miseria, explotación y marginación.  

 

De ahí que Herrera-Flores (2008) convoque a redefiniciones teóricas de los planteamientos 

neoliberales, de los acuerdos entre las potencias capitalistas y las potencias en general, de los 

planes de ajuste estructural que imponen los organismos económicos multilaterales, de la deuda 

externa que castiga sobre todo al sur del mundo, de la agresión permanente a la soberanía nacional 

por parte de poderes corporativos privados transnacionales, de la desregulación y privatización de 
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servicios y bienes esenciales del Estado, del sindicalismo y demás organizaciones y finalmente de 

la subordinación estratégica que se ha impuesto por parte de los países enriquecidos a los países 

empobrecidos. Herrera-Flores (2008) insiste en que hay una trampa en hablar de los derechos como 

un concepto olvidando los conflictos y las luchas, porque son esos conflictos y esas luchas las que 

los han determinado y los determinan. Herrera-Flores (2008) expone que el reconocimiento 

jurídico de los derechos humanos no soluciona los problemas de la desigualdad, la injusticia, el 

privilegio y la subordinación, de ahí la necesidad de partir de compromisos y deberes que surgen 

de las luchas, los conflictos y las prácticas y que permiten desarrollar una teoría crítica de los 

derechos humanos que los trabajan como deberes auto impuestos en las luchas por la dignidad y 

no como derechos abstractos y deberes pasivos. 
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2. Estado de la Cuestión 

 

La historia del concepto de derechos humanos en Colombia entre 1948 y 2018 no ha sido trabajada 

desde el campo de la historia conceptual, ni desde otro campo de la historia. Al respecto, es 

significativo retomar lo planteado por la profesora María Virginia Gaviria Gil (2012), quien en el 

artículo Aproximaciones a la historia del derecho en Colombia, a partir de la revisión de la totalidad 

de “todos los números de unas cuarenta revistas de derecho, historia y ciencias sociales en 

Colombia, así como los catálogos y bases de datos de las principales editoriales y bibliotecas del 

país, y la información existente en Colciencias” (Gil, 2012, p. 131), concluye que la historia del 

derecho pese a algunos avances en los últimos años, todavía sigue pasando desapercibida y queda 

mucho por hacer. 

 

Al explorar el minucioso ejercicio de rastreo de la profesora Gil (2012), no se encuentra en ninguna 

parte la categoría derechos humanos, como un campo que se haya trabajado desde la historia del 

derecho, aunque se identifican trabajos sobre distintos aspectos, tipos y campos del derecho, no 

aparecen trabajos de historia de los derechos humanos. En este sentido, a continuación, se presenta 

un balance de los trabajos de investigación relacionados con la categoría derechos humanos. 

 

Lo que se comparte es afín al problema de interés de la presente investigación, la mayoría de las 

veces de manera indirecta, pues se trata de investigaciones que abordan aspectos – hechos, sujetos, 

instituciones, legislación, etc. – específicos de los derechos humanos, sin que en ningún caso se 

atienda el periodo escogido por la presente investigación. Lo que sí se encontró fue el trabajo de 

un investigador que aborda el problema del discurso de los derechos humanos, el del profesor 

González-Jácome (2016).  

 

Para el rastreo al estado de la investigación en lo relacionado con los derechos humanos en 

Colombia, se revisaron todos los números disponibles de las revistas universitarias de historia del 

país. En general, en las revistas hay un número importante de artículos que dan cuenta de 

investigaciones y reflexiones sobre asuntos relacionados, tanto en el campo legal institucional, 

como a nivel de sujetos, territorios y procesos, pero ningún trabajo investiga el periodo temporal 

que se propone, ni el concepto derechos humanos desde tres sujetos discursivos protagónicos, 
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como son el Estado, la Comunidad internacional y las Organizaciones no gubernamentales de 

derechos humanos. 

  

Otra acción realizada en función de dar cuenta del estado de la cuestión fue el rastreo de 

publicaciones en las bases de datos de revistas científicas. Para ello, se acudió a la búsqueda de 

artículos académicos a través de EBSCO HOST. Se optó por buscar en Academic Search 

Complete, usando las siguientes categorías y asociaciones de categorías: 

 

- Historia + Derechos humanos + Colombia, encontrando un documento sobre una relectura del 

Libro Negro de la Represión. - Historia + Derechos humanos + Colombia, encontrando para el 

periodo 2000 – 2018, 20 publicaciones académicas, dos revistas y una reseña de libro. 

- Historia + Movimiento de Derechos humanos + Colombia, filtrando por history y Colombia, 9 

resultados. - Discurso + Derechos humanos + Colombia, encontrando un total de 73 resultados, 

tras filtrar por país: Colombia, y tema: human rights. 

- Defensa de Derechos humanos + Colombia, para el periodo 2015 – 2019, apareciendo tres 

documentos en publicaciones académicas arbitradas.  

 

De la búsqueda en Academic Search Complete, se seleccionaron ochenta y tres (83) trabajos. 

Primero, se leyeron para reconocerlos, segundo, se estudiaron para analizarlos y comprenderlos, 

tercero, se procuró una síntesis escrita de lo encontrado. Los hallazgos se agrupan en cuatro 

ámbitos: i. Ámbito de los trabajos relacionados de manera directa y/o próxima con el discurso de 

los derechos humanos en Colombia; ii. Ámbito de las organizaciones no gubernamentales de 

derechos humanos, incluyendo organizaciones y movimientos sociales; iii. Ámbito del Estado 

colombiano, incluyendo tanto lo competente al poder central en sus distintas ramas, como a los 

niveles departamentales y municipales; aquí también se incluyen las acciones oficiales de 

Colombia a nivel internacional, siempre que implique diálogo diplomático interno, de lo contrario, 

se incluyen en el ámbito internacional; iv. Ámbito internacional, en el cual se contemplan las 

acciones de la comunidad internacional, tanto en el territorio nacional, como en otros lugares del 

planeta, incluyendo las actuaciones en las sedes de los organismos multilaterales. Es necesario 

aclarar que la búsqueda finalmente se realizó con las categorías discurso + derechos humanos 
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porque tal rastreo permitió identificar un buen número de trabajos, mientras las categorías 

concepto + derechos humanos arrojaba muy pocos o nulos resultados. 

 

Al observar analíticamente las investigaciones relacionadas con la categoría derechos humanos en 

Colombia, una primera conclusión es la ausencia de estudios que se hayan dedicado a comprender 

las tensiones, las racionalidades encontradas y las disputas por la hegemonía discursiva entre el 

Estado colombiano, las Organizaciones no gubernamentales de derechos humanos y la Comunidad 

internacional por el concepto de derechos humanos.  

 

Como se expone en el primer ámbito, sólo el trabajo del profesor González-Jácome (2016), se 

inscribe directamente en el estudio del discurso de los derechos humanos y su concepto, 

precisamente para el periodo 1974 y 1978. Los otros trabajos permiten ubicar cuestiones de 

relevancia para el desarrollo próximo de esta investigación, a saber: Espinosa (2013), los discursos 

y contra-discursos de organizaciones de Colombia ante la CorteIDH y CIDH, Aranguren (2017), 

el sufrimiento humano en las investigaciones sobre los derechos humanos en Colombia, Restrepo 

(s.f.), la pedagogía de los derechos humanos, Romero (2003), el movimiento de derechos humanos 

como un movimiento social, Marín (2017), la degradación, terror, persecución, escalamiento de la 

violencia y desesperanza de la década de los ochenta, Rojas (s.f.), las formas de negación de los 

derechos humanos y las reflexiones de carácter teórico entre 1978 y 1992, en el plano de la tensión 

entre ética y política.  

 

Los trabajos de investigación agrupados en los otros ámbitos, ONGs – Estado – Comunidad 

internacional, también aportan pistas importantes para la investigación, desde cuestiones teóricas, 

hasta datos como fechas, personas, instituciones, legislación, temas y procesos, entre otros asuntos 

de relevancia para el rastreo de información sobre el concepto derechos humanos en Colombia 

entre 1948 y 2018.  

 

Vale agregar que en la tradición de la historia conceptual no existe, ni en ningún diccionario de 

historia conceptual, ni en Alemania, ni para el mundo ibérico, el estudio del concepto derechos 

humanos o, mejor, de los derechos humanos como un concepto. Si además, se toma en cuenta el 

estado de la cuestión descrito para Colombia, es prudente afirmar, con humildad, que la presente 
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propuesta de investigación es original, además es necesaria como un aporte al estudio del concepto 

derechos humanos como un componente del lenguaje político en razón de las tensiones, las 

racionalidades encontradas, las disputas por la hegemonía discursiva entre el Estado colombiano, 

las ONG de DDHH y la Comunidad internacional, y en el interés de describir los procesos 

institucionales, legislativos, judiciales y de política pública, los procesos organizativos y de 

incidencia nacional e internacional de las ONG de DDHH, los procesos de relacionamiento e 

intervención de la Comunidad internacional con el Estado y las ONG y las organizaciones de 

víctimas. 

 

Las investigaciones que abordan los derechos humanos desde las ONG observan, algunas, las 

dinámicas de conjunto y otras concentran el foco en sectores, sujetos y hechos. Su surgimiento, 

estabilización y fortalecimiento ha estado asociado a la “Iglesia, las ONG en el norte global, 

agencias de desarrollo en Europa y Estados Unidos y el sector privado a través de esquemas 

filantrópicos” (Montoya-Londoño, 2012, p. 288). Marín (2009) resalta el papel protagónico de las 

OING en la instalación de Colombia en la agenda internacional, obligando al Estado de Colombia 

a aceptar en 1996, una Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los derechos 

humanos.  

 

Junto a los estudios mencionados que procuran una mirada amplia del tema de las ONG y las 

OING de derechos humanos, algunos estudios profundizan en casos específicos. Otros estudios 

reafirman el interés académico por el abordaje de temas con un foco preciso, como el impacto de 

los derechos humanos en una institución educativa, los derechos económicos, sociales y culturales 

en el ámbito de lo institucional, el derecho y el referendo del agua y la labor de promoción y 

defensa de los derechos humanos por la Comisión Inter congregacional de Justicia y Paz de la 

Conferencia de religiosos de Colombia.  

 

Varias investigaciones abordan la relación entre derechos humanos y marco legal interno de los 

mismos. López-Medina y Sánchez (2008) estudian la articulación-armonización entre el derecho 

nacional de los derechos fundamentales (DNDF) y el derecho internacional de los derechos 

humanos (DIDH). López-Murcia (2010) considera como asunto pendiente de la Corte 
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Constitucional, la incorporación de los tratados y sus interpretaciones autorizadas como estándar 

mínimo obligatorio y no como pauta relevante.  

 

Otros estudios se concentran en mecanismos específicos del marco legal interno, directa o 

indirectamente relacionado con los derechos humanos, como la actuación de la Corte 

Constitucional y los sistemas de alertas tempranas, investigando la relación del marco estatal de 

los derechos humanos con problemas específicos como el terrorismo, el desplazamiento, la 

seguridad. Otro ámbito cercano al del desplazamiento, están los estudios sobre la migración 

internacional, los derechos de los refugiados, migrantes y asilados.  

 

Algunas investigaciones se concentran en clasificaciones específicas de los derechos humanos 

como los DESC, la Convención internacional sobre los derechos de personas con discapacidad, 

los derechos ambientales y el derecho humano al agua potable y su relación con la actividad 

minera. Procuran analizar el problema del marco estatal de los derechos humanos para grupos 

específicos como la mujer, las personas homosexuales y grupos étnicos. Estas búsquedas auscultan 

en grandes eventos normativos, también algunos gobiernos despiertan particular interés, en lo que 

a la política pública se refiere.  

 

Varios estudios se enfocan en la investigación sobre el problema de los derechos humanos en el 

ámbito jurídico internacional, en instancias regionales y globales, de ahí la existencia de trabajos 

sobre la Comisión y la Corte Interamericanas de Derechos Humanos de la OEA, la ONU y sus 

organismos y la Corte Penal Internacional. Es posible rastrear investigaciones y análisis sobre el 

problema de los derechos humanos y las relaciones con otros países como China, Estados Unidos, 

Ecuador, Venezuela y Panamá.  

 

Un corpus de investigación se concentra en derechos específicos, como es el caso de los DESC y 

los derechos de la naturaleza, los derechos civiles y políticos frente a los económicos sociales y 

culturales, los servicios públicos, la relación derecha–economía, y en el impacto de las decisiones 

de los organismos económicos internacionales en los DESC a nivel de la legislación constitucional 

en Colombia.  
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Para esta investigación, uno de los hallazgos más significativos ha sido el artículo del profesor 

González-Jácome (2016), quien ha dedicado parte de su trabajo a la historia intelectual de los 

derechos humanos en Colombia entre 1974 y 1978, enfocándose en la relación entre la izquierda 

colombiana y las ideas de los derechos humanos. González-Jácome (2016) toma como preguntas 

guía de su trabajo, las siguientes:  

 

¿Cómo se relacionó la izquierda colombiana con las ideas de derechos humanos en el 

período señalado, teniendo en cuenta su desconfianza arraigada con la legalidad liberal? 

¿Por qué fue posible que algunos grupos desde este lugar del espectro político acogieran el 

lenguaje de los derechos humanos? (González-Jácome, 2016, p. 107) 

 

Para el profesor González-Jácome (2016), la izquierda inicialmente concibió los derechos 

humanos como parte del Estado burgués, acudiendo a los mismos a través de la denuncia de la 

violencia de que era víctima su propia militancia y la población en general, como parte de un 

esfuerzo por crear conciencia de clase popular. Metodológicamente, analiza el discurso de El Libro 

Negro de la Represión (CSPP, 1973), donde ausculta la “tensión entre legalidad burguesa y 

proyecto revolucionario propio del pensamiento de izquierda” (González-Jácome, 2016, p. 107).  

 

Frente a la idea de que en América Latina los derechos humanos devienen con fuerza dada la crisis 

de posturas más radicales del pensamiento político, González-Jácome (2016) cuestiona el 

trasfondo colonial que se incuba en desconocer el “rol de América Latina en la producción de 

historias globales” (p. 109, 110). Su trabajo apuesta por exponer las narrativas sobre el origen de 

los derechos humanos en Colombia, el entendimiento de la idea de militancia y su presencia en el 

Comité de Solidaridad con los Presos Políticos (CSPP), el estudio profundo de la retórica del CSPP 

y la lectura que hizo respecto a El Libro Negro de la Represión, la intelligentsia de izquierda desde 

la revista Alternativa, el paso a la estrategia judicial de protección de derechos. 

 

Otro de los artículos importantes en el rastreo de antecedentes es el trabajo del profesor Aranguren 

(2017). La importancia de sus elaboraciones en relación con esta investigación es su abordaje sobre 

el sufrimiento humano en la investigación y defensa de los derechos humanos en Colombia, que a 

su vez, ha llevado a la construcción de cierto tipo de narrativas sobre la guerra y la violencia 
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política. En un marco respetuoso del trabajo de varias organizaciones, cuestiona que la relación 

sufrimiento, defensa de los derechos humanos e investigación académica “delinea una narrativa 

sobre la efectividad del daño, que contribuye a la invisibilidad tanto del sufriente como de quien 

lo escucha” (Aranguren, 2017, p. 63). A su juicio, mucho del trabajo realizado por las ONG, se 

concentra en la denuncia a partir de datos fríos, sin “sufrimiento, ni emociones, ni sujeto, ni 

cuerpo” (Aranguren, 2017, p. 64), sin sus tácticas y estrategias, sin sus entregas y resistencias, 

borrando al sujeto, desapareciéndole de tal representación.  

 

Flor Alba Romero (2003) realiza su análisis identificando al movimiento de derechos humanos 

como un movimiento social que enfrenta un Estado bipartidista débil y excluyente. Romero (2003) 

identifica las características que Archila Neira (1995) ubica para un movimiento social: acciones 

sociales colectivas permanentes orientadas a enfrentar injusticias, desigualdades y exclusiones. 

Cumpliendo también los tres principios señalados por Múnera (1998): identidad, oposición y 

totalidad, es decir, el actor, el contradictor y el proyecto, lo que le lleva a sostener “relaciones de 

articulación, de oposición y exclusión” (Romero, 2003, p. 2). La relación de articulación se ha 

establecido, según Romero (2003), con lo sindical, lo eclesiástico y lo popular. Articulación desde 

la oposición contra quienes atentan contra la vida humana desde el Estado, particulares e 

insurgencia. Y la de exclusión porque tiene criterios de admisión, de alianzas y para evitar 

provocaciones.  

 

María del Pilar Marín Rivas (2017), se concentra en la década de los años ochenta, la que califica 

como de “degradación, terror, persecución, escalamiento de la violencia y desesperanza” (Marín, 

2017, p. 113). Marín (2017) analiza los fundamentos y estímulos de la persecución y la represión, 

a la par de narrar el proceso de fortalecimiento de la defensa de los derechos humanos desde lo 

colectivo, religioso y gubernamental. Según Marín (2017) la agudización de la represión motivó 

la suma de comunistas, liberales, conservadores, obispos y otros actores de la sociedad y las 

instituciones. 

 

Carlos Eduardo Rojas (s.f.) realiza un análisis sobre las formas de negación de los derechos 

humanos y las reflexiones de carácter teórico entre 1978 y 1992, en el plano de la tensión entre 

ética y política. Observa la relación entre legitimidad estatal, poder popular y derechos humanos: 
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“la lucha por la dignidad humana en la historia reciente de nuestro país se ha expresado con el 

lenguaje de los derechos humanos” (Rojas, s.f., p. 30). Para Rojas (s.f.), los derechos humanos 

pueden observarse como fines en sí mismos o como instrumento de lucha política.  

 

Yusti (s.f.) se ocupa de la reflexión por la pedagogía de los derechos humanos. Se pregunta por la 

aplicación de los derechos humanos, los estados de excepción, la reacción de los sectores sociales 

y las ideas más fuertes sobre los derechos humanos. Otro trabajo que se enfoca en el discurso de 

los derechos humanos es el de Espinosa (2013), quien en una investigación sobre los discursos y 

contra-discursos por parte del Proceso de Comunidades Negras y su interlocución con el Estado 

colombiano en el marco de las audiencias de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 

(CIDH) entre el 2007 y el 2013, destacando el papel del Proceso de Comunidades Negras (PCN), 

Asociación de Afrocolombianos Desplazados (AFRODES) y el Movimiento Nacional Cimarrón 

(CIMARRÓN). 

 

En síntesis, los trabajos identificados brindan interesantes aportes a esta propuesta de 

investigación, su lectura ha llamado la atención sobre cuestiones metodológicas, epistemológicas 

y éticas, sin embargo, también se ha podido corroborar que la entrada a la investigación del 

discurso de los derechos humanos, ha sido predominantemente sobre la vía de las ONG, los 

movimientos sociales, la Iglesia Católica y la izquierda, confirmando la necesidad de ahondar en 

las entradas de los derechos humanos al país, por distintas vías, como desde la Comunidad 

internacional con representación diplomática en Colombia, el Estado colombiano con su 

institucionalidad y burocracia, y las élites gobernantes en sus distintas expresiones gremiales, 

liberales y conservadoras, de izquierda, de centro, de derecha y de extrema derecha, que también 

se han hecho cargo del discurso de los derechos humanos en Colombia y desde Colombia frente 

al debate con la Comunidad internacional. 
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3. Capítulo I 

Historia del concepto “Derechos Humanos” en la Comunidad Internacional 

 

Este capítulo aborda la historia del concepto “derechos humanos” en la comunidad internacional 

a partir de la pregunta ¿qué momentos históricos vive la semántica del concepto en el proceso de 

la comunidad internacional? y planteando como hipótesis que para la comunidad internacional los 

derechos humanos emergen como un consenso transitorio contra el fascismo para convertirse en 

instrumento geopolítico de los proyectos capitalistas y socialistas y de los proyectos capitalista y 

ambientalista. 

 

Metodológicamente este capítulo concentra la mirada en los siguientes documentos: Carta de la 

ONU de 1945, Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948, Carta de la Organización 

de los Estados Americanos y la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y 

el Convenio Económico de Bogotá de 1948, los Pactos Internacionales de Derechos Civiles y 

Políticos y de Derechos Económicos Sociales y Culturales PIDCP – PIDESC de 1968, la Primera 

Cumbre de la Tierra de 1972 y la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible de 2015. 

 

3.1. Punto de Partida. La Carta de las Naciones Unidas 

 

En este apartado se realiza un análisis de la Carta de las Naciones Unidas porque es el documento 

fundacional del sistema bajo el cual queda el mandato de la Declaración Universal de los Derechos 

Humanos desde el 10 de diciembre de 1948. Su importancia para la investigación radica en el 

hecho de que el conjunto de instrumentos positivos e institucionales que se implementan en las 

siguientes décadas se constituyen y proyectan con el sello Organización de las Naciones (ONU). 

En tal sentido, desde 1945 se constituye en un actor y un autor de derechos humanos, con presencia 

global y regional. Y en el seno de sus instituciones y dinámicas de funcionamiento se desarrollan 

procesos conceptuales, de positivización del derecho internacional de derechos humanos y de 

exigibilidad por parte de Estados y organizaciones de la sociedad de todos los países.  
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3.1.1. Nosotros los Pueblos de las Naciones Unidas 

 

La historia de la ONU tiene en 1945 un momento fundacional. Colombia participa como uno de 

los cincuenta Estados que en San Francisco suscribieron la Carta Constitutiva de las Naciones 

Unidas. El 24 de octubre de 1945, la República de Colombia a través del Congreso de Colombia 

y la firma del Gobierno Nacional, ratificó en Bogotá, la Carta de las Naciones Unidas y el Estatuto 

de la Corte Internacional de Justicia. El Estatuto se considera parte constitutiva de la Carta. En su 

contenido se definen elementos significativos para la comprensión de la perspectiva de humanidad, 

de comunidad de naciones y de derecho internacional que tienen las Naciones Unidas. 

 

Lo primero es que se establece un “nosotros los pueblos”, no un nosotros los Estados o los 

gobiernos. Es decir, que de entrada los delegados gubernamentales que se hacen presentes en 1945 

en San Francisco asumen la representación de los pueblos. Por Colombia, a la luz del argumento 

de la democracia representativa de esta República, intervienen, entre otros, Eduardo Zuleta Ángel, 

Alberto González Fernández, Jesús María Yepes y Silvio Villegas. En todo caso, se instala 

internacionalmente esa idea de la existencia de un nosotros los pueblos de las Naciones Unidas. 

¿Cuál es la motivación de ese nosotros? Extienden su palabra a favor de las generaciones venideras 

en procura de protegerlas de la guerra y sufrimientos indecibles. Es decir, el sentido de ese sujeto 

internacional está en su capacidad de acción en el porvenir de la humanidad. 

 

¿De dónde parte ese nosotros los pueblos de las Naciones Unidas? Parte de la fe. ¿En qué tiene fe? 

En cuatro elementos: los derechos fundamentales del hombre, la dignidad y el valor de la persona 

humana, la igualdad de derechos de hombres y mujeres y, la igualdad de las naciones grandes y 

pequeñas. Este actor y autor de la discusión sobre los derechos humanos corresponde en el primer 

momento a cincuenta países que suscriben la Carta. Asumen que el hombre tiene derechos 

fundamentales y que la persona humana dignidad y valor. Aclara explícitamente que hombres y 

mujeres, naciones grandes y pequeñas, tienen igualdad de derechos. El problema de la igualdad se 

inscribe entonces a personas y naciones y, en ese sentido, los derechos y la dignidad se acuerdan 

como parte de las relaciones humanas y las relaciones internacionales.  
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La ONU, autoidentificándose como nosotros los pueblos identifica un lugar temporal, el presente 

de esas naciones y sus Estados, con una responsabilidad frente a las aspiraciones de las 

generaciones venideras. Al ubicarse como un sujeto constituido por colectividades de todo el 

planeta establece para los derechos humanos un ámbito de responsabilidad, de ahí su importancia, 

pues trasciende el escenario nacional de responsabilidades con las personas al escenario 

supranacional e inter-nacional. A su vez, además del nivel territorial ampliado de los derechos 

humanos y sus responsables, también extiende esa responsabilidad en el tiempo, pues se debe 

ocupar de las generaciones presentes y de las generaciones futuras, dando a los derechos humanos 

una dimensión temporal futura. 

 

El nosotros los pueblos de las Naciones Unidas es una institucionalidad que asume entre sus 

obligaciones la de generar las condiciones para mantener la justicia y el respeto por las 

obligaciones emanadas del derecho internacional. Condiciones necesarias para dos propósitos: 

promover el progreso social y elevar el nivel de vida. Propósitos condicionados a darse “dentro de 

un concepto más amplio de la libertad” (Carta de las Naciones Unidas, 1945, p. 1). Este actor de 

la discusión sobre derechos humanos habla desde San Francisco, Estados Unidos, porque en ese 

momento también se está instalando con ello una geopolítica nueva en el planeta. En Nueva York 

queda la principal sede de ese actor nosotros los pueblos de las Naciones Unidas porque a partir 

de esos años la potencia Norteamericana ejerce su carácter imperial. Por supuesto, hay una disputa 

con otras potencias, pero se impone la estadounidense con relación a la definición de los 

parámetros de la justicia que se deben mantener, las obligaciones del derecho internacional, la 

perspectiva de progreso social y el concepto amplio o restringido de la libertad y las libertades 

¿restringidas? 

 

Si bien la hegemonía estadounidense se está instalando con preponderancia en el nosotros los 

pueblos de la Naciones Unidas, también definiendo cuatro finalidades, a saber, practicar la 

tolerancia, convivir en paz, actuar como buenos vecinos, unir fuerzas para mantener la paz y la 

seguridad internacionales, asegurando que la fuerza solo se usará para servir al interés común y, 

por último, emplear un mecanismo internacional para “promover el progreso económico y social 

de todos los pueblos” (Carta de las Naciones Unidas, 1945, p. 1). Otros actores están presentes en 

esa búsqueda de tolerancia, paz, bondad, unidad y progreso económico y social, también la Unión 
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de Repúblicas Socialistas Soviéticas, Gran Bretaña, Francia y China participan de esa búsqueda 

de hegemonía por el nuevo orden mundial que se está instalando en ese periodo. Al respecto el 

nosotros los pueblos de las Naciones Unidas informa de la decisión tomada y reafirmada el 26 de 

junio de 1945. Indican ser representantes con plenos poderes de los 501 gobiernos presentes que 

han convenido crear las Naciones Unidas para hacer realidad las resoluciones y finalidades ya 

expuestas.  

 

Comprendiendo la Carta de las Naciones Unidas (1945) como el instrumento que formaliza la 

existencia del nosotros los pueblos de las Naciones Unidas, el análisis de ésta en su artículo 1 

muestra los propósitos que legitiman su existencia. Los propósitos en algunos sentidos son iguales 

a sus resoluciones y finalidades, pero en otros aspectos, son más específicos y en algunos, agrega 

componentes. La paz y seguridad internacionales se establecen como sinónimo de la solución por 

medios pacíficos conformes con los principios de la justicia y del derecho internacional de 

situaciones, amenazas, agresiones y controversias que puedan quebrantar la paz. Aparecen las 

naciones como sujeto de las relaciones de amistad y del fortalecimiento de la paz universal a la luz 

de dos principios: igualdad de derechos y libre determinación de los pueblos. En este propósito, la 

paz además de ser internacional es universal.  

 

El nosotros los pueblos de las Naciones Unidas reclama su aspiración de ser centro que armonice 

los esfuerzos para alcanzar los propósitos comunes. Previamente, reconoce la existencia de 

“problemas internacionales de carácter económico, social, cultural o humanitario” (Carta de las 

Naciones Unidas, 1945, p. 2). Esta búsqueda de un nosotros se explica por el contexto inmediato 

de la Segunda Guerra Mundial contra la Alemania Nazi y los ejércitos del Eje Fascista. La ONU 

no es un nosotros en general y sin criterio, al contrario, en dicho momento aún está juzgando a sus 

enemigos de la guerra y definiendo los criterios de participación en el organismo que reemplazará 

a la Sociedad de las Naciones, intento de institucional supranacional cuyo fracaso estruendoso y 

doloroso se atestigua en los hechos y en las consecuencias de la II Guerra Mundial. La ONU es un 

 
1 Arabia Saudita, Argentina, Australia, Bélgica, Bolivia, Brasil, Canadá, Checoslovaquia, Chile, China, Colombia, 

Costa Rica, Cuba, Dinamarca, Ecuador, Egipto, El Salvador, Estados Unidos de América, Etiopía, Filipinas, Francia, 

Grecia, Guatemala, Haití, Honduras, India, Irán, Iraq, Líbano, Liberia, Luxemburgo, México, Nicaragua, Noruega, 

Nueva Zelanda, Países Bajos, Panamá, Paraguay, Perú, Polonia, Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, 

República Árabe Siria, República Dominicana, República Socialista Soviética de Bielorrusia, Sudáfrica, Turquía, 

Ucrania, Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas, Uruguay, Venezuela, Yugoslavia. 
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nosotros porque en ella concurren los Aliados que derrotaron a Hitler, Mussolini e Hirohito. Las 

dos guerras dejan consecuencias terribles en todos los ámbitos de la sociedad europea y asiática. 

Los impactos económicos, sociales, políticos y culturales son terribles al punto de convocar la 

voluntad de buscar caminos a la confrontación bélica para resolver los conflictos entre naciones y 

Estados. La ONU (1945) no elimina las diferencias ideológicas entre capitalistas, socialistas y 

comunistas, una de las más importantes en ese contexto, directamente relacionadas con el conflicto 

entre cristianismos y marxismos. Sin embargo, convoca un acuerdo de voluntades, buscar caminos 

distintos a la guerra para resolver las tensiones internacionales. Para ello, reivindica la cooperación 

internacional como vía para lograr solucionarlos. Agregando en concatenación a esos problemas y 

la búsqueda de soluciones, la cooperación internacional para desarrollar y estimular el respeto por 

los derechos humanos y las libertades fundamentales. En tal marco ontológico y geopolítico erige 

un todos sujeto de derechos humanos y libertades fundamentales. Para ese todos demanda actuar 

sin “distinción por motivos de raza, sexo, idioma o religión” (Carta de las Naciones Unidas, 1945, 

p. 4).  

 

El Preámbulo y los Propósitos de la Carta de las Naciones Unidas (1945) evidencian un conjunto 

de complejidades conceptuales, así, la fe del preámbulo da por sentado los derechos fundamentales 

del hombre y la dignidad y el valor de la persona humana, pero no incluye a las mujeres como 

sujeto de derechos fundamentales. Los derechos de ésta quedan supeditados a la igualdad de 

derechos de hombres y mujeres y a la igualdad entre las naciones grandes y pequeñas. Por el 

contrario, en los propósitos ya no distingue entre hombres y mujeres, sino que establece un “todos” 

(Carta de las Naciones Unidas, 1945, p. 2), pero no como sujetos per se de los derechos 

fundamentales, valor y dignidad, sino como sujetos a posteriori, es decir, para los cuales hay que 

buscar los derechos humanos y las libertades fundamentales.  

 

Por otra parte, para la Carta de las Naciones Unidas (1945), la paz del preámbulo es la paz de los 

buenos vecinos e internacional, mientras la paz de los propósitos es universal. En el preámbulo se 

comprende que los delegados de 50 gobiernos se propongan la paz como un asunto internacional 

de aliados. Pero entre los propósitos se define que además de la tolerancia y la convivencia entre 

nosotros los pueblos de las Naciones Unidas se aspira a una paz universal, lo que deja sentado una 
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pretensión que sobrepasa el mandato del instrumento o declara la decisión de que este instrumento 

ONU sea universal.  

 

Lo anterior se encuentra en los artículos 2 y 3 de la Carta de las Naciones Unidas (1945, p.2), sobre 

los Principios y los Miembros, elementos para ahondar en la problematización. Lo primero es que 

nosotros los pueblos de las Naciones Unidas es caracterizado como organización compuesta por 

miembros, quienes se someten a principios para alcanzar los propósitos. La categoría de miembro, 

distinto a lo dicho en el preámbulo, no corresponde a gobiernos con representantes con plenos 

poderes, sino a Estados, que no están obligados, sino que asumen de buena fe las obligaciones 

contraídas. Un elemento para destacar es el de igualdad soberana, que a su vez se liga con 

integridad territorial, independencia política y jurisdicción interna. Soberanía, integridad, 

independencia y jurisdicción protegidas tanto por el principio de igualdad soberana como por el 

de arreglo por medios pacíficos de las controversias internacionales.  

 

Entendiendo controversias como diferencias internacionales que pongan en peligro la paz, la 

seguridad y la justicia. Esta trilogía paz, seguridad y justicia aparece en los principios como 

legitimante de las actuaciones endógenas, pero también exógenas de la Organización. 

Demandando de los Estados Miembros ayuda para con la Organización de las Naciones Unidas 

cuando ejerza acciones preventivas y coercitivas contra un Estado parte y Estados No Miembros, 

a los cuales hará actuar de acuerdo con los principios de la Carta si es necesario “para mantener la 

paz y la seguridad internacionales” (Carta de las Naciones Unidas, 1945, p. 1). Acaso en ello radica 

la diferencia entre paz internacional y paz universal, entonces se debe comprender que la definición 

de paz que deben asumir el conjunto de Estados de la Tierra es el planteado por nosotros los 

pueblos de las Naciones Unidas. El último parágrafo del artículo 2 de los Principios es 

particularmente ambiguo y problemático: 

 

Artículo 2.7. Ninguna disposición de esta Carta autorizará a las Naciones Unidas a 

intervenir en los asuntos que son esencialmente de la jurisdicción interna de los Estados, ni 

obligará; a los Miembros a someter dichos asuntos a procedimientos de arreglo conforme 

a la presente Carta; pero este principio no se opone a la aplicación de las medidas 

coercitivas prescritas en el Capítulo VII. (Carta de las Naciones Unidas, 1945, p. 2)  
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La Organización de las Naciones Unidas (1945) declara que no intervendrá en los asuntos 

esencialmente internos de sus Miembros, ni que éstos serán obligados a someterse a los 

procedimientos de la Carta de las Naciones Unidas, sin embargo, al mismo tiempo sentencia que 

aplicará medidas coercitivas “en caso de amenazas a la paz, quebrantamientos de la paz o actos de 

agresión” (Carta de las Naciones Unidas, 1945, p. 2). Se concluye por lo tanto que la soberanía, la 

integridad territorial, la independencia política y la jurisdicción interna son relativas y están 

supeditadas al cumplimiento de los parámetros acordados por nosotros los pueblos de las Naciones 

Unidas. La condición para los Estados que aspiren a ser Miembros de las Naciones Unidas, del 

nosotros los pueblos, según el Artículo 4.1., es ser amantes de la paz y estar capacitados para 

cumplir sus obligaciones, lo que va de la mano de una cuestión política, aceptar la Carta (Carta de 

las Naciones Unidas, 1945).  

 

En esta medida, se establece una escala de valores para clasificar a los Estados en la Tierra, 

aquellos que aman la paz según el juicio de la Asamblea General y del Consejo de Seguridad, en 

el anverso de éstos están los Estados “objeto de acción preventiva o coercitiva por parte del 

Consejo de Seguridad” (Carta de las Naciones Unidas, 1945, p. 3), que serán suspendidos por 

recomendación de éste y que en caso de violar repetidamente los Principios de la Carta podrán ser 

expulsados. Emerge un conflicto agudo sobre la calidad de los Estados, porque por una parte se 

supedita a amar la paz y a cumplir los principios, pero por otra parte, se somete al Consejo de 

Seguridad dicha decisión. ¿Quiénes actuarán ante el poder de veto de algunos integrantes del 

Consejo de Seguridad? 

 

La Carta de las Naciones Unidas (1945) establece dos tipos de órganos: principales y subsidiarios. 

Los principales son Asamblea General, Consejo de Seguridad, Consejo Económico y Social, 

Consejo de Administración Fiduciaria, Corte Internacional de Justicia y Secretaría. Los 

subsidiarios se establecen de acuerdo con las disposiciones de la Carta, según se requieran. Se 

declara la elegibilidad de hombres y mujeres en condiciones de igualdad en todos los órganos. 

 

La Asamblea General según la Carta de las Naciones Unidas (1945) incluye a los Estados 

Miembros y tiene la facultad de discutir todo lo que considere pertinente la Carta, también aborda 
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lo referido a los poderes y funciones de los órganos principales y subsidiarios, excepto sobre las 

controversias o situaciones que esté tratando el Consejo de Seguridad. Son temas estructurales de 

la Asamblea General los siguientes: principios generales de la cooperación en el mantenimiento 

de la paz y la seguridad internacionales y principios que rigen el desarme y la regulación de los 

armamentos (Carta de las Naciones Unidas, 1945). Pero en caso de requerirse acción sobre 

cuestiones de seguridad, mantenimiento de la paz, regulación de armamentos y desarme, la 

Asamblea General deberá remitir el manejo al Consejo de Seguridad. Aunque se aclara en la Carta 

de las Naciones Unidas (1945) que el Consejo de Seguridad puede intervenir en situaciones contra 

la paz y la seguridad internacionales, está limitada al consentimiento del Consejo de Seguridad 

incluso cuando tome medidas ante circunstancias que amenacen el bienestar general, la amistad o 

los propósitos, principios y demás disposiciones de la Carta. Tanto el Consejo de Seguridad como 

los demás órganos presentan a la Asamblea General informes anuales. 

 

Según la Carta de las Naciones Unidas (1945), en el mandato de la Asamblea General se incluyen 

estudios para el fomento y desarrollo de la cooperación internacional en el campo político y en las 

materias de carácter económico, social, cultural, educativo y sanitario. También funge con el 

mandato de desarrollar y codificar el derecho internacional. Como parte de sus labores está hacer 

lo necesario para la realización efectiva de los “derechos humanos y las libertades fundamentales 

de todos, sin hacer distinción por motivos de raza, sexo, idioma o religión” (Carta de las Naciones 

Unidas, 1945, p. 1). Para ello y otras funciones establecerá organismos subsidiarios. 

 

Por su parte, el Consejo de Seguridad, contando entres sus integrantes como miembros 

permanentes a la República de China, Francia, la Unión de las Repúblicas Socialistas Soviéticas, 

el Reino Unido de la Gran Bretaña e Irlanda del Norte y los Estados Unidos de América, tiene 

como mandato central asegurar una acción rápida y eficaz en el mantenimiento de la paz y la 

seguridad internacionales, incluyendo el “establecimiento de un sistema de regulación de los 

armamentos” (Carta de las Naciones Unidas, 1945, p. 4). Le pertenece el arreglo pacífico de 

controversias que obedece a procesos de negociación, investigación, mediación, conciliación, 

arbitraje, arreglo judicial, el recurso a organismos o acuerdos regionales u otros medios pacíficos 

de su elección, precisando que no le competen las controversias de orden jurídico, jurisdicción 

exclusiva de la Corte Internacional de Justicia. En la votación de este organismo es donde se 
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establece una jerarquía imperial nuclear a la naciente democracia del sistema Naciones Unidas, 

puesto que salvo en las cuestiones de procedimiento para todas las demás se requiere todos los 

votos de los miembros permanentes (Carta de las Naciones Unidas, 1945). 

 

En materia de acciones en caso de amenazas a la paz, quebrantamientos de la paz o actos de 

agresión, la Carta de las Naciones Unidas (1945) estipula que el mandato del Consejo de Seguridad 

determina la existencia de amenaza o quebrantamiento de la paz o acto de agresión. Entre las 

medidas a tomar están las que no implican uso de la fuerza, entre las que se comprende “la 

interrupción total o parcial de las relaciones económicas y de las comunicaciones ferroviarias, 

marítimas, aéreas, postales, telegráficas, radioeléctricas, y otros medios de comunicación, así como 

la ruptura de relaciones diplomáticas” (Carta de las Naciones Unidas, 1945, p. 9) En su defecto y 

demostrado que las anteriores son inadecuadas, la solución pasará al despliegue y uso de la fuerza 

o “bloqueos y otras operaciones ejecutadas por fuerzas aéreas, navales o terrestres de Miembros 

de las Naciones Unidas” (Carta de las Naciones Unidas, 1945, p. 9). Para ello el Consejo de 

Seguridad podrá exigir de todos los Miembros de la Organización disponer de sus capacidades de 

defensa para contribuir al mantenimiento de la paz y seguridad internacionales, aunque en el marco 

de sus mandatos constitucionales (Carta de las Naciones Unidas, 1945). 

 

Se establece además en la Carta de las Naciones Unidas (1945) para efectos de actuar ante 

situaciones que requieran medidas militares urgentes mantener “contingentes de fuerzas aéreas 

nacionales inmediatamente disponibles para la ejecución combinada de una acción coercitiva 

internacional” (Carta de las Naciones Unidas, 1945, p. 10), contando con el Comité de Estado 

Mayor del Consejo de Seguridad para la conducción estratégica y para determinar potencia y grado 

de preparación de los contingentes disponibles, como para asesorar y asistir en lo relativo a 

cuestiones militares, empleo y manejo de fuerzas, regulación de armamentos y desarme, incluso 

para la consulta a organismos regionales o el establecimiento de subcomités regionales.  

 

Además, según la Carta de las Naciones Unidas (1945), el Comité de Estado Mayor contará con 

el Consejo de Seguridad para confrontar los “problemas económicos especiales originados por la 

ejecución” (p. 10) de las medidas de fuerza. Articulado a todo lo anterior se reconoce a los Estados 

Miembros el derecho inmanente de legítima defensa, individual o colectiva, en caso de ataque 
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armado, sin que ello afecte su estatus ni se considere que afecta la autoridad y responsabilidad del 

Consejo de Seguridad, al cual le será comunicado de inmediato el ejercicio de dicho derecho (Carta 

de las Naciones Unidas, 1945).    

 

La Carta de las Naciones Unidas (1945) también reconoce la existencia de acuerdos y organismos 

regionales en perspectiva del mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales, con las 

condiciones de que “sean compatibles con los Propósitos y Principios de las Naciones Unidas” 

(Carta de las Naciones Unidas, 1945, p. 11) y de que prioricen “el arreglo pacífico de las 

controversias de carácter local” (p. 4)  y que se mantenga informado “en todo tiempo al Consejo 

de Seguridad” (p. 4). Tales acuerdos y organismos serán parapeto de medidas coercitivas del 

Consejo de Seguridad. Ahora bien, se deja la actuación regional para prevenir nuevas agresiones 

contra Estados Miembros por parte de Estados Enemigos que renueven su política de agresión.   

 

¿Cuál es el concepto de derechos humanos que se instala en este proceso de la creación de las 

Naciones como un nosotros que busca la paz, la no agresión y la prevención de la guerra? Se trata 

de los derechos humanos como obligación de los Estados tanto por acción como por omisión. Lo 

que Javier Giraldo Moreno denomina el concepto clásico de los derechos humanos, el cual 

establece la relación entre el sujeto de derechos, el ciudadano, y el sujeto de obligaciones, el 

Estado. Desde esta perspectiva, la realización de los derechos humanos depende de las capacidades 

de un actor, el Estado, el único con los recursos materiales y legales necesarios para garantizar el 

conjunto de bienes materiales e inmateriales que significan los derechos humanos para una 

persona. En este concepto, se diferencia el sujeto humano en tanto ciudadano individual o con 

individualidad. Su condición humana y su dignidad humana le son inherentes pero el goce de sus 

derechos y libertades fundamentales le superar en tanto hay fuerzas que lo desbordan. El Estado, 

articulado globalmente a la naciente comunidad internacional bajo la etiqueta de la ONU, es el 

único que al actuar o al dejar de actuar es el responsable de los derechos humanos para con los 

individuos. En ello radica su razón de ser y su legitimidad. 

 

El mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales se asocia a la acción preventiva y 

coercitiva preventiva por parte del Consejo de Seguridad, de un grupo regional e incluso un 

Miembro de las Naciones Unidas. En perspectiva no de la cooperación militar, sino económica y 



 

 

37 

social se plantean condiciones de estabilidad, bienestar, relaciones pacíficas y amistosas entre 

naciones. Con base en el respeto a los principios de igualdad de derechos y libre determinación de 

los pueblos, así como, en la búsqueda de cooperación internacional en el orden cultural y 

educativo, se señala que la Organización de las Naciones Unidas (1945) promoverá: niveles de 

vida más elevados, trabajo permanente para todos, condiciones de progreso y desarrollo 

económico y social. En la Carta de la Organización de las Naciones Unidas (1945), se identifican 

problemas internacionales económicos, sociales y sanitarios, y, entre los mandatos asociados a 

cooperación económica y social se establece la efectividad de los derechos humanos y las 

libertades fundamentales a nivel universal sin distinciones de raza, sexo, idioma o religión. 

 

Como escenarios para atender las materias de carácter económico, social, cultural, educativo, 

sanitario se indican la acción conjunta o separada de los Miembros de la Organización, así como 

por medio de organismos especializados, los que podrán concertar y coordinar con el Consejo 

Económico y Social previa aprobación de la Asamblea General y en pro de actividades, consultas 

y recomendaciones (Carta de la Organización de las Naciones Unidas, 1945). Así mismo, la 

Organización de las Naciones Unidas podrá crear con los Estados interesados organismos 

especializados. A diferencia del Consejo de Seguridad, el Consejo Económico y Social no cuenta 

con miembros permanentes ni poder de veto. Le competen asuntos económicos, sociales, 

culturales, educativos y sanitarios, para lo cual podrá realizar estudios y recomendaciones a la 

Asamblea General, los Estados Miembros y los Organismos Especializados (Carta de la 

Organización de las Naciones Unidas, 1945). 

 

Igualmente, según la Carta de la Organización de las Naciones Unidas, 1945), podrá llegar a 

arreglos para celebrar consultas con organizaciones no gubernamentales internacionales y 

nacionales. Entre los instrumentos con los que cuenta está el de solicitar y presentar informes 

periódicos de los organismos especializados y los Estados Miembros sobre las materias 

internacionales a su cargo o sobre las recomendaciones realizadas respecto a éstas. Entre sus 

obligaciones de información está proveer la que el Consejo de Seguridad le solicite, al igual atender 

los asuntos sobre los que la Asamblea General declare su competencia. Aunque se deja abierta la 

posibilidad de crear las comisiones que considere necesarias, se establecen explícitamente las 
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comisiones de orden económico y social y para la promoción de los derechos humanos (Carta de 

la Organización de las Naciones Unidas, 1945).  

 

Si observamos el mandato del Consejo de Seguridad y el del Consejo Económico y Social de la 

Carta de la Organización de las Naciones Unidas (1945), encontramos una arquitectura que da 

respuesta inmediata a las cuestiones de paz y seguridad, mientras a lo concerniente a lo económico, 

social, cultural, educativo y sanitario lo somete al paso del tiempo.  

 

La Carta de la Organización de las Naciones Unidas (1945) contiene un aparte denominado 

“Declaración relativa a territorios no autónomos” (p. 14), en la cual, como se ha expuesto, se 

establece una relación de subordinación entre los Estados Miembros y los “territorios cuyos 

pueblos no hayan alcanzado todavía la plenitud del gobierno propio” (p. 15). A los primeros se les 

asigna el encargo sagrado de administrar sus territorios y promover el bienestar de sus habitantes, 

pero “dentro del sistema de paz y de seguridad internacionales establecido por esta Carta” (p. 15). 

 

En este sentido, el nosotros los pueblos de las Naciones Unidas actuará para asegurar, desarrollar 

y promover el adelanto político, económico, social, educativo y científico, la paz y la seguridad 

internacionales, el gobierno propio, sus aspiraciones políticas, el desenvolvimiento progresivo de 

sus libres instituciones políticas, la investigación y la cooperación. Se regirá por el principio de 

primacía de los intereses de los habitantes pero en el marco de lo que define la Carta de la 

Organización de las Naciones Unidas (1945). Además, periódicamente se transmitirá al Secretario 

General información estadística y demás información de naturaleza técnica sobre las condiciones 

económicas, sociales y educativas, dentro de los límites de la seguridad y el orden constitucional.  

 

Junto a los territorios de los Estados Miembros y los territorios no autónomos, aparece en la Carta 

de la Organización de las Naciones Unidas (1945), la categoría de “territorios metropolitanos” 

(p15), conviniendo una política de buena vecindad y considerando los intereses y el bienestar del 

resto del mundo en lo social, económico y comercial. Otra categoría de territorios emerge de la 

Carta de la Organización de las Naciones Unidas (1945), la de “territorios fideicometidos” (p. 15), 

que serán administrados y vigilados por el Régimen internacional de administración fiduciaria, 

igualmente, en concordancia con los propósitos de las Naciones Unidas. Además de lo planteado 
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para los territorios no autónomos, para los fideicometidos se incluyen cuatro cuestiones 

adicionales: 1. El gobierno propio o la independencia, 2. Los deseos libremente expresados de los 

pueblos interesados, 3. La promoción del respeto a los derechos humanos y a las libertades 

fundamentales de todos sin hacer distinción por motivos de raza, sexo, idioma o religión, y el 4. 

Reconocimiento de la interdependencia de los pueblos del mundo (Carta de la Organización de las 

Naciones Unidas,1945).  

 

Además del Consejo de Seguridad y el Consejo Económico y Social, las Naciones Unidas 

instituyeron en la Carta de la Organización de las Naciones Unidas (1945), el Consejo de 

Administración Fiduciaria. Sus miembros en ningún caso tienen la condición de permanentes. Es 

necesario que este Consejo esté articulado a la existencia en los territorios de la "autoridad 

administradora" (p. 16) que está conformada por uno o más Estados de la Organización de las 

Naciones Unidas y que se crean como resultado de acuerdos entre los Estados directamente 

interesados y podrá incluir zonas estratégicas que quedarán bajo la autoridad del Consejo de 

Seguridad, que tendrá en una escala de decisiones primacía sobre el Consejo de Administración 

Fiduciaria. Para los territorios diferentes a las zonas estratégicas en condición de fideicometidos, 

las funciones del Consejo de Administración Fiduciaria que se destacan explícitamente 

relacionadas con la Autoridad Administradora son las de considerar informes, aceptar y examinar 

peticiones y disponer visitas periódicas. Sin menoscabo de otras medidas acodadas con la 

Administración Fiduciaria. Finalmente, se establece una relación colaborativa con el Consejo 

Económico y Social y los organismos especializados (Carta de la Organización de las Naciones 

Unidas (1945).  

 

Según la Carta de la Organización de las Naciones Unidas (1945), la Secretaría de las Naciones 

Unidas está compuesta por el Secretario General, como funcionario administrativo de mayor 

rango, y por el personal requerido para el funcionamiento de la Organización con los criterios de 

representación geográfica y el más alto grado de eficiencia, competencia e integridad. En este 

ámbito también tiene peso mayor el Consejo de Seguridad, pues es el que recomienda a la 

Asamblea General las candidaturas. Ni Secretario, ni funcionarios están subordinados o reciben 

instrucciones de gobiernos o autoridades diferentes a las de la ONU. Entre sus obligaciones están 

actuar en todas las sesiones de la Asamblea General, del Consejo de Seguridad, del Consejo 
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Económico y Social y del Consejo de Administración Fiduciaria. Rinde un informe anual a la 

Asamblea General y llama la atención del Consejo de Seguridad sobre asuntos que ponen en 

peligro “el mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales” (Carta de la Organización de 

las Naciones Unidas, 1945, p. 4).  

 

Adicionalmente, la Carta de la Organización de las Naciones Unidas (1945) establece que podrán 

ser invocados solo los tratados y acuerdos internacionales concertados registrados y publicados 

por la Secretaría de las Naciones Unidas, incluyendo los que son concertados por cualesquiera de 

los Miembros. A su vez, en caso de conflicto de jurisdicciones priman las obligaciones impuestas 

por la Carta y se define capacidad jurídica para la Organización en todos los territorios, para el 

ejercicio de sus funciones y la realización de sus propósitos. Gozando de privilegios e 

inmunidades, incluyendo a sus Miembros y funcionarios (Carta de la Organización de las Naciones 

Unidas, 1945).  

 

Finalmente, la Carta de la Organización de las Naciones Unidas (1945), destaca que en materia de 

cuestiones transitorias serán resueltas por las Cuatro Potencias y Francia, según el párrafo 5 de la 

Declaración de Moscú del 30 de octubre de 1943. 

 

Que reconocen la necesidad de establecer, a la mayor brevedad posible, un organismo 

internacional de carácter general basado en los principios de soberana igualdad de todo 

Estado amante de la libertad, y dispuesto a recibir en su seno a todos esos Estados, grandes 

y pequeños, para el mantenimiento de la paz y la seguridad internacional. (Declaración de 

Moscú, 1943, par.5) 

 

A su vez,  para referirse a la entrada en vigor de la Carta de la Organización de las Naciones Unidas 

(1945),  se menciona explícitamente a la República de China, Francia, la Unión de las Repúblicas 

Socialistas Soviéticas, el Reino Unido de la Gran Bretaña e Irlanda del Norte y los Estados Unidos 

de América en términos de la entrega de sus ratificaciones, tras las cuales se agrega que también 

depende de “la mayoría de los demás Estados signatarios” (Carta de la Organización de las 

Naciones Unidas, 1945, p 9). Por último, se establece como igualmente auténticos los textos de la 

Carta “en chino, francés, ruso, inglés y español” (p. 22). Dejando en “archivos del Gobierno de los 
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Estados Unidos de América” (p. 22) su salvaguarda, con el compromiso de enviar copias 

certificadas a cada Estado signatario.  

 

Otro organismo fundamental que crea la Carta de la Organización de las Naciones Unidas (1945) 

es la Corte Internacional de Justicia (CIJ), como órgano judicial principal. Entre sus funciones 

están las de atender las consultas sobre cuestiones jurídicas remitidas por la Asamblea General o 

el Consejo de Seguridad u otro organismo especializado, previa autorización de la Asamblea 

General. Para comprender lo relacionado con la CIJ es necesario remitirnos al Estatuto de la Corte 

Internacional de Justicia de la ONU (1945). Este se estructura en cinco capítulos: organización, 

competencia, procedimiento, opiniones consultivas y reformas. Un número significativo de los 

artículos se refieren a la mecánica del proceso o de los procedimientos y a materias asociadas al 

funcionamiento y la administración. Por ello, se destacan algunos aspectos que tienen importancia 

significativa para el Espíritu de las Naciones Unidas, de los derechos humanos y las libertades 

fundamentales. En primer lugar, los magistrados deben cumplir con criterios de alta consideración 

moral y reconocida competencia en materia de derecho internacional. Serán propuestos por los 

grupos nacionales de la Corte Permanente de Arbitraje (Estatuto de la Corte Internacional de 

Justicia-ONU (1945). 

  

Previa a la proposición se les otorga una importancia consultiva a los más altos tribunales de 

justicia nacionales, a las facultades y escuelas de derecho, a las academias y las secciones 

nacionales de academias internacionales dedicadas al estudio del derecho (Estatuto de la Corte 

Internacional de Justicia-ONU, 1945). Si bien se estipula en cumplimiento de criterios 

individuales, también se fija observar que en el conjunto de magistrados “estén representadas las 

grandes civilizaciones y los principales sistemas jurídicos del mundo” (p.2). Conjuntamente se les 

exige ejercer sus “atribuciones con toda imparcialidad y conciencia” (p.5), aunque también pueden 

abstenerse de participar en la decisión de determinados asuntos si consideran que no deben hacerlo. 

 

La elección la realiza la Asamblea General y el Consejo de Seguridad, pero sin distinguir en el 

segundo caso entre miembros permanentes y no permanentes. Sin embargo, también en esta 

materia es definitoria la opinión del Consejo de Seguridad en igualdad de condiciones que la 

Asamblea General (Estatuto de la Corte Internacional de Justicia-ONU, 1945).  
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La Corte Internacional de Justicia (1945) tiene competencia sobre casos que involucren a los 

Estados parte, aunque se contempla casos en que un Estado Miembro de las Naciones Unidas sea 

parte en un negocio. La síntesis de la competencia se expresa en el artículo 36.1, cuando afirma 

“se extiende a todos los litigios que las partes le sometan y a todos los asuntos especialmente 

previstos en la Carta de las Naciones Unidas o en los tratados y convenciones vigentes” (Estatuto 

de la Corte Internacional de Justicia-ONU, 1945, p. 8), lo que desagregado incluye interpretación 

de tratados, cuestiones de derecho internacional, hechos que constituyen violaciones de 

obligaciones internacionales, naturaleza y extensión de una reparación dado el quebrantamiento 

de una obligación internacional y la jurisdicción sobre un caso. Para esto aplicará convenciones 

internacionales generales o particulares reconocidas por los Estados litigantes, la costumbre 

internacional, “los principios generales del derecho reconocidos por las naciones civilizadas” 

(Estatuto de la Corte Internacional de Justicia-ONU, 1945, p. 9), decisiones judiciales y doctrinas 

de publicistas de mayor competencia en las naciones, también podrá “decidir un litigio ex aequo 

et bono” (p. 9). El Estatuto de la CIJ establece como idiomas oficiales el francés y el inglés.  

 

Para el Estatuto de la Corte Internacional de Justicia-ONU (1945), todo procedimiento tendrá dos 

fases: oral y escrita. La escrita contempla comunicación, memorias, contra memorias y réplicas. 

La oral será audiencia en la cual se otorga la participación a testigos, peritos, agentes, consejeros 

y abogados. El Estatuto también fija criterios para alegatos y práctica de pruebas. Todas las 

decisiones serán por mayoría de votos y el fallo será motivado, respetando el derecho a incluir en 

el fallo opiniones disidentes. El artículo 60 del Estatuto sienta el carácter del fallo: “definitivo e 

inapelable” (Estatuto de la Corte Internacional de Justicia-ONU, 1945, p. 12), abriendo a 

interpretación por parte de la Corte ante un caso de desacuerdo. Sin embargo, se deja abierta la 

revisión únicamente si emerge el “descubrimiento de un hecho de tal naturaleza que pueda ser 

factor decisivo” (p. 12) y que por razones de desconocimiento y nunca de negligencia no se tuvo 

en cuenta al pronunciar el fallo. Según el Estatuto de la Corte Internacional de Justicia-ONU 

(1945), Miembros de la Corte y agentes, consejeros y abogados de las partes litigantes gozarán de 

privilegios e inmunidades diplomáticas “necesarios para el libre desempeño de sus funciones” (p. 

10).  
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A modo de síntesis puede decirse que el Derecho Internacional de los Derechos Humanos tiene 

como sombrilla y estructura de impulso y desarrollo a las Naciones Unidas, la que organizada en 

tres consejos, una Secretaría, una Corte y la Asamblea General, legitima poderes de primacía al 

Consejo de Seguridad en la toma de decisiones. Además, ese nosotros los pueblos de las Naciones 

Unidas marca una ruta de acción desde el norte y occidente del planeta hacia el sur y hacia el 

oriente.  

 

Para ello, la ONU establece una tipología de Estados, la primera en la cúspide de la pirámide 

incluye a las cuatro potencias más Francia, esto es, la República de China -luego República Popular 

de China-, la Unión de las Repúblicas Socialistas Soviéticas -luego Rusia-, el Reino Unido de la 

Gran Bretaña e Irlanda del Norte y los Estados Unidos de América. La segunda escala incluye a 

las Europeas y norteamericanas a las que se califica como civilizadas y desarrolladas, por lo que, 

se establecen como referente de las demás naciones, es decir, la tercera categoría, las que se 

consideran civilizadas pero de desarrollo incompleto. Adicionalmente, están los territorios que no 

tienen gobierno propio, entre los cuales se incluyen las colonias de las naciones europeas y las 

áreas recuperadas a los países enemigos durante la segunda guerra mundial. La condición de éstos 

últimos es de total dependencia política y administrativa. Sin embargo, en todos los casos se 

impone la perspectiva del modelo europeo norteamericano, incluso contando entre las cinco 

potencias con Rusia y China. 

 

3.2. Base de la Estructura. La Declaración Universal de los Derechos Humanos 

 

El 10 de diciembre de 1948 se aprobó por parte de la Asamblea General la Declaración Universal 

de los Derechos Humanos, que se convierte en las décadas siguientes en base del Derecho 

Internacional de los Derechos Humanos. En el ámbito de la ONU se abordó en su primera sesión. 

El 11 de diciembre de 1946 se detalló en la agenda como Proyecto de declaración de derechos y 

libertades humanos fundamentales. Para efectos del proyecto se creó una comisión mixta 

compuesta por la Primera -Desarme y Seguridad Internacional- y la Tercera -Asuntos Sociales, 

Humanitarios y Culturales-.  
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Como antecedentes, el relator Viteri Lafronte -Ecuador- informa que en San Francisco y Londres, 

“las delegaciones de Panamá y Cuba presentaron proyectos de declaración con relación a los 

derechos fundamentales del hombre” (ONU, 1946, p. 212), que las comisiones habían decidido 

trabajar por separado, que luego de intercambiar impresiones y acuerdos recomendaron a la 

Comisión de Derechos del Hombre creada por el Consejo Económico y Social la tarea de presentar 

propuestas, recomendaciones e informes sobre la posible ley internacional de derechos del hombre. 

Llama la atención que para el mismo día se agendó como tema específico Derechos políticos de la 

mujer y por otra parte, el Proyecto de Declaración de los derechos y deberes de los Estados. 

Particularmente, la Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mujer va a jugar un papel 

muy importante en la construcción de la Declaración porque va a denunciar exitosamente la 

referencia hombres como sinónimo de humanidad, logrando que se utilicen las categorías humanos 

y humanidad.  

 

Al año siguiente, el Consejo Económico y Social (ECOSOC) atendiendo lo anterior y con el fin 

de que sean examinadas en función de elaborar una declaración de los derechos del hombre, remite 

a la “Comisión de Redacción de la Comisión de Derechos del Hombre y a la Comisión de Derechos 

del Hombre la declaración presentada por la delegación de Panamá sobre las libertades y los 

derechos fundamentales del hombre” (ECOSOC, 1947, p.17), también indica que pese a todos los 

demás proyectos de declaraciones sobre esta cuestión, presentadas por otros Estados Miembros, 

en 1948 aún se usa desde el Consejo Económico y Social la expresión hombre tanto para referirse 

a la comisión como a la declaración.  

 

En su informe la Comisión solicita al Secretario General organizar estudios y análisis sobre la 

cuestión de las discriminaciones desde la Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y 

Protección a las Minorías a fin de definir “las principales categorías de discriminaciones que 

impiden a todas las personas disfrutar por igual de los derechos del hombre y de las libertades 

fundamentales” (ECOSOC, 1948, p.9) incluyendo la identificación de sus causas y para prevenir 

las discriminaciones y proteger a las minorías estableciendo programas educativos eficaces, de la 

mano de la UNESCO, con la cual se adelanta un proceso de difusión científica para hacer 

desaparecer los llamados prejuicios raciales. 
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En el debate interviene por canales oficiales la Comisión de la Condición Jurídica y Social de la 

Mujer, que en su agenta establece un punto referido a la Declaración Internacional de los Derechos 

del Hombre. En concreto remitieron las siguientes propuestas al articulado: 

 

Artículo 1 “Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos. Están 

dotados por la naturaleza de razón y conciencia y deben tratarse mutuamente con espíritu 

de fraternidad.” (comillas en el original). Artículo 13 “El hombre y la mujer tiene igual 

derecho a contraer matrimonio o a disolverlo en conformidad con la ley.” (comillas en el 

original) (ECOSOC, 1948, p.11) 

 

Puede apreciarse en el artículo 1 de la propuesta de la Comisión de la Condición Jurídica y Social 

de la Mujer que contiene la expresión “dotados por naturaleza de razón y conciencia”, Por su parte, 

la Asamblea General aprobó el artículo así: “Artículo 1 Todos los seres humanos nacen libres e 

iguales en dignidad y derechos y, dotados como están de razón y conciencia, deben comportarse 

fraternalmente los unos con los otros.” (Declaración Universal de los Derechos Humanos, 1948, 

p. 2 ). La diferencia de redacción no rompe con la esencia del planteamiento, en ambas cumple un 

papel central la idea que señala que la dignidad y los derechos son propios de la persona por el 

hecho de nacer. Helio Gallardo (2008) pone en discusión y rechaza que los derechos de las 

personas están dados en razón de los procesos históricos de lucha por tales derechos. Ahora bien, 

en ese momento de los años cuarenta el punto que les interesaba afirmar a las mujeres era en el 

lenguaje, al usar la expresión “todos los seres humanos” (Declaración Universal de los Derechos 

Humanos, 1948, p. 2) porque cuestionaron que se usara “los hombres” como una expresión que 

incluía a las mujeres.  

 

Esta postura de las mujeres dentro del proceso fundacional de las Naciones Unidas y sus 

instrumentos tensiona el lenguaje que se utiliza para nombrar a los sujetos de los derechos 

humanos. En un llamado temprano se interpela la palabra hombre como un incluyente universal 

de la condición humana. Al decir hombre no se está diciendo mujer. Ya en el contexto de la 

Revolución Francesa la Declaración de los Derechos del Hombre dejó por fuera los Derechos de 

las Mujeres. Entre 1945 y 1948 las mujeres reclaman lo que otras en los siglos previos han 

reclamado al precio de sus vidas, como ocurrió con Olimpia de Gouges. El llamado se incorpora 
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parcialmente. La DUDH se traduce Declaración Universal de los Derechos Humanos, pero en un 

gran número de documentos, como pudo apreciarse durante la investigación en la revisión de los 

archivos, hasta el siglo XXI se mantiene el uso de la expresión hombre para referirse a derechos 

de las mujeres y de los hombres. Por supuesto, también aparecen muchos documentos en los cuales 

se usa la palabra humanos o las palabras de los hombres y de las mujeres. 

 

La discusión atiende otros ámbitos donde la relación hombre – mujer es sustancial. Con relación 

a la propuesta sobre contraer y disolver el matrimonio de conformidad con la ley, el texto aprobado 

en la Declaración Universal de los Derechos Humanos por la Asamblea General no aparece en el 

artículo 13, sino en el 162, con un abordaje mucho más amplio, amparando la igualdad de derechos 

y el ejercicio libre de contraerlo, sostenerlo y disolverlo. Adicionalmente, el artículo aprobado 

específica la edad núbil e incluye que la raza, la nacionalidad y la religión no deben ser 

restricciones y agregan junto al derecho a casarse el derecho a fundar una familia.  

 

Como parte de la Carta Internacional de los Derechos del Hombre, entre las páginas 34 y 36 de las 

resoluciones aprobadas en la 183a sesión plenaria del 10 de diciembre de 1948 de la Asamblea 

General, quedó aprobada la Declaración Universal de los Derechos del Hombre. Dos asuntos 

varían entre el documento difundido posteriormente, por ejemplo, en el año 2023, y el consignado 

en las memorias de la Asamblea General. En el título la referencia es “del hombre” y en el Artículo 

27 aparte 2, en la versión de archivo se cierra con la palabra “autor”, mientras en la versión 

difundida se usa “autora”. 

 

La Resolución 548 del 5 de febrero de 1952 adoptó en español del término "derechos humanos" 

en vez del término "derechos del hombre" (p. 39). Al respecto, se retomó que en la Carta de las 

Naciones Unidas (1945), los Artículos 1, 13, 55, 62, 68 y 76 en español utilizan la expresión 

derechos humanos. Se consideró que la expresión derechos del hombre no recogía el contenido y 

finalidad de la Declaración Universal de Derechos y el proyecto de Pacto. Respaldándose en la 

 
2 Artículo 16 1. Los hombres y las mujeres, a partir de la edad núbil, tienen derecho, sin restricción alguna por motivos 

de raza, nacionalidad o religión, a casarse y fundar una familia, y disfrutarán de iguales derechos en cuanto al 

matrimonio, durante el matrimonio y en caso de disolución del matrimonio. 2. Sólo mediante libre y pleno 

consentimiento de los futuros esposos podrá contraerse el matrimonio. 3. La familia es el elemento natural y 

fundamental de la sociedad y tiene derecho a la protección de la sociedad y del Estado. 
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discusión de los representantes hispanoamericanos en la Tercera Comisión durante el sexto periodo 

de sesiones de la Asamblea General: 

 

Resuelve que, para lo sucesivo, todos los documentos de trabajo de las Naciones Unidas y 

las publicaciones que ellas hagan en lengua española, al considerar lo que se refiere a la 

Declaración Universal y al proyecto de Pacto, deberán decir "derechos humanos" y no 

"derechos del hombre" como se lee actualmente. (Resolución 538 de 1952, p. 40) 

 

En esto coinciden con los reclamos de las mujeres desde los años cuarenta. La palabra hombre no 

es suficiente para decir mujeres o mujer. Por el contrario, la palabra humanos es en ese momento 

valorada como suficiente para decir de las mujeres y de los hombres con relación a sus derechos. 

Años más tarde la discusión se detiene en las vocales del vocablo. La a, la o y la e aparecen en el 

itinerario de la discusión. ¿Cómo se nombra a las personas para que los sujetos sean incluidos? De 

la crítica a la palabra hombre como categoría universal, se da el reclamo por el uso de la palabra 

humanos. De la palabra humanos posteriormente se reclama el uso de las palabras hombre y mujer, 

niño y niña, cuando fuere necesario. Y en el último tramo de esa discusión han surgido en el decir 

llamando a nombrar en el lenguaje oral y escrito a los sujetos como otros, otras u otres, nosotras, 

nosotros, nosotres, ellas, ellos, elles. Argumentando que en el nombrar de quienes son sujetos de 

derechos también está la exigibilidad de éstos. 

 

Pero en sus primeros años ¿qué concepto de derecho humano propone la Declaración Universal 

de Derechos Humanos? En primer lugar, se trata de un concepto dependiente y con materialidad, 

por ello son importantes las tres bases que hacen posibles los derechos humanos: libertad, justicia 

y paz. En el mismo plano de los derechos se coloca la dignidad, de la cual se dice que es intrínseca, 

mientras de los derechos se afirma que son iguales e inalienables a los miembros de la familia 

humana. Por lo tanto, la dignidad se tiene al ser parte de la familia humana y todos los derechos se 

tienen por igual en el ser humano.   

 

En un segundo planteamiento se señala la existencia de una conciencia de la humanidad que ha 

sido ultrajada por actos de barbarie por el desconocimiento y menosprecio de los derechos 

humanos. Cabe preguntar esa “conciencia de la humanidad” a qué parámetros responde, quién 
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define la barbarie de un acto y cómo pueden desconocerse y menospreciarse los derechos humanos 

si son iguales e inalienables para toda persona humana. En relación con el ultraje a la conciencia 

de la humanidad la respuesta es una aspiración, la más elevada del hombre. Se trata de un mundo 

que no existe, pero que podrá ser y en el cual los seres humanos serán libres del temor y la miseria 

para disfrutar de la libertad, tanto la de palabra como la de creencias. 

 

Aparece un tercer planteamiento. Hay dos vías para proteger los derechos humanos de la tiranía y 

la opresión: un régimen de derecho y el supremo recurso de la rebelión. La protección se establece 

como esencial. Lo que significa que los derechos no son inalienables, ni están dados en igualdad, 

que además están en riesgo y por lo tanto, requieren ser protegidos, incluso por vías violentas. Otra 

dinámica se establece como esencial: la promoción del desarrollo de relaciones amistosas entre las 

naciones. Por lo que, se puede plantear que la ausencia de tales relaciones de amistad también 

amenaza la dignidad y los derechos humanos. 

 

Los pueblos de las Naciones Unidas a través de la Carta de la Organización de las Naciones Unidas 

(1945) reafirman su fe en cuatro cuestiones: derechos fundamentales del hombre, dignidad 

humana, valor de la persona humana, igualdad de derechos de hombres y mujeres. Asumen a través 

de la declaración estar resueltos con un concepto más amplio de libertad, a promover dos procesos: 

progreso social y elevar el nivel de vida. Aquí otras preguntas: ¿hay diferencia o 

complementariedad entre derechos iguales e inalienables de todos los miembros de la familia 

humana, derechos humanos y derechos fundamentales del hombre? ¿Las Naciones Unidas están 

constituidas por pueblos o por Estados? ¿Si hay un concepto más amplio de libertad hay uno 

restringido? ¿Qué parámetros permiten definir el progreso social y el nivel de vida para poder 

determinar si hay promoción del primero y el segundo se eleva? 

 

Adicionalmente se plantea que a través de la cooperación con la Organización de las Naciones 

Unidas, los Estados Miembros, no los pueblos, son los que se han comprometido a asegurar dos 

cuestiones: respeto universal y respeto efectivo, pero, ya no de los derechos iguales e inalienables 

de todos los miembros de la familia humana, derechos humanos y derechos fundamentales del 

hombre, sino de los derechos y libertades fundamentales del hombre. Pero el cumplimiento del 

compromiso requiere que se efectúe una condición de la “mayor importancia”, contar con una 
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“concepción común de estos derechos y libertades” (Declaración Universal de los Derechos 

Humanos, 1948, p. 1).  

 

Planteado lo previamente comentado, la Asamblea General, proclama la Declaración Universal de 

los Derechos del Hombre3. La define como ideal común y como deber de todos los pueblos y 

naciones, cuyo esfuerzo se requiere para que individuos e instituciones se inspiren en ella para que 

promuevan por medio de la enseñanza y la educación el respeto de los derechos y libertades. Pero 

además les endosa asegurar el reconocimiento y aplicación universal y efectiva a través de medidas 

progresivas nacionales e internacionales, tanto a los pueblos de los Estados Miembros de las 

Naciones Unidas como a los pueblos que viven en los territorios bajo jurisdicción de las Naciones 

Unidas. La Asamblea General carga a los pueblos y a las naciones, a los individuos e instituciones 

la responsabilidad, sin ser explícita, en decir que los Estados tienen responsabilidad, aunque es una 

organización interestatal. Llama la atención que se coloca el peso del respeto de los derechos y las 

libertades a la inspiración, la enseñanza y la educación. Por otra parte, el cumplimiento de los 

derechos se caracteriza como progresivo en lo nacional e internacional, con la consideración de la 

búsqueda de un reconocimiento y aplicación universal y efectiva.  

 

El Preámbulo de la Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948) contiene las siguientes 

cuestiones para el análisis:  

 

1. Utilización de expresiones diferentes para tratar en componente central de la declaración: - 

Derechos iguales e inalienables de todos los miembros de la familia humana. - Derechos humanos. 

- Derechos fundamentales del hombre. - Derechos y libertades fundamentales del hombre. 

2. Respecto del sujeto de los derechos del hombre usa las expresiones: - Familia humana. - 

Hombre. - Humanidad. - Seres humanos. - Persona humana. - Mujeres y hombres. 

3. Hay cuestiones de orden mayor que establece como bases, condiciones y procesos: - Libertad, 

justicia y paz. - Ausencia de actos de barbarie, desconocimiento y menosprecio. - Conciencia de 

la humanidad. - Ausencia del temor y la miseria. - Ausencia de la tiranía y la opresión. - Concepto 

amplio de libertad. - Régimen de derecho. - Relaciones amistosas entre las naciones. - Progreso 

social y altos niveles de vida. - Cooperación con la Organización de las Naciones Unidas. - 

 
3 En los textos actuales aparece: Declaración Universal de los Derechos Humanos. 
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Concepción común de derechos y libertades. - Enseñanza y educación. - Medidas nacionales e 

internacionales progresivas. 

 

La segunda parte de la Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948) se compone de 30 

artículos, que son específicamente los Derechos del Hombre. Los artículos 1 y 2 no hablan 

exactamente de derechos sino de características, condiciones y territorios. Las características están 

dadas respecto a los seres humanos, aunque aquí vale indicar que en los 30 artículos también hay 

usos diversos para referirse al sujeto de derechos humanos. Así entonces, la Declaración Universal 

de los Derechos Humanos (1948) en varios de sus artículos refiere: “todos los seres humanos” (p. 

2),  “toda persona” (p. 2) , todo individuo (p. 2), “nadie” (p. 3), “todo ser humano” (p. 3), todos (p. 

3), “los hombres y las mujeres” (p. 5) “la familia” (p. 5), “la voluntad del pueblo” (p. 6), “la 

maternidad y la infancia” ( p. 7) y “los padres” (p. 8).  

 

Detallado lo anterior es necesario ampliar lo concerniente a las características, las condiciones y 

los territorios. En cuanto a las características sobre los seres humanos se dice que son “iguales en 

dignidad y derechos” (Declaración Universal de los Derechos Humanos, 1948, p. 2), que tienen 

razón, conciencia y el deber de fraternidad, así mismo, se declara que toda persona tiene todos los 

derechos y libertades. Como ideal es significativo el deber ser planteado: igualdad, dignidad, 

derechos, razón, conciencia, fraternidad y libertades.  

 

Entre las condiciones, la Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948) define 

minuciosamente: raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política, origen nacional o social, 

posición económica, nacimiento o cualquier otra índole y condición. Estas condiciones llaman la 

atención sobre la necesidad de anudarlas en función del deber ser, porque en la realidad son 

determinantes de procesos de negación de la dignidad, los derechos y las libertades, como de la 

fraternidad, la razón y la conciencia. 

 

Sobre los territorios, la Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948) explicita las 

condiciones política, jurídica e internacional. Desde ello, los territorios son categorizados como 

país independiente, territorio bajo administración fiduciaria, territorio no autónomo y territorio 

sometido a cualquier otra limitación de soberanía. Si tenemos presente que las condiciones 
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previamente indicadas son motivos de discriminación para negar la libertad, la justicia y la paz, 

ello obedece también a las relaciones geopolíticas estratificadas y de subordinación a los imperios 

coloniales y neocoloniales. 

 

3.3. La Guerra Fría en el Pacto de Derechos Humanos 

 

La Carta de la ONU (1945) y la DUDH (1948) no son vinculantes, por lo que, entre la comunidad 

internacional pronto inició la discusión sobre instrumentos que aseguraran el cumplimiento de los 

derechos humanos. Un pacto era el paso que se contemplaba y, en función de ello, se iniciaron las 

discusiones de los organismos especializados para tal propósito. Sin embargo, lo significativo para 

dicho pacto no sucedió al interior de los espacios de discusión académica, sino en el plano de las 

relaciones geopolíticas, sobre todo de orden militar. 

 

¿Qué unió a los Estados que constituyeron las Naciones Unidas? Los unió la guerra contra el 

nazismo y sus aliados del fascismo italiano, el imperialismo de Japón y el franquismo español. 

 

En París, el 27 de agosto de 1928, para entonces bajo la sombrilla de la Sociedad de las Naciones, 

los Estados asumieron que como signatarios y adherentes se obligaban a renunciar a la guerra. 

Desde entonces proponen un conjunto de elementos que al finalizar la segunda guerra mundial son 

incorporados al Sistema Naciones Unidas, bajo la cual los derechos humanos cobraron particular 

importancia en la segunda mitad del siglo XX y en el siglo XXI.  

 

Entonces se asume la búsqueda de medios pacíficos para la solución de conflictos animados por 

un sentimiento solemne de fomentar el bienestar de la humanidad, que a su vez, califican como un 

deber. Esto implica renunciar a la guerra como instrumento de política nacional y perpetuar la paz 

y la amistad entre los pueblos en busca del orden y la paz. Los alimenta, exponen, la esperanza de 

que el conjunto de naciones del mundo aúne esfuerzos humanitarios para desistir a la guerra, 

condenar "el recurso de la guerra” (Sociedad de las Naciones, 1929, p. 1), y nunca buscar “otros 

medios que los pacíficos” (Sociedad de las Naciones, 1929, p. 1). Pero sobrevino la guerra y la 

fuerza del eje Berlín, Roma, Tokyo, amenazaba tanto a comunistas soviéticos como a capitalistas 

europeos y norteamericanos. La unidad militar tuvo una extensión en la unidad judicial en los 
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Tribunales de Nuremberg4 y Tokyo5 y en el juzgamiento del Crimen de Genocidio. Se erigía con 

un aura ética fuerte un derecho internacional de los Derechos Humanos de los vencedores. 

 

El 11 de diciembre de 1948 la Asamblea General de las Naciones Unidas, por medio de su 

Resolución 96 (I), aprobó la Convención para la prevención y la sanción del delito de genocidio. 

Colombia la ratificó a través de Eduardo Zuleta Ángel en agosto 12 de 1949. El contenido de la 

Convención expone elementos que se retoman en convenciones y declaraciones posteriores. Por 

ser uno de los primeros documentos del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, previo 

a la misma Declaración Universal de los Derechos Humanos, se presenta de manera detallada, de 

tal forma que pueda en el análisis posterior tener presente esos elementos cuando aparezcan en 

otros instrumentos. 

 

En la primera parte de la Convención para la prevención y la sanción del delito de genocidio (1948) 

se relaciona el crimen del genocidio con la historia de la humanidad, causando grandes pérdidas. 

Por lo que, la convención en mención se presenta como promesa al porvenir, para liberar a la 

humanidad de este flagelo. Para prevenir el genocidio se reivindica la cooperación6 y el derecho 

internacional, tanto para actuar si éste se comente en tiempos de guerra como en tiempos de paz.   

 

En un segundo aparte de la Convención para la prevención y la sanción del delito de genocidio 

(1948), se define el Genocidio a partir de sus evidencias en la realidad, es decir, identificando los 

actos que lo constituyen como tal. Sobre tales actos se establece el criterio de que su comisión o 

perpetración sea intencionada y tenga como fin destruir “total o parcialmente” (p. 2) a un grupo 

humano, sea este nacional, étnico, racial o religioso. Obsérvese que se diferencia lo étnico de lo 

racial y que la cuestión nacional no está explícitamente asociada a lo estatal.   

 

En un tercer componente de la Convención para la prevención y la sanción del delito de genocidio 

(1948) se identifican los diferentes hechos que pueden constituir el crimen de genocidio, así:  

 

 
4 Contra los principales criminales de guerra del Eje europeo. 
5 Contra los principales criminales de guerra del Lejano Oriente. 
6 Para efectos de extradición, el genocidio y los actos enumerados en la Convención, no son considerados como delitos 

políticos. 
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matanzas, lesión grave a la integridad física o mental, sometimiento intencional a 

condiciones de existencia que hayan de acarrear su destrucción física, total o parcial, 

medidas destinadas a impedir los nacimientos en el seno del grupo y traslado por fuerza de 

niños del grupo a otro grupo. (Convención para la prevención y la sanción del delito de 

genocidio, 1948, p. 2) 

 

Es importante indicar que el genocidio no implica únicamente la destrucción física del grupo que 

es atacado, sino su destrucción mental y cultural, de ahí la condena a acciones que atentan tanto a 

la vida de los integrantes del grupo, como a su salud mental y a sus posibilidades de continuación 

material y cultural.  

 

Un cuarto aspecto tiene que ven con las responsabilidades que se persiguen por parte de la 

comunidad internacional. Ello se puede inferir de los actos castigados que explicita la Convención. 

En primer lugar, se castiga a los actores materiales del genocidio por el crimen de genocidio, pero 

también a quienes se asociaron como a quienes instigaron de marea directa y pública a que se 

cometiera el genocidio, igualmente a quienes fueron cómplices del genocidio. Por otra parte, el 

castigo incluye la tentativa de genocidio, no solo si el mismo fue consumado (Convención para la 

prevención y la sanción del delito de genocidio, 1948). Estas cuestiones son de gran relevancia 

porque la dimensión de sucesos que constituyen un genocidio nunca es espontáneo sino que resulta 

de procesos complejos de asociación, planeación, instigación, complicidad y ejecución de los actos 

de destrucción. Se trata del ejercicio de la inteligencia, la tecnología y la técnica en función de la 

matanza material y cultural de un grupo humano.  

 

Un quinto componente de la Convención para la prevención y la sanción del delito de genocidio 

(1948) identifica el conjunto de sujetos, por sus roles, que son castigados en caso de llegar a 

comprobarse de manera suficiente su responsabilidad: gobernantes, funcionarios o particulares. Es 

en este caso importante que a nombre de la humanidad actúa un sistema de justicia internacional, 

bien del Estado o de la Corte Penal Internacional. Es decir, se establece una práctica de respeto a 

los derechos de los criminales, traspasando de la guerra como solución a la justicia internacional 

como respuesta para decidir el castigo y la justicia y para prevenir hechos de este tenor. 
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Con la victoria militar entre sus haberes los estados de la naciente ONU juzgaron a sus enemigos 

en los Tribunales de Nuremberg7 para “juzgar y castigar a las personas” (PCNICC, 2002, p.18) 

que actuaron en interés de los países del Eje europeo. Los cargos fueron conspiración para cometer 

crímenes contra la paz y crímenes contra la paz por los hechos del Ejército Nazi contra Polonia, 

Reino Unido y Francia en 1939, Dinamarca, Noruega, Bélgica, Países Bajos y Luxemburgo en 

1940, Yugoslavia, Grecia, la Unión Soviética y Estados Unidos de América en 1941. El Tribunal 

de Nuremberg señaló que el Estatuto de Nuremberg “distinguía entre planear, preparar, iniciar o 

hacer una guerra de agresión, por un lado, y participar en un plan común o conspiración para la 

perpetración de cualquiera de los actos indicados, por otro” (PCNICC, 2002, p.40). 

 

Con relación al crimen de conspiración para cometer crímenes contra la paz, las acusaciones fueron 

(PCNICC, 2002) promoción de la llegada al poder, consolidación del control y participación en la 

consolidación del control por parte de los conspiradores nazis, además, elaboración, difusión y 

explotación de técnicas doctrinales de los conspiradores nazis, promoción de la militarización de 

las organizaciones dominadas por los nazis, promoción de los preparativos militares, económicos, 

psicológicos y educacionales para la guerra, sumado a ello, preparación, planificación y ejecución 

de los planes de la política exterior de los conspiradores nazis, asumiendo responsabilidades, 

finalmente, la promoción y la consolidación del control de Austria por parte de los conspiradores 

nazis.  

 

Con relación al crimen de conspiración para cometer crímenes contra la paz y participación en la 

conspiración para cometer crímenes contra la paz se imputaron los cargos (PCNICC, 2002) de 

participación en la planificación, preparación inicio y ejecución militar, política, económica de 

guerras de agresión y guerras en violación de tratados, acuerdos y garantías internacionales por 

parte de los conspiradores nazis. 

 

El Tribunal de Nuremberg en su sentencia calificó a las guerras de agresión, desde su planificación 

hasta su ejecución, como situaciones de la mayor gravedad que afectan a todo el mundo y que en 

consecuencia son el supremo crimen internacional que acumulan en sí todos los crímenes de 

 
7 Pactados por el Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, los Estados Unidos de América, Francia y la Unión 

Soviética en Londres el 8 de agosto de 1945. 
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guerra. Conjuntamente, sobre la guerra dice que “es esencialmente una cosa mala” (PCNICC, 

2002, p.23).  

 

En estos juicios también se analizó el régimen totalitario nazi, en cuatro aspectos: origen, objetivos, 

toma del poder y consolidación. De las acciones del Partido Nazi puede inferirse las características 

de un régimen totalitario: 

 

-Suspensión de las garantías de la libertad. 

- Arresto de oponentes políticos. 

- Control de la legislatura. 

- Reducción del poder de gobiernos locales y 

regionales. 

- Control de la administración pública. 

- Control del poder judicial. 

- Persecución de oponentes. 

- Asesinato de oponentes. 

- Establecimiento legal de un Partido único. 

- Tipificación como delito el mantenimiento 

o formación de otro partido político. 

- Abolición de sindicatos. 

- Abolición de organizaciones juveniles 

independientes. 

- Limitación de la influencia de las iglesias. 

- Control de la educación. 

- Control de los medios de comunicación. 

 

Con el acuerdo con la Unión Soviética para unirse al ataque a Japón, el Tribunal de Tokyo fue 

creado el 19 de enero de 1946 para juzgar a los “principales criminales de guerra en el Lejano 

Oriente” (ONU, 1946, p. 1), entre otros por los crímenes contra la paz. Lo creó por proclamación 

especial, el General Douglas MacArthur, Comandante Supremo de las Potencias Aliadas, con 

arreglo a la Declaración de Potsdam de 26 de julio de 1945 y el Instrumento de Rendición del 

Japón de 2 de septiembre de 1945, la primera contempló juzgar a los criminales de guerra, el 

segundo incluye la aceptación de las condiciones por parte de Japón.  

 

Su competencia le facultaba para juzgar y castigar por “planear, preparar, iniciar o hacer una guerra 

declarada o no declarada de agresión o una guerra que viole el derecho internacional o tratados, 

acuerdos o garantías internacionales” (PCNICC8, 2002, p.131), así como, participar de la 

conspiración y la perpetración de los actos indicados. Aquí vale resaltar que Nuremberg concibió 

la declaración de guerra y la guerra como agresión, mientas Tokyo concibió como suficiente la 

 
8 Comisión Preparatoria de la Corte Penal Internacional. 
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agresión, en todo caso, se concibe la guerra como criminal. En tanto, se consideró que Japón actuó 

como el Partido Nazi de Alemania y el Partido Fascista de Italia, la acusación contempló que la 

conspiración9 fue “acompañada por los gobernantes de la Alemania nazi y la Italia fascista” 

(PCNICC, 2002, p.133) y el detalle de las acciones estratégicas de la conspiración por lo menos 

implicó: 

 

Incrementar la influencia y el control del ejército y la armada. Preparar psicológicamente 

a la opinión pública para la guerra de agresión. Establecer la enseñanza de políticas 

nacionalistas de expansión. Difundir propaganda de guerra. Controlar estrictamente a la 

prensa y la radio. Concertar alianzas militares para incrementar mediante el poderío militar 

el programa de expansión. Obtener dominación militar, naval, política y económica. 

Planificar y preparar una guerra de agresión. Iniciar una guerra de agresión. Llevar a cabo 

una guerra de agresión. Perpetrar asesinatos. (PCNICC, 2002, p.134-136) 

 

Es relevante para los intereses de la discusión posterior indicar que la acusación en Tokyo fue el 

29 de abril de 1946 con imputaciones de cargos por crímenes contra la paz, crímenes de guerra y 

crímenes contra la humanidad. Además, por lo dicho, es necesario señalar que la ONU podía 

designar un asesor jurídico, pero de apoyo al principal designado por el Comandante Supremo de 

las Potencias Aliadas. El tribunal entre sus conclusiones encontró que la propaganda y la 

persuasión fueron instrumentos para preparar y ganar las mentes y los recursos para la guerra de 

agresión, pero que también, acudieron de manera implacable a asesinatos, amenazas, complots, 

revueltas militares y ataque para el derrocamiento del gobierno y la eliminación de quienes 

rechazaban la guerra o que consideraban medios pacíficos y medios militares focalizados para la 

expansión imperial. Por lo menos, en lo que compete a la guerra contra China el Tribunal de Tokyo 

indica que cubre el periodo del 18 de septiembre de 1931 hasta el 2 de septiembre de 1945. 

 

En una clara y consciente reafirmación del colonialismo y del imperialismo europeo y 

estadounidense, el Tribunal de Tokyo consideró que las agresiones con la Indochina Francesa, las 

Indias Occidentales Neerlandesas, Filipinas y Malasia Británica, la Commonwealth Británico de 

 
9  Alianza Tripartita Alemania, Italia, Japón: 27 de septiembre de 1940. 
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Naciones: Nueva Guinea Oriental, Nueva Bretaña, Australia y la Commonwealth de Filipinas eran 

ataques contra Francia, Países Bajos, el Imperio Británico y los Estados Unidos de América. 

 

El curso de los acontecimientos permitió la victoria, la muerte de los genocidas y el juicio de los 

peores criminales del nazismo y el fascismo, pero asimismo, llevó a dos pilotos hasta Hiroshima 

y Nagasaki. Un lunes 6 de agosto de 1945 a las 8:15 a.m. soltaron la más atroz de las armas jamás 

construida. En ese mismo momento, en Bogotá Colombia eran las 6:15 p.m. del 5 de agosto de 

1945 y la ciudad se preparaba para celebrar sus 407 años de fundación.  

 

¿Qué separó a los Estados que constituyeron las Naciones Unidas y aún mantuvieron su alianza en 

la inmediata posguerra contra los criminales de guerra de Alemania y Japón? La carrera nuclear. 

Y con ella se rompió la unidad temporal que habían alcanzado los bloques ideológicos capitalista 

y comunista para luchar contra un ejército que se imponía más poderoso bajo la dirección del 

nazismo alemán. Surge el problema de la Energía Atómica y las armas nucleares en el origen de 

las Naciones Unidas. 

 

Las crisis en torno a lo nuclear fueron tomando un tono tan grave que las Naciones Unidas 

decidieron establecer un organismo distinto a la Comisión de Energía Atómica, la que estaba bajo 

su aura, pero con el carácter de independiente. Correspondió al Consejo de Seguridad la 

instauración de una Comisión de Desarme y la disolución de la anterior. Como el Organismo 

Internacional de Energía Atómica (OIEA) lo indica en diversos documentos, el Estatuto del 

organismo fue aprobado el 23 de octubre de 1956 por la Conferencia sobre el Estatuto del 

Organismo Internacional de Energía Atómica que se celebró en la Sede de las Naciones Unidas, 

entrando en vigor el 29 de julio de 1957. 

 

En el centro del debate sobre los derechos humanos aparece la tensión entre desarrollos para la 

seguridad e inversiones a favor de los derechos humanos, porque se asumía como consenso verbal 

pero no práctico que el cumplimiento de los principios de la Carta de la ONU (1945) dependía de 

la consumación de planes efectivos para reglamentar, limitar y reducir las fuerzas armadas, los 

armamentos y eliminar las armas de destrucción en masa, prohibiendo las armas nucleares a la vez 

que se controlara la energía atómica para fines pacíficos.  
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Uno de los mayores obstáculos para la Comisión de Energía Atómica fue que su labor requería 

información garantizada y verificada de fuerzas de cada Estado, el examen de las propuestas en 

relación con armamento de tipo corriente y atómico y un sistema de garantías para el desarme sin 

injerencia excesiva en los países. Además, requería y se le demandó alcanzar tratados para firma, 

ratificación y adhesión, así como, la proposición y establecimiento de órganos garantes del 

cumplimiento de lo aprobado. Pero el mundo no avanzó en ese sentido. El propósito del Concejo 

de Seguridad de proponer, reglamentar, limitar y reducir las fuerzas y armamentos, fijar límites y 

restricciones a las capacidades militares y a la distribución de fuerzas, estructuras y armamentos 

nacionales no fue posible a plenitud. La guerra mantuvo en el horizonte su posibilidad y las 

potencias se prepararon para ello, aunque asistieron con regular compromiso a las reuniones, 

asambleas y convocatorias de las Naciones Unidas. 

 

Un momento de tensión se enfrentó durante la llamada cuestión de Corea. El 18 de mayo de 1951, 

mediante resolución A/RES/501(V) se decidió tomar medidas para enfrentar la agresión en Corea 

en pro de evitar aportaciones militares a las fuerzas opuestas a las Naciones Unidas. Se 

implementaron acciones económicas y militares como el embargo de armas, de municiones, de 

pertrechos bélicos, de materiales para producción de energía atómica, petróleo, transporte y 

materiales para la producción de armamento por parte del Gobierno Popular Central de la 

República Popular de China y por las autoridades de Corea del Norte. Se indicó embargar 

productos y controlar los barcos.  

 

Al año siguiente, la resolución A/RES/502(VI) del 11 enero 1952 se refirió a la reglamentación, 

limitación y reducción equilibrada de todas las fuerzas armadas y de todos los armamentos, 

incluyendo el control internacional de la energía atómica. Cuando reiteradamente las Naciones 

Unidas proyectaron revertir la inversión en lo bélico para dedicar esos recursos a la reconstrucción 

y al desarrollo, la realidad de la violencia pareció ganar el pulso. Venció la tensión entre potencias 

hasta imponer un momento de agobio y aflicción mundial por el aumento de armamentos y la 

posibilidad no lejana de otra guerra catastrófica. 
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El 14 de diciembre de 1957, la Asamblea General relacionó tres objetivos de la Carta de las 

Naciones Unidas: la paz, la seguridad y la amistad internacionales. En ese marco conminó a los 

Estados a fortalecer la cooperación internacional, disminuir las tensiones y resolver sus 

controversias de manera pacífica. Se trató de un llamado urgente porque la paz internacional, las 

relaciones pacíficas y la buena vecindad entre Estados sufría tropiezos. Para la Asamblea General 

las divergencias y los tipos y grados distintos de desarrollo político, económico y social no debían 

suponer la guerra, sino la vocación de realizar mayores esfuerzos a favor de la tolerancia, el respeto 

y beneficio mutuo, la no agresión, el respeto a la soberanía, la igualdad e integridad territorial, la 

no intervención en asuntos internos, el cumplimiento de los propósitos y principios de la Carta de 

las Naciones Unidas y la ampliación de la cooperación internacional. 

 

Solo hasta el 14 de noviembre de 1957 la Asamblea General aprobó el Acuerdo sobre las relaciones 

entre las Naciones Unidas y el Organismo Internacional de Energía Atómica, previamente 

aprobado - 23 de octubre de 1957 - por la Conferencia General del Organismo Internacional de 

Energía Atómica. El acuerdo tomó como referencia las disposiciones de la Carta de las Naciones 

Unidas y el Estatuto del Organismo Internacional de Energía Atómica. 

 

El Acuerdo (1957) fijó entre sus principios que el Organismo estaría encargado de las actividades 

internacionales concernientes a la utilización de la energía atómica con fines pacíficos. Segundo, 

las Naciones Unidas lo reconocieron como organización internacional autónoma. Tercero, el 

Organismo reconoció a las Naciones Unidas atribuciones respecto a la paz, la seguridad, el 

desarrollo económico y social internacionales. Cuarto, el organismo se comprometió a actuar 

según los principios y acuerdos de la Carta de Naciones Unidas, esto es, el fomento de la paz y 

seguridad internacionales y una política de desarme mundial. 

 

Un agosto de 1945 los Estados Unidos demostraba su superioridad militar estratégica con los 

bombardeos atómicos en Hiroshima y Nagasaki y un 29 de agosto de 1949 la Unión Soviética le 

informaba al mundo que había conseguido el arma nuclear. La correlación de fuerzas estratégicas 

a nivel geopolítico cambió desde ese momento. Ya en 1948 se estableció una tensión fuerte entre 

la URSS y USA por el bloqueo de Berlín, pero las tensiones aumentaron con la Guerra de Corea 

entre 1950 y 1953, la invasión soviética de Hungría en 1956, la crisis de los Misiles en Cuba en 
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1962. Si a ello se agrega que en 1957 la Unión Soviética colocó el satélite Sputnik en órbita y en 

un hombre en el espacio en 1961, a la par que los Estados Unidos fundaron la NASA en 1958 y 

ese mismo año lanzó el satélite Explorer 1 y en 1961 también llevó a un hombre a órbita.  

 

Pese a los avances en materia de la regulación de la energía atómica y de los crímenes contra la 

paz y seguridad internacionales, las tensiones no disminuyeron. Hechos regionales dispararon las 

alarmas y uno de ellos en específico mantuvo en vilo al mundo por el temor y el horror al inicio 

de la guerra nuclear. 

 

El 8 de diciembre de 1949 se trató en la Asamblea General la cuestión de las amenazas a la 

independencia política y a la integridad territorial de China y de la paz en el Lejano Oriente, como 

consecuencia de las violaciones del Tratado de Alianza y Amistad entre la China y la Unión de 

Repúblicas Socialistas Soviéticas del 14 de agosto de 1945 y de las violaciones de la Carta de las 

Naciones Unidas cometidas por la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas, habida cuenta de 

ello y al amparo de la resolución A/RES/292(IV) se remitió a la Comisión Interina de la Asamblea 

General, para su examen y estudio, que a su vez trasmitiría su informe y recomendaciones 

pertinentes al Secretario General que debía informar al Consejo de Seguridad. 

 

Otro momento de tensión se enfrentó durante la llamada cuestión de Corea. El 18 de mayo de 

1951, mediante resolución A/RES/501(V) se decidió tomar medidas para enfrentar la agresión en 

Corea en pro de evitar aportaciones militares a las fuerzas opuestas a las Naciones Unidas. Se 

implementaron acciones económicas y militares como el embargo de armas, de municiones, de 

pertrechos bélicos, de materiales para producción de energía atómica, petróleo, transporte y 

materiales para la producción de armamento por parte del Gobierno Popular Central de la 

República Popular de China y por las autoridades de Corea del Norte. Se indicó embargar 

productos y controlar los barcos.  

 

Al año siguiente, la resolución A/RES/502(VI) del 11 enero 1952 se refirió a la reglamentación, 

limitación y reducción equilibrada de todas las fuerzas armadas y de todos los armamentos, 

incluyendo el control internacional de la energía atómica. Cuando reiteradamente las Naciones 

Unidas proyectaron revertir la inversión en lo bélico para dedicar esos recursos a la reconstrucción 
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y al desarrollo, la realidad de la supremacía nuclear siempre se impuso en el seno del Consejo de 

Seguridad y en el contexto geopolítico global. Venció la tensión entre potencias hasta imponer un 

momento de agobio y aflicción mundial por el aumento de armamentos y la posibilidad no lejana 

de otra guerra catastrófica. 

 

Los esfuerzos se mantuvieron y se dieron pasos hacia un mundo sin poder militar nuclear. El 21 

de abril de 1961 la Asamblea General escuchó las exposiciones sobre el desarme que presentaron 

los Estados Unidos de América y la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas. Se abordó lo 

relacionado con la Comisión de Desarme, la suspensión de los ensayos nucleares y termonucleares 

y la prevención de una mayor difusión de las armas nucleares tomando como referencia la 

resolución A/RES/1378(XIV) del 20 noviembre 1959 sobre el Desarme general y completo, en la 

cual se colocaron como presupuestos de esta búsqueda:  

 

1. Preservar a la generación presente y a las venideras del peligro de una nueva y desastrosa 

guerra. 

2. Poner fin completa y definitivamente a la carrera de armamentos. 

3. Librar de la pesada carga económica que supone la carrera de armamentos a la humanidad. 

4. Promover el establecimiento de relaciones de confianza y cooperación pacífica entre los 

Estados. 

5. Convicción de la importancia del control internacional eficaz para contribuir paso a paso 

hacia el desarme general y completo. 

 

Sin embargo, el fantasma de la hecatombe humana permaneció. De una gravedad enorme fue lo 

sucedido en el caribe latinoamericano en hechos que involucraron a Cuba, los Estados Unidos y la 

Unión Soviética. 

 

El 21 de abril de 1961 la Asamblea General abordó la reclamación del Gobierno Revolucionario 

de Cuba, en la que éste denunció los planes de agresión y los actos de intervención del Gobierno 

de los Estados Unidos de América contra la República de Cuba. La denuncia señaló que se estaba 

violando la integridad territorial, la soberanía e independencia y que se amenazaba la seguridad y 

la paz internacionales.  
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Escuchada la intervención de las partes y de terceros, la Asamblea General manifestó su profunda 

preocupación reconociendo la afectación a la tranquilidad pública mundial que la situación estaba 

significando. En su exhortación a tomar medidas pacíficas que aliviaran la tensión, se citó la 

resolución del Consejo de Seguridad de julio de 1960. En tal ocasión el Consejo de Seguridad 

escuchó la denuncia de Cuba, que estuvo presente sin derecho a voto. Considerando los Artículos 

24, 33, 34, 35, 36, 52 y 103 de la Carta de las Naciones Unidas y los Artículos 20 y 102 de la Carta 

de la Organización de los Estados Americanos, advirtió que frente a la situación existente la 

obligación era solucionar la controversia internacional negociando o por otros medios pacíficos 

que no pusieran el peligro la paz, la seguridad y la justicia. 

 

El Consejo de Seguridad suspendió la atención a la situación hasta tanto la Organización de los 

Estados Americanos presentara un informe sobre el manejo que le daría a la situación. Invitó a 

prestar la asistencia necesaria para lograr una solución por medios pacíficos conformes con los 

propósitos y principios de la Carta de las Naciones Unidas. Por último, solicitó a otros Estados 

abstenerse de agravar la tensión existente entre Cuba y los Estados Unidos de América. La 

resolución contó con 9 votos y las abstenciones de Polonia y de la Unión de Repúblicas Socialistas 

Soviéticas.  

 

Por su parte, la Organización de los Estados Americanos (OEA) en su Séptima Reunión de 

Consulta de Cancilleres de las Repúblicas Americanas trató la cuestión. Los cancilleres 

convocados por la OEA agendaron cuatro puntos: 1. Solidaridad continental y sistema 

interamericano ante amenazas extracontinentales, 2. Cooperación americana y defensa de 

instituciones democráticas ante actividades subversivas, 3. Factores económicos y sociales de 

inestabilidad política y acción colectiva para elevar el nivel de vida, 4. Tensiones internacionales 

en el Caribe para asegurar la armonía, unidad y paz de América.  

 

Un detalle importante de la reunión fue que en la Comisión de Coordinación y Estilo fue designado 

Estados Unidos, junto a Haití, Brasil y Guatemala. La presidencia la ocupó Colombia a través de 

Julio César Turbay Ayala, Ministro de Relaciones Exteriores. Vale hacer notar que Cuba no fue 

designada para la presidencia o relatoría de ningún grupo de trabajo. 
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El 29 de agosto de 1960 se hizo la “Declaración de San José de Costa Rica” (OEA, 1960, p. 4). En 

primer lugar, se desaprobó y rechazó la amenaza extracontinental y su aceptación por un miembro 

de la OEA. Segundo, explícitamente se indicó que la pretensión soviética de aprovechar la 

situación política, económica y social de un Estado americano quebrantaba la unidad continental 

y ponía en peligro la paz y seguridad hemisférica. Tercero, se reafirmó el principio de no 

intervención asociándolo con el respeto de los derechos de la persona humana.  

 

Cuarto, se afirmó que la defensa de la democracia era objetivo de la OEA, a la vez que, reafirmaron 

la incompatibilidad del sistema interamericano con el totalitarismo. Quinto, se proclamó la 

obligación de someterse a la disciplina del sistema interamericano asociando la soberanía e 

independencia a la obediencia de las disposiciones de la Carta de la OEA. Sexto, se declaró que la 

solución pacífica de controversias era el conducto para seguir y, séptimo, se reafirmó: i. La fe en 

el sistema regional y ii. La confianza en la OEA. Además, se indicó que la OEA fue fundada para 

crear un orden de paz, de justicia, de exclusión de toda posible agresión, de fomento de la 

solidaridad, de colaboración y defensa de la soberanía, de integridad territorial e independencia 

política y como garante de la evolución y desarrollo del continente. 

 

El Acta fue firmada por Estados Unidos, Bolivia, Venezuela, Haití, Méjico, Panamá, Paraguay, 

Uruguay, Brasil, Perú, Argentina, Guatemala, Ecuador, Colombia, Nicaragua, Chile, Salvador, 

Honduras y Costa Rica. Pero no fue firmada por Cuba. En el cuerpo de las memorias del 

documento no se incluyó ningún pronunciamiento de Cuba. El 28 de agosto de 1960 la delegación 

de Cuba se retiró. Por Venezuela no firmó el canciller Ignacio Luis Arcaya, inicialmente delegado 

y presente en todos los debates, él fue destituido por negarse a firmar la declaración y otro delegado 

venezolano firmó el documento. Para analistas del bloque occidental y oriental el potencial choque 

entre la URSS y USA por la instalación de misiles nucleares en Cuba fue probablemente el 

momento más delicado de la seguridad mundial en el siglo XX, en el cual, se impuso la cordura 

de los máximos dirigentes soviéticos y estadounidenses.  

 

Pero la Guerra Fría no terminó con el retiro de los misiles soviéticos de Cuba y norteamericanos 

de Turquía. El conflicto tenía antecedentes ideológicos profundos que la amenaza nazi obligó a 
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colocar en segundo plano. Pero finalizada la II Guerra Mundial el desequilibrio inicial impuesto 

por la bomba atómica estadounidense marco el inicio de una competencia sin parangón entre la 

Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas y los Estados Unidos de América. Territorialmente la 

disputa se expresó en la ciudad de Berlín como territorio síntesis de la confrontación, pero 

extendido simbólica y materialmente por toda la denominada cortina de hierro de Europa 

occidental y oriental. A Berlín y a Europa divididas por muros y alambradas que demarcaron la 

zona de hegemonía de cada ideología obedece el enunciado de la confrontación entre oriente y 

occidente.  

 

Ahora bien, además de Berlín, Corea y Cuba previamente mencionadas, la Guerra Fría se 

manifestó directamente en los problemas del Medio Oriente, China, Vietnam, extendiéndose a 

África, América Latina y Asia, pero también, al interior de las dos grandes potencias enfrentadas, 

como sucedió con el ataque soviético a Checoslovaquia y el ataque al movimiento de derechos 

civiles en Estados Unidos. 

 

Temprano, en 1949, Estados Unidos, Canadá, Bélgica, Dinamarca, Francia, Islandia, Italia, 

Luxemburgo, Países Bajos, Noruega, Portugal y el Reino Unido establecieron la OTAN. Sin mucha 

tardanza, en 1955, la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas, Albania, Bulgaria, 

Checoslovaquia, Alemania Oriental, Hungría, Polonia y Rumania establecieron el Pacto de 

Varsovia. Ambos bloques asumieron que el ataque contra unos de sus miembros era un ataque 

contra todos, lo que dejaba el conflicto ad-portas de la III Guerra Mundial.  

 

Como ya se ha dicho, ese no era el mayor punto de tensión, sino el nuclear y la emergencia de 

conceptos como el de disuasión, de contención y en particular el de destrucción mutua asegurada. 

La capacidad nuclear era el centro pero ese eje asociaba toda la economía, la industria, la ciencia, 

la tecnología, la educación, la política y la comunicación. La bomba demandó desarrollos de 

infraestructura estratégica como fábricas, medios de transporte y comunicación, profesionales, 

dominio de tierra, mar, aire y zona geoestacionaria. La URSS y USA decidieron alrededor de su 

poder nuclear la prioridad de carreras universitarias, el propósito de la investigación, el peso del 

presupuesto, el propósito de la carrera espacial y sentido de la información y la comunicación. 
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Constituyeron cuerpos especializados de inteligencia como la Central de Inteligencia Americana 

CIA y el Comité para la Seguridad del Estado KGB. 

 

Un instrumento que revela el nivel de crisis existente es el Reloj del Apocalipsis, aquel que 

conviniendo que la medianoche es el inicio de la guerra nuclear, establece los minutos que 

tardarían las bombas en atacar a la contraparte una vez una de las partes decida el primer 

movimiento. En 1947 el reloj arrancó en 7 minutos antes de la medianoche, volviendo a 7 en 1960, 

1968 y 2002. En 1949 y 1953 disminuyó a 3 y 2 minutos respectivamente. En 1963 y 1972 subió 

a 10 minutos, bajando a 9 en 1974 y a 4 y 3 en 1981 y 1984. Luego en 1988 aumentó a 6 minutos 

y alcanzó el nivel de distensión más alto en 1991 y 1995 con 17 y 14 minutos respectivamente. 

Desde entonces ha disminuido progresivamente, 9 en 1998, 7 en 2002 y 5 en 200710.  

 

En este contexto bélico geopolítico los derechos humanos reclaman su camino, pero sería iluso 

pensar que ese recorrido es ajeno a las disputas ideológicas de las dos potencias nucleares y 

termonucleares.  

 

En el periodo de 1945 a 1966 el campo del derecho internacional de los derechos caminó hacia los 

instrumentos vinculantes, finalmente el 16 de diciembre de 1966 en la sesión plenaria 1496ª de la 

Asamblea General fueron aprobados el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el 

Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales y el Protocolo Facultativo del 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. El camino no fue fácil porque la confrontación 

estaba agudizando. 

 

El 4 de diciembre de 1950 la Asamblea General - resolución 421 D (V) - reconoció como 

fundamental el derecho a la libre determinación de los pueblos y naciones. Y considerando que no 

fue posible para el Consejo Económico y Social y la Comisión de Derechos Humanos por razones 

de tiempo proponer procedimientos y métodos para su garantía y debido a que la violación de este 

traería derramamientos de sangre, guerras y amenazas a la paz, como solución se pidió a la 

 
10 En este año, 2007, cambia el criterio de medición, a la guerra nuclear se le agrega la amenaza del cambio climático. 

Lo que inicia con un 2007 en 5 minutos, pasa a 6 en 2010 y a 5 y 3 en 2012 y 2016, estableciendo unos rangos jamás 

victos ni siquiera en lo más álgido de la Guerra Fría, con 2,5 en 2017 y 90 segundos en 2024. 
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Comisión incluir en los Pactos Internacionales de Derechos del Hombre un artículo sobre la libre 

determinación que dijera: "Todos los pueblos tendrán el derecho de libre determinación" 

(Resolución 421, 1950, p. 1). A la par, se solicitó a la Comisión incluir cláusulas sobre la 

admisibilidad o inadmisibilidad de reservas, sus efectos y medidas de aplicación. 

 

Una de las tareas encomendadas al Consejo Económico y Social correspondió al desarrollo de los 

derechos humanos. Atendiendo ese compromiso el 4 de diciembre de 1954 se enseñó a la Asamblea 

General los dos proyectos para los Pactos Internacionales de Derechos que la Comisión de 

Derechos del Hombre había elaborado. Se refería a dos documentos oficiales del Consejo 

Económico y Social del 18º Período de sesiones, Suplementa No. 7, anexos I, II y III.  

 

El 20 de febrero de 1957 la Asamblea General aprobó varias medidas de carácter provisional 

mientras se adoptaban o entraban en vigor los pactos de derechos humanos, medidas referidas a la 

violación de los derechos humanos enunciados en la Carta de las Naciones Unidas y en la 

Declaración Universal de Derechos Humanos. En primer lugar, se dijo que los derechos humanos 

eran la piedra angular de la Carta de las Naciones Unidas. De la Declaración Universal de los 

Derechos Humanos se procura avanzar hacia un tratado de Derechos Humanos, aunque los 

esfuerzos han sido arduos los “dos proyectos de pactos de derechos humanos (de derechos civiles 

y políticos, y de derechos económicos y sociales, respectivamente) aún no han sido aprobados por 

completo” (ONU, 1957, p. 1).  

 

El 10 de diciembre de 1959 la Asamblea General indicó que no pudo terminar el examen de los 

proyectos de pactos internacionales de derechos humanos y de la convención sobre la libertad de 

información por lo que decidió darles prioridad en el decimoquinto periodo de sesiones y pedirle 

a la Tercera Comisión dedicarles el tiempo necesario. Se hizo pero cada año se volvía a aplazar la 

decisión. Para 1960 la aprobación era parcial y seguía en la Tercera Comisión de la Asamblea 

General.  

 

Aunque los textos estuvieron listos desde 1954 para el 11 de diciembre de 1961 la Asamblea 

General nuevamente informaba que los avances en los proyectos de los pactos no habían terminado 

por la imposibilidad de realizar esa labor durante ese año, decidiendo su aplazamiento para el 
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siguiente periodo bajo el título de tema: Proyectos de pactos internacionales de derechos humanos. 

Se decidió que la Tercera Comisión continuaría dedicando el tiempo necesario de discusión para 

los proyectos de pactos internacionales para aprobarlos antes de que terminara la decimotercera 

sesión de la Asamblea General. Nuevamente se pidió a la Comisión de Derechos Humanos tener 

en cuenta para sus discusiones las actas y demás documentos que se le transmitirían desde la 

Asamblea General. 

 

Finalmente, en diciembre de 1966 se aprobaron dos pactos y no uno como inicialmente se había 

planteado. El Pacto de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP) respondía a los derechos de 

ciudadanía y participación política como reivindicación del bloque liberal y capitalista, que 

consideraba que la libertad era el bien fundamental del ser humano. El Pacto de Derechos 

Económicos Sociales y Culturales (PIDESC) reivindicaba la igualdad en términos de acceso a 

condiciones de vida materiales y por lo tanto, su defensa fue enarbolada desde el bloque comunista 

y socialista. Pero no entraron en vigor de inmediato, el de PIDCP entró en vigor el 23 de marzo de 

1976 y el PIDESC el 3 de enero del mismo año.  

 

¿En qué se diferencian y qué son similares? El preámbulo es prácticamente igual, excepto en el 

orden de prioridades de una u otra categoría de derechos en el tercer párrafo. El Pacto de Derechos 

Económicos Sociales y Culturales (1966) afirma:   

 

Reconociendo que, con arreglo a la Declaración Universal de Derechos Humanos, no puede 

realizarse el ideal del ser humano libre, liberado del temor y de la miseria, a menos que se 

creen condiciones que permitan a cada persona gozar de sus derechos económicos, sociales 

y culturales, tanto como de sus derechos civiles y políticos. (p.1) 

 

El Pacto de Derechos Civiles y Políticos (1966) a su vez expone: 

 

Reconociendo que, con arreglo a la Declaración Universal de Derechos Humanos, no  

puede realizarse el ideal del ser humano libre en el disfrute de las libertades civiles y  

políticas y liberado del temor y de la miseria, a menos que se creen condiciones que  

permitan a cada persona gozar de sus derechos civiles y políticos, tanto como de sus  
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derechos económicos, sociales y culturales. (p.1) 

 

En cuanto al cuerpo de cada pacto, el PIDCP (1966) tiene seis partes y 53 artículos, mientras el 

PIDESC (1966) tiene cinco partes y 31 artículos. Veamos analíticamente. Los primeros tres 

artículos de la parte I, son iguales y versan sobre el derecho de libre determinación, la elección 

libre de la condición política y del desarrollo económico, social y cultural de los pueblos. La 

disposición libre de riquezas y recursos naturales, las obligaciones de cooperación económica 

internacional para beneficio recíproco y del derecho internacional. Estableciendo como obligatorio 

para todos los Estados la promoción del derecho de libre determinación. 

 

El artículo 2 ya marca una diferencia, aunque ambos declaran los derechos “sin distinción alguna 

de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, 

posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social” (PIDCP, PIDESC, 1966, p. 2), 

el PIDESC (1966) los sujeta a “hasta el máximo de los recursos de que disponga” (p13), precisando 

que será de manera progresiva, aclarando que los países en desarrollo lo harán según su economía 

nacional. Mientras el PIDCP (1966) marca que los Estados parte deben tomar las medidas 

oportunas e iniciar la garantía de derechos y libertades con la acción de las autoridades “judicial, 

administrativa o legislativa, o cualquiera otra autoridad competente prevista por el sistema legal 

del Estado” (PIDCP, 1966, p. 2).  

 

El artículo 3 es igual en cuanto a la obligación de los Estados de garantizar los derechos del pacto 

a hombres y mujeres, diferenciándose en que uno habla del gozo de los derechos civiles y políticos 

y su par, de los derechos económicos, sociales y culturales. Los artículos 4 y 5 se refieren a las 

situaciones excepcionales y a las limitaciones que los Estados pueden establecer, conteniendo un 

desarrollo más amplio en la materia el PIDCP (1966), que se supedita estrictamente a las 

limitaciones impuestas por la situación, mientras el PIDESC (1966) reconoce las limitaciones 

determinadas por la Ley. Para ambos, se impone la regla de respecto al derecho internacional y de 

supremacía del derecho internacional. 

 

En ambos pactos, la tercera parte corresponde con los derechos propiamente dichos de cada uno. 

El PIDCP (1966) inicia con el derecho a la vida, contra la pena de muerte y el genocidio, y donde 
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hay pena capital, imponiendo limitaciones a delitos más graves, manteniendo el derecho de indulto 

y conmutación de la pena, y en ningún caso, a menores de 18 años, ni a mujeres en estado de 

gravidez.  

 

Después se pactan los derechos de no ser “sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, 

inhumanos o degradantes” (PIDCP, 1966, p. 3), ni a experimentos médicos y científicos sin 

consentimiento. Ni a esclavitud, trata y servidumbre. Ni a trabajo forzoso u obligatorio. Los 

siguientes artículos, el 9 y el 10, sienta el derecho de libertad y seguridad personales, los derechos 

en contextos de detención, privación de la libertad y prisión, incluyendo, las garantías judiciales, 

el trato humano y digno, y el trato diferenciado para procesados, condenados, adultos y menores. 

En el 12 se prohíbe procesar a una persona por incapacidad de cumplir una obligación contractual 

(PIDCP, PIDESC, 1966). 

 

Los primeros artículos del PIDESC (1966) se refieren al derecho al trabajo y las condiciones de 

éste, como libre escogencia y aceptación, medidas de orientación y formación técnico profesional. 

Articulándolo a la obligación de los Estados a condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias 

en materias como el salario, condiciones de existencia dignas personales y familiares, seguridad e 

higiene en el trabajo, igualdad de oportunidades de ascenso y al descanso y tiempo libre. Vinculado 

a este aparecen los derechos de sindicalizarse, de fundar sindicatos y de huelga, junto al derecho 

de los sindicatos de formar federaciones y confederaciones. Advierte únicamente las limitaciones 

de ley, de interés de seguridad nacional y para la policía y las fuerzas armadas. 

 

Los siguientes artículos del PIDESC (1966) presentan los derechos de seguridad social, seguro 

social y de la familia, pormenorizando para esta, protección y asistencia, cuidado y educación de 

los hijos, matrimonio por libre consentimiento, especial protección de las madres y licencia de 

parto, así como especial protección de niños y adolescentes de la explotación económica y social. 

El siguiente artículo, amplía para la persona y para la familia los derechos de incluso alimentación, 

vestido, vivienda y condiciones de existencia adecuadas y en continua mejora. Desarrollando en 

cuanto a la alimentación la protección contra el hambre, la producción, conservación y distribución 

equitativa de alimentos a nivel mundial.   
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El PIDCP (1966) en su artículo 12 se refiere a los derechos de libre circulación, de escogencia del 

lugar de residencia y de salir del país y de regresar al propio. Y el derecho de no ser expulsado por 

ser extranjero. Y el 13, 14 y 15 a los derechos judiciales como ser juzgado por un “tribunal 

competente, independiente e imparcial” (p. 5), la presunción de inocencia y demás garantías como 

un defensor, intérprete si se requiere, ajuste a los tiempos y sin dilaciones, a acusación, fallo y pena 

ajustados a la Ley, a no ser juzgado dos veces por la misma causa y a indemnización en caso de 

una sentencia probadamente injusta. El artículo 16 habla del derecho a la personalidad jurídica y 

el 17 a no ser objeto de injerencia en la vida privada, familia, domicilio, correspondencia, ni a daño 

de la honra y la reputación. El que necesariamente se vincula con el artículo 18 que establece el 

derecho de libertad de pensamiento, de conciencia y de religión, tanto de tener, adoptar, elegir y 

manifestar sus creencias y religión. Lo involucra el siguiente derecho, no ser molestado por sus 

opiniones y el derecho de la libertad de expresión por diversos medios, esto incluye, la libertad de 

buscar, recibir y difundir informaciones. De modo tajante y categórico se condena y rechaza la 

propaganda a favor de la guerra y la apología del odio nacional, racial o religioso (PIDCP, 1966). 

 

El PIDESC (1966) en sus artículos 12 reconoce los derechos de salud física y mental, esto 

involucrando, la reducción de la mortalidad, mejorando la higiene, previniendo enfermedades, 

asegurando asistencia y servicios médicos. El artículo 13 pacta el derecho a la educación como 

obligación del Estado y para los niveles de primaria, segundaria, superior, sin menoscabo del 

derecho de los padres a escoger la educación de sus hijos y de las personas de establecer 

instituciones de educación privada. Junto al de la educación, el artículo reconoce derechos 

culturales como los de participación en la vida cultural, derechos de autoría por producciones 

científicas, literarias y artísticas, además, derecho de conservación, desarrollo y difusión de la 

ciencia y la cultura, libertad de investigación científica y actividad creadora, y cooperación 

internacional científica y cultural (PIDESC, 1966). 

 

El PIDCP (1966) en sus artículos 21 y 22 contempla el derecho de reunión pacífica y de asociarse 

libremente. Los artículos 23 y 24 se refieren a la familia y al niño, sus derechos de especial 

protección por parte de la sociedad y el Estado, el matrimonio libre y consentido, y la no 

discriminación ni del esposo, ni de la esposa, ni del niño por ningún motivo, además del derecho 

de registro y nacionalidad para el niño. 
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Los artículos 25 y 26 del PIDCP (1966) consideran los derechos de participación directa y por 

representación en los asuntos públicos, de elegir y ser elegido democráticamente, acceso a las 

funciones públicas, igualdad ante la Ley y derecho a igual protección de la Ley. El 27 expresa los 

derechos a la vida cultural, religiosa y de la propia lengua de las “minorías étnicas, religiosas o 

lingüísticas” (PIDCP, 1966, p. 9). 

 

En la cuarta parte se establece una diferencia sustancial, ya no en términos de los derechos 

contenidos, sino del procedimiento para garantizarlos. El PIDCP (1966) establece un Comité de 

Derechos Humanos con funciones de solicitar a los Estados “informes sobre las disposiciones que 

hayan adoptado y que den efecto a los derechos reconocidos en el Pacto y sobre el progreso que 

hayan realizado en cuanto al goce de esos derechos” (PIDCP, 1966, p. 12), con el detalle de factores 

y dificultades. Los Estados deberán, si lo deciden, reconocer la competencia del Comité para 

recibir y examinar comunicaciones de parte de un Estado frente a otro Estado,  incluyendo la 

posibilidad de buscar una solución amistosa. Si no hay solución satisfactoria, con autorización de 

las partes podrá crear una Comisión Especial de Conciliación. Por su parte, el PIDESC (1966) no 

establece ningún Comité para lo concerniente a los derechos contenidos, quedando en el Secretario 

General de la ONU la solicitud de informes a los Estados y su envío al Consejo Económico y 

Social, informes que señalen las circunstancias, las dificultades, las disposiciones, decisiones y 

recomendaciones de cumplimiento. 

 

Adicionalmente, frente al PIDCP (1966) el mismo 16 de diciembre de 1966 se estableció el 

Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, que entró en vigor 

el 23 de marzo de 1976. Compuesto de 14 artículos, su fin es asegurar los propósitos del PIDCP. 

Conviene que los Estados parte del Pacto confieren al Comité el derecho de recibir y considerar 

comunicación de individuos bajo su jurisdicción que aleguen ser víctimas de una violación de 

derechos del Pacto. Siempre que el individuo haya agotado los recursos internos disponibles, podrá 

enviar una comunicación escrita al Comité. No se aceptarán comunicaciones anónimas o que 

constituyan abuso del derecho a esta comunicación. Inicia entonces una etapa de comunicación 

entre el Comité y el Estado Parte, considerando la información suministrada por el individuo 

quejoso. 
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Un Segundo Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos se 

aprobó el 15 diciembre 1989 con el objeto de abolir la pena de muerte. Sus 11 artículos condenan 

la pena de muerte y consideran que su abolición eleva la dignidad humana y desarrollo 

progresivamente los derechos humanos. Retomando el artículo 6 del PIDCP (1966), conmina a los 

Estados parte a no ejecutar a ninguna persona, a abolir la pena de muerte sin reserva alguna, salvo 

la de su aplicación en tiempos de guerra por delitos sumamente graves de carácter militar. 

 

Por su parte, el Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales 

y Culturales fue aprobado el 10 diciembre 2008 y aún no ha sido ratificado. En sus partes incluye 

la competencia del Comité para recibir, admitir y examinar comunicaciones, establecer medidas 

provisionales, trasmitir comunicaciones, buscar soluciones amigables, hacer observaciones y 

seguimiento a las mismas, así como, implementar el procedimiento de investigación, el 

seguimiento al procedimiento de investigación, las medidas de protección y promover la asistencia 

y cooperación internacionales. Además de elaborar un informe anual, divulgar y difundir 

información. Lo relevante del protocolo es que se establecería un Comité de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales para recibir comunicaciones de personas y grupos de personas 

que se consideren víctimas de una violación de los derechos contemplados en el PIDESC (1966). 

 

En ese contexto se realiza la Primera Conferencia Mundial de Derechos Humanos en 1968 en 

Teherán, Irán11, la que se “pronunció sobre los problemas relacionados con los derechos humanos 

que puede provocar el progreso científico y técnico” (UNESCO, 1973, p.5), remarca que los 

descubrimientos científicos y los adelantos tecnológicos a la par de ofrecer grandes posibilidades 

para el progreso económico, social y cultural, también comprometían los derechos y libertades de 

los individuos. Y en la cual además se declaró el principio de indivisibilidad de los derechos 

humanos, pero, como una intención porque las tensiones entre los bloques capitalista y socialista 

repuntaban. “La Conferencia, en la primera sesión y a propuesta del representante de Uganda, 

guardó un minuto de silencio como homenaje a la memoria del Rvdo. Dr. Martin Luther King, Jr” 

(ONU, 1968, p.2). 

 
11 Para la bibliografía o referencias: Naciones Unidas (1968). ACTA FINAL DE LA CONFERENCIA 

INTERNACIONAL DE DERECHOS HUMANOS. Teherán, 22 de abril a 13 de mayo de 1968. A/CONF.32/41, 

Nueva York, 1968. 
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En la Proclamación de Teherán se indica que el fin de la conferencia fue “examinar los progresos 

logrados en los veinte años transcurridos desde la aprobación de la Declaración Universal de 

Derechos Humanos y preparar un programa para el futuro” (ONU, 1968, p.3). Destacando los 

avances en la definición de normas para el goce y protección, acepta que “queda mucho por hacer 

en la esfera de la aplicación de estos derechos y libertades” (ONU, 1968, p.4). Destaca la condena 

del apartheid, el colonialismo, la discriminación por motivos de raza, religión, creencia o expresión 

de opinión, la creciente disparidad entre países económicamente desarrollados y países en 

desarrollo, el tremendo analfabetismo, la discriminación de que es víctima la mujer, los riesgos 

que entrañan los descubrimientos científicos y los adelantes tecnológicos, a la vez que llama a 

velar por la familia y el niño y al desarme general y completo.  

 

Entre las resoluciones de la Primera Conferencia Mundial de Derechos Humanos, la primera es la 

del respeto y aplicación de los derechos humanos en los territorios ocupados por Israel, 

conminándolo a permitir el regreso de los habitantes que han huido por las hostilidades.  

 

La segunda resolución establece las Medidas que se han de adoptar contra el nazismo y la 

intolerancia racial, condenando “vigorosamente el nazismo, el neonazismo, el racismo y todas las 

ideologías y prácticas análogas basadas en el terrorismo y la intolerancia racial como una flagrante 

violación de los derechos humanos y libertades fundamentales y de los principios de la Carta” 

(ONU, 1968, p.6). Llama a los Estados a declararlo ilegal, prohibirlo, establecer medidas para 

erradicarlo de forma inmediata, estar en permanente estudio contra el nazismo y la intolerancia 

racial, por lo que invita a s Estados, instituciones científicas, institutos docentes y otras 

organizaciones a difundir ideas progresistas. En coherencia con la resolución 2, la resolución 3 

establece Medidas para lograr la rápida y total eliminación de todas las formas de discriminación 

racial en general y de la política de apartheid en particular, condenando a los gobiernos de 

Sudáfrica, Portugal y Rhodesia,  declarando el apartheid como amenaza para la paz y seguridad 

internacionales, reconociendo la legitimidad de la lucha de los movimientos que luchan contra el 

apartheid, haciendo un llamamiento a prestar la adecuada asistencia a la “población no blanca del 

África meridional en su legítima lucha por el logro de los derechos” (ONU, 1968, p.7). Además, 

pide a la ONU y sus organismos y a las ONGs que actúen contra el apartheid y la discriminación 
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racial. En este mismo ámbito denuncia los tratos violatorios de los derechos humanos y el DIH 

que reciben quienes luchan contra los regímenes racistas.  

 

Ampliando la condena a todas las formas y manifestaciones de discriminación racial, aboga por el 

principio de no discriminación en materia de empleo y por la eliminación de la discriminación 

racial “en las esferas política, económica, social y cultural” (ONU, 1968, p.8). Propone entonces 

la creación por parte de la ONU de un nuevo programa adicional en materia de discriminación 

racial. Parte de recordar la Declaración de las Naciones Unidas sobre la eliminación de todas las 

formas de discriminación racial de 20 de noviembre de 1963, para conminar a tomar medidas 

jurídicas, actividades de investigación y de formación. Por otra parte, condena el colonialismo y 

pide a la Asamblea General y al Consejo de Seguridad reanudar el examen del problema de la 

descolonización y acelerar “la concesión de la independencia y la libre determinación a los países 

y pueblos coloniales” (ONU, 1968, p.10). A este tenor condena a la OTAN por seguir 

suministrando armas y municiones a Portugal y por lo tanto a Rhodesia.  

 

Como parte de los necesarios procesos de condena de la discriminación y lucha contra todas sus 

formas y manifestaciones, la Conferencia de Derechos Humanos de 1968 aborda el problema de 

la discriminación contra la mujer, que se agrava en los territorios donde persiste el colonialismo, 

el apartheid y el racismo, por lo que subraya la necesidad de tomar medidas para la promoción de 

sus derechos, incluyendo la ratificación de los instrumentos, convenios y convenciones, contra la 

trata y la prostitución, por los derechos políticos de la mujer, sobre el consentimiento y edad 

mínima del matrimonio, sobre la igualdad en remuneración de la mano de obra, contra la 

discriminación en materia de empleo y ocupación, por la libertad de enseñanza y por la eliminación 

de todas las formas de discriminación racial. Procesos para los cuales relaciona como protagonista 

a la Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mujer. 

 

La Conferencia delega en el Consejo Económico y Social el establecimiento de las normas de 

procedimiento para los órganos competentes en materia de violaciones de los derechos humanos. 

A su vez, establece recomendaciones para enfrentar los problemas de los derechos humanos en 

relación con los problemas de analfabetismo, del impacto del progreso científico y tecnológico, de 

los derechos de los refugiados, de las personas encarceladas, de la infancia, del desarme, del 
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desarrollo económico, de la planificación familiar, de la asistencia letrada en los tribunales, de la 

educación de los jóvenes, de la realización de los derechos económicos, sociales y culturales, de 

la adhesión a los instrumentos internacionales de derechos humanos y de los conflictos armados. 

En este amplio marco de problemas relacionados con los derechos humanos, establece el año de 

1969 como el Año Internacional de la lucha contra el racismo y la discriminación racial, a su vez 

invita a la difusión de la DUDH. 

 

En el discurso inaugural su Majestad Imperial el Shahinshah Aryamehr pone de presente que el 

“el primero de los documentos en que se reconocen los derechos humanos fue promulgado en esta 

misma tierra, hace unos 2500 años, por Ciro el Grande” (ONU, 1968, p.36). Reconociendo que 

aquello que en otros tiempos pertenecía al dominio de los sueños y la imaginación, a partir de la 

DUDH de 1948 se contaba con instrumento cuyo mérito era enunciar principios que cristalizan las 

aspiraciones por una vida mejor, una mayor libertad y una dignidad más profunda. Entonces 

condena el privilegio, el abismo entre países ricos y pobres, exigiendo la superación de las 

anacrónicas estructuras del pasado. Hay que anotar que con el tiempo demostraron no ser del 

pasado sino ser el futuro. 

 

En su alocución el Secretario General de las Naciones Unidas, U Thant, recordó las palabras del 

Dr. Herbert Evatt, de Australia, presidente de la Asamblea en 1948.  

 

"Es la primera ocasión en que la comunidad organizada de naciones ha hecho una 

declaración de derechos humanos y libertades fundamentales; este documento está 

respaldado por la autoridad de la doctrina de las Naciones Unidas en conjunto, y millones 

de personas, hombres, mujeres y niños de todo el mundo se volverán hacia él en busca de 

ayuda, orientación y estímulo." (Evatt, como se citó en ONU, 1968, p. 37) (comillas en el 

original) 

 

A partir de ahí refiere elementos de la DUDH y relaciona de modo general lo sucedido con la 

ONU, sus expresiones regionales y los instrumentos de derechos humanos entre 1948 y 1968. 

Aunque se pronuncia sobre cuestiones diversas, destaca sus propias palabras cuatro años atrás en 

Argelia. 
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"Hay claros indicios de que el conflicto racial, si no podemos dominarlo y finalmente 

liquidarlo, se convertirá en un monstruo destructor comparados al cual los conflictos 

religiosos o ideológicos del pasado parecerán ligeras discusiones familiares. Un conflicto 

de este tipo minará las posibilidades para el bien de todo lo que la humanidad ha logrado 

hasta la fecha y reducirá al hombre al más bajo y bestial nivel de intolerancia y odio. Por 

todos nuestros hijos, sea cual sea su raza o color, no podemos consentir que esto suceda". 

(Thant, como se citó en ONU, 1968, p. 39) (comillas en el original) 

 

Un mensaje que tiene importancia para el mundo occidental es el del Papa Paulo VI, quien 

retomando y recordando a Juan XXIII retoma sus palabras en torno a las objeciones y justificadas 

reservas que la DUDH suscitó de este sobre la DUDH, pero que pese a ello destaca que reconoce 

a todos los hombres, su dignidad, su derecho a buscar la verdad, a seguir las normas de la moral, 

a práctica los deberes de justicia y a exigir que haya conformidad entre condiciones de vida, 

dignidad humana y derechos conexos. Por lo que, en síntesis Juan XXIII (ONU, 1968) definió a 

la DUDH “signo de los tiempos” (p. 40) y cuyos derechos, a su juicio, provienen de la dignidad 

natural y tienen un carácter de universales, inviolables e inalienables. Acudiendo ya a sus palabras, 

Paulo VI define los derechos humanos como "fermento evangélico en el corazón humano" (ONU, 

1968, p. 40), a la vez que denuncia la discriminación racial, la miseria social, la miseria económica 

y la opresión ideológica, al mismo tiempo condena que ello provoque la rebeldía violenta y 

defiende la vía de la unión pacífica de los hombres, concluye: “Esa pacifica empresa, destinada - 

como decíamos ayer en nuestro mensaje de Pascua - a afirmar de manera "más clara, más 

autorizada y más eficaz los derechos humanos”, merece suscitar la generosa emulación de todos 

los hombres de corazón generoso” (ONU, 1968, p.40).  

 

En 1993, Veinticinco años después, se llevó a cabo la II Conferencia Mundial de Derechos 

Humanos en Viena. De ella resultaron la Declaración y el Programa de Acción de Viena. La 

Conferencia se concibe como una oportunidad única para analizar exhaustivamente el sistema y 

mecanismos internacionales de derechos humanos, “a fin de potenciar y promover una observancia 

más cabal de esos derechos, en forma justa y equilibrada” (ONU, 1993, p.2). En tal orden destaca 

y define. 
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Destacando que la Declaración Universal de Derechos Humanos, que constituye una meta 

común para todos los pueblos y todas las naciones, es fuente de inspiración y ha sido la 

base en que se han fundado las Naciones Unidas para fijar las normas contenidas en los 

instrumentos internacionales de derechos humanos, en particular el Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales. (ONU, 1993, p.2,3) 

 

Coloca el énfasis de profunda preocupación en las “diversas formas de discriminación y violencia 

a que siguen expuestas las mujeres en todo el mundo”12 (ONU, 1993, p.3) y reclama la prioridad 

de “protección y promoción de los derechos humanos de la mujer y de la niña” (ONU, 1993, p.8). 

Recuerda que 1993 es el Año Internacional de las Poblaciones Indígenas del Mundo, además de 

denunciar las violaciones de derechos humanos y los obstáculos para su cumplimiento. Enunciado 

esto en la declaración solemne de la Declaración y Programa de Acción de Viena (ONU, 1993, 

p.4),  comienza afirmando el indudable carácter universal de los derechos humanos y las libertades 

fundamentales, y su condición de patrimonio innato de todos los seres humanos.  

 

En 1993 en Viena las Naciones Unidas reivindican el derecho a la libre determinación de los 

pueblos y la defensa de la integridad territorial y la unidad política de los Estados soberanos, a la 

par que evidencian la persistencia de la dominación colonial y otras formas de ocupación 

extranjera. 

 

Promover y proteger los derechos humanos y las libertades fundamentales se reza como un 

objetivo prioritario de la ONU. “Todos los derechos humanos son universales, indivisibles e 

interdependientes y están relacionados entre sí” (ONU, 1993, p.6). Unido a ello reafirma el derecho 

al desarrollo colocando a la persona como sujeto central de éste. Se aclara que desarrollo implica 

directamente disfrute de los derechos humanos pero a su vez exige cuidado del medio ambiente y 

de las generaciones futuras, a su vez, postula que la ausencia de desarrollo no legitima ni justifica 

su limitación.  

 
12 18. Los derechos humanos de la mujer y de la niña son parte inalienable, integrante e indivisible de los derechos 

humanos universales. La plena participación, en condiciones de igualdad, de la mujer en la vida política, civil, 

económica, social y cultural en los planos nacional, regional e internacional y la erradicación de todas las formas de 

discriminación basadas en el sexo son objetivos prioritarios de la comunidad internacional. (ONU, 1993, p.7) 
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Inscribe también el problema del progreso científico y sus aplicaciones, por una parte, como 

derecho a disfrutar de sus beneficios, pero al mismo tiempo, explícitamente marca las 

consecuencias adversas de las ciencias biomédicas, biológicas y la esfera de la informática. 

Exhorta en seguida a la comunidad internacional a aliviar el peso de la deuda externa y a los 

Estados a eliminar las causas de las violaciones y los obstáculos a los derechos humanos, como la 

generalización de la pobreza extrema, todas las formas de racismo y discriminación racial, de la 

xenofobia y de otras manifestaciones conexas de intolerancia, los actos, métodos y prácticas 

terroristas en todas sus formas y manifestaciones, el tráfico de drogas, la violencia y todas las 

formas de acoso y explotación sexuales. 

 

Celebra el desmantelamiento del apartheid pero advierte de los intereses que buscan frustrar este 

proceso. Resalta la obligación para los derechos de las personas pertenecientes a minorías, 

reconoce explícitamente la dignidad y la contribución de los pueblos indígenas al desarrollo y al 

pluralismo de la sociedad. Junto a los pueblos indígenas pasa el foco a los derechos del niño, de la 

niña, de la infancia, de los discapacitados, de quienes buscan asilo, de los refugiados y de quienes 

sufren desplazamiento por conflictos armados. También orienta la mirada a las víctimas de todos 

los desastres, naturales o producidos por el hombre. Atiende la cuestión de los derechos de los 

trabajadores migratorios y de los más pobres o las víctimas de la pobreza extrema y la exclusión 

social.  

 

Se regocija del avance en la codificación de instrumentos de derechos humanos, pero pide a los 

Estados adherirlos, prever recursos de reparación, fortalecer el poder judicial y la abogacía 

independiente. Aunque denuncia la persistencia de las violaciones de derechos humanos en todas 

las regiones del mundo, mucho más en contextos de conflicto armado, acentúa el problema de las 

violaciones de los derechos humanos contra las mujeres y las niñas: 

 

28. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos expresa su consternación ante las 

violaciones masivas de los derechos humanos, especialmente el genocidio, la "limpieza 

étnica" y la violación sistemática de mujeres en situaciones de guerra, lo que da lugar al 

éxodo en masa de refugiados y personas desplazadas. Condena firmemente esas prácticas 



 

 

79 

odiosas y reitera su llamamiento para que se castigue a los autores de esos crímenes y se 

ponga fin inmediatamente a esas prácticas. (ONU, 1993, p.11) 

 

Se pronuncia contra los diversos crímenes y reclama que el examen de las cuestiones de derechos 

humanos se realice a la luz de los “principios de garantía de la universalidad, la objetividad y la 

no selectividad” (ONU, 1993, p.13). La Conferencia se pronuncia sobre la educación en derechos 

humanos, pidiendo a los Estados desarrollar programas con este enfoque. También refiere la 

importancia de fortalecer la legislación, las instituciones y la infraestructura en defensa de la ley, 

la democracia, la participación popular, la educación y el fortalecimiento de la sociedad civil. En 

este sentido reconoce como actores a los grupos, instituciones, organizaciones 

intergubernamentales y no gubernamentales. “Las organizaciones no gubernamentales deben ser 

dueñas de realizar sus actividades de derechos humanos sin injerencias, en el marco de la 

legislación nacional y de la Declaración Universal de Derechos Humanos” (ONU, 1993, p.14). 

 

En la Conferencia de Viena se crea el cargo de Alto Comisario de las Naciones Unidas para los 

Derechos Humanos, en perspectiva de contribuir a la mejora de los procesos de coordinación, 

eficiencia y eficacia en la ONU en lo que compete a los derechos humanos. Partiendo de tres 

categorías esenciales, igualdad, dignidad y tolerancia, las desarrolla en función de la eliminación 

del racismo, la discriminación racial, la xenofobia y otras formas de intolerancia, las formas 

institucionalizadas como el apartheid y las doctrinas de superioridad o exclusividad racial 

contemporáneas. Teje con la igualdad, la dignidad y la tolerancia los derechos de las personas 

pertenecientes a minorías nacionales o étnicas, religiosas y lingüísticas, esto deviene en las 

poblaciones indígenas y los trabajadores migratorios.  

 

En tercer lugar advierte la igualdad de condición y los derechos humanos de la mujer. En cuarto 

lugar convoca los derechos del niño. En quinto lugar el derecho a no ser sometido a torturas y otros 

tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, dentro de lo cual dedica un apartado a las 

desapariciones forzadas. El sexto lugar desarrolla lo concerniente a los derechos de las personas 

discapacitadas, “cualquier discriminación directa u otro trato discriminatorio negativo de una 

persona discapacitada es una violación de sus derechos” (ONU, 1993, p.26). 
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Un aparte importante está dedicado al fortalecimiento de la cooperación, desarrollo y 

fortalecimiento de los derechos humanos. En el mismo plano de importancia destaca la educación 

en materia de derechos humanos como indispensable. 

 

80. La educación en materia de derechos humanos debe abarcar la paz, la democracia, el 

desarrollo y la justicia social, tal como se dispone en los instrumentos internacionales y 

regionales de derechos humanos, a fin de lograr la comprensión y sensibilización de todos 

acerca de los derechos humanos con objeto de afianzar la voluntad de lograr su aplicación 

a nivel universal. (ONU, 1993, p.28) 

 

La Conferencia conmina a los Estados nacionales a la aplicación y métodos de vigilancia de los 

derechos humanos y al fortalecimiento de la institucionalidad y demás recursos nacionales, en 

coherencia y cooperación con los recursos internacionales.  

 

3.4. Cuatro Cumbres de la Tierra y una Agenda a 2030 

 

En la Declaración de Estocolmo de 1972 se comenta que fue el gobierno de Suecia el que propuso 

en 1968 al Consejo Económico y Social incluir dentro de agenda la convocatoria de una 

conferencia internacional sobre “los problemas del medio humano” (ONU, 2012, p.1). En carta 

dirigida al Secretario General por el Representante Permanente de Suecia en las Naciones Unidas, 

adjuntando un memorando explicativo del Gobierno de Suecia en el cual se desarrollan nueve 

puntos. El primero solicita a las Naciones Unidas “sentar las bases para un estudio amplio de los 

problemas del medio humano” (ECOSOC, 1968, p2). En el segundo punto propone una definición 

de la expresión problemas del medio humano y en tal sentido detalla que se refiere a los cambios 

provocados por la aplicación sin un control adecuado de los avances tecnológicos en el ambiente 

natural del hombre, tanto los industriales como los agrícolas, que a su vez tienen efectos sobre el 

hombre.  

 

Desglosa los siguientes problemas en la categoría de cambios en el medio humano: contaminación 

del aire y del agua, erosión y agotamiento de los suelos, uso excesivo y sin control de los biocidas, 

problemas de los desechos. Agregando a esta categoría las “perturbaciones que causan en el 
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equilibrio ecológico”. Según el documento del archivo de ECOSOC (1968, p.2) en la categoría de 

efectos en el hombre enlista los siguientes: condiciones de salud, de trabajo y de vida, pues son 

influidas por los cambios en el ambiente natural, en esta categoría relaciona el crecimiento urbano 

sin planificación ni control, que genera problemas de orden físico y psicológico, dadas la 

formación de tugurios y otras zonas insalubres con las respectivas consecuencias de contaminación 

del aire, congestión en el tráfico, nivel nocivo de ruido, aumento grave de tasas de accidentes, 

desorganización de la familia, tensiones mentales y aumento de las tasas de criminalidad. 

 

En el tercer punto del documento diferencia dos tipos de países: desarrollados y en desarrollo. 

Califica como de mayor gravedad el problema en los primeros, los altamente industrializados, pero 

advierte que la extensión del uso de la tecnología moderna ampliará el problema, mucho más en 

las que define como “regiones tropicales con características climáticas y geológicas extremas” 

(ECOSOC, 1968, p.2), por lo cual la naturaleza es más sensible que en las zonas templadas. 

Rescata que la OMS, la FAO han abordado estos problemas y la UNESCO avanza en el problema 

de la conservación de la naturaleza. Lamentando que la Asamblea General y del Consejo 

Económico y Social no han dado la importancia, cuando los problemas se agravan continuamente 

y amenazan con daños irreparables.  

 

En este marco resalta que las bases del estudio solicitado buscan llamar la atención de gobiernos 

y opinión pública sobre la “importancia del problema” (ECOSOC, 1968, p.2), aunque la 

comunidad científica ya es consciente de la cuestión. Además, busca construir una perspectiva y 

orientación comunes y coordinación administrativa de las investigaciones, generar intercambios 

de información y experiencias entre científicos, administradores y políticos. Sumado a ello 

identificar los problemas que requieren cooperación y comprensión internacionales, sobre todo los 

más urgentes. Para el gobierno suizo el paso necesario es una conferencia convocada por la ONU 

y expone como antecedente próximo que el Comité Científico de Naciones Unidas para la cuarta 

conferencia internacional sobre la utilización de la energía atómica con fines pacíficos, ya había 

señalado que entre otros temas importantes estaba el del problema del medio humano. 

 

El Director General de la OMS presentó un informe a la Asamblea Mundial de la Salud, en el cual 

recogen como cuestiones fundamentales las siguientes: condiciones fundamentales de higiene del 
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medio y saneamiento, abastecimiento de agua potable, evacuación higiénica de desechos, criterios, 

normas y repertorios de prácticas aplicables en relación con los factores del medio de influencia 

conocida sobre la salud, observación epidemiológica y sistemas de vigilancia ecológica, reunión 

y difusión de informaciones pertinentes, apoyo y coordinación de investigaciones. 

 

Dado que la Secretaría de las Naciones Unidas, encargó a la OMS la preparación de Conferencia 

de las Naciones Unidas sobre el medio humano convocada para junio de 1972 en Estocolmo, se 

definieron la preparación de documentos temáticos sobre los componentes ya indicados: 

 

Abastecimiento de agua, alcantarillado y evacuación de desechos, - determinación y 

evaluación de los principales efectos inmediatos y a largo plazo, incluso los de carácter 

genético, que tienen los factores del medio en la salud del hombre, - factores de importancia 

para la salud y el bienestar del hombre, - contaminación por el agua: criterios, normas y 

principios sobre el grado máximo admisible de exposición humana.” (OMS, 1971, p. 2) 

 

En colaboración con la FAO y la OIEA, la OMS abordó cuestiones asociadas a la investigación, 

efectos y corrección de contaminación causada por la cadena alimentaria y a los problemas 

ecológicos por el aprovechamiento de recursos naturales relacionados con el uso de la energía 

nuclear y los combustibles fósiles. El proceso preparatorio13 permitió la realización de la 

conferencia. 

 

La Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Humano se celebró en Estocolmo 

(Suecia) del 5 al 16 de junio de 1972. Asistieron a ella representantes de 113 Estados 

 
13 El proceso siguió una línea de tiempo así:- 13-24 de septiembre de 1971. Tercera reunión del Comité Preparatorio 

de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Humano, Nueva York. - 10-21 de mayo de 1971. Declaración 

sobre el Medio Humano, Nueva York. Grupo de trabajo intergubernamental. - 14-18 de junio de 1971 y Ottawa, 7-13 

de noviembre de 1971. Contaminación del mar, Londres. Grupo de trabajo intergubernamental. - 16-20 de agosto de 

1971. (iii) Observación o vigilancia ecológica, Ginebra. Grupo de trabajo intergubernamental. - Addis Abeba, 23-28 

de agosto de 1971. Comisión Económica Regional de la ONU. - Bangkok, 17-23 de agosto de 1971. Comisión 

Económica Regional de la ONU. - México, D.F., 6-11 de septiembre de 1971. Comisión Económica Regional de la 

ONU. - Beirut, 27 de septiembre-2 de octubre de 1971. Comisión Económica Regional de la ONU. - 4-12 de junio de 

1971. Reunión del Cuadro de Expertos en Desarrollo y Medio Ambiente, Founex. - 11-15 de octubre de 1971. Reunión 

extraoficial de examen de los proyectos de informes para la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio 

Humano, Ginebra. - 29 de noviembre al 3 de diciembre de 1971. Reunión sobre problemas del medio que celebrarán 

en Ginebra de los asesores principales destacados por la CEE (Comisión Económica para Europa) cerca de distintos 

gobiernos. 
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Miembros de las Naciones Unidas, así como miembros de los organismos especializados 

de la Organización. Los documentos de la Conferencia se basaron en un gran número de 

informes presentados por gobiernos y organizaciones no gubernamentales e 

intergubernamentales, entre ellos 86 informes nacionales sobre problemas ambientales. 

(Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Humano, ONU, 1972, p. 3)  

 

En la conferencia los planteamientos a destacar para efectos del concepto de derechos humanos se 

encuentran en el documento Informe de la conferencia de las Naciones Unidas sobre el medio 

humano. En la Declaración de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Humano la 

primera definición importante es sobre el hombre, al que se considera “obra y artífice del medio 

que lo rodea” (ONU, 1972, p. 3), quien por la ciencia y la tecnología tienen el poder de transformar 

de innumerables maneras y a gran escala el planeta. Enfrentando el hecho cierto de la importancia 

del medio natural y el medio artificial para el goce de los derechos humanos y del derecho a la 

vida. Se establece una relación directa entre protección y mejoramiento del medio humano con 

bienestar de los pueblos y al desarrollo económico del mundo entero. En contraste con ello se 

identifican los efectos de la acción de la raza humana, como se le denomina en una línea: 

contaminación, trastornos del equilibrio ecológico de la biosfera, destrucción y agotamiento de 

recursos insustituibles, deficiencias nocivas para la salud física, mental y social del hombre. 

 

Se declara que en los países en desarrollo los problemas ambientales son consecuencia del 

subdesarrollo, por lo tanto su meta debe ser encaminarse al desarrollo. Mientras en los países 

industrializados los problemas ambientales resultan de la industrialización y el desarrollo 

tecnológico. Se agrega que el crecimiento natural de la población implica problemas para la 

preservación del medio por lo que se requiere que los actos humanos contemplen las consecuencias 

en el medio humano. La responsabilidad se asigna explícitamente a ciudadanos, comunidades, 

empresas e instituciones, convocando su acción para plasmar el medio ambiente futuro. La 

Conferencia también llama a gobiernos y pueblos a aunar esfuerzos “para preservar y mejorar el 

medio humano” (ONU, 1972, p. 4). Sobre ese horizonte, la ONU (1972) establece veintiséis 

principios: 
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En el principio 1 contrasta el derecho del hombre a la libertad, la igualdad y condiciones de vida 

adecuadas, con la obligación de proteger y mejorar el medio. Condenando y llamando a eliminar 

el apartheid, la segregación racial, la discriminación, la opresión colonial y otras formas de 

opresión y de dominación extranjera (ONU, 1972). El principio 2 se desglosan como recursos 

naturales de la Tierra: agua, aire, tierra, flora, fauna y ecosistemas naturales. En perspectiva de 

generaciones presentes y futuras panificando y ordenando. El principio 3 es el de mantener, 

restaurar y mejorar la capacidad de la Tierra para producir recursos vitales renovables (ONU, 

1972). Los principios 4 y 5 hablan de la relación entre planificación del desarrollo económico y 

conservación de la naturaleza, evitar el agotamiento de los recursos y compartir sus beneficios 

(ONU, 1972). 

 

Según la ONU (1972), los principios 6, 7 y 8 tratan de impedir y prevenir descargar sustancias 

tóxicas y liberar calor que contaminen los ecosistemas, la vida marina, llamando a los pueblos y a 

los Estados a luchar contra la contaminación, a la par aduce que el desarrollo económico y social 

es necesario tanto para mejorar la calidad de vida y el trabajo humano como de la vida en la Tierra. 

El principio 10 se enfoca en los países en desarrollo pidiéndoles tener en cuenta factores 

económicos y ecológicos para la ordenación el medio. El principio 11, para los países en desarrollo, 

les conmina junto a los Estados y organizaciones internacionales a cooperar ante las consecuencias 

económicas nacionales e internacionales de las medidas ambientales. El principio 12 refiere la 

destinación de recursos, asistencia técnica y financiera para la conservación y mejoramiento del 

medio (ONU, 1972). El principio 13 y 14 orienta a los Estados un enfoque integrado y coordinado 

de planificación racional del desarrollo compatible con la protección del medio humano y su 

población. El principio 15 reclama el abandono de los proyectos colonialistas y racistas a la vez 

que llama a una planificación de asentamientos y urbanización benéfica social, económica y 

ambiental para todos. (ONU, 1972). El principio 16 refiere que ante las amenazas del crecimiento 

y densidad demográficas se opte por políticas de control respetando los derechos fundamentales y 

el medio humano (ONU, 1972).  

 

Los principios 17, 18 y 19 en primer lugar asignan a las instituciones nacionales la competencia 

de planificar, administrar y controlar, en segundo lugar a la utilización de la ciencia y la tecnología 

para descubrir, evitar y combatir riesgos y en tercer a la educación en cuestiones ambientales para 
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formar una opinión pública informada, en cuarto lugar llama a los medios de comunicación de 

masas a evitar contribuir al deterior del medio humano y a contribuir informando educativamente 

sobre la importancia de protegerlo y mejorarlo (ONU, 1972).   

 

El principio 20 trata la cuestión de la investigación y el desarrollo científico relacionados con los 

problemas ambientales, incluyendo procesos de intercambio y transferencia de información y 

tecnologías, así como de apoyo y asistencia, sobre todo a favor de países en desarrollo para aliviar 

la carga que implican las políticas ambientales (ONU, 1972). Esto se integra al principio 21 que 

reafirma la soberanía estatal de explotación de recursos y de aplicación de políticas ambientales, 

con la limitante de no perjudicar el medio de otros Estados. El principio 22 también convoca a los 

Estados para que cooperen internacionalmente para indemnizar a las víctimas de la contaminación 

(ONU, 1972). El principio 23 advierte de la aplicación de normas universales de forma 

indiferenciada, al contrario reclama considerar los sistemas de valores de cada país, ello, sin 

ignorar el principio 24 que solicita a todos los países asumir un espíritu de cooperación en pie de 

igualdad por la protección del medio ambiente, controlando, evitando, reduciendo y eliminando 

actividades perjudiciales al medio humano, reconociendo en simultáneo la soberanía e interés de 

todo Estado (ONU, 1972). El principio 25 confiere a los Estados vigilar que las organizaciones 

internacionales realicen una labor coordinada, eficaz y dinámica de conservación y mejoramiento 

del medio. Por último, el principio 26 enfatiza en la necesidad de liberar al hombre de los efectos 

de las armas nucleares y de los medios de destrucción en masa, en su lugar llama a los órganos 

internacionales a eliminarlas y destruirlas (ONU, 1972). 

 

La perspectiva de atención del sistema de naciones se enfocó estratégicamente a la amenaza contra 

la supervivencia de la vida en la Tierra, no por el hecho cierto de una confrontación nuclear, que 

estuvo latente hasta 1989, sino por la contaminación, que en cierta medida también era 

consecuencia de los ensayos nucleares que las dos grandes potencias militares hicieron, aunque no 

de manera exclusiva, porque Francia y otros países también dispersaron por el aire, los mares y el 

suelo radioactividad. 
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La segunda Cumbre de la Tierra14 y para muchas fuentes, la más importante, se realizó en Río de 

Janeiro en el año 1992. En esta Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el 

Desarrollo (CNUMAD), se propusieron 27 principios, uno más que en 1972. ¿Qué se mantuvo y 

qué cambió? A diferencia de Estocolmo que escribió el “hombre”, en el texto de Río se usa la 

expresión los “humanos” (p. 11), además de ello, el primer principio coloca en centro de todas las 

preocupaciones del desarrollo sostenible a la humanidad: “vida saludable y productiva en armonía 

con la naturaleza” (CNUMAD, 1992). 

 

El segundo principio no coloca el énfasis en el cuidado del aire, agua, tierra, flora, fauna y 

ecosistemas naturales para las presentes y futuras generaciones, sino en el derecho soberano de los 

Estados de aprovecharlos y su responsabilidad de no causar daños al medio ambiente de otros 

Estados ni a territorios ajenos a su jurisdicción (CNUMAD, 1992). 

 

Es en el tercer principio donde se habla de dos necesidades de las generaciones presentes y futuras: 

desarrollo y medio ambiente. Esto lo afirma en perspectiva del derecho al desarrollo y no como en 

1972, como deber de mantener y restaurar la capacidad de la Tierra de “producir recursos vitales 

renovables” (CNUMAD, 1992, p. 48). El cuarto principio de 1992 vincula en relación directa 

desarrollo sostenible con protección del medio ambiente, mientras en 1972 el énfasis estuvo en la 

responsabilidad del hombre de preservar y administrar la flora, la fauna y el hábitat como 

patrimonios, concibiendo la planificación del desarrollo en el marco de la conservación de la 

naturaleza (CNUMAD, 1992). 

 

El quinto principio en Estocolmo advertía sobre un uso que evitara el agotamiento de los recursos 

no renovables, mientras en Río de Janeiro el acento está en el deber de cooperación de los Estados 

y personas para erradicar la pobreza, al considerar que erradicarla, reducir disparidades en los 

niveles de vida y responder a las necesidades son requisitos “indispensables del desarrollo”, ello 

con relación a “todos los pueblos del mundo” (CNUMAD, 1992). 

 

 
14 “La Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo (CNUMAD), también conocida 

como la 'Cumbre para la Tierra', se celebró en Río de Janeiro, Brasil, del 3 al 14 de junio de 1992.” (ONU, 2024) 
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El sexto principio en 1972 denunciaba los efectos de sustancias tóxicas, liberación de calor y 

contaminación en los ecosistemas, en 1992 se llama la atención sobre la prioridad de atender las 

necesidades de los países en desarrollo, sobre todo los menos adelantados y más vulnerables en 

términos ambientales, sin descuidad intereses y necesidades del resto del mundo (CNUMAD, 

1992).  

 

Mientras en 1972 en Estocolmo se recogió en el principio 7 lo relacionado con la protección de 

los mares en relación a la salud, los recursos, el esparcimiento del hombre y otros usos, en Brasil 

las naciones afirmaron el deber de cooperación y solidaridad de manera diferenciada en cuanto a 

responsabilidades referidas a “conservar, proteger y restablecer la salud y la integridad de los 

ecosistemas de la Tierra” (CNUMAD, 1992), diferenciación que a los países desarrollados les 

encaró la mayor presión para sus sociedades y tecnologías y su mayor capacidad financiera. 

 

El principio 8 aprobado en Suecia estableció una fuerte interrelación entre desarrollo económico 

y social, ambiente de vida y trabajo y calidad de vida en la Tierra. En 1992 calidad de vida y 

desarrollo para todas las personas se vincula con el deber estatal de “reducir y eliminar” (p. 15) la 

producción y el consumo insostenibles, a su vez, colocando sobre la mesa y en primer plano el 

fomento de “políticas demográficas apropiadas” (CNUMAD, 1992, p. 4). 

 

El principio 9 de Estocolmo centrado en el subdesarrollo llamó a la transferencia de asistencia 

financiera y tecnológica para lograr un desarrollo acelerado, que sumado a los esfuerzos internos 

compensara o enfrentara los impactos del subdesarrollo y los desastres naturales en el medio 

ambiente. Mientras en 1992 se liga desarrollo sostenible con cooperación para el aumento del saber 

científico, intercambios científicos y tecnológicos existentes y desarrollo, adaptación, difusión y 

transferencia de tecnologías nuevas e innovadoras.  

 

El principio 10 de Estocolmo refiere la relación virtuosa entre ordenación del medio y estabilidad 

de precios y obtención de ingresos de productos básicos y materias primas. En Brasil, el principio 

10 se centra en la participación ciudadana para el tratamiento de los temas ambientales, esto 

relacionado con acceso a información, adopción y toma de decisiones, lo que requiere el deber de 



 

 

88 

los Estados de sensibilizar, informar y garantizar procedimientos judiciales y administrativos 

(CNUMAD, 1992). 

 

Los principios 11 y 12 de 1972 refieren la compensación económica por parte de Estados y 

organizaciones internacionales a los países en desarrollo por el derecho de éstos a su potencial de 

crecimiento frente a la implementación de medidas y políticas ambientales, contemplando la 

destinación de recursos para la conservación y mejoramiento del medio humano. En Brasil, 1992,  

se toca este mismo aspecto, referido a leyes, normas, objetivos de ordenación y prioridades 

ambientales, de tal manera que las acciones de un o unos Estados no perjudiquen social y 

económicamente a los países en desarrollo (CNUMAD, 1992). 

 

El principio 12 de la Cumbre de Río de Janeiro plantea la cuestión de la construcción de un sistema 

económico internacional que incluya simultáneamente el crecimiento y el desarrollo sostenible 

abordando los problemas de degradación ambiental, contemplando que las medidas ambientales 

internacionales sean resultado del consenso, incluyendo las de política comercial y las medidas 

para la solución de problemas ambientales (CNUMAD, 1992).  

 

El principio 13 de Estocolmo plantea la relación entre ordenación de recursos, mejoramiento de 

condiciones ambientales, enfoque y coordinación de la planificación del desarrollo a favor del 

medio ambiente y en beneficio de la población. Mientras en Brasil, aparece la cuestión de “las 

víctimas de la contaminación y otros daños ambientales” y aunado a ellas la legislación para 

definición de responsabilidad, indemnización, tanto en el marco nacional como en el ámbito de la 

cooperación y las leyes internacionales.  

 

Los principios 14, 15 y 16 de la Primera Cumbre de la Tierra convocan la importancia de la 

planificación racional en las materias de exigencias de desarrollo, protección y mejora del medio, 

asentamientos humanos, urbanización maximización de beneficios sociales, económicos y 

ambientales y crecimiento demográfico (CNUMAD, 1992). Esto es, considerar riesgos asociados 

al necesario equilibrio entre cuidado del medio humano y avances del desarrollo. Exigiendo el 

abandono de proyectos de dominación colonialista y racista. A este tenor, el principio 17 le otorgó 



 

 

89 

a las instituciones nacionales la planificación, administración y control de los recursos ambientales 

estatales.  

 

Por su parte, en la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo 

(1992) los principios 14 a 17 contemplan la cuestión de la responsabilidad estatal para desalentar 

y evitar el traslado de actividades y sustancias dañinas y nocivas para el ambiente y la salud 

humana, para ello dictaminan la aplicación del criterio de precaución ante la falta de certeza 

científica absoluta, junto a este criterio internacional de que debe quien contamina. Procesos que 

previenen de la necesidad de establecer instrumentos nacionales de evaluación de impacto 

ambiental y políticas internacionales que consideren el interés público y el buen andar del comercio 

y las inversiones. De modo complementario o correlacionado los principios 18 y 19 de Río de 

Janeiro indican el deber estatal de notificación de desastres naturales y situaciones de emergencia 

nocivas para el medio ambiente, proporcionando información pertinente y oportuna y consultando 

a los Estados potencialmente afectados por sus acciones obrando bajo el criterio de buena fe. 

 

En Estocolmo el principio 18 se centró en el papel protagónico de la contribución de la ciencia y 

la tecnología al desarrollo económico y social y para cuidar el medio humano (ONU, 1972) y 

solucionar problemas ambientales. Esto se suma al principio 18 donde se esboza que la educación 

ambiental permita construir una opinión pública informada y conductas individuales, de empresas 

y colectividades responsables con la protección y mejoramiento ambiental. Labor que también 

incumbe a los medios de comunicación. En un sentido correlacionado el principio 20 de 1972 

insiste en el fomento de la investigación científica nacional y multinacional, así como en el 

intercambio de información científica y tecnológica que ayude a resolver los problemas de daño 

ambiental. Al respecto se impone el principio de disposición de tecnologías ambientales sin cargas 

económicas excesivas para los países en desarrollo. Por su parte el principio 21 considera el 

derecho soberano de explotar los recursos con la condición y obligación de asegurar que sus 

actividades no dañen el ambiente. 

 

A su vez, a diferencia de Estocolmo, en los principios de Río de Janeiro en 1992, los principios 

20, 21 y 22 se refieren a sujetos protagonistas de la ordenación del medio ambiente, del desarrollo 

sostenible, de la construcción de una alianza mundial por un mejor futuro para todos. Se trata de 
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la mujer y su plena participación, de los jóvenes y su creatividad e ideales, de los pueblos indígenas 

y comunidades locales con sus conocimientos y prácticas tradicionales. Respecto a indígenas y 

comunidades locales se llama al reconocimiento y apoyo a su identidad, cultura, intereses y 

participación efectiva. En este marco de 1992 se puede asimilar el principio 23 de 1972, por lo 

menos de manera parcial, pues refiere que por encima de criterios y normas nacionales e 

internacionales, prima el “sistema de valores prevaleciente en cada país”  

 

El principio 23 de 1992, marca un punto de referencia política muy fuerte con relación a las 

relaciones y las responsabilidades internacionales, en este plano es tan categórico como la segunda 

parte del principio 1 de 1972, que se pronunció explícitamente contra el racismo, el colonialismo 

y la dominación entre países y dentro de ellos. De manera expedita y clara el principio 23 de Río 

de Janeiro declara a favor de los pueblos víctimas de diversas formas de opresión internacional. 

 

Los principios 24 y 25 recoge que todos los países y éstos en relación con las organizaciones 

internacionales deben cooperar mediante acuerdos multilaterales, bilaterales y otras labores o 

medios de forma coordinada, eficaz y dinámica para desarrollar proceso de control, prevención, 

reducción y eliminación de actividades perjudiciales para el medio humano.  

 

El último artículo de 1972, el 26, se pronuncia contra las armas nucleares y demás medios de 

destrucción en masa, llamando a su eliminación y destrucción completa. En una dimensión similar, 

en 1992 en los principios 24, 25 y 26 denuncian la guerra como enemiga del desarrollo sostenible, 

a su vez insiste en la interdependencia de la paz, el desarrollo y la protección del medio ambiente 

y por lo mismo, conmina a los Estados a la solución pacífica de controversias. En estos artículos 

se acude como marcos de trasfondo al derecho internacional y a la Carta de las Naciones Unidas. 

Por último, en Brasil el principio 27 requiere de Estados y personas la cooperación, la buena fe y 

la solidaridad en búsqueda del desarrollo sostenible. 

 

“En 1992 se acordó que la Asamblea General de las Naciones Unidas llevaría a cabo un examen 

quinquenal de los progresos realizados desde la Cumbre para la Tierra en 1997 en una sesión 

especial” (ONU, 2024, p. 4). Las sesiones se llevaron a cabo en Nueva York en 1997, 2000, 2005, 

2008, 2010 y 2013, durante los cuales Naciones Unidas valora los avances de cumplimiento de “la 
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Declaración de Río y sus 27 principios universales, la Convención Marco de las Naciones Unidas 

sobre el Cambio Climático (CMNUCC), el Convenio sobre la Diversidad Biológica, y la 

Declaración sobre los principios de la ordenación, la conservación y el desarrollo sostenible de los 

bosques de todo tipo” (ONU, 1992). Entre tanto se realizaron las conferencias de Johannesburgo 

2002, Río de Janeiro 2012 y Nueva York 2015. 

 

De los encuentros periódicos que se realizaron para hacer seguimiento a los procesos de 

implementación de los principios de las Cumbres de la Tierra, particularmente lo acordado en Río 

de Janeiro, tiene significación especial lo consensuado por la Comunidad Internacional en el año 

2000 cuando la Organización de las Naciones Unidas estableció los ODM y objetivos de desarrollo 

del milenio (ONU, 2000), a saber: erradicar la pobreza extrema y el hambre, lograr la enseñanza 

primaria universal, promover la igualdad entre los géneros y la autonomía de la mujer, reducir la 

mortalidad infantil, mejorar la salud materna, combatir el VIH/SIDA, el paludismo y otras 

enfermedades, garantizar la sostenibilidad del medio ambiente y fomentar una asociación mundial 

para el desarrollo. 

 

En Johannesburgo (ONU, 2002),  Cumbre Mundial sobre el Desarrollo Sostenible de 2002, se 

abordaron como cuestiones trascendentales la erradicación de la pobreza, la modificación de las 

modalidades de consumo y producción, la protección y gestión de los recursos naturales como 

base del desarrollo económico y social, la relación del desarrollo sostenible con la globalización, 

la salud, los pequeños Estados insulares en desarrollo, África, América Latina y el Caribe, Asia y 

el Pacífico, Asia occidental y Europa.    

 

En Río de Janeiro 2012 o Rio+20 se trataron como aspectos centrales de la discusión y sobre todo 

de la Declaración Política la erradicación de la pobreza, la seguridad alimentaria, la nutrición y la 

agricultura sostenible, el agua y el saneamiento, la energía, el turismo y el transporte sostenible, 

las ciudades y asentamientos sostenibles, la cuestión de salud y población, la relación de empleo 

pleno con trabajo decente y protección social, los océanos y mares, los pequeños Estados insulares, 

los países menos adelantados, los bosques, la biodiversidad, la desertificación, la degradación de 

la tierra y la sequía, las montañas, los productos químicos y los desechos, el consumo y la 
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producción sostenibles, la minería, la educación, por último, la igualdad entre los géneros y el 

empoderamiento de las mujeres.  

 

En el conjunto de encuentros globales por el medio ambiente en Johannesburgo y Río de Janeiro 

hubo pronunciamientos críticos fuertes por parte de la comunidad internacional en cuanto a la 

pobreza de resultados de las cumbres. 

 

En el año 2015 se da otro impulso significativo en lo que compete al medio ambiente y el desarrollo 

sostenible, “más de 150 líderes mundiales se reunieron en la Sede de las Naciones Unidas en Nueva 

York para aprobar formalmente una nueva y ambiciosa agenda para el desarrollo sostenible” 

(ONU, 2024). A este conjunto de compromisos se le denominó Agenda 2030 y ella instituye los 

ODS u objetivos de desarrollo sostenible. Son 17 objetivos y 169 metas.  

 

Las metas precisan o desglosan las medidas o pasos necesarios para el cumplimiento de los 

objetivos. Éstos versan sobre la pobreza, el hambre, la seguridad alimentaria y la nutrición, la vida 

sana y el bienestar, la educación inclusiva, equitativa y de calidad, la igualdad de género y el 

empoderamiento de mujeres y niñas, garantía, disponibilidad y gestión del agua y el saneamiento, 

el acceso a energía fiable y sostenible, el crecimiento económico sostenido, inclusivo y sostenible, 

el empleo pleno, productivo y el trabajo decente, las infraestructuras resilientes, la 

industrialización inclusiva y sostenible, la innovación, la reducción de la desigualdad entre países 

y al interior de éstos, las ciudades y asentamientos humanos inclusivos, seguros, resilientes y 

sostenibles, el consumo y la producción sostenibles, las medidas para combatir el cambio climático 

y sus efectos, la conservación y utilización sostenible de mares, océanos y recursos marinos, la 

protección, restablecimiento y uso sostenible de los ecosistemas terrestres, el combate a la 

desertificación, la degradación de tierras y la pérdida de biodiversidad, la promoción de sociedades 

pacíficas e inclusivas, el acceso a la justicia, la construcción de instituciones eficaces e inclusivas, 

por último, el fortalecimiento de los medios para implementar y fortalecer una alianza mundial 

para el desarrollo sostenible. 
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3.5. Conclusiones 

 

En el primer capítulo se ha abordado la historia del concepto “derechos humanos” en la comunidad 

internacional a partir de la pregunta ¿qué momentos históricos vive la semántica del concepto en 

el proceso de la comunidad internacional? y planteando como hipótesis que para la comunidad 

internacional los derechos humanos emergen como un consenso transitorio contra el fascismo para 

convertirse en instrumento geopolítico de los proyectos capitalistas y socialistas y de los proyectos 

capitalista y ambientalista. 

 

Hemos demostrado que en el marco del ámbito de las Naciones Unidas, el concepto de derechos 

humanos tuvo tres grandes momentos: el primero, de corta duración asociado a la lucha de los 

aliados de la II Guerra Mundial contra el fascismo. En este primer momento surgen la Declaración 

Universal de los Derechos Humanos como parte del entramado del sistema ONU, en relación de 

la lucha contra el genocidio. Pero también, es el momento donde se organiza la estructura 

fundamental del sistema internacional, la que muy poco cambiará en sus instrumentos esenciales 

hasta el presente: Asamblea General, Consejo de Seguridad, Consejo Económico y Social, Consejo 

de Administración Fiduciaria y Corte Internacional de Justicia. En síntesis, los derechos humanos 

se establecen como respuesta al nazismo y sus aliados, como muralla ante las ideologías de la 

superioridad racial, lo que en los años posteriores se expresa también en la lucha contra el apartheid 

y todas las formas de discriminación racial.  

 

El segundo momento del concepto de derechos humanos llega muy temprano, con la clausura de 

la II Guerra Mundial cuando Estados Unidos usa su mayor arma estratégica, la bomba nuclear. La 

ventaja estadounidense dura hasta 1949, cuando en agosto la Unión de Repúblicas Socialistas 

Soviéticas logra tener su propia bomba nuclear. Desde ese momento, inicia la carrera armamentista 

involucrando la cuestión derechos humanos en el debate ideológico entre capitalismo y socialismo, 

para los primeros lo esencial es la libertad, para los segundos es la igualdad, ello se expresa en la 

imposibilidad de alcanzar un pacto de derechos humanos y optar por el establecimiento de dos 

pactos, el PIDCP (1966) y el PIDESC (1966). En este contexto los derechos humanos avanzan en 

un conjunto de instrumentos contra el genocidio, el colonialismo, la discriminación y por los 

derechos de sujetos específicos como las mujeres, los refugiados y el niño, entre otros. El centro 
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de las preocupaciones de la comunidad internacional es el peligro de la guerra nuclear y con ella, 

el apocalipsis del ataque atómico entre los USA y la URSS. Si bien avanzan las acciones en los 

demás terrenos de los derechos humanos, el centro político está en la Guerra Fría y según ella se 

mueven los actores. 

 

Los derechos humanos se comprenden en su primer y segundo momento desde la Carta de las 

Naciones Unidas, desde la Declaración Universal de los Derechos Humanos, los planteamientos 

de los juicios de Nuremberg y Tokyo, especialmente el juzgamiento de los criminales nazi. Lo que 

el proyecto de las Naciones Unidas sintetiza son las búsquedas que bajo la denominación derechos 

ha emprendido la humanidad desde tiempos lejanos. La coyuntura de la Segunda Guerra Mundial 

y la atrocidad de los hechos cometidos por los regímenes totalitarios amparados por el nazismo, 

demandan de actores geopolíticos polarizados encontrarse para coordinar una acción militar 

articulada contra el eje Berlín, Roma y Tokio, incluso contra el proyecto cuyo centro estaba en 

Madrid bajo el régimen de Franco. Las consecuencias mismas de la guerra, como ya se ha indicado, 

convocan las voluntades de potencias ideológicamente tan distantes como la de los Estados Unidos 

de América y la de la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas. Los derechos humanos quedan 

amparados en un primer momento en esta intención de prevenir las guerras y los efectos terribles 

de las mismas, a su vez quedan atrapados en la confrontación entre capitalismo y comunismo que 

lideran uno y otro polo. 

 

El punto de partida en la declaración universal de los derechos humanos exprese la posibilidad del 

acuerdo y el consenso, incluso puede ampliarse esta armonía inicial a la lucha contra el genocidio. 

Sin embargo, finalizada la guerra es más difícil mantener la unidad entre proyectos tan disímiles 

como el capitalismo estadounidense y el socialismo soviético, con sus respectivas alianzas.  

 

En la Declaración Universal de los Derechos Humanos, estos se definen inherentes a la persona y 

se dicen como propios de las mujeres y los hombres, incluso de las naciones y los pueblos. Como 

derechos aparecen los de ciudadanía y los de participación política, las libertades asociadas a la 

persona en particular, a la familia y también a la comunidad. Esos derechos son concebidos a la 

par no como cuestiones meramente individuales, tampoco como asuntos exclusivamente 

colectivos. El detalle de los derechos enunciados revela que importan tanto aquellos que están 
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amparados en el árbitro de cada hombre y de cada mujer, como aquellos que se deben a la 

comunidad de la familia, la nación, el pueblo y la familia humana.  

 

Helio Gallardo (2008) afirma en este sentido de derechos negativos propios de la Revolución 

Burguesa que establece fueros para los seres humanos en sí y para los seres humanos en su 

condición de ciudadanía. Estos derechos se definen a partir de las capacidades individuales en los 

ámbitos de libertad que comprenden la universalidad humana pretendida. Ahí el Estado tiene la 

obligación de no actuar, es decir, de hacer en negativo. En la Declaración Universal de los 

Derechos Humanos estos derechos negativos son de interés de los Estados Unidos y de sus aliados 

tele misterio occidental. Hemisferio que culturalmente para ese momento se extiende a los 

dominios coloniales de los moribundos imperios europeos y a los dominios neocoloniales del 

naciente imperio estadounidense.  

 

Anidado a lo anterior, Gallardo permite explicar que otra parte de la Declaración universal de los 

derechos humanos se compone de los denominados derechos positivos propios de la Revolución 

rusa o Revolución soviética en 1917. En este ámbito de la Declaración Universal de los Derechos 

Humanos el Estado tiene la obligación de hacer en positivo garantizando los bienes materiales e 

inmateriales que la persona humana, la familia y la sociedad necesitan para tener dignidad.  

 

Para los Estados Unidos y para la Unión Soviética la Declaración Universal de los Derechos 

Humanos expresa los proyectos que cada una tiene en términos de derechos humanos. Al menos 

teórica y políticamente el proyecto burgués del capitalismo y el proyecto proletario del socialismo 

se colocan de acuerdo en un instrumento del derecho internacional que funda el derecho 

internacional de los derechos humanos recogiendo en su cuerpo los planteamientos que colocan el 

énfasis en el principio de libertad y los planteamientos cuyo foco central lo ocupa el principio de 

igualdad, que a su vez se conecta con el debate entre la primacía de los derechos ciudadanos y 

políticos o la primacía de los derechos económicos, sociales y culturales. 

 

La Declaración Universal de los Derechos Humanos y los dos pactos de derechos, el de civiles y 

políticos y el de económicos, sociales y culturales, como documentos fundamentales se pueden y 

se deben leer también a partir de las concepciones de derechos de matriz naturalista y derechos de 
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matriz socio histórica. La Declaración Universal de los Derechos Humanos acoge ambas matrices. 

Por lo tanto el concepto de derechos humanos allí presente no se construye con el interés de la 

definición verdadera, en el sentido epistemológico del término, sino que se consensua en procura 

de avanzar en el proyecto de construir una arquitectura internacional que evite la guerra total, que 

promueva la paz y el desarrollo y que trabaje por la seguridad y el progreso de la humanidad. Es 

decir, derechos humanos en 1948 depende de la capacidad de alcanzar acuerdos entre los dos 

grandes bloques el dominio mundial, sobre todo porque con la desaparición del enemigo común 

se hicieron nuevamente evidentes los intereses geopolíticos capitalistas y comunistas.  

 

Desde la perspectiva de esta investigación, acudiendo a las luces que al respecto aporta Helio 

Gallardo, el tríptico o la triada DUDH, PIDCP y PIDESC trasluce el poder imperial de los Estados 

Unidos. Es evidente que aparecen derechos humanos que podrían calificarse como de corte 

socialista o comunista, pero quedan sometidos al paso del tiempo y a las capacidades que los 

Estados tengan para garantizarlos. Mientras los derechos de corte liberal se dictan en relación 

directa al tiempo presente y como parte de las respuestas inmediatas que los Estados deben brindar. 

Con ello se afirma la continuidad de estructuras sociales materialmente desiguales que condicionan 

las posibilidades de los individuos. El argumento o contra argumento liberal expone que el 

individuo es libre, igual y racional para los derechos humanos y que posee una dignidad que es 

irrenunciable. Pero ello, en la práctica, acudiendo nuevamente a Gallardo y Dussel, es bastante 

cierto para el sujeto propietario porque para él esa dignidad no es metafísica y sus derechos no son 

universales abstractos y recursos judiciales inoperantes. 

 

Ahora bien, lo que acontece en materia de derechos humanos entre 1945 y 1968 se ve impelido 

también por otras dinámicas que fuerzan a las dos potencias hegemónicas a considerar otros 

elementos con sustanciales a la comprensión de los derechos humanos. Uno de estos hechos que 

interpelan profundamente el concepto de derechos civiles y políticos y de derechos económicos 

sociales y culturales, como un par complementario resultado del consenso político, es el 

colonialismo, mejor aún, el anticolonialismo. Los nacientes Estados en el África y en otros 

territorios dominados por las potencias metropolitanas europeas radicalizan sus demandas de 

independencia por las vías del derecho internacional, las relaciones diplomáticas y las luchas 

militares de liberación nacional. En ese ejercicio emancipatorio el problema de derechos humanos 
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trasciende el papel interno del Estado capitalista o socialista y de la garantía de la igualdad o la 

libertad para los individuos o personas, llevando esas cuestiones de los sentidos del Estado y de 

las libertades y derechos fundamentales a las relaciones de dominación de unas naciones sobre 

otras. Es así que los derechos humanos se instalan en el marco del debate por la condición de 

humanidad y de civilización de aquellos pueblos y territorios sometidos por el capitalismo europeo 

y norteamericano.  

 

Lo anterior se conecta directamente con otro hecho de gran importancia en las relaciones 

internacionales de la mitad del siglo XX. Es la denuncia del problema del racismo cuya expresión 

más criminal es el apartheid en Sudáfrica. La triada DUDH, PIDCP y PIDESC no puede pensarse 

como un problema metafísico, una cuestión abstracta o un derrotero meramente jurídico. El 

apartheid cuestiona esa definición de los derechos humanos por qué colocan el centro la existencia 

de relaciones históricas en las cuales los seres humanos son clasificados como humanos y no 

humanos o como humanos plenos por ser blancos y humanos subordinados y sometidos por su 

condición de pertenecer a grupos no blancos.  

 

Se puede contra argumentar que DUDH, PIDCP y PIDESC dicen que se es humano y que frente a 

ello no obra discriminación por razón o condición, sin embargo, tal punto de partida abstracto y 

utópico sólo reafirma el contraste de las relaciones de dominación que niegan la humanidad de los 

pueblos africanos, asiáticos, mestizos y de otras poblaciones no blancas en el planeta. De tal 

manera que el concepto entra a disputarse en relación a las formas de discriminación y se entiende 

que derechos humanos debe ampliarse a procesos estructurales de rechazo al racismo, a la 

segregación y al apartheid. 

 

Hay un documento llamado Perspectiva para el quinquenio 1960-196415, presentado a la 

Asamblea General por los Sres. George F. Davidson - Presidente (Canadá), Walter M. Kotschnig 

 
15 12 de abril de 1960. El 18 de diciembre de 1960 la Asamblea General, dando cumplimiento a la Resolución 1094 

(XI) del 27 de febrero de 1957, solicitó al Consejo Económico y Social “la evaluación de los programas en materia 

económica, social y de derechos humanos”, refirió el informe elaborado para la Comisión Consultiva en Asuntos 

Administrativos y de Presupuesto para la evaluación de los programas por el Comité de Evaluación. La Asamblea 

General señaló que el documento Perspectiva para el quinquenio 1960-1964, fue una valiosa contribución en función 

de lograr la mayor eficacia de Naciones Unidas y de los Organismos especializados. En coherencia con ello invitó a 

los gobiernos de los Estados a darle la mayor difusión posible al informe, por considerarlo de importancia y utilidad. 
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- Relator (Estados Unidos de América), Sergije Makiedo (Yugoeslavia), Daniel Cosío Villegas 

(México) y Mohamed Mir Khan (Pakistán) - integrantes del equipo de trabajo -, que presenta un 

análisis de los derechos humanos como un concepto dependiente de un sinnúmero de factores, a 

su vez, como un concepto generador por su articulación a los avances o retrocesos presentados en 

la realización de los propios derechos humanos.  

 

Davidson, Kotschnig, Makiedo, Cosío Villegas y Mir Khan (1960), integrantes del equipo de 

trabajo, señalaron que el informe fue posible por el apoyo de todo el sistema ONU, excepto del 

renglón financiero. Los organismos especializados prepararon informes por separado, 

identificando tendencias y costos de las materias económica, social y de derechos humanos de la 

ONU, desde ahí concluyen que se presenta un proceso dinámico progresivo acelerado de la eficacia 

de las Naciones Unidas y sus organismos especializados. Es un informe que permite observar 

desde la perspectiva de la propia ONU lo que significa el concepto de derechos humanos en la 

práctica de la organización en sus primeros quince años.  

 

El informe global sobre las evaluaciones del alcance, de las tendencias y del costo de los programas 

en materia económica, social y de derechos humanos de las Naciones Unidas, la OIT, la FAO, la 

UNESCO, la OMS, la OMM y el OIEA trasluce que los derechos humanos para las Naciones 

Unidas, las dinámicas sociales, económicas y políticas de los derechos humanos en el mundo son 

interdependientes y están interconectados con los otros componentes del sistema. No como campos 

distintos sino como recíprocos.  

 

Naciones Unidas comprende derechos humanos en el marco del examen de las necesidades, los 

problemas y las oportunidades de la humanidad. Los derechos humanos emergen para la ONU 

articulados a los procesos de la población y la producción y los matices en cada geografía, a la par 

que conserva la matriz común compuesta por lo material y lo no material. Advirtiendo como un 

riesgo centrarse únicamente en lo material despreciando la integralidad de la condición humana y 

reduciendo lo humano a medio para el desarrollo económico. El concepto derechos humanos queda 

ahí instalado en el lenguaje de la ONU que diferencia países definidos como menos desarrollados 

y en los países desarrollados. Ni el desarrollo ni los derechos humanos podrían eludir la cuestión 

de la producción agropecuaria, la silvicultura y la pesca, ni el crecimiento industrial. Ambos a su 
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vez demandaban condiciones de transportes y comunicaciones para el comercio nacional e 

internacional. Es decir, producción, transporte y comunicación aparecen como cuestiones 

articuladas a desarrollo y derechos humanos. 

 

La comprensión de la realidad para los fines que se propone la Carta de las Naciones Unidas, es 

decir, la paz, la seguridad, los derechos y libertades humanas, permitió identificar un conjunto de 

necesidades que embrionariamente se estaban supliendo a nivel planetario pero que seguían 

demandando ingentes esfuerzos. Esas demandas sobrepasaban la cuestión de voluntad política, 

necesaria pero insuficiente. Hacía falta capacidad técnica, información, formación y recursos de 

cooperación.  

 

Los derechos humanos como el desarrollo requerían de estadísticas, estudios e investigaciones, del 

fortalecimiento de la cooperación y el desarrollo económico, de mayores recursos no solo 

económicos sino educativos y formativos que permitieran ampliar la base humana que trabajaría 

por los fines del sistema ONU. Se necesitaba comprender la dimensión y características de los 

recursos naturales y energéticos existentes y se requería para ello formación de mano de obra 

calificada.  

 

Los derechos humanos correlacionados con el desarrollo social comprendían la cuestión de la 

población, la vivienda, la sanidad, la nutrición, la enseñanza, el trabajo, el empleo, la seguridad 

social, los servicios sociales y de defensa social, incluso, el tema de estupefacientes.  

 

Teniendo en cuenta que los derechos humanos se comprenden como responsabilidad del Estado, 

el diagnóstico evidencia la importancia de fortalecer los Estados. La interdependencia de los 

propósitos y principios de las Naciones Unidas obligaban atender con urgencia los vacíos 

institucionales nacionales. De ahí la emergencia de programas generales de desarrollo 

socioeconómico y acompañamiento a la administración pública para su fortalecimiento. 

Construcción de lo estatal articulado al financiamiento de programas económicos y sociales, al 

cuidado del patrimonio cultural y a la apreciación mutua de valores culturales. Los derechos 

humanos están en este contexto ONU asociados a la comprensión de procesos de planificación 
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regional, nacional y local porque modulan la construcción de política económica y social 

internacional.  

 

Al tiempo de entender el concepto derechos humanos en las realizades nacionales y locales camina 

el proceso de homogenización global de planificación. La eficacia de las actividades 

internacionales involucraba ajustar los programas a las necesidades de las esferas críticas, 

concentrando y simplificando esfuerzos, coordinaciones y presupuestos vigentes y de recursos 

financieros y humanos proyectados. Sometiendo derechos humanos al problema de los recursos y 

su disponibilidad.  

 

Un entramado multilateral de 24 organismos responsables de cuestiones de financiamiento, de 

alimentación, de aviación, de refugiados, de energía atómica y de meteorología, a su vez de 

cuestiones económicas, productos básicos, comerciales, agrícolas, marítimas, salud, obras 

públicas, socorro, suministro de personal, asistencia técnica, telecomunicaciones, educación, 

ciencia y cultura, infancia y correo postal configuran un entorno de los y para los derechos 

humanos que respondiendo a las características del sistema de Naciones Unidas relacionan los 

derechos humanos con organismos de carácter económico, social, cultural, educativo, sanitario y 

conexos, a su vez centradas en los cuatro campos de su misión de la ONU: seguridad, relaciones 

de amistad, cooperación internacional, armonización de esfuerzos. Esto está directamente 

relacionado con comprender los derechos humanos como renglón significativo de la cooperación 

que presta atención a los problemas económicos, sociales, culturales, humanitarios y financieros.  

 

En teoría se trataba de cooperación soportada en los principios de igualdad y libre determinación 

de los pueblos y por el mantenimiento de la paz, pero en la práctica el establecimiento de jerarquías 

internacionales como la de regiones denominadas como insuficientemente desarrolladas, donde 

vivían dos tercios de la población mundial, caracterizadas por rápido crecimiento demográfico, 

dificultades de supervivencia por el hambre, la enfermedad y la muerte prematura, solo adhiere al 

concepto de derechos humanos una dinámica geopolítica que cruza procesos anticolonialistas, 

luchas de liberación nacional, desarrollos científicos y políticos con proyectos de esperanza, 

reforma y revolución. Los derechos humanos entran en la disputa entre regiones y países de Oriente 

Medio, Asia y África que en su búsqueda de emanciparon del colonialismo Europeo y reclamo de 
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su condición de Estados independientes, cuestionan la matriz del colonizador. Así, derechos 

humanos es un concepto que se instala en la disputa entre países desarrollados y países menos 

desarrollados, según las palabras que instala la ONU, por ejemplo a través de las cuatro comisiones 

económicas regionales creadas para Europa, América Latina, Asia y el Lejano Oriente y África. 

 

En perspectiva de las Naciones Unidas (1960) los derechos humanos se comprenden o es necesario 

comprenderlos como un problema práctico asociado a sus propios procesos institucionales de 

expansión y consolidación. La fragmentación de políticas, programas y proyectos imprime a la 

concepción de derechos humanos un componente administrativo referido a la planeación de 

actividades, uso de recursos, funcionamiento institucional y contrastes globales de necesidades, 

problemas y oportunidades asociados directamente con los planteamientos teóricos de los derechos 

humanos, como es el caso del derecho a la vida versus la esperanza de vida, el derecho a la 

alimentación versus los desarrollos técnicos, el derecho a la educación versus contextos que se 

extrapolan entre las naciones que inician la exploración espacial y áreas de la Tierra que contaban 

con una producción de alimentos del nivel técnico de las antiguas civilizaciones. Un problema 

administrativo y técnico asociado a los derechos humanos que tiene dimensiones globales y 

nacionales porque los contrastes no solo se presentan entre regiones del mundo sino entre áreas de 

un país, con zonas completamente modernizadas y zonas insuficientemente desarrolladas en 

condiciones de pobreza secular. Este problema de los derechos humanos en el marco de la ONU 

referido a su realización se extiende a las implicaciones del comercio, la circulación de 

instrumentos técnicos y tecnológicos y las técnicas de producción agrícola e industrial. Los hechos 

demostraron que los derechos humanos no se ampliaron con la llegada de los grandes adelantos de 

la ciencia y la tecnología porque el acercamiento geográfico simultáneamente implico el aumento 

de las diferencias materiales a favor de las potencias y los países metropolitanos. Es decir, en su 

dimensión geopolítica los derechos humanos son afectados de manera diferenciada por el 

conocimiento técnico y científico, la industrialización del planeta, el impacto de la ciencia y la 

tecnología en los asuntos políticos y de seguridad internacional. En tal sentido, la evaluación del 

Sistema ONU reveló que la educación, la capacitación, la ciencia y la tecnología son generadores 

de ventajas que establecen una condición geopolítica diferenciada de los derechos humanos. Por 

ejemplo, el derecho a la educación en Estados Unidos, la URSS y Europa frente a la educación 

como derechos humanos en África, Asia y América Latina. La modernización comprendida como 
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inyección de tecnología y técnicas fracasó en sus pretensiones de generar progreso y resolver los 

problemas, al contrario, provocó nuevas complicaciones.  

 

En este contexto en 1968 se acuerda entre los biólogos del planeta que no hay razas humanas y 

que mucho menos unos grupos humanos son superiores a otros. Pocos años después, a inicios de 

los años setenta, cobra fuerza el tercer momento conceptual de los derechos humanos en el plano 

de lo que edifica la Organización de las Naciones Unidas. Corresponde a la emergencia de un 

problema tan grave como el de la amenaza de la tercera guerra mundial y el uso de bombas 

nucleares y termonucleares por tierra, mar, aire y el espacio. Este nuevo problema es la 

preservación del medio humano o medio ambiente de la destrucción causada por la contaminación 

y la consecuencia a gran escala, el cambio climático. La cuestión derechos humanos comienza a 

expresarse asociada a los problemas ambientales e incluso se diluye desde la perspectiva de 

derechos a la perspectiva de objetivos y metas. El análisis llamó la atención a las cuestiones de 

interés para los países desarrollados en relación a las cuestiones de los derechos humanos, donde 

quizá la urgencia humanitaria no era tan manifiesta, pero contrastaba con el surgimiento de 

problemáticas propias de los países más evolucionados, para usar la expresión usada en el 

documento de la ONU (1960). Problemas referidos al urbanismo, los servicios docentes, el tiempo 

libre, los cambios demográficos, la sanidad, las enfermedades degenerativas, la radiación atómica, 

la automatización, las relaciones obrero-patronales y humanas en la industria y la delincuencia de 

menores. 

 

Las naciones más desarrolladas se beneficiaron directamente de las actividades internacionales de 

estudio de productos básicos, de consultas y acuerdos internacionales para la colocación de 

excedentes, de normas de comercio internacional unificadas, de cuarentenas de animales y plantas, 

de consolidación de información mundial unificada sobre el comercio, la producción y el consumo 

y del intercambio de informaciones, teorías científicas e innovaciones tecnológicas. La 

cooperación científica aumentó entre las naciones deviniendo en avances de gran importancia en 

los campos de la física nuclear, la energía atómica y la exploración del espacio, pero esa 

cooperación acentuó el poder del norte frente al sur y aumentó la tensión entre occidente y oriente. 
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Y los efectos de ese proceso de industrialización expandido en los países, sobre todo en Estados 

Unidos, Europa y Rusia y de modo subordinado en los países de América Latina, África, Oriente 

Próximo y Asia, convocan el inicio de una reflexión que va a transformar el concepto de derechos 

humanos en las décadas posteriores.  

 

De la angustia que significó en los años cuarenta, cincuenta y sesenta la amenaza de la Tercera 

Guerra Mundial entre potencias nucleares, con el riesgo de hecatombe civilizatoria que ello 

implicaría, se descubre que la hecatombe está sucediendo silenciosa pero continuamente por los 

impactos de la acción humana en el medio humano, como se llamó en los años setenta y que luego 

va a mutar a medio ambiente y a la categoría de cambio climático. Este re-conocimiento del peso 

de la acción humana sobre la Tierra trastoca completamente el concepto de los derechos humanos 

porque inaugura una ruta que devendrá en el proceso de superación del antropocentrismo en el 

concepto de derechos humanos, para pasar paulatinamente a la construcción de una 

conceptualización de los derechos en la cual se incluya a las otras formas de vida y a la Tierra 

como estructura viva que tiene derechos. Ese debate cuyo primer hito puede radicarse en la 

Conferencia de Estocolmo de 1972, aún no ha terminado, y ha apuntalado entre sus desarrollos 

aspectos sustanciales como los derechos ambientales, los derechos de los animales y la declaración 

de los ríos como sujetos de derechos. En muchos sentidos este recogimiento del concepto de 

derechos humanos dentro del campo amplio de cuidado de la Tierra y todas sus formas de vida ha 

descentrado al hombre y a la mujer como sujeto de derechos. Al tiempo, ese cambio ha sucedido 

en el entorno de la profundización de la globalización neoliberal y el declive del socialismo real. 

Relativizando también el concepto clásico de derechos humanos como aquellos que son propios 

de la relación entre Estado y Ciudadano. Ahora bien, esa tendencia no está consolidada y aunque 

en los años noventa y ochenta y en el siglo XXI la privatización de renglones estratégicos del 

Estado haya conllevado al debilitamiento de la exigibilidad de los derechos humanos, el núcleo 

central del concepto de 1948 en la DUDH se mantiene. Los derechos humanos son lo que le 

corresponden a las personas por su condición de seres humanos y por lo tanto son deberes del 

Estado su garantía y respeto, siendo el único responsable y en consecuencia en único garante o en 

su defecto el único violador, tanto por acción como por omisión. Ello pese a los fuertes contrapesos 

de poder económico, político, cultural, social e incluso militar de las grandes corporaciones 

transnacionales dominantes en las relaciones geopolíticas planetarias. 
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4. Capítulo II 

Historia del concepto “Derechos Humanos” en el Estado de Colombia 

 

Este capítulo se sumerge en lo que considera elementos sustanciales del proceso de derechos 

humanos en el Estado de Colombia. Gira en torno a la historia del concepto “derechos humanos” 

en el Estado colombiano a partir de las preguntas ¿qué momentos históricos vive la semántica del 

concepto en el proceso del Estado colombiano? y ¿qué mutaciones sufre el concepto en 

comparación con la comunidad internacional? 

 

Propone como hipótesis que para el Estado colombiano derechos humanos aparece como un 

concepto fundamental de la democracia, pero se convierte en una amenaza a la seguridad nacional. 

Metodológicamente, el capítulo II se trabaja en tres partes:  primero, a partir del archivo de los 

discursos de los diplomáticos colombianos en la Asamblea General de las Naciones Unidas entre 

1946 y 1981. Segundo, a partir del archivo del DANE sobre la incidencia de la ONU y la OEA en 

la configuración del sistema estadístico de Colombia, considerando la importancia de las 

estadísticas para los derechos humanos. Tercero, a partir de documentos legales de carácter 

constitucional o de ley del Estado colombiano, a saber, el Estatuto de Seguridad de 1978, la 

Reforma de la Constitución Nacional: Acto Legislativo N.º 1 de 1979, la Consejería para la 

Defensa, protección y promoción de los Derechos Humanos: Decreto Presidencial 2111 de 1987, 

la Constitución Política de 1991, la Ley 387 de 1997 por la cual se adoptan medidas para la 

prevención del desplazamiento forzado, la Ley 975 de Justicia y Paz de 2005, la Ley 1448 de 2011 

o Ley de Víctimas y el Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una 

Paz Estable y Duradera de 2016. 

 

Los discursos de los diplomáticos colombianos en la Asamblea General de la ONU se estudian 

cronológicamente y de la misma manera se presenta el resultado del análisis, buscando en los 

mismos el concepto de derechos humanos en relación con las categorías de la guerra, la economía 

y las relaciones internacionales, lo que permite identificar los momentos semánticos del concepto 

en relación a la lucha contra el nazismo, la guerra fría entre capitalistas y comunistas, la emergencia 

de los países no alienados y la crítica a las relaciones norte sur. Además, trascendiendo las 
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preocupaciones de bloques hemisféricos los derechos humanos son considerados en relación 

contra el colonialismo, el racismo y el medio ambiente. 

 

El segundo aparte del capítulo II estudia el proceso de formación del sistema estadístico de 

Colombia entre los años cuarenta y ochenta del siglo XX. Este rastreo obedece al interés de 

demostrar la presencia de las Naciones Unidas en Colombia desde antes de los años setenta del 

siglo pasado y, sobre todo, identificar su participación en la configuración de los procesos estatales 

de la República. En específico, se opta por la mirada a la estadística porque tal campo de 

investigación se hace sobre las personas o sobre los fenómenos que directa e indirectamente se 

relacionan con los seres humanos. La información encontrada permite evidenciar que se 

instituyeron una serie de técnicas, conceptos e instituciones que establecen para las estadísticas un 

papel determinante en la valoración de las personas y las realidades de los derechos humanos. 

 

En el tercer aparte del capítulo II, la mirada se coloca en los procesos institucionales del Estado de 

Colombia desde los años ochenta del siglo XX hasta la segunda década del siglo XXI; en 

específico, a medidas referidas a procesos de seguridad, constitucionales, de atención a las 

víctimas del conflicto armado y a los procesos de paz. La información encontrada revela que los 

derechos humanos hicieron parte de las decisiones estratégicas del Estado desde finales de los años 

ochenta; en perspectiva de sus diálogos con la comunidad internacional, con la sociedad 

colombiana en general y la sociedad civil organizada. Igualmente, los derechos humanos se 

convierten en un campo semántico amplio en términos de los tipos de derechos, los sujetos y los 

enfoques que la acción estatal o pública debe considerar. En esos procesos paulatinamente se crean 

un conjunto de instrumentos para atender la ineludible incorporación de los derechos humanos a 

las acciones del Estado, al punto de la propia reforma de su estructura vertebral.  

 

4.1. Colombia en las Naciones Unidas: Asamblea General 1946 – 1981 

 

La Asamblea General de la ONU es la máxima instancia del sistema. A sus sesiones regulares 

convergen los o las jefes de Estado o sus delegados o delegadas. Estudiando la intervención de los 

oradores colombianos entre 1946 y 1981, en los discursos a nombre del Estado y del pueblo de 

Colombia desarrolla temáticas relacionadas directa e indirecta con los derechos humanos, tales 
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como: la guerra, la paz, las relaciones occidente – oriente, las relaciones norte – sur, la economía, 

el colonialismo, el racismo, la ciencia y sus impactos y el medio ambiente. Considerando diversas 

opciones en esta parte se opta por presentar de manera cronológica el análisis de treinta y seis (36) 

discursos de los oradores oficiales16 de Colombia ante la Asamblea General. Para los propósitos 

de la investigación los discursos de los diplomáticos son importantes porque se realizan en el 

escenario de interlocución entre Estados más importante para los derechos humanos y porque 

quienes hablan como Estado de Colombia ocuparon cargos de dirección estratégica en los 

gobiernos nacionales del siglo XX.  

 

Así entonces, se mencionan los presidentes de Colombia y en paréntesis se consigna el o los 

periodos presidenciales. Se inicia con Alfonso López Pumarejo (1934-1938) (1942-1945), Roberto 

Urdaneta Arbeláez (provisional entre 1951 y 1953), Julio Cesar Turbay Ayala /1978-1982) y 

Alberto Lleras Camargo (1945-1946. 1958-1962) e Indalecio Liévano Aguirre (interino entre 

1974-1976) Todos ellos, ocuparon el cargo de presidentes de la República. Carlos Lemos-

Simmonds fue vicepresidente de la República de Colombia. Gonzalo Restrepo Jaramillo, Evaristo 

Sourdis, Francisco Umaña Bernal, José Antonio Montalvo, Carlos Sanz de Santamaría, Germán 

Zea Hernández, Alfredo Vázquez-Carrizosa y Diego Uribe Vargas fueron ministros de relaciones 

exteriores o cancilleres. Francisco José Urrutia Holguín fue embajador de Colombia en Estados 

Unidos y ocupó el cargo de presidente del Consejo de Seguridad en 1957. Alberto Lleras Camargo 

también fue secretario general de la OEA e Indalecio Liévano Aguirre fue presidente de la 

Asamblea General de la ONU. Aurelio Caicedo Ayerbe fue embajador, senador, ministro de 

educación y ministro de trabajo. Además de los cargos dichos, las personas en mención ocuparon 

otros cargos en los ministerios de gobierno, comunicaciones, hacienda, guerra, economía, obras 

públicas, educación, justicia e industrias. U ocuparon cargos en alcaldías y gobernaciones o fueron 

integrantes del Senado y la Cámara en el Congreso de la República.  

 

 
16 Los oradores y los años de cada discurso son los siguientes: Alfonso López Pumarejo en 1946 y 1947, Roberto 

Urdaneta Arbeláez en 1948 y 1950, Gonzalo Restrepo Jaramillo en 1951, Evaristo Sourdis en 1952, Francisco Urrutia 

en 1953 y 1954, Carlos Sanz de Santamaría en 1957, Julio Cesar Turbay Ayala en 1958, 1959 y 1961, Alberto Lleras 

Camargo, Alberto Lleras Camargo y Francisco Umaña Bernal en 1960, José Antonio Montalvo en 1962, Germán Zea 

en 1963,  1964, 1966 y 1967, Álvaro Herrán Medina en 1965, Alfonso López Michelsen en 1968 y 1969,Alfredo 

Vázquez-Carrizosa en 1970, 1972 y 1974, Aurelio Caicedo en 1974, Indalecio Liévano Aguirre en 1975, 1976 y 1977, 

Diego Uribe Vargas en 1978, 1979 y 1980 y Carlos Lemos-Simmonds en 1981. 
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El estudio de los discursos de los voceros oficiales de Colombia ante la Asamblea General de la 

ONU evidencia que el concepto de derechos humanos que asumieron y/o desarrollaron en general 

fue el concepto clásico de la Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948 o de las 

relaciones Estado – ciudadano. Sin embargo dicho concepto no está dado en abstracto, sino en las 

dinámicas políticas de la ONU, en tal sentido, las fuentes estudiadas muestran tres grandes 

escenarios semánticos de derechos humanos: 1. La guerra, 2. La economía y 3. Las relaciones 

internacionales.  

 

Derechos humanos en términos de la guerra obedece a un primer momento de necesidad de la 

guerra para alcanzar los derechos humanos. Es la guerra para derrotar al nazismo, al fascismo y a 

los proyectos totalitarios que los acompañan. En un segundo momento, la guerra aparece como 

negación de los derechos humanos porque se aspira a la paz. Un tercer momento es la guerra fría 

como marco para promover y defender los derechos humanos según los designios de Estados 

Unidos y la Unión Soviética.  

 

La confrontación entre corrientes ideológicas capitalista y socialista deriva en el uso de las 

naciones del mundo según sus intereses estratégicos de las dos potencias, además, la carrera 

armamentista instala la posibilidad real de la guerra nuclear. Ante la amenaza latente de la 

hecatombe surgen los Países No Alineados como actor al cual le preocupa más que las relaciones 

oriente – occidente las relaciones norte – sur y las implicaciones entre países ricos y pobres, 

desarrollo y subdesarrollo, mercados y materias primas. A la par de la guerra de las potencias 

nucleares y las tensiones de los bloques de los denominados primer, segundo y tercer mundo, entre 

las naciones de la Tierra, se abordan discusiones que abarcan los intereses de la humanidad, como 

el racismo, el colonialismo y problema ambiental.  

 

En tal sentido, desde el primer discurso analizado, el de Alfonso López Pumarejo en 1946, hasta 

el último, el discurso de Carlos Lemos-Simmonds en 1981, se encuentra que la diplomacia 

colombiana ante la Asamblea General de la ONU intervino en las discusiones internacionales 

comprendiendo los derechos humanos de acuerdo con la dinámica global y el ritmo de los 

acontecimientos de la humanidad. El interés por la relación entre el poder de las potencias y de 

éstas con los demás Estados. Colombia no es ajena a ninguno de los debates estratégicos que 
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afectan los derechos humanos, sus representantes geopolíticamente alineados con los intereses del 

hemisferio occidental y el capitalismo, a su vez son críticos de la arbitrariedad de las potencias de 

las diferentes corrientes ideológicas y proponen acciones contra el colonialismo, el racismo, la 

pobreza, el militarismo y la contaminación. La mayoría de las intervenciones aportan diagnósticos 

y propuestas para avanzar en el camino que la humanidad se ha planteado alrededor de la paz, los 

derechos humanos y las libertades fundamentales, el desarrollo y las relaciones internacionales de 

buena fe ajustadas al derecho internacional.  

 

Como se ha dicho, la guerra es uno de los escenarios semánticos de los derechos humanos en los 

discursos de la diplomacia colombiana en la ONU. Quien enuncia el marco de la guerra contra el 

nazismo es Alfonso López Pumarejo en su intervención del 30 de octubre de 1946. Considerando 

la participación sistemática de Colombia en el proceso de creación de las Naciones Unidas destaca 

el trabajo por construir la unidad continental, hemisférica y mundial, “estamos aquí, dispuestos a 

secundar todas las iniciativas que busquen establecer definitivamente en el mundo el imperio de 

la razón sobre la fuerza, del derecho sobre la arbitrariedad, de la libertad sobre cualquier forma de 

esclavitud” (López Pumarejo, 1946, p. 89). López Pumarejo (1946) es optimista de los logros de 

la Conferencia de Paz de París, en la cual si bien se hicieron latentes las agudas discrepancias entre 

USA y la URSS, fue la paz como expectativa la que encontró un lugar propicio. Aunque las 

diferencias políticas y económicas colocaron ante el mundo un riesgo grave y peligroso, para 

López son significativas las palabras de Byrnes, que en lo sustancial coinciden con Stalin y 

Molotov en perspectiva de preservar la paz, la libertad, la justicia, “es mejor que el mundo asista 

al choque de ideas encontradas que al de las armas” (López Pumarejo, 1946, p. 89).  

 

López Pumarejo (1946) pondera las tensiones entre USA, Gran Bretaña y la URSS y sus esfuerzos 

por mantener la paz y superar los pretextos de la guerra. López-Pumarejo (1946) considera que la 

ONU debe mediar las soluciones pacíficas de los intereses territoriales, religiosos, ideológicos y 

políticos. Define la guerra contra Alemania y los aliados del Eje como guerra para asegurar la paz 

en el mundo, porque a partir de la aceptación de la Carta de las Naciones Unidas solucionarán 

pacíficamente desacuerdos, conciliarán intereses y perseguirán su bienestar sin distingo de raza, 

religión, lengua, ideología política, modo de organización, credo político o religioso, salvo el 

derecho “de todas las razas a una igual protección del Estado” (López Pumarejo, 1946, p. 90). Sin 
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embargo, su discurso atisba la fragilidad de esta perspectiva y advierte de las dificultades entre las 

naciones antes aliadas de mantener el derecho a estar en desacuerdo y de reconocer que la 

diversidad de criterios entre naciones es clave para la paz y convivencia.  

 

Crítica la amenaza que significan las cuestiones del veto y del control de la energía atómica y 

traslada la reflexión al continente americano, donde se establece la igualdad del voto entre Estados 

para imponer una mayoría temeraria sino para dar “mayor amplitud al debate contradictorio” 

(López Pumarejo, 1946, p. 90). Las Naciones Unidas requieren diferir, discutir y transigir sin 

timidez, con valentía y sin prevención. A juicio de López Pumarejo (1946, 1947) los miembros de 

la delegación de Colombia se deben colocar el bien común de todos antes que los triunfos o 

derrotas en cuestiones ideológicas. Expresa que la ONU no es un campo de vencedores y 

perdedores sino de garantía de las cuatro libertades esenciales de la Carta del Atlántico (1941): 

expresión, culto, vivir sin miseria y vivir sin temor. Por ello, no es parte de la agenda urgente la 

solución de cuestiones de integridad territorial, soberanía e independencia.  

 

Desde la experiencia diplomática de Colombia se rompe pronto el momento de la guerra que une 

a las Naciones Unidas y a los Estados aliados contra los totalitarismos nazi-fascistas. El 28 de 

septiembre de 1948 en París, Roberto Urdaneta Arbeláez como vocero oficial de la República 

mantiene tal espíritu de cooperación internacional señalando en su intervención que las Naciones 

Unidas construyeron la paz. “Esta organización no había sido formada para crear la paz, sino para 

conservarla una vez que se hubiera hecho. Si la paz en realidad no existía, la labor resultaba poco 

menos que imposible” (Urdaneta, 1948, p. 101). Sin embargo, reafirmando que el único requisito 

para ser parte de la ONU es aceptar la Carta sin discriminar por orden social o ideología política, 

explicita la alianza de Colombia con occidente frente al problema de la guerra de Corea y la disputa 

por Berlín. En este sentido, hay un cambio semántico porque del rechazo al nazismo pasa al 

defensa del franquismo español, alegando que considerando el artículo 41 de la Carta, el modelo 

político de España es un problema interno.  

 

Resguardado en el argumento de que Colombia tiene una “tradición democrática e inquebrantable” 

(Urdaneta, 1948, p. 102) dentro de un régimen de libertad guiado por la moral y las libertades de 

conciencia, expresión, reunión, trabajo, tránsito, comercio y coligando la naturaleza humana con 
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las instituciones de la paz, la libertad y la moral, el 26 de septiembre de 1950 ante el problema de 

Corea, a su juicio conflicto en el cual está en juego “la eficacia de la agresión contra el derecho y 

el predominio del derecho contra la fuerza” (Urdaneta, 1948, p. 133),  expone que Colombia 

respetando el voto de las mayorías de la ONU cuestiona la posición de la Unión Soviética por 

pretender la imposición de minorías armadas sobre las mayorías inermes e informa que dispuso 

una fragata con sus marineros, “dispuestos a sacrificarse al lado de sus compañeros de otros 

pueblos en aras de la causa de las Naciones Unidas” (Urdaneta, 1948, p. 134). 

 

La postura frente al conflicto de Corea marca una postura geopolítica concreta que se corrobora 

cuando se define la postura de Colombia sobre la legitimidad de la delegación China. Urdaneta 

(1948) defiende a la China nacionalista y califica a la República Popular como impugnadora, 

subversiva, armada sin título legal ni moral que se impuso por la fuerza sobre el gobierno legítimo. 

E insiste en reclamar para el gobierno de España la inclusión en las Naciones Unidas porque su 

dominio es completo, pacífico y legítimo del territorio español. Urdaneta (1948) reclama que se 

niegue a España el reconocimiento y la admisión que defiende para la República Popular de China. 

Urdaneta (1948) plantea que expulsar al gobierno legítimo de China y aceptar al gobierno 

subversivo es contrario equivale, “a mi ver, a incitar a la sedición en todo el orbe y a quebrar, por 

tanto, el cimiento de la paz internacional” (Urdaneta, 1948, p. 134). Este alinderamiento es 

consecuente con la alianza estratégica con los Estados Unidos de América.  

 

En lo expuesto se delinea un cambio en la concepción de los derechos humanos, la que suponía la 

unidad de soviéticos y estadounidenses para derrotar a los nazis, fascistas y franquistas da paso a 

definir los derechos humanos según los planteamientos del proyecto capitalista. “Colombia está 

especialmente interesada en el buen éxito del programa de asistencia técnica a los países 

económicamente retrasados, iniciado en buena hora con genial previsión por el Presidente Truman 

en el punto cuatro17 de su discurso inaugural” (Urdaneta, 1948, p. 135).  

 
17 El programa Truman es conocido bajo el nombre «punto cuatro» o el W. R. P. o el F. D. I. Sobre la base del punto 

cuatro, los Estados Unidos han edificado un programa en dos partes? la primera tiende a eliminar la incertidumbre en 

el flujo de inversiones; la segunda se refiere al intercambio cooperativo y al suministro de la asistencia técnica. Al 

revés del plan Marshall, que funcionaba fuera del marco de la O, N. U.—lo que fue criticado por Rusia—-, el punto 

cuatro tiende a utilizar las organizaciones internacionales. Esto significa que los Estados Unidos actúan por medio de 

la O. N. U. El 25 de febrero de 1949 el secretario de Estado adjunto, míster Wiílard Thorp, encargado de la elaboración 

del punto cuatro, entregó a la O. N. U. las líneas generales del plan. Tomado de Julián G. Verplaetse, El punto cuarto 

del Presidente Truman. 
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Por supuesto, Urdaneta (1948) acompaña sus planteamientos de los argumentos de lucha contra la 

miseria para elevar el nivel de vida de los seres humanos. Evaristo Sourdis en su intervención del 

13 de noviembre de 1952 secunda la postura de Roberto Urdaneta Arbeláez. Confirma que el 

desarrollo económico de Colombia se explica en la actualidad por “los medios propugnados por 

las Naciones Unidas” (Urdaneta, 1949, p. 279), OEA, gobierno de USA, CEPAL, concretamente 

en el plan formulado por el BIRF, para la construcción de carreteras, vías de ferrocarril por el río 

Magdalena y la siderúrgica18 Paz del Río en el marco de los programas de asistencia técnica de 

Naciones Unidas, del programa especializado de la OEA y del Punto Cuatro de los Estados Unidos.  

 

La intervención de Sourdis (1952) podría calificarse de ambigua, pero una valoración más precisa 

es que sus planteamientos evidencian la tensión entre la defensa de la Carta de las Naciones Unidas 

como “primer código del mundo en punto de derechos humanos, de principios morales y de buena 

amistad entre las naciones, con miras a asegurar una paz universal y duradera” (Sourdis, 1952, p. 

279) y el alinderamiento geopolítico con Occidente. La unidad de la ONU comprende el “concepto 

derechos humanos” (Sourdis, 1952, p. 280) en relación a evitar el flagelo de la guerra y 

reafirmando la dignidad humana en términos de justicia, progreso social y económico, elevar el 

nivel de vida, igualdad entre hombres y mujeres, naciones grandes y pequeñas. La alianza con los 

Estados Unidos y el proyecto capitalista trasluce las declaraciones contra quienes quebrantan, 

olvidan y menosprecian los fines de la ONU, refiriéndose a Corea como país pacífico que ha sido 

víctima de agresión injustificada (Sourdis, 1952). 

 

Dos elementos asociados al concepto de derechos humanos en el marco de la guerra aparecen en 

Sourdis (1952), el religioso y el económico. Plantea que los derechos del hombre y la dignidad de 

la persona humana se dan en tanto es criatura de Dios. Que en algunos discursos aparece de modo 

explícito asociando la alianza con los Estados Unidos a la defensa de la cultura cristiana (Sourdis, 

1952). A su vez, aparece la lectura de los derechos humanos desde lo económico, pero en tensión. 

Por una parte, Sourdis (1952)  se pronuncia contra la opresión y la carrera de armamentos, 

reclamando respeto al derecho de libre autodeterminación y cooperación técnica, económica y 

 
18 Conferencia de la Junta de Expertos en Siderúrgica de América Latina de CEPAL. Bogotá, octubre de 1951: 20 

delegaciones de América y Europa. 
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social, porque “Colombia sigue manteniendo su fe sin vacilaciones en las Naciones Unidas” 

(Sourdis, 1952, p. 280), pero por otra parte, expone que la estabilidad económica, monetaria y el 

incremento de la producción agrícola e industrial depende o es consecuencia del propiciar 

inversiones de capital privado extranjero19 con nuevo estatuto para el capital extranjero en el cual 

se asientan principios de no discriminación, libertad de inversión, libertad de salida de capital y 

utilidades en cualquier momento del capital (Sourdis, 1952).   

 

Un aspecto valioso para el concepto de derechos humanos como concepto por la unidad de acción 

de la comunidad internacional es lo que denomina el aporte de la ONU al campo diplomático, 

indicando que el modelo de diplomacia secreta entre pocos funcionarios previo a la guerra mundial 

dio paso a una diplomacia pública entre Estados permitiendo el conocimiento de los pueblos, en 

sus palabras, “una diplomacia de puertas abiertas” (Sourdis, 1952, p. 281). Sin embargo, 

nuevamente en ambiguo, porque por una parte señala que pueden ingresar a la ONU los países que 

cumplan los principios de la Carta de 1945, pero en los casos de Sudáfrica, Túnez y Marruecos 

advierte de respetar los principios de no intervención, dignidad humana y libertad, a su vez, en el 

caso de Corea si considera que se implementa el principio de seguridad y defensa colectivas contra 

una agresión injusta (Sourdis, 1952). 

 

Urdaneta (1949) y Sourdis (1952) apuntan elementos referidos a la crítica al armamentismo de las 

potencias con los argumentos de la pérdida de recursos, esfuerzos y conocimientos y del peligro 

que implica la inteligencia humana al servicio de hacer un arma capaz de acabar con la historia de 

la humanidad misma. Francisco Urrutia (1953) interviene con este enfoque lamentando que al 

entusiasmo del fin de la guerra le sobrevinieron recelos, desconfianzas y pasos temerarios hacia la 

confrontación. Atisba la emergencia de una tercera postura contra la guerra desde la perspectiva 

de los pueblos latinoamericanos que no “se resignan a ser los mudos testigos del desastre” (Urrutia, 

1953, p. 182). Urrutia (1953) expone el problema que enfrenta el concepto de los derechos 

humanos en términos de los alinderamientos de las potencias. En 1954 comienza su intervención 

ante la Asamblea General advierte del riesgo de la guerra porque “nunca han estado tan 

distanciados ciertos criterios ni tan definidas posiciones en lo que se refiere al alinderamiento 

ideológico de los pueblos del mundo (Urrutia, 1954, p. 91). 

 
19 Para 1952 de 400 millones de dólares y numerosas empresas europeas y norteamericanas. 
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A los problemas ideológicos se conectan y suman los problemas económicos. Urrutia (1954) llama 

la atención sobre la impertinencia de pedir a la organización encarar los problemas de los derechos 

humanos y la libre determinación de los pueblos, a la vez que, se ahonda la incapacidad de 

gobiernos, cancillerías y departamentos de Estado de resolver los problemas de económicos. En 

ello, encuentra la explicación a la tendencia de que la opinión pública y los propios gobiernos han 

perdido la confianza en la ONU y les cuesta comprender la falta de respuestas a las realidades de 

miseria en el mundo. Al respecto, la intervención de Julio Cesar Turbay Ayala (1958) es interesante 

para el concepto de derechos humanos porque recoge lo concerniente al problema de la guerra, de 

la paz y la economía. “Se ha usado para tan contrarios fines la bandera de la paz que, al paso que 

vamos, puede llegar un día en que el género humano se destruya entre himnos y alabanzas a la 

paz” (Turbay, 1958, p. 209). 

 

Turbay Ayala (1958) lamenta que la ciencia, la técnica, la asistencia económica y científica se 

hayan usado en acciones contrarias a la empresa humanitaria y civilizadora, a las armas nucleares 

y no a la cura del cáncer. En su concepción de lo humano aparece lo religioso revindicando los 

valores del espíritu, concibiendo al hombre como criatura de Dios. Una concepción que extiende 

a Colombia en un tono totalmente confesional defiende que el sistema que corresponde doctrinaria 

y esencialmente a la República es el ser nación americana de la civilización occidental donde 

libertad, ciencia y espíritu corren parejos (Turbay, 1958). En referencia implícita a los Estados 

socialistas, Turbay (1958) les reconoce sus progresos tecnológicos extraordinarios, pero afirma de 

estos que no tienen lo espiritual. Señala que la posición de Colombia “en su lucha por la defensa 

de la civilización occidental no proviene de su simple ubicación geográfica sino que responde a 

sentimientos que hunden sus raíces en lo más profundo de sus convicciones doctrinarias” (Turbay, 

1958, p. 209).  

 

A su vez, (Turbay, 1958) reconoce que la búsqueda de la paz exige la convivencia, la tolerancia y 

entendimiento de fuerzas filosóficas disímiles, colocando como ejemplo a destacar el acuerdo 

interpartidista entre los partidos Liberal y Conservador. Cuestiona el ejercicio político de las 

potencias militares y denuncia los proyectos peligrosos de la “ya larga prolongación de la guerra 

fría” (Turbay, 1958, p. 210). Sin renunciar a la unidad continental y a la solidaridad del hemisferio 
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según lo expresado en la Conferencia de Cancilleres de Washington, Turbay (1958) defiende la 

designación de observadores directos de la ONU en regiones en conflicto teniendo en cuenta los 

avances en la universalización de la organización. En su postura se entreve una concepción de los 

derechos humanos desde la perspectiva occidental estadounidense contra el proyecto soviético. De 

ahí su defensa de la unidad hemisférica de cooperación contra las desigualdades, la insalubridad, 

el analfabetismo, la miseria y por la democracia, la libertad política y la independencia económica. 

Redimiendo al hombre americano con la cooperación de Estados Unidos  (Turbay, 1958).  

 

Pese al alinderamiento claro con los Estados Unidos (Turbay, 1958) también plantea el debate 

“contra la discriminación que ejercen las potencias con sus arsenales destructores” (p. 47), Estados 

que han colocado en su camino “el peligroso e inmoderado ejercicio de la guerra fría” (Turbay, 

1959, p. 283). Turbay Ayala (1958) defiende para Colombia su derecho de participar de las 

Naciones Unidas argumentando que es un Estado con plena autoridad moral, con un gobierno 

auténticamente popular y democrático, donde la libertad de expresión se ejerce sin ninguna 

limitación y en la cual la coexistencia pacífica y la cooperación entre partidos políticos e 

instituciones aclimata la paz. En sus planteamientos se observan dos tensiones en los cuales se 

debate el marco conceptual de los derechos humanos (Turbay, 1958). En términos políticos e 

ideológicos, Turbay (1958) apuesta por la cultura occidental cristiana y en términos económicos 

defiende la alianza con los Estados Unidos pero denuncia el subdesarrollo como un problema 

común tan explosivo como las armas nucleares. Expone que para Colombia el subdesarrollo 

económico es “el más poderoso enemigo de la estabilidad política y de la paz internacional, y en 

considerar a la miseria como la más deplorable y repugnante de todas las dictaduras que ha 

conocido la especie humana” (Turbay, 1959, p. 47). 

 

En este sentido, Turbay (1958) reclama de las Naciones Unidas atender con la misma importancia 

los problemas políticos los relacionados con la energía nuclear como los asociados al conocimiento 

del espacio cósmico, la cooperación económica, la asistencia técnica y el mejoramiento del nivel 

de vida. Turbay (1959) afirma que Colombia se nutre del cristianismo, los valores de la civilización 

occidental, el sistema de la empresa privada y la libertad política en procura de la equidad, la 

eliminación de desigualdades y la pobreza con sus consecuencias imprevisibles. Desde el discurso 
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de Turbay (1959) ante la Asamblea General de la ONU y su crítica al subdesarrollo los derechos 

humanos están enmarcados en un plano ideológico decididamente prooccidental. 

 

Nosotros no propugnamos un cambio del sistema actual, sino un reacondicionamiento que 

le permita proseguir el curso civilizador de su destino. No en vano se ha afirmado que el 

concepto de paz es indivisible de los de libertad, seguridad y bienestar. (Turbay, 1959, p. 

47) 

 

Lo anterior no significa que esté fuera de su foco la dinámica norte sur. Coincidiendo con Brasil 

en los postulados de la propuesta denominada Operación Panamericana y las conclusiones de la 

Conferencia de Cancilleres de Santiago de Chile (Turbay, 1955) defiende la paz “como resultado 

de la democracia, el respeto al principio de no intervención, la defensa y aplicación de los derechos 

humanos y seguridad económica del individuo” (p. 48,49). Llama por igual a impedir una tercera 

guerra mundial y el uso de las armas nucleares y a defender el principio de no discriminación en 

el comercio internacional y la cooperación para la defensa de precios. Turbay (1959) convoca a un 

acuerdo entre potencias sobre el desarme y denuncia que la competencia armamentista concentra 

recursos económicos, técnicos y científicos que amenazan la destrucción de la humanidad, de ahí 

que en medio de la crisis militar entre potencias “he de confesar que mi país sigue teniendo fe en 

la posibilidad de que los Estados Unidos y la Unión Soviética encuentren razonables términos de 

acuerdo para sus diferencias” (Turbay, 1959, p. 308). 

 

En el marco de la crisis de los misiles esta postura pro occidental cristiana y pro estadounidense, 

Turbay (1959) reafirma una comprensión de los derechos humanos desde la confrontación 

ideológica con el comunismo y el socialismo. Interpela las propuestas que defienden renunciar a 

la libertad política para asegurar el bienestar material. Turbay (1959) crítica a la URSS y a Cuba a 

la vez que defiende a Estados Unidos y la postura de la OEA, a la par defiende a la ONU y a la 

OEA como organizaciones que permiten al mundo enfrentar sus problemas por medios pacíficos.  

 

Turbay (1961) reafirma que Colombia se identifica a plenitud con los propósitos del sistema 

continental y mundial de Estados considera que el “debilitamiento de la Organización mundial 

equivale a la destrucción de la única barrera que ha sido eficaz para detener la guerra” (Turbay 
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1961, p. 311). Turbay Ayala20 (1959, p. 310) retomando lo acordado en las Consultas de Ministros 

de Relaciones Exteriores de los Estados Americanos de Santiago de Chile en agosto de 1959 de 

San José de Costa Rica en agosto de 1960 reafirma el principio de no intervención de un Estado 

americano en los asuntos internos o externos de los demás Estados americanos, reconociendo que 

cada Estado tiene el derecho de desenvolver libre y espontáneamente su vida cultural, política y 

económica respetando los derechos de la persona humana y los principios de la moral universal 

(Turbay, 1959). Colocando estos planteamientos en lo que define como perfiles de la democracia 

dentro de los cuales está el respeto a los derechos humanos y el combate eficaz al subdesarrollo 

económico. En este plano el concepto de derechos humanos se asocia a la “voluntad de asegurar 

el imperio de una paz fundada en el progreso social, la libertad y la justicia” (Turbay, 1961, p. 

283). 

 

En este contexto, Turbay (1961) reclama asistencia técnica y económica de las grandes potencias, 

mayor intervención de institutos internacionales y de Estados Unidos, reconociendo que se ha 

avanzado al respecto desde 1948. “El Acta Económica de Bogotá de 1960 refleja nítidamente la 

voluntad de los 19 gobiernos que la suscribieron, de luchar contra el subdesarrollo hasta lograr 

abatirlo” (Turbay, 1961, p. 311), acta en la que suscribieron compromisos para atender lo 

relacionado con la “reforma agraria, la vivienda, la educación, la salud y la pequeña industria, 

recibirán ahora el concurso del crédito externo que antes sólo estaba reservado para planes de 

seguro rendimiento” (Turbay, 1961, p. 311). 

 

El discernimiento declara que en defensa de los bienes de la democracia y la democracia, se debe 

comprender complementariedad de desarrollo económico y social y de la simultaneidad de los 

avances en los planes económicos, construcción de centrales hidroeléctricas, canales de regadío, 

ferrocarriles, carreteras, propiedad, vivienda confortable, educación adecuada y asistencia médica 

oportuna (Turbay, 1961). Cuestiones que requieren la cooperación de USA y Europa a nivel 

técnico, financiero y comercial. Y que además considera extensivo a África: “África y América 

tienen muchos problemas en común […] Somos aliados suyos en la lucha contra el subdesarrollo 

 
20 Tuve el honor insigne de ser Presidente, en ambas reuniones, de la Comisión General, en representación de 

Colombia, y por ello sé bien lo que allí ocurrió. 
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económico y en empeño de asegurar la paz sobre bases de libertad y bienestar” (Turbay, 1961, p. 

312). 

 

En el mismo periodo se encuentra la figura de Francisco Umaña Bernal (ONU, 1960) quien plantea 

un marco de comprensión de los derechos humanos ajustado a los planteamientos expuestos en el 

discurso de Turbay Ayala, con dos elementos a destacar, primero es abiertamente hostil a la Unión 

Soviética porque considera que esta ha intervenido con expresiones21 abusivas e intemperantes 

“en los asuntos internos de Colombia al pretender calificar nuestra delegación y afirmar que no 

representaba auténticamente al pueblo colombiano” (Umaña, 1960, p. 169). Cuestiona duramente 

al comunismo soviético “supremo pontífice del comunismo internacional” (Umaña 1960, p. 169) 

por su afán de intervención de los soviéticos en Colombia y en los países de América Latina. Esta 

tensión se amplía a la cuestión de China y Cuba. En Colombia “hemos considerado esencial para 

el cumplimiento de los fines de nuestro sistema regional el respeto a los derechos humanos y 'la 

organización política de los Estados sobre la base del ejercicio efectivo de la democracia 

representativa” (Umaña, 1960, p. 285), la solución pacífica de controversias y la fortaleza de la 

OEA para resolver los problemas sin trasladarlos a la ONU. 

 

Umaña (1960), reivindica para el continente una revolución basada en el orden y la libertad 

reconociendo los problemas estructurales de carácter social y económico como la miseria, la 

insalubridad y el analfabetismo. “Nuestra revolución es una revolución democrática, respetuosa 

de los derechos humanos y eminentemente americana” (Umaña, 1960, p. 285, 286). Planteando 

que la revolución que promueven no es una revolución clasista demagógica y reaccionaria sino la 

propuesta por la Alianza para el Progreso del Presidente Kennedy en la Conferencia de Punta del 

Este. Para Turbay Ayala (1961) los 20 países y los 200 millones de habitantes de América Latina 

pueden desde la unidad y coordinación de sus acciones aportar a la paz y a las soluciones pacíficas 

de los conflictos de la balanza de los destinos mundiales amenazados por los bloques que 

amenazan con atomizar e inhabilitar los fines de la ONU. Compromiso que inscribe en el marco 

 
21 El debate tiene relación con la crítica del delegado de la URSS a los planteamientos de Colombia sobre la Doctrina 

Monroe. Cuestión a la que se responde alegando que la misma se superó por medio del Tratado Interamericano de 

Asistencia Recíproca (TIAR) y otros instrumentos de la OEA. 
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de los derechos humanos. “Mi país no puede permanecer silencioso ante ninguna violación de los 

derechos humanos, y por ello tiene que elevar su voz de protesta” (Umaña, 1961, p. 284). 

 

En este mismo sentido José Antonio Montalvo (ONU, 1962) parte del marco fundacional de los 

derechos humanos en el seno de la ONU, esto es, la defensa de la libertad y la democracia contra 

doctrinas nazi fascistas para virar su análisis identificando los antagonismos profundos que 

sucedieron a la lucha contra los totalitarismos alemán, italiano, japonés y franquista. Al análisis 

del Montalvo (1962) se inscribe con más claridad que en los otros diplomáticos colombianos una 

concepción de derechos humanos que condena la concepción materialista y atea del hombre porque 

reduce todo lo humano presente y futo a la cuestión económica. Propone entonces la defensa de la 

doctrina espiritualista del hombre que “sin desechar los problemas de la economía, sostiene que, 

además, hay otros elevados e imperiosos intereses humanos, como que el hombre fue creado por 

Dios y no por la economía, ni para ella (Montalvo, 1962, p. 244). En su crítica sin cuartel y directa 

al materialismo, Montalvo (1962), considera que los problemas generados por esta concepción son 

el odio de clases de gentes, un Estado omnipotente, monstruoso y tirano, el imperialismo, la falsa 

democracia, la esclavitud y negación de la dignidad humana. 

 

A su vez Montalvo (1962), refleja la tensión existente entre la crítica que realiza y la realidad 

geopolítica que fuerza a aceptar el tablero de poder que se impone por la carrera armamentista y 

las pruebas nucleares que amenazan la paz y el poder de decisión de la ONU. Según Montalvo 

(1962) la Carta habla solo de “igualdad soberana pero no de igualdad jurídica” (p. 245). Y en ello 

aparece una cuestión muy interesante para el concepto de derechos humanos porque si bien se 

deslinda del proyecto del materialismo, al tiempo reclama para Colombia una vida jurídica y 

pacifista integral de salvaguardia del derecho y el sistema político de Colombia caracterizado por 

el presidencialismo, la participación proporcional de los partidos, la participación proporcional de 

cargos y periodos tanto en el Congreso como en el Ejecutivo y la colaboración recíproca de las 

tres ramas del poder público independientes entre sí, pero con: Legislativo, Ejecutivo y Judicial. 

Como sus contemporáneos, Montalvo (1962) coloca al acuerdo interpartidista o Frente Nacional 

como un ejemplo de solución entre opuestos ideológicos.  

 



 

 

119 

Enfrentados los dos más tremendos poderíos bélicos de que tenga recuerdo la historia, es 

preciso agotar todos los medios tendientes a impedir que la situación mundial se agrave. 

La disyuntiva es la de que todos los pueblos de la tierra miremos impotentes la amenaza 

entre los dos colosos; o que todos procuremos contribuir a que se busquen medios y 

fórmulas para evitar un resultado adverso. (Montalvo, 1962, p. 245) 

 

Montalvo (1962) paradójicamente encarna en un mismo discurso la crítica al materialismo y la 

reivindicación del pluralismo ideológico para superar la guerra fría y evitar una guerra real. A la 

par que respalda a la ONU en sus acciones por la eliminación de los sistemas coloniales del 

moderno imperialismo celebra como un triunfo de Colombia la ayuda financiera de la Alianza para 

el Progreso. Montalvo (1962) propugna la conservación de la paz, al defensa de las funciones 

jurídicas y políticas de la ONU y su papel en el “perfeccionamiento de la cooperación internacional 

en los campos económico, sanitario, cultural y científico” (Montalvo, 1962, p. 246, 247). En 

Montalvo (1962), los derechos humanos se inscriben claramente en la matriz religiosa, como ya 

vimos condena el materialismo y defiende el espiritualismo. El delegado de Colombia ante la ONU 

defiende en la era atómica una postura clara a favor del espíritu, la fuerza de la moral, el alma 

humana, Dios, la patria cristiana y la parábola elemental de la salvación frente a quienes defienden 

la ciencia y conciencia ateas, la separación del átomo, del universo y el hombre de lo espiritual  

 

No es extraño que Colombia, al acudir a esta cita ecuménica, anhele que se deslinde 

puntualmente la frontera entre el error y la verdad, que se restablezca en su prístina 

dimensión la jerarquía de los postulados y la autenticidad de los valores; que cese la 

mentirosa invocación de principios a los cuales una filosofía nihilista trata de arrebatar su 

superior aliento moral: orden sin justicia, coexistencia sin libertad, armonía social por lucha 

de clases, derecho como, norma póstumamente consagratoria del atropello, libre 

autodeterminación sólo para mudar de amo, no intervención como garantía de quien ya 

intervino, anticolonialismo de quien ha demostrado su avidez de colonizar, pacifismo en 

que la agresión acecha, neutralidad de quien ya está. dispuesto a ser parcial y a convertirse 

en satélite. (Montalvo, 1962, p. 247, 248) 
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El discurso de Fernando Gómez Martínez en 1964 permite identificar claramente el interés de salir 

del escenario occidente – oriente, en sus palabras las Naciones Unidas sólo tendrá eficacia “para 

la confraternidad humana cuando no haya habitante ni rincón del planeta que no estén aquí 

adecuadamente representados” (Gómez, 1964, p.1). Por encima del problema ideológico, Gómez 

(1964), ubica como problema central de la ONU la cooperación internacional para resolver los 

problemas económicos, sociales, culturales y humanitarios internacionales. Considerando la 

realidad de desequilibrio de poder entre las naciones materializado en los armamentos para la 

guerra, la técnica para la producción, la cultura para la investigación y el progreso argumenta que 

el mayor problema es el “desequilibrio que afecta la paz del mundo es el económicosocial, el de 

los niveles de vida, el del ingreso desigual y su desigual repartición” (Gómez, 1964, p. 1). 

 

Gómez (1964) compara la situación global con situación al interior de las naciones, donde pocas 

personas concentran la riqueza y las mayorías tiene muy poco. Gómez (1964) indica que a nivel 

internacional lo mismo sucede entre los Estados, llevando al alto nivel de vida y la capacidad de 

compra de las naciones desarrolladas, mientras las naciones subdesarrolladas ven fugarse el 

producto de su trabajo para enriquecer a las naciones del norte. Gómez (1964) explica que los 

esfuerzos de generación de materias primas benefician a las naciones desarrolladas que las 

transforman y comercian. Acude a la teoría de la plusvalía como marco que permitió corregir la 

injusticia de apropiación del valor del trabajo, cuestión que extiende al análisis de la injusticia 

entre las naciones. Al observar el trabajo en la agricultura y por los bienes primarias comparado 

con el trabajo en la industria, la bolsa, la banca, el transporte y la especulación denuncia que la 

producción de alimentos y minerales no reciba un pago justo por el trabajo de sus pueblos, mientras 

quienes compran y transforman obtienen más de lo que debiera si se cumpliese la solidaridad 

humana universal (Gómez, 1964). Aquí hay un cambio en el marco conceptual de los derechos 

humanos porque se pasa de una condena radical al materialismo a reivindicar sus herramientas 

teóricas y sus presupuestos organizativos y políticos como válidos en determinadas circunstancias 

y escalas.  

 

La ley oferta-demanda reaparece a través del precio internacional. Es decir, lo que logró 

corregirse en lo privado mediante el progreso de las ideas sociales - socialistas y pontificias 
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- y gracias al sindicalismo, ha reaparecido en el orden de la sociedad universal. (Gómez, 

1964, p. 2) 

 

Para Gómez (1964) es importante tener presente que esos fueron los hallazgos de la Conferencia 

de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo reunida en Ginebra a comienzos de 1964. En 

la que se propuso algunas soluciones: mejoramiento de los precios de sustentación de los productos 

primarios, crear un órgano subsidiario de la ONU para el comercio internacional a la luz del 

desarrollo, asistencia técnica, ayuda financiera. Gómez (1964) concluye que la realización de la 

cooperación internacional es trabajar en función de dichos objetivos que permitan resolver los 

problemas de carácter económico, social y humanitario que enfrenta el mundo. Este planteamiento 

traslada los derechos humanos del ámbito de la polarización bloque capitalista versus bloque 

socialista a un tercer actor, el de los Países No Alineados.  

 

También de la Conferencia de Ginebra ha salido un grupo defensivo: el de los 77. 

Constituye ese Grupo la unión de los débiles. Encarna un movimiento solidario formado 

contra el desequilibrio. No presenta rostro hostil, pero encara a la injusticia. (Gómez, 1964, 

p. 3) 

 

En este mismo marco político Álvaro Herrán Medina (1965) inscribe la visita del pontífice y 

discurso de “Su Santidad el Papa Paulo VI” (Herrán, 1965, p. 14). Agrega que la creación de la 

Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo es el logro más importante de 

la ONU en sus 20 años de camino. Lo que le permite indicar que a nivel geopolítico en el marco 

del sistema ONU dos problemas mayores son la división oriente - occidente y la división potencias 

industriales – países en desarrollo. Herrán (1965) identifica dos opiniones: una, acude a la Carta y 

demás instrumentos de la ONU para conservar las relaciones internacionales tal y como están, 

limitando las inversiones y negando la ampliación de programas. Otra, opta por la ampliación y 

profundización de la cooperación desde el seno de la ONU. “La soberanía nacional y la moderación 

presupuestaria constituyen para ella preocupaciones menos intensas que la gravedad de los 

desequilibrios mundiales” (Herrán, 1965, p. 15). Las relaciones internacionales desde la segunda 

perspectiva se inscriben en la búsqueda de tres victorias: descolonización, derechos humanos y 

cooperación económica. A su vez, Herrán (1965) identifica como campos de acción la lucha por 
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el desarme, la no proliferación de las armas nucleares, la suspensión de los ensayos nucleares, la 

búsqueda del fin del colonialismo la conquistas en derechos humanos, el fortalecimiento de la 

cooperación económica y financiera o cooperación para el desarrollo, la actuación fuerte y libre 

de la ONU buscando desarrollarlo como gobierno mundial. 

 

Herrán (1965) apoya la urgencia de convocar una Conferencia Mundial de Desarme, especialmente 

en torno a la “cuestión nuclear” (p. 15). En ese sentido menciona las dificultades que los hechos 

Cuba, Puerto Rico y los esfuerzos de desnuclearización de América Latina. Manifestando su 

preocupación por la incorporación de más naciones al grupo de potencias nucleares advierte sobre 

el desprecio a la paz y el afán por la guerra (Herrán, 1965). A renglón seguido llama a la promoción 

del respeto a los derechos humanos, explicitando su interés de sumarse a la propuesta de Costa 

Rica de que la ONU cree “un cargo de Alto Comisionado de las Naciones Unidas” (Herrán,1965, 

p. 16).  

 

Cuestiones que Herrán (1965) conecta directamente con el cumplimiento del Acta Final de la 

Primera Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo, cuestionando 

duramente a las potencias por darle la espalda a las naciones en vías de desarrollo y 

subdesarrollados. Aquí hay otro cambio en el campo semántico del concepto derechos humanos, 

pues de inscribirlo exclusivamente al amparo del proyecto del capitalismo norteamericano pasa a 

criticar explícitamente a los Estados Unidos por aprobar la cifra más baja de su historia en ayuda 

a las naciones del sur. Un problema que se extiende a incumplimiento con los compromisos sobre 

los precios y el trato comercial discriminatorio de los “productos de exportación de los países 

latinoamericanos, de conformidad con la respectiva recomendación de la Conferencia (Herrán, 

1965, p. 16). Por lo que, criticando el rechazo de los organismos del sistema ONU, Herrán (1965) 

destaca que en la reunión de Ginebra el Grupo de los 77 acogió la propuesta de Colombia y “otros 

pocos países” de crear un organismo especializado para el desarrollo industrial, incluyéndolo en 

las recomendaciones del Acta Final de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y 

Desarrollo. 

 

Estos movimientos políticos amplían el concepto de derechos humanos a las voces de territorios 

distintos a los de las potencias y del Consejo de Seguridad donde son hegemónicas por el poder de 
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veto. Aparece con fuerza el Consejo Económico y Social, la Conferencia sobre Comercio y 

Desarrollo en África. German Zea en 1966 expresa el interés de Colombia y América Latina por 

responder al responder al “espíritu anticolonialista de sus habitantes y al anhelo de que esta área 

del globo esté constituida por naciones libres, dueñas de su propio destino” (Zea, 1966, p. 1). 

Preocupado por la defensa de la ONU dadas las crisis que la han amenazado, detalla que la 

organización internacional ha contribuido a detener catástrofes que hubiesen sido irreparables para 

las generaciones presentes y futuras y ha avanzado en la superación de milenarios dolores que 

soporta la humanidad. Con sus fallas y debilidades Zea (1966) valora que aporta a preservar la paz 

y evitar la violencia, a promover la independencia y generar equilibrios entre bloques de naciones. 

En el balance, Zea (1966) reconoce que sus aportes en asistencia económica, técnica y cultural e 

incluso militar para aliviar la violencia y los fenómenos del subdesarrollo, no ha podido lograr que 

se supere el predominio de una minoría privilegiada y racista sobre grandes mayorías sojuzgadas. 

Problemas agudos como el desarme, el subdesarrollo y el atraso de vastas zonas de la Tierra chocan 

con la intransigencia de las potencias en su armamentismo. 

 

La fisión del átomo y el descubrimiento de la energía nuclear colocaron sobre el mundo la 

más grave amenaza contra la existencia misma de la especie, y hay un clamor universal 

para que esa amenaza, que cualquier día puede convertirse en realidad se aleje 

definitivamente. (Zea, 1966, p. 2) 

 

Para Zea (1966) los pueblos del mundo deben unirse para enfrentar el afán de los países 

desarrollados empeñados en aumentar y perfeccionar sus capacidades de destrucción. Ello lo 

enlaza directamente con la otra gran tarea que la Carta de San Francisco y la Declaración Universal 

de los Derechos del Hombre de 1948 le encargaron a la ONU. La fe en los derechos, dignidad, 

valor e igualdad de hombres y mujeres, de la persona humana y de las naciones grandes y 

pequeñas. Sobre los derechos humanos apunta que “hoy vemos como su violación repetida, 

escandalosa e inhumana, constituye otro de los factores ante los cuales se ha demostrado nuestra 

impotencia” (Zea, 1966, p. 2).  

 

A nombre de Colombia Zea (1966) propone que el país no puede continuar dividido en bloques 

antagónicos con posiciones inconciliables, ni por sentimientos nacionalistas. Zea (1966) critica 
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como falacia la propuesta de la paz como resultado de la cooperación internacional y la falacia de 

coexistencia pacífica porque considera que la paz y la violencia debe resultar de la comprensión y 

fraternidad entre los pueblos, de la educación en la juventud, del apoyo a los artistas y científicos 

y de la desaparición de la desigualdad y del desequilibrio económico. Citando las palabras del 

Presidente de Colombia, doctor Curtos Lleras Restrepo, expone. 

 

“Queremos unas naciones dueñas de sus destinos, que mantengan con el resto del mundo 

normales relaciones económicas y libertad para el movimiento de capitales; pero no 

economías de tipo colonialista, cualquiera que sea la apariencia de prosperidad que 

ofrezcan. Por eso hemos sostenido la necesidad de una política sobre la inversión extranjera 

que combine, armoniosa y justamente, los legítimos intereses de ésta con los permanentes 

de nuestras naciones, con lo que queremos y debernos ser". (Zea, 1966, citando a Lleras 

Restrepo, p. 4, 5, comillas en el original) 

 

Alfonso López Michelsen (1968) interviene en torno a la aplicación de la “Declaración sobre la 

concesión de la independencia a los países y pueblos coloniales” (p. 1). Recordando la Conferencia 

de Yalta del 4 al 11 de febrero de 1945, la de Dumbarton Oaks y reconociendo que 25 años son 

pocos frente a milenaria historia humana de dominación. López-Michelsen (1968) lamenta la 

persistencia del racismo en una región de África, pero confía, habla en nombre de Colombia, en 

que el racismo o la pretendida supremacía racial también desaparecerá del entorno nacional. López 

Michelsen (1968) inscribe en la esfera de la solidaridad humana los avances logrados por la ONU 

“en el desarrollo social, la economía, la salud, la cultura, la asistencia técnica y la política 

monetaria” (p. 17). López Michelsen (1968) denuncia con ahínco el juego de las potencias que 

usan a Estados pequeños para hacer del mundo un tablero de su juego. De ahí la emergencia de 

expresiones reprochables como equilibrio de poderes, esferas de influencia y propia seguridad. La 

doctrina de la balanza de poderes intereses, que López-Michelsen (1968) califica como anacrónica, 

emerge en las acciones de las superpotencias interviniendo en las esferas de influencia de otras. 

López Michelsen (1968) impugna tajantemente convertir a los Estados en fichas de las 

pretensiones de gendarmes de las potencias que defienden la democracia o el socialismo.  
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Tanto en el tema de la guerra y la cooperación para el desarrollo gana terreno un bilateralismo que 

en muchos casos es intervencionismo directo en términos de lo militar y lo económico, lo que a 

juicio de López Michelsen (1968) “agrieta a riesgo de destrucción los procesos de solidaridad 

universal, atenta contra la libertad de los Estados a la autodeterminación económica y confina a la 

ONU a papel de notario" (p. 18). Ríos de sangre resultado de la guerra fría son responsabilidad de 

los más importantes miembros de la ONU, que actúan al margen y consideran no estar obligadas 

por la Carta de 1945. El concepto de los derechos humanos se inscribe en una crítica profunda a 

los imperialismos de Estados Unidos y la Unión Soviética, al colonialismo y al racismo. López 

Michelsen (1968) Destaca los aportes de la ONU en el proceso de descolonización, como un logro 

que en alta medida es resultado de una mesa de negociación y no a través exclusivamente a través 

de la guerra.  

 

Ha sido una memorable hazaña en la crónica de estos cuatro lustros esta de desandar varios 

siglos de dominio de la raza blanca sobre otras razas, sin que la estabilidad política del 

mundo haya sufrido trastornos de tanta magnitud como aquellos que ocasionó la conquista 

de grandes sectores de Asia y África por las Potencias europeas. (López-Michelsen, 1968, 

p. 17) 

 

López Michelsen (1969) vuelve sobre las motivaciones fundacionales de las Naciones Unidas, 

revelando elementos de un cambio en la dinámica geopolítica acude a las palabras del delegado de 

la Unión Soviética para recordar que el proyecto de la Carta y de la DUDH se erigió en sus raíces 

contra el nazismo pese a las diferencias ideológicas. López-Michelsen (1969) examina 

críticamente la inversión de las potencias en la economía de la guerra, sumas tan grandes que 

colocan en crisis la economía mundial. Ahondando en el análisis, considera la gravedad de una 

economía de guerra que focaliza por razones militares el más alto nivel de desarrollo tecnológico 

en armas de destrucción masiva y en la consolidación de su respectivo complejo industrial militar. 

Parafraseándole plantea que la ONU y la humanidad se enfrenta a la pregunta por el destino de la 

educación, la ciencia, la técnica y la capacidad inventiva: la máquina de la guerra o la prosperidad 

universal (López Michelsen, 1969). 
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Este proceso económico no sólo devora el dinero de las grandes potencias, sino que 

determina todo el curso de los problemas contemporáneos: el de la pobreza, el de las 

diferencias raciales, el de la educación, el de la vivienda y el de los empleos, no sólo en el 

interior de los países que participan en la competencia, sino también de aquellos a los que 

se podría prestar más atención sin la perniciosa obsesión armamentista. (López Michelsen, 

1969, p. 5) 

 

López Michelsen (1969) considera los derechos humanos “en un proyecto de desarrollo que redima 

a la humanidad que sufre el hambre, la ignorancia, la enfermedad y el desempleo” (p. 5, 6). López 

Michelsen (1969) demanda en esta perspectiva el acceso a los mercados mundiales en condiciones 

no discriminatorias y no recíprocas, participación de América Latina en el mercado mundial como 

camino al desarrollo, trabajo complementario entre regiones atrasadas y desarrolladas, 

participación de los países del sur en el capital y la técnica y no solo abasteciendo materias primas, 

renuncia a las preferencias imperiales o postcoloniales, liberación del comercio que favorezca 

también a los países semi industrializados. 

 

López Michelsen (1969) reflexiona sobre los conflictos de Vietnam y el cercano oriente, le 

preocupa que su “solución esté supeditada a la acción de las potencias dejando por fuera a la ONU” 

(p. 5). A nombre de Colombia, López Michelsen (1969) pide convocar una reforma para actualizar 

la Carta de la ONU y recogiendo la voz del Comité de Desarme pide convocar una conferencia 

extraordinaria porque observando la relación entre Estados Unidos, Rusia y China Popular, 

considera que el “equilibrio de los poderes en el mundo actual no es el mismo de 1946” (López 

Michelsen, 1969, p. 4). Coincide con López Michelsen, el análisis de Alfredo Vázquez Carrizosa 

(1970) agregando que “América Latina es un actor esencial de la ONU y los esfuerzos de la 

construcción de un organismo internacional de los Estados” (p, 1,2). En este sentido, Vásquez 

(1970) defiende las tesis de los derechos humanos, la dignidad humana, la justicia económica y 

social, la paz y la prevención de la guerra entre los pueblos. Reafirmando la tradición con la 

cooperación internacional22 de Colombia la coincidencia con los principios de la ONU porque 

 
22 Alfredo Vázquez-Carrizosa señala que, en el Congreso de Panamá, celebrado del 22 de junio al 15 de julio de 1826, 

“se adoptó el primer tratado interamericano de solidaridad, de ayuda mutua y de respeto recíproco de la soberanía”. 

(A_PV-1846-ES, p. 1) 
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privilegian el criterio jurídico, la cooperación y la amistad para definir las fronteras, “sin pensar 

nunca guerras, invasiones y operaciones de conquista” (Vásquez, 1970, p. 1).  

 

Vazquez (1970) cuestiona la guerra fría, el armamentismo y realiza un agudo apunte sobre la 

contradicción entre la lentitud de los avances en las relaciones humanas frente a la velocidad de 

los cambios tecnológicos y científicos. La inseguridad, la miseria y la guerra siguen siendo parte 

de las dinámicas internacionales. “Nos hallamos ante una escala progresiva de los gastos para los 

cohetes intercontinentales y regresiva para el monto de la ayuda a los países-en desarrollo, que en 

este año conserva los niveles de 1961” (Vázquez, 1970, p. 6).  

 

Vazquez (1970) enfatiza en los problemas de desigualdad en el crecimiento, el desarrollo y el 

ingreso entre los países periféricos y los países industrializados. Mientras advierte de la situación 

de los derechos humanos amenazados por el aumento la deuda externa y el servicio de la deuda 

que deben pagar los países más pobres. Para Vazquez (1970) “la prosperidad al lado de la pobreza 

causará inconformidad y violencia” (p. 7). La división entre países ricos y pobres y la creación de 

bloques comerciales exclusivos solo traerá más frustraciones y decepciones.  

 

La última guerra mundial fue una clara demostración de que no hay lugares inmunes sobre 

la tierra, lo que ya nadie discute en esta época de la tecnología y de la ciencia, cuando se 

ha realizado la mayor aventura del hombre para viajar a otros espacios. Desde entonces, el 

poder destructor de las armas se ha perfeccionado al máximo y el planeta nos parece más 

pequeño que antes, más densamente poblado y más expuesto al peligro de una devastación 

universal. (Vásquez, 1970, p. 3) 

 

Coloca la necesidad de un cambio en el funcionamiento de la ONU y por lo tanto replantea el 

escenario para los derechos, proponiendo que para el cumplimiento de las responsabilidades de la 

ONU (Vásquez, 1970) “es necesario fortalecer, vigorizar, extender y capacitar los sistemas 

regionales, lo que para América Latina se inscribe a la OEA” (p.2). Cuestiona duramente la teoría 

de la seguridad colectiva por inoperante dado que está anclada a la voluntad de unos pocos países 

del Consejo de Seguridad debido a su poder. Vazquez (1970) critica que la misma Carta de las 

Naciones Unidas haya sido elaborada tanto en San Francisco en 1942, como en Dumbarton Oaks 
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en 1944 y en Yalta en 1945 por las potencias, obligando a los demás países a “admitir todo un 

conjunto de reglas sobre las cuales no se consideraba admisible ninguna especie de enmienda” 

(Vásquez, 1970, p. 3). Sobre la experiencia de las últimas décadas, Vazquez (1970) a partir de 1945 

exige la Carta de Naciones Unidas para desarrollar las discusiones necesarias sobre los principios 

del derecho internacional, el sistema preventivo de la guerra, la calificación del agresor, la garantía 

de efectividad de los derechos humanos y arreglo pacífico de las diferencias internacionales. 

 

Vazquez (1970) inscribe los derechos humanos a un largo camino de tempestades, enemistades e 

incomprensiones de siglos que no son ajenos a la ONU. Se requirió andar el camino de la 

conciencia, las utopías, los razonamientos hasta llegar a las instituciones actuales. “Las Naciones 

Unidas obedecen a una utopía de la fraternidad humana y a una filosofía de la convivencia entre 

los pueblos con el respeto de las reglas del derecho internacional” (Vázquez, 1970, p. 7). Esa utopía 

hoy tan imperfecta y criticada tiene avances significativos respecto a lo que se tenía 25 años atrás. 

Se ha avanzado dice el canciller. Alfredo Vázquez-Carrizosa Colombia ante la Asamblea General 

de la ONU en 1971 plantea la esperanza del fin de la guerra fría que permita superar los 

desequilibrios políticos, económicos, sociales, la miseria, los desplazamientos y las desavenencias 

entre las Potencias vencedoras de la II Guerra Mundial (Vázquez, 1971, p. 17,22). Para el canciller 

la guerra fría afectó dos cuestiones fundantes de las Naciones Unidas, primero, esta sería un foro 

para la unidad de acción, segundo, en el Consejo de Seguridad se debía tratar lo relacionado con 

la guerra y la paz. Pero no fue así entre 1946 y 1971.  

 

Seguridad, desarme, arreglo pacífico de las diferencias, fueron tres intenciones aclamadas 

al terminar la primera guerra mundial. Eran los índices de la esperanza. Hoy reiteramos 

esos propósitos y les añadimos el clamor de una humanidad hambreada, para que, por 

medio de la cooperación internacional, hallemos las fórmulas eficaces del desarrollo 

armónico de los continentes, con la justicia social y el respeto a los derechos humanos. Las 

Naciones Unidas son todavía una tierra de esperanza en un mundo mejor. (Vázquez 

Carrizosa, 1971, p. 7) 

 

El concepto derechos humanos se reafirma en los principios fundacionales de la ONU pero inscrito 

en una geopolítica diferente. Los acercamientos entre Europa y la URSS, Estados Unidos y China 
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con la posibilidad de superación de las diferencias de occidente y el este. En particular la relación 

entre USA – China advierten el ingreso de China de Pekín en la ONU y la aceptación por parte de 

Colombia tesis de las dos Chinas evitando la confrontación y el regreso del derecho internacional 

a 1815 y la lógica de dominio de Santa Alianza. Rememorando el principio romano la paz se hace 

preparando la guerra considera que en el marco de un potencial conflicto en Estados con un poder 

atómico devastador se debe reconsiderar y más bien pensar: si queréis la paz, preparad la paz. 

Consciente del fracaso de las ideologías en la unificación del mundo, refiere que la realidad 

internacional impone “admitir el pluralismo ideológico y la diversidad de doctrinas políticas y 

sociales” (Vázquez, 1972, p. 18) y que ese entorno se afirmen los principios de la libre 

determinación de los pueblos y de no intervención. 

 

En este sentido, Vazquez (1972) defiende el reforzamiento de los acuerdos regionales de seguridad 

colectiva, incluso para resolverlos antes que llevarlos al Consejo de Seguridad. Además, plantea 

como escenario propicio para la DUDH la Corte Internacional de Justicia como institución de 

“salvaguardia de los derechos humanos en el mundo” (Vázquez, 1972, p. 20). Al respecto consigna 

ante la Asamblea General de la ONU en 1972 que con el ingreso de la República Popular de China 

se abre camino a la multipolaridad política internacional, “se ha sustituido el juego de balanza 

entre las dos superpotencias, los Estados Unidos y la Unión Soviética, por una noción triangular 

de las decisiones mundiales” (Vázquez, 1972, p.4). Para el Canciller este nuevo triángulo se debe 

leer también como parte del proceso político que deja atrás el eurocentrismo a favor de la 

universalidad y la representatividad pues el avance de la descolonización global se traduce en el 

surgimiento de Estados independientes que se inscriben a la esfera de las Naciones Unidas. “En 

nuestra época se han emancipado más de 60 naciones que eran simples colonias hasta la última 

guerra mundial, y este proceso irreversible no puede ser interferido con las intervenciones, que 

crean situaciones ficticias” (Vázquez, 1972, p.4), aunque advierte sus temores a los “convenios 

tácitos entre las grandes Potencias” (p.5) que ponen en riesgo a la ONU. 

 

Según Vazquez (1972) el Pontífice de la Iglesia Católica Juan XXIII a través de la Encíclica Pacem 

in Terris esbozó la verdadera coexistencia pacífica entre los pueblos, porque propone equilibrio 

entre derechos y deberes, respeto de las minorías, ordenación jurídica armónica con el orden moral 

y el bien común, y justicia económica. Un escenario que para los derechos exige superar las 
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pretensiones de exportar revoluciones e imponer una ideología con las armas. “La intervención es 

una modalidad de la guerra fría que tiende a ser superada como una política del pasado” (Vázquez, 

1972, p. 18), y agrega que vivimos en una época en que las negociaciones entre las naciones “con 

diferentes ideologías, como una manera de liquidar la guerra fría y como un sustituto de la fuerza 

para resolver las situaciones que puedan conducir a los pueblos a los grandes conflictos (Vázquez, 

1972, p. 17,18). Vazquez (1970) pondera la importancia actual de la libertad del Estado con la 

libertad del pensamiento del ciudadano en el sentido del derecho a disentir por parte de los Estados 

pequeños ante las potencias y su poder atómico, sus grandes ejércitos, sus capacidades de guerra, 

bombardeo y aniquilación.  

 

Aparece en el contexto el problema del terrorismo como cuestión que para Colombia no es 

soslayable. Además de insistir en la importancia del desarme para las grandes potencias y los 

medianos y pequeños países, refiriendo lo sucedido en Juegos Olímpicos de Múnich, Vazquez 

(1972) opina que esa nueva forma de guerra entre naciones complejiza la política nacional e 

internacional porque es una confrontación bélica sin campo y actores definidos. “Colombia 

condena la violencia bajo cualquiera de sus formas” (Vázquez, 1972, p. 4). Rechaza la relación 

deporte – terrorismo y otros fenómenos como el abuso de las drogas y el envilecimiento del aire. 

Vazquez (1970) llama a las naciones a unirse para erradicar todas las formas de violencia sobre la 

base del pluralismo ideológico, económico y social. A la luz de lo cual defiende el intercambio 

mundial económico y social y de comunidades de políticas económicas23, especificando los 

avances industriales conjuntos. 

 

El régimen político de ningún país puede ser un artículo de exportación. Si admitimos esta 

verdad irrefutable en nuestro tiempo, habremos avanzado grandemente para edificar un 

nuevo orden internacional caracterizado por la mutua tolerancia y respeto a los derechos 

humanos y por el ejercicio común de la libre determinación de los pueblos. (Vázquez 

Carrizosa, 1972, p. 5) 

 

Vazquez (1972) no simplifica su análisis del terrorismo, “considerando lo formulado en la 

Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo (UNCTAD) en Ginebra 1964, 

 
23 Menciona el avance para la Comunidad Andina, pero nada dice de Cuba. 
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Nueva Delhi 1968 y Santiago 1972” (p. 6), Vazquez (1972) hace críticas fuertes al manejo de la 

política monetaria internacional que excluye a los países más pequeños que convierte a la 

democracia en mero esqueleto sin vida, sin acción, de protocolo y meramente literaria. “El mal 

precedente de que unos pocos y grandes Estados tengan facultades decisorias sobre cuestiones 

monetarias internacionales que interesan a todos los países debe ser considerado como una práctica 

pretérita que no debe repetirse” (Vázquez, 1972, p. 7). En el contexto del asesinato del Salvador 

Allende y la muerte del poeta Pablo Neruda, deplora los hechos y extiende las críticas al sistema 

internacional en su conjunto, no solo de la política monetaria, también al momento actual de las 

relaciones internacionales, las que discurren entre la “confrontación y la aproximación espiritual, 

política y económica de los continentes” (Vázquez, 1973, p. 12). 

 

Panorama en el cual los derechos humanos adquieren una dimensión asociada al análisis de los 

cambios científicos y tecnológicos que impactan las dinámicas globales. Para Vásquez Carrizosa 

(1973) la comunicación que hace posible intercambiar datos en segundos entre lugares muy 

distantes, que permite recorrer distancias intercontinentales e incluso explorar el espacio 

ultraterrestre desde una dinámica planetaria,  al mismo tiempo alimenta rivalidades y enemistades 

de dimensión planetaria y alcances políticos, económicos y sociales. Vázquez (1973) describe el 

momento histórico como de búsqueda de una nueva época de cooperación internacional que 

reclama el colonialismo y el rechazo de las discriminaciones raciales por ser instituciones de 

épocas pretéritas contrarias a la dignidad de los pueblos subyugados. “Nuestro tiempo reclama, en 

efecto, la mayor asociación entre todos los continentes, entre todos los pueblos y todas las razas” 

(Vázquez, 1973, p. 13). 

 

Vázquez (1973) insiste en el peligro de las armas de destrucción masiva a partir de lo planteado 

por la ONU desde 1968 y en el Tratado de Moscú de 1963, cuando se prohibió los ensayos de 

armas nucleares en la atmósfera debido a la generación de emanaciones de radioactividad. Los 

derechos humanos adquieren un escenario nuevo de defensa, esto es, “la consideración de los 

efectos nocivos de tales ensayos en la ecología de los mares y de los continentes” (Vázquez, 1973, 

p. 14). Esta dimensión convoca a evaluación las relaciones internacionales, la cooperación 

internacional y los demás problemas que amenazan la seguridad desde la perspectiva de considerar 

la paz en sus dimensiones política, económica, social y cultural (Vázquez, 1973, p. 15, 16, 17). 
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Vázquez (1973) llama a la construcción de los derechos humanos en perspectiva de una paz justa 

y duradera que realmente vaya más allá de los tiempos del colonialismo del siglo XIX y se ocupe 

de los derechos de los “hombres” como la vida, la seguridad económica y la defensa del medio 

ambiente. 

 

Finalmente, a Colombia le preocupan, como aspecto esencial, la suerte de los derechos 

humanos en el hemisferio y en el mundo y las garantías que deben rodear la dignidad de la 

persona humana. Miramos con dolor ciertas situaciones en las cuales desaparecen por 

completo los principios que creíamos bien anclados en la civilización contemporánea. 

(Vázquez, 1973, p. 16)  

 

En el mismo orden argumentativo para los derechos humanos, Aurelio Caicedo Ayerbe (1974) en 

su intervención ante la Asamblea General de la ONU en 1974 califica el año como denso en 

acontecimientos que afectan a la vida humana y las relaciones de los pueblos, especialmente por 

la tensión entre países industrializados y en desarrollo por el crecimiento de la inequidad entre 

potencias económicas y tecnológicas y el intercambio de materias primas, petróleo y producción 

industrial en un contexto de “distorsiones del mercado mundial, con la crisis financiera y con la 

alteración de muchos precios” (Caicedo Ayerbe, 1974, p. 365). Para Caicedo Ayerbe (1974) las 

tensiones han animado la solidaridad global logrando una unidad significativa entre los pueblos 

del tercer mundo, los débiles en igualdad de voz dada la innegable evidencia de la interdependencia 

entre todos los pueblos de la tierra. Sin embargo, anuncia tres amenazas grandes contra los avances 

logrados: inestabilidad e incertidumbre monetaria, malas cosechas e inflación global. 

 

Para Caicedo Ayerbe (1974) los acuerdos de bienestar y desarrollo logrados apenas unos meses 

atrás están amenazados porque incluso los Estados poderosos con el poder para definir las 

realidades de la paz y la guerra, la seguridad colectiva y el control del comercio enfrentan una 

crisis económica mayor colocándose en riesgo la misma estabilidad política del planeta con el 

agravante de que los mayores riesgos de hambre pueden significar mayores niveles de conflicto 

por la intensificación al interior de los pueblos más pobres de los antagonismos ideológicos. Por 

lo mismo, defiende la legitimidad del espacio de la ONU para cualquier decisión colectiva por 

encima de los acuerdos de bloques o regionales. “Y en esto reside la más grande reserva de las 
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Naciones Unidas: ellas corresponden a un molde mental que trasciende culturas, ideologías y 

costumbres” (Caicedo Ayerbe,1974, p. 366). 

 

Citando el párrafo 3 del Artículo 1 de la Carta de las Naciones Unidas que plantea la relación entre 

desarrollo económico y "estímulo del respeto a los derechos humanos" (Caicedo Ayerbe, 1974, 

p.366) convoca a la necesidad de que las 138 naciones asociadas a la ONU revisen y actualicen el 

estatuto, porque si bien fue pertinente para posguerra en 1945, ya no lo es en 1974 porque la noción 

de soberanía se evidencia arcaica en cuestión del manejo de los recursos naturales. En el mismo 

sentido se reitera que Colombia se dispone para esa tarea ardua y solidaria, manifestando una gran 

fe en la fuerza de las ideas señalando que la libertad es real y tangible como el aire, pero que “la 

libertad aspira al pan, a la seguridad y al bienestar, y termina por identificarse con ellos” (Caicedo 

Ayerbe, 1974, p. 368). Aquí hay una tensión importante entre el concepto de derechos humanos 

clásico que soporta en el Estado el sujeto central a una extensión de la obligación a la comunidad 

internacional. Haciendo memoria del canciller López Michelsen, llama a responder a la necesidad 

de renovar la Carta de San Francisco, no destruirla sino reestructurarla. Es un llamado a responder 

a las nuevas dinámicas globales24, incluidas las cuestiones del control de la ciencia, la tecnología 

y el conocimiento o su transferencia solidaria y no condicionada. 

 

Nociones como la comunidad de los fondos marinos, el espacio ultraterrestre y sus 

múltiples usos reclaman un sitio en nuestra Carta, como también el equilibrio biológico y 

la lucha contra la contaminación ambiental, pues el derecho al equilibrio ecológico no es 

patrimonio de una generación aislada y estamos en peligro de ser juzgados por la posteridad 

como devastadores del planeta. (Caicedo Ayerbe, 1974, p. 366) 

 

Indalecio Liévano Aguirre (1975) aborda este debate en términos de las relaciones internacionales 

entre “países avanzados y los pueblos en desarrollo” (p.49, 89) encarando de entrada los 

 
24 Para Caicedo Ayerbe (1974, A_PV-2251-ES -, p. 366) hay otras dos cuestiones mayores son centrales en el siglo 

XX: urbanización acelerada hasta constitución de innumerables megápolis e irrupción de la mujer en la vida 

económica, social y política. Respecto a la segunda menciona las alteraciones que la irrupción femenina ha traído en 

cuanto a estructura familiar, la cultura, la mentalidad, actitud y tareas en la vida del hombre, la pareja humana, las 

funciones domésticas y sociales, el influjo en el hogar y la comunidad. Remite a la Conferencia Mundial de Población 

de Bucarest donde se trató la maternidad responsable, el derecho al control de la fecundidad, el papel en la vida 

moderna de la mujer y la identidad femenina biológica y psicológica. 
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argumentos que señalan a los pueblos tropicales de inmadurez política e imprecisión conceptual. 

Inscribe esos argumentos contra el sur como parte de la disputa de los pueblos de la ONU por 

“encontrar un nuevo equilibrio político y económico del mundo” (Liévano Aguirre, 1975, p. 489). 

Para enfrentar el argumento Liévano Aguirre (1975) señala que los países del sur reclaman las 

promesas de la ONU en el espíritu de la Carta del Atlántico firmada en agosto de 1941, en la cual 

se dijo que “había principios comunes que sentaban esperanzas de un futuro mejor para el mundo” 

(p. 489,490), como la no expansión territorial ni otra forma de expansión, el respeto a los cambios 

territoriales expresados libremente por los pueblos, la soberanía en la elección de la forma de 

gobierno, el acceso sin discriminación al comercio y a las materias primas del mundo para procurar 

la prosperidad y la colaboración entre naciones en lo económico y la seguridad social. Búsquedas 

que se establecieron cuando la guerra se desarrollaba en contra de un “enemigo cuya filosofía 

política expresaba la negativa brutal de los poderosos a reconocer derechos a los pueblos de otras 

razas y a los países en procesos retardados de desarrollo” (Liévano Aguirre, 1975, p. 490).  

Compromisos que se establecieron entre 51 Estados en el nacimiento de la ONU y que en 1975 

incluían a las 141 de la Asamblea General. 

 

Liévano Aguirre (1975) interpela a las grandes por olvidar que en su momento la cuestión de la 

participación de las clases proletarias y su ascenso en el poder político y social fue parte de sus 

realidades históricas, mostrándose sorprendidas porque los pueblos del mundo se pronuncian 

frente a la desigualdad internacional y los problemas de autonomía. Desarrollando el debate el 

presidente de la Asamblea General de la ONU, el diplomático Colombia Liévano Aguirre (1975), 

cuestiona la contradicción de los argumentos de las potencias del norte, porque al tiempo que 

atribuyen exclusivamente a los pueblos de las potencias y a sus sacrificios el poder, la riqueza y el 

bienestar del que gozan, culpan a los pueblos del sur de la realidad de su rezago por dejar “pasar, 

sin aprovecharlas, las oportunidades de progreso que frecuentemente les ha ofrecido la historia” 

(Liévano Aguirre, 1975, p.490). Liévano Aguirre (1975) exige no cuestionar a las naciones 

rezagadas ni por sus planteamientos, ni por sus discrepancias, porque las realidades del norte y del 

sur no son homogéneas ni en su grado de desarrollo, ni en su grado dependencia.  

 

A renglón seguido y sin matices Liévano Aguirre (1975) encara la responsabilidad a la existencia 

de un establecimiento mundial que privilegia la configuración de desequilibrios en los mecanismos 
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del mercado internacional a través de doctrinas económicas, interferencias de poder y filosofías 

que defienden ideas de superioridad racial que siembran desigualdades y concentración de riqueza 

en otros lugares de la Tierra para que sus propios pueblos gocen de cierta equidad. A propósito del 

desarrollo de las naciones del norte expone: 

 

No es producto exclusivo de las virtudes, el ingenio y la ética económica de que 

frecuentemente se jactan, sino también del afianzamiento a escala internacional de un orden 

de relaciones entre los pueblos del planeta, entre el sur y el norte, entre las zonas templadas 

y las zonas tropicales, en el cual la equivalencia del valor de sus productos fue determinada, 

en alto porcentaje, por procedimientos coactivos y con frecuencia predatorios. (Liévano 

Aguirre, 1975, p. 490, 491) 

 

Liévano Aguirre (1975) reclama un foro de debate en el cual las exigencias no sean las mismas 

para las potencias que gozan de opulencia, riqueza acumulada y bienestar y para las naciones que 

han sufrido de sojuzgamiento y malos pagos a sus riquezas y trabajo. Liévano Aguirre (1975) 

observa que en manejo de la deuda a las naciones del sur se les cobra proporciones colosales 

mientras se defiende que las naciones del norte no les exija pagar mejores precios por las materias 

primas y los combustibles. Sentencia que no existe entre las potencias el interés de una 

“distribución más equilibrada de la riqueza y del progreso económico en el mundo” (Liévano 

Aguirre, 1975, p. 491). Esta preocupación se extiende a la distribución internacional del trabajo 

pues las potencias disponen y monopolizan tecnología altamente refinada e industrias complejas 

y avanzadas mientras al sur se le designa aceptar que sus procesos de industrialización estén 

sometidos a los lineamientos de los sindicatos del norte y al poder de las empresas transnacionales 

que no enfrentan ni freno, ni controles por parte de los países donde tienen su casa matriz. Además, 

Liévano Aguirre (1975,1976) reprocha a los medios de comunicación de las grandes potencias 

porque su discurso se ha concentrado en señalar las debilidades de la ONU ocultando que los 

problemas más graves tienen asiento en los poderes nucleares que en su confrontación niegan a las 

instituciones internacionales toda acción. En ese discurso culpa del agotamiento de la edad dorada 

de la ONU a las naciones nuevas, bajo el supuesto de que las relaciones internacionales antes de 

la II Guerra Mundial eran ideales, premisa falsa que corresponde un mundo de relaciones preguerra 

económica y política satisfactorias, cuya única amenaza a las aspiraciones de la civilización, el 
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orden internacional y las aspiraciones de los pueblos eran “regímenes totalitarios” (Liévano 

Aguirre, 1976, p. 41).  

 

En este sentido, los derechos humanos se comprenden en un contexto internacional de cambio en 

la disposición geopolítica del sur frente a las exigencias o imposiciones del norte. Se presenta una 

tensión latente entre bienestar y desperdicio en las naciones desarrolladas y bajos ingresos y 

estancamiento en el crecimiento de los pueblos en desarrollo. “La resignación de las naciones que 

aceptaban precios irrisorios por el trabajo de sus gentes se ha modificado sustantivamente” 

(Liévano Aguirre, 1975, p. 491). Vislumbrando las oportunidades que para la humanidad significan 

las riquezas del mar, del fondo marino, de los distintos estratos geológicos, de la órbita sincrónica 

geoestacionaria para los satélites y del espacio ultraterrestre, a su vez avisa de las posibilidades de 

graves conflictos si esas riquezas no se manejan en procura de la exploración y utilización pacífica 

de los recursos terrestres y ultraterrestres. 

 

Las Potencias vencedoras de la guerra asumieron que sus decisiones en materia de mecanismos 

democráticos y de distribución de la riqueza seguía buen curso manteniendo las lógicas de 

dependencia y desigualdad, por encima de la promesa hechas en tiempos de guerra de construir un 

nuevo orden. Concluida la guerra lo que sucedió fue el alinderamiento de bloques de potencias y 

la guerra fría. Pero en el mundo se presentaron grandes cambios en el orden económico y social y 

con ello los foros donde se discute entre naciones se enfrentan a tensiones, no por inmadurez de 

los nuevos Estados o por falta de conocimiento de los mecanismos sino porque en el juego de 

ambiciones e intereses las potencias ahora tienen interlocución con las naciones en desarrollo que 

reclaman su lugar y con las cuales también debe construirse el consenso del orden internacional, 

sino es así, el que decreten e impongan sin contar con los pueblos empobrecidos no tendrá ni 

legitimidad ni estabilidad. Para Liévano Aguirre (1977) “la situación es crítica está a punto de 

derivar en la confrontación entre países desarrollados y en desarrollo” (p. 407, 408). Aunque 

Liévano Aguirre (1977) reconoce el esfuerzo de las sociedades por alcanzar su desarrollo, llama a 

comprender que históricamente esas condiciones fueron consecuencia de procesos coactivos, 

monopólicos y predatorios. 
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Como representante de Colombia, sólo me es dable expresar en este foro, prestigiado por 

la palabra de personalidades eminentes, la esperanza de mis compatriotas de que no 

predominarán, en las Potencias de oriente y de occidente, las fuerzas interesadas en impedir 

la remoción de los obstáculos que están represando peligrosamente la posibilidad de 

encontrar un nuevo y más satisfactorio nivel de equilibrio entre el mundo opulento y el 

mundo empobrecido, entre los pueblos ricos y las inmensas masas pauperizadas del 

planeta, sobre cuya inconformidad no se puede construir un orden internacional duradero. 

Ojalá que no se ceda a la tentación de pensar que el poder y la fuerza constituyen 

instrumentos efectivos para perpetuar antiguas situaciones de privilegio. En la era nuclear 

no habrá tiempo para una nueva Carta del Atlántico, destinada a obtener el respaldo de los 

pueblos, cuya adhesión no se supo ganar a tiempo, a fin de incorporarlos a una comunidad 

internacional menos expuesta a las tensiones, desigualdades y conflictos que hoy 

mantienen al mundo caminando sobre el filo de la navaja. (Liévano Aguirre, 1975, p. 493) 

 

Diego Uribe Vargas por Colombia ante la ONU en 1978 cuenta en esta ocasión con una 

circunstancia particular, Indalecio Liévano Aguirre ocupa la presidencia de la Asamblea. “Sr. 

Presidente, para mi país es singularmente grato saludar a usted y congratularlo por su elección 

como Presidente de la Asamblea General de las Naciones Unidas en su trigésimo tercer período de 

sesiones” (Uribe Vargas, 1978, p. 691). Uribe Vargas (1978) retomando las palabras del presidente 

de la Republica plantea que frente la necesidad de acuerdos del desarme, limitación de materiales 

de destrucción masiva, reorientación de la tecnología, sumada a la lucha contra la comercialización 

de armas con las naciones del tercer mundo, propone que Colombia busca participar activamente 

de la “forja del nuevo orden económico internacional” (Uribe Vargas, 1978, p. 692). Cuyas 

características en perspectiva de los derechos humanos incluyen relaciones diplomáticas y 

comerciales con los países del tercer mundo, construcción de un nuevo orden económico, creación 

de vínculos entre naciones para superar los factores externos que condicionan su progreso, rechazo 

a la línea que divide a países pobres y ricos según el aspecto tecnológico y búsqueda de 

transferencia e intercambio de conocimientos científicos y tecnológicos en función del desarrollo. 

 

Considerando que la Carta de San Francisco justifica la existencia de las Naciones Unidas en el 

propósito de defender la vida y la “dignidad y el bienestar de los pueblos” (Uribe Vargas, 1978, p. 
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693). De igual manera, Uribe Vargas (1978) considera que para la salvaguarda de los derechos 

civiles, políticos, económicos, sociales y culturales, además de cumplir con los mandatos de la 

Convención internacional sobre la eliminación de todas las formas de discriminación racial, es 

imperativo movilizarse por las víctimas asumiendo que la labor de los organismos internacionales 

en “en materia de derechos humanos no puede considerarse como acto violatorio del principio de 

no intervención, porque ello se hace en desarrollo de obligaciones convencionales” (Uribe, 1978, 

p. 694). El contexto internacional es a juicio de Uribe Vargas (1979) “de amenaza a la paz mundial 

sino la ONU no preservar la seguridad en los cinco continentes en el espíritu de la Carta” (p. 419), 

es decir, acortando las distancias en el desarrollo de las naciones, reemplazando la política del 

poder por la dignidad humanos y los derechos fundamentales.  

 

Carlos Lemos Simmonds (1981) “reivindica la deliberación y el diálogo y condena la guerra como 

recurso aleatorio y terrible que deja pesadumbre, desolación y rencor” (p. 719). Asombrado de una 

humanidad no ha aprendido de su larga historia que la paz, las conquistas y las alianzas son frágiles, 

precarias e inconsistentes si se logran por medio de la guerra. De la guerra expresa que además de 

costosa y atroz es ineficaz para el logro de los fines de la ONU y destructora de la juventud que 

regresa de ella “mutilada, colérica y deshecha” (Lemos Simmonds, 1981, p. 719). En su crítica a 

la guerra asocia la crisis del derecho internacional al armamentismo, el crecimiento bélico, la 

industria de la guerra y la promoción de la seguridad de las armas para la defensa nacional e 

internacional. Lemos Simmonds (1981) agrega que la crisis en el derecho internacional tiene 

impacto en las relaciones políticas y en las relaciones económicas internacionales, minando la 

confianza en la ONU, hasta el momento incapaz de “establecer un nuevo orden económico 

internacional” (p. 722). 

 

A efectos de advertir los riesgos de la desarticulación de la cooperación internacional Lemos 

Simmonds (1981) analiza los efectos en “la administración pública internacional, las 

telecomunicaciones, el transporte, la economía, las finanzas, la meteorología, la salud, la 

alimentación, la educación, el trabajo, la ciencia, la cultura, la navegación, la energía y el 

comercio” (p. 722). Incluso considera “el manejo del espacio ultraterrestre y a la órbita 

geoestacionaria” (Lemos-Simmonds, 1981, p. 723) destacando que es un recurso escaso que debe 

discutirse en una conferencia internacional que diserte sobre un del espacio congruente, equitativo 
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y armónico para la exploración y utilización del espacio ultraterrestre, la Luna y demás cuerpos 

celestes en beneficio común, previniendo que a este ámbito nuevo para la humanidad reproduzca 

en la órbita del planeta Tierra y el cosmos las sujeciones, desigualdades, desventajas y hechos 

cumplidos del orden económico mundial. 

 

Sin embargo, el discurso de Lemos-Simmonds (1981) también permite comprender que “en el 

ámbito de los derechos humanos, la búsqueda de la paz y la seguridad internacionales” (p. 720), 

además de proclamar las sencillas pero importantes reglas de la igualdad entre naciones, “la libre 

determinación, la no intervención, el cumplimiento de buena fe de los tratados, la solución pacífica 

de controversias y la prohibición de atentar contra la integridad e independencia política, 

Colombia” (Lemos-Simmonds, 1981, p. 721) el Estado de Colombia y sus gobiernos nacionales 

nunca tomaron distancia estratégica de los intereses ideológicos de los Estados Unidos. Su defensa 

de las reglas de la Carta de las Naciones que fueron en buena medida aporte de Latinoamérica y 

su denuncia de la crisis por el uso acomodaticio, cínico, de franco expansionismo y habilidoso 

maniobrar de gobiernos, sistemas e ideologías políticas, se debe entender comprendiendo que sus 

argumentos se asientan y concentran en la crítica al apoyo económico, político y militar a las 

organizaciones extremistas y a los grupos terroristas militantes de sistemas e ideologías 

subversivas que actúan contra los gobiernos democráticos. 

 

Sintetizando, los discursos de los voceros oficiales de Colombia ante la Asamblea General de la 

ONU evidencian la disputa internacional por el concepto de derechos humanos en el contexto de 

la guerra contra el nazismo, de la guerra fría y el imperialismo de las potencias estadounidense y 

soviética. Un concepto que se amplía y contrae en el marco de la disputa entre capitalistas y 

comunistas, entre cristianos y materialistas, pero también, entre las profundas diferentes entre las 

naciones del norte y del sur.  

 

La guerra, la economía y las relaciones internacionales que los conflictos humanos involucran 

configuran el concepto de los derechos humanos a los intereses geopolíticos, económicos, 

culturales e ideológicos de las naciones opulentas y de las naciones empobrecidas. La meta inicial 

de los derechos humanos de derrotar al nazismo y al fascismo se complejiza cuando un sector lo 
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usa para derrotar al capitalismo, otro para destruir el socialismo y otros lo reclaman para construir 

un nuevo orden económico internacional libre del colonialismo y el racismo.  

 

De la pretendida derrota del enemigo común se transita a la construcción de nuevos enemigos y a 

la fractura de los Estados en bloques globales, entre los cuales el Estado de Colombia siempre 

mantuvo su alianza estratégica con la civilización occidental capitalista y cristiana, estableció 

alianzas tácticas con los Países No Alineados y nunca contempló articulación alguna con el 

proyecto soviético, al que condenó y rechazó como aliado y que reconoció únicamente en 

perspectiva del pluralismo ideológico necesario para evitar la hecatombe de la guerra nuclear.  

 

En el siguiente aparte del capítulo II pasamos de estudiar los discursos de los diplomáticos 

colombianos en la Asamblea General de las ONU, a rastrear la acción de las agencias de la ONU, 

sus expertos y técnicos en la institucionalidad del Estado colombiano. En específico, se analiza el 

caso de fortalecimiento del sistema de estadísticas nacional. 

 

4.2. Naciones Unidas en la configuración institucional de mediados del siglo XX en Colombia 

 

En este aparte se realiza un acercamiento al proceso de fortalecimiento institucional del sistema 

de información estadística de Colombia. Cuestión importante para la investigación porque muestra 

la incidencia directa de la Organización de las Naciones Unidas en la configuración del Estado 

colombiano, tanto en términos de la estructura institucional, pero sobre todo, en el marco teórico 

y conceptual. Siendo de particular importancia para el concepto derechos humanos la cuestión 

asociada a la estratificación social, pues establece unos parámetros de clasificación y segregación 

de las personas y comunidades que produce profundos impactos en la concepción de seres 

humanos que existen en el territorio nacional, sobre todo urbano. 

 

Un hecho puede rastrearse en 1947 en la ciudad de Washington, durante la Conferencia Mundial e 

Interamericana de Estadística, donde el Contralor de Colombia planteó que la importancia de la 

cooperación estaba en materia técnica, de obras y de desarrollo regional dentro de la organización 

universal. Destaco como ejemplo la planeación internacional del Censo de las Américas de 1950 

y el Censo Mundial Agropecuario, éste último con la FAO.  
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El Censo de 1950 contribuirá, sin duda alguna a estrechar los lazos de la solidaridad 

continental al presentar al conocimiento y estudio del universo las cifras demográficas de 

un hemisferio que aspira con derecho a dirigir un ciclo de la historia y a dibujar los perfiles 

de una nueva cultura. (Procuraduría General de la República, 1948, p. 3) 

 

Y, a la luz de esta dinámica de unidad política del continente, el contralor de Colombia Palacio 

Ruedas (Conferencia Mundial e Interamericana de Estadística, 1947) auguró que las acciones 

articuladas internacionalmente en términos de enseñanza y educación estadísticas, estadísticas 

culturales, económicas y otras operaciones estadísticas, como beneficiosas. Valoración que resulta 

significativa, para efectos de la investigación y del concepto de derechos humanos, toda vez que 

las estadísticas se hacen sobre las personas o con relación a procesos que involucran directamente 

a las personas humanas. Los criterios que se establezcan para lo estadístico tienen implícita y 

explícitamente una concepción sobre el derecho de los derechos humanos. 

 

En este orden de ideas, continua el contralor de Colombia Palacio Ruedas planteando que dado 

que la cooperación económica continental demanda un mínimo de comparabilidad en los datos 

que pudieran obtenerse a efecto de facilitar las investigaciones correspondientes por zonas de 

actividad económica (Conferencia Mundial e Interamericana de Estadística, 1947), se acordaron 

entre las Naciones Unidas y el Estado de Colombia -DANE- un conjunto de conceptos, variables 

y demás aspectos asociados al proceso de planeación y realización de los censos e igualmente una 

vez levantada la información, en la etapa de análisis de la información sometiéndola al escrutinio 

técnico necesario y posteriormente en la etapa de compartir o difundir la información con las 

instituciones, la sociedad y la comunidad internacional. 

 

Así, el Censo de Población colombiana se realizó el 9 de mayo de 195125, aunque inicialmente 

estaba planeado para 1950. El aplazamiento obedeció a razones de inestabilidad estatal y 

gubernamental, incluyendo el cambio sobre el tiempo del Procurador General de la República. De 

hecho, la publicación de los resultados no fue aprobado por el Congreso como ordenaba el artículo 

 
25 En el censo de población de 1951 se identifica un grupo específico de población, fuera de hombres y mujeres del 

área urbana -cabecera- y rural, es la indígena. 
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12 de la Ley 67 de 1917, debido a que “por Decreto número 3518 de 9 de noviembre de 1949 se 

declaró turbado el orden público y en estado de sitio todo el territorio de la República” (Congreso 

de la República, 1967, p.1), suspendiendo las sesiones del Congreso Nacional por medio de 

Decreto 3520 de 9 de noviembre de 1949. Las estadísticas del censo de 1951 se comenzaron a 

utilizar a partir del Decreto Ley número 1905 del 19 de junio de 1954, firmado por el Teniente 

General Gustavo Rojas Pinilla y sus ministros de Gobierno, Relaciones Exteriores, Justicia, 

Hacienda y Crédito Público, Guerra, Agricultura y Ganadería, Trabajo, Salud Pública, Fomento, 

Minas y Petróleos, Educación, Comunicaciones y Obras Públicas.  

 

En atención a las posibles deficiencias de información, el Gobierno de Colombia solicitó asistencia 

técnica a las Naciones Unidas, la que en 1952 envió al experto canadiense Omer A. Lemieux, Jefe 

de los Censos del Canadá. Según lo publicado por el DANE (1954), Lemieux concluyó que “las 

estadísticas cumplían con el margen de aproximación dado que se levantaron de manera 

satisfactoria” (p. 5). El censo de 1951 de Colombia según la Dirección Nacional de Estadística 

(1950) hizo parte de un “proceso interamericano coordinado por el Instituto Interamericano de 

Estadística (IASI) y mundial por la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la 

Alimentación (FAO)”26 (p. 47). Obsérvese la escala de la cooperación, tanto en el nivel regional 

como mundial se traza una mirada sobre la población para establecer estándares de construcción 

de conocimiento sobre las sociedades nacionales y locales. Sobre los seres humanos que las habitan 

y a partir de ello, medir sus condiciones de vida y sus posibilidades como agentes de la economía, 

la política y la cultura. 

 

El sistema de seguimiento estadístico a cargo de la “Dirección Nacional de Estadística” (1953, p. 

5, 13) concebía el rastreo de dos aspectos: territorio y población. Es decir, prestaba atención a lo 

geográfico y lo meteorológico, a su vez, lo demográfico, la vivienda, los matrimonios y 

nupcialidad, los nacimientos y la natalidad, las defunciones, el movimiento migratorio y la 

asistencia social y la higiene. Otro proceso que se observaba era el de la enseñanza en lo atinente 

a la formación primaria y secundaria, como la complementaria, normalista, superior, artes y 

 
26 Ejemplo de ello es: “La estrecha colaboración prestada a la Comisión del Censo de las Américas de 1950 por las 

Naciones Unidas, la Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura, la Oficina 

Internacional del Trabajo, tanto en la presente sesión como en la sesión anterior de la Comisión” (DNE, 1950, p.57). 
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oficios, agrícola, artística, religiosa en enfermería y de anormales. Junto a lo educativo, se 

estudiaban las manifestaciones culturales y la comunicación, desde los espectáculos hasta la 

educación por medio de la radio y el sistema de correo. Así mismo, la justicia se seguía en términos 

de la criminalidad, las infracciones de menores, la justicia en sus renglones civil, contencioso 

administrativa y penal, incluyendo la situación de los establecimientos carcelarios y de reforma y 

protección de menores. Por otra parte, las estadísticas económicas se correspondían con las 

financieras y fiscales y las administrativas y la producción industrial. A su vez, se hacía 

seguimiento al trabajo en general como en el sector cooperativo, por departamentos y secciones y 

en el sector público y privado.  

 

A mediados del siglo XX el sistema de Naciones Unidas jugó un papel preponderante en la 

configuración de un renglón importante de generación de información y conocimiento sobre la 

realidad política, económica, social y cultural del país, con tecnologías de conceptualización 

fundamentales en una lógica de homologación internacional de padrones sobre los países de 

América Latina y el mundo. La información encontrada, trasluce que la construcción de un 

contexto semántico marchó por el camino de la conceptualización de categorías y variables de 

clasificación internacional y nacional para construir una radiografía de la realidad de la población, 

los territorios y procesos de Colombia, que le permitió al Estado colombiano, a las Naciones 

Unidas y sus grupos de interés, una lectura y una intervención sobre esta república y su nación. 

 

En 1958, el DANE levantó un conjunto de estadísticas que denominó culturales, atendiendo la 

experiencia y conocimiento institucional propio, pero incorporando también lineamientos de orden 

mundial acogidos en el marco de la Conferencia de la UNESCO en Paris en 1958. Explicaba 

Aníbal Noguera Mendoza27 que el proceso permitiría dar cumplimiento a los compromisos 

internacionales adquiridos en dos sentidos, primero, adaptación en lo posible de los marcos 

internos a los internacionales; segundo, en materia de publicación oportuna de las cifras y sus 

implicaciones. Reconociendo vacíos que contemplaba subsanar con la información censal de 1961, 

aclaró que se mantenía el “espíritu de colaboración en la campaña de la UNESCO encaminada a 

estandarizar las estadísticas culturales en el mundo” (DANE, 1958, p.3). 

 

 
27 Jefe de las Investigaciones Culturales del Departamento Administrativo Nacional de Estadística -DANE-. 
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El DANE - Sección IX - reitera a los organismos y personas competentes en las estadísticas 

registradas en CULTURAL 1/1960 la seguridad de su vivo interés para proporcionarles 

cada año las evaluaciones que realiza en torno al movimiento de la cultura colombiana. 

Pero en esta oportunidad, además, ha creído conveniente cotejar los conceptos usados en 

sus trabajos con las recomendaciones sobre la materia aprobadas por la Décima 

Conferencia de la UNESCO28, reunida en Paris el 3 de diciembre de 1958, en consideración 

a la necesidad de facilitar, como lo requiere y dispone tan importante documento, los 

estudios y análisis que se llevan a cabo en un plano internacional. (DANE, 1958, p.3) 

 

La información cultural abordaba cuatro aspectos: demografía, educación, manifestaciones 

culturales y gastos en educación y cultura. El cuerpo del documento se constituyó en lo conceptual 

-técnico- en un diálogo permanente entre la UNESCO y el marco estatal de Colombia. La 

valoración de los procesos educativos correspondía a una dinámica de articulación entre Colombia 

y las Naciones Unidas. Ello se evidenció entre otros aspectos, en las definiciones de los niveles 

educativos del país, a saber, enseñanza infantil, primaria, secundaria, general o bachillerato, 

técnica o especializada, normalista, superior, especial y otros tipos de educación. 

 

En el informe ante el Congreso Nacional el DANE (1959) el Director Alberto Charry Lara destaca 

la novedad de la estadística para la administración pública y el Estado, pero indica que no hay 

consenso, sino tensiones entre quienes la consideran una intromisión a lo privado y quienes valoran 

su necesidad para “el tránsito de la improvisación a la planeación” (DANE, 1959, p.5). Desde 1951 

Colombia realiza el proceso a través de la guía coordinada de Jacobo Perlman -experto designado 

por la ONU- y Bernardo Ruiz Martínez -experto colombiano-. 

 

La Administración de Asistencia Técnica de las Naciones Unidas indicó tres aspectos esenciales: 

planes eficaces, personal idóneo y recursos fiscales. Charry Lara (1959) considera resuelto el 

primero, celebra los inmensos avances en materia cartográfica -carta general, croquis municipales, 

planos urbanos, zonificación censal, urbana y rural, en la regularización de la producción de datos 

y de concentración de información en una biblioteca especializada, pero advierte los problemas 

 
28 Se refiere a UNESCO/ST/G|37. 
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con el tercero, que necesariamente afecta la posibilidad de contar con personal suficiente para la 

dimensión del compromiso. 

 

Reclama el fortalecimiento necesario y urgente del DANE dada la dinámica adscrita a los procesos 

mundiales, como lograr información que permita la comparabilidad internacional. 

Específicamente, a finales de los años cincuenta el DANE destacó a un experto para participar en 

Lima de las reuniones del Programa del Censo Mundial de 1960, desde el cual se abordaron 

nuevamente las cuestiones de población, vivienda y agropecuario. El Director del DANE (1959) 

incluye en su informe al Congreso los conceptos de la Oficina de Estadística de las Naciones 

Unidas, OENU, “sobre la utilidad y necesidad de los censos de población y de viviendas” (p. 

15,17). La ONU destaca que la estadística es clave tanto para fines gubernamentales como privados 

y que los Estados y las sociedades han encontrado en la información demográfica, social y 

económica bases esenciales para la planificación económica, financiera, industrial, comercial, 

social, científica, electoral, administrativa, legal y de desarrollo, agregando lo pertinente a la 

comparabilidad internacional. “Durante la década de 1945 a 1954 se levantaron censos de 

población en por lo menos 150 países o territorios, recolectándose datos individuales relativos a 

más de 2.000 millones de habitantes” (DANE, 1959, p.15). 

 

En tal sentido, la organización de los censos nacionales de 1961, que finalmente se realizaron en 

1964, cuyas labores preparatorias se emprendieron en 1957 con la Oficina de Estadística de las 

Naciones Unidas (OENU), el Instituto Interamericano de Estadística (IASI) y la Organización de 

las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO) (DANE, 1959), incluyen la 

“redefinición de la tabulación sobre ocupación y actividad económica contemplando los grupos 

principales y subgrupos definidos por la Oficina Internacional del Trabajo aprobados por la 

Novena Conferencia de Ginebra de 1957” (p. 31), además, para las tabulaciones de actividad 

económica de la población se acude a la Clasificación Industrial Uniforme de todas las Actividades 

Económicas (CIIUO) de las Naciones Unidas. 

 

En la exposición de motivos del proyecto orgánico que el DANE (1959) presenta al Presidente de 

la República, se resalta el carácter auxiliar de las ciencias estadísticas para el “ciudadano común, 

el hombre de negocios y el funcionario público (…) en todas las actividades públicas y privadas 
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de la Nación” (DANE, 1959, p. 45). A su vez, llama la atención sobre la importancia creciente de 

la información y el sistema estadístico nacional para organismos como las Naciones Unidas, los 

acuerdos de Bretton Woods -donde se trató por la ONU lo monetario y financiero- y la OEA.  

 

El DANE (1959, p.63,64) señala que la producción estadística para entidades oficiales, 

semioficiales, organismos internacionales, embajadas, consulados, organizaciones comerciales e 

industrias, entidades de beneficencia y salud pública, profesores y estudiantes. Precisando que los 

procesos de seguimiento e investigación en el Punto Central de Información, como todos los países 

de América, se organizan en nueve grupos que responden a la Clasificación Internacional por 

Materias Estadísticas del Instituto Interamericano de Estadística y en concordancia con las 

demandas de coordinación internacional de Naciones Unidas desde la Oficina de Estadística y 

FAO, OIT, CEPAL, UNESCO, Organización Mundial de la Salud, Unión Panamericana, OEA e 

IASI. “Para un mejor servicio, el Punto Central de Información cuenta con una biblioteca 

técnicamente organizada, conforme a las reglas internacionales sobre la materia y que funciona 

paralelamente a sus filiales en todo el Hemisferio Occidental” (DANE, 1959, p. 64). 

 

En el informe al Congreso en 1960, el entonces director del DANE (1960) “resaltó la importancia 

de la estadística para la patria” (p.3) como un elemento técnico para responder a las necesidades 

de conocimiento que tiene Colombia en pro de identificar las fallas, errores, vacíos que le impiden 

superar el subdesarrollo hacia el desarrollo nacional resolviendo los problemas colectivos de modo 

planificado y sin improvisaciones. Resaltó la cooperación con las Naciones Unidas y celebró que 

según el Jefe de la División de Estadística de la FAO, “Colombia era pionera en atender la 

investigación estadística siguiendo el programa de la FAO y del Instituto Interamericano de 

Estadística de la OEA” (DANE, 1960, p. 3,10), mientras en la cuestión de lo industrial, el 

Departamento de Planeación y Servicios Técnicos “contó con expertos de la CEPAL” (DANE, 

1960, p. 24). A su vez, advierte la relación inversa, es decir, el apoyo que el Estado de Colombia, 

vía DANE, brinda por medio de suministro de información a los siguientes organismos 

internacionales: Oficina de Estadística de Naciones Unidas, IASI, OEA, FAO, OIT, CEPAL, 

UNESCO y OMS. 
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Las Naciones Unidas ofrecieron, más tarde, colaboración técnica al Gobierno colombiano, 

con el fin de efectuar estudios que reporten utilidad en la planeación del desarrollo, y 

ofrecer oportunidades de adiestramiento a los analistas de la población colombiana y 

determinar las necesidades y posibilidades para realizar estudios con base en la información 

disponible, adquiriendo experiencia en trabajos coordinados de esta índole y, en general, 

para aumentar el acopio de conocimientos y experiencia en la demografía latino-americana. 

(DANE, 1961, p. 10) 

 

Uno de los aspectos que se desarrolló a fondo de la mano de las Naciones Unidas es lo relacionado 

con estadísticas demográficas y vitales. La respuesta implicó un estudio “exhaustivo” adelantado 

por el Gobierno Colombiano y organismos especializados de las Naciones Unidas que permitió 

(DANE, 1961, p. 11, 12, 13, 14) identificar comportamientos demográficos y de formalización de 

la ciudadanía en el territorio colombiano. Habida cuenta de lo expuesto y tomando de presente el 

Manual de Métodos de Estadísticas Vitales de la Oficina de Estadística de las Naciones Unidas, el 

Grupo Consultivo y Operacional de Análisis Demográfico – DANE, Ministerio de Salud Pública, 

Organización Mundial de la Salud, Asesor Técnico de las Naciones Unidas, Registraduría Nacional 

del Estado Civil- recomendó trabajar con datos de la división político-administrativa estatal y no 

con los parroquiales. 

 

Hasta 1965, “la iniciativa de modificaciones al registro civil tuvo avances” (DANE, 1967, p. 9) 

como se comunica en el informe al Congreso. Indicando que el Comité de Estadísticas Vitales y 

Sanitarias, funcionarios de las Naciones Unidas, Ministerio de Justicia presentaron al Consejo de 

Ministros la propuesta que obtuvo el visto bueno y pasó al Congreso, donde se decidió comisionar 

dos senadores para trabajar con los ministros de Gobierno y Justicia. Proceso que para 1967 

continuó con la “asesoría de Naciones Unidas” (DANE, 1967, p. 14).  

 

El DANE (1963) reiterando el cumplimiento de los compromisos de envío de informaciones a la 

Oficina de Estadística de las Naciones Unidas y a la FAO, CEPAL, UNESCO, IASI, OIT y OMS, 

“relacionó que la coordinación con la ONU también ha correspondido a la preparación del Censo 

de la Industria Manufacturera” (p. 162). Para 1963 el DANE elaboró el Programa de Labores 

considerando las funciones del Decreto 1633 de 1960, “el Plan de Desarrollo Económico y Social 
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del Gobierno, y las recomendaciones formuladas por las oficinas especializadas de Naciones 

Unidas y de la Organización de Estados Americanos” (DANE, 1963, p. 8) para aportar a resolver 

necesidades nacionales a nivel de un plan armónico y coherente con la estructura general de la 

economía de Colombia. 

 

En 1967 el DANE realizó un trabajo importante sobre las estadísticas de comercio interior de 80 

municipios, incluidas 22 capitales departamentales, contando con la asesoría técnica a cargo del 

Profesor Roe Goodman, “enviado en diferentes ocasiones por Naciones Unidas” (DANE, 1967, p. 

13). En cuanto a los procesos de revisión de la metodología, empadronamiento, recolección, 

crítica, codificación y tabulación de los censos de 1964, se informó que todo el proceso contó con 

acompañamiento internacional de las Naciones Unidas. En el caso de lo conceptual “la División 

de Censos recibió la asesoría técnica del doctor Roque García Frías, Asesor Técnico del Instituto 

Interamericano de Estadísticas (IASI), quien visitó a Colombia a través del programa de asistencia 

técnica de dicho organismo” (DANE, 1967, p. 24).  

 

En lo correspondiente al comercio exterior, la información de importaciones y exportaciones se 

clasificaría atendiendo los conceptos de la Asociación Latinoamericana de Libre Comercio, 

(ALALC), de la junta del Acuerdo de Cartagena y la Oficina de Estadística de las Naciones Unidas, 

de la misma manera en lo correspondiente a Cuentas Nacionales el DANE (1973) “en un proceso 

apoyado por el gobierno de Francia, trabajó en la adopción del nuevo sistema de Cuentas 

Nacionales aprobado por las Naciones Unidas” (p. 13,14). 

 

En 1969 en el informe al Congreso, el director del DANE, Ernesto Rojas Morales, informó de 

avances -cambios- importantes en entidad en el año 1968. Apuntó el DANE (1969) el paso a la 

construcción de un sistema de información que articularía el trabajo del legislador con el gobierno 

en función de decisiones que responderían a una concepción moderna del Estado en perspectiva 

de diagnosticar las situaciones del orden social y económico resolviendo la relación compleja entre 

cantidad, complejidad y calidad de la información. Para el DANE (1969) significaba la 

importancia del paso dado. De la estadística a la información, concibiendo esta como más que un 

dato -cifra- como un agregado de hechos que permitiría construir un sistema de información que 

fortaleciera la ruta entre el productor de cifras y el legislador y del planeador con los usuarios.   
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Es ahora bien difundido que la problemática del mundo moderno, dadas las crecientes 

interrelaciones entre fenómenos diferentes, requiere para sus soluciones mayor cantidad de 

información que contribuya al esclarecimiento de los comportamientos sociales y 

económicos. (DANE, 1969, p.7) 

 

Los cambios dados en 1968 en el DANE, detalló Rojas Morales en su informe al Congreso, fueron 

en tres aspectos: “normas de procesamiento, estructura orgánica -Decreto número 3167 de 

diciembre 26 de 1968, planta de personal y reglamento del fondo rotatorio. Recalcó que el proceso 

contó con la dirección de tres PhD, 11 Máster, 69 profesionales en economía e ingeniería” (p. 10, 

29, 31, 36), y con expertos del Bureau of Census de los Estados Unidos y de la Oficina de 

Estadísticas de las Naciones Unidas. En 1968 se realizó una reforma constitucional que otorgó al 

DANE “el carácter de instrumento de apoyo al Gobierno en el proceso de la toma de decisiones” 

(DANE, 1972, p. 5).  

 

Un ejemplo del impacto de lo anterior sucede el 24 de octubre de 1973 cuando se realiza el XIV 

Censo Nacional de Población y el III de Vivienda. En esta perspectiva, “se contó con el apoyo 

técnico de la ONU y la OEA. Entre otras acciones, implicó la coordinación del Curso 

Interamericano de Organización y Metodología de los Censos Económicos” (CIOMCE) (DANE, 

1974, p. 24), en Bogotá del 13 de Mayo al 19 de Julio de 1974, con asistencia de 26 delegados de 

varios países de la OEA. Así mismo, según el DANE (1974), se acudió a la clasificación de las 

ocupaciones de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) para la elaboración del Manual 

de Codificación. Con relación a los costos, el XIV Censo Nacional de Población y III de Vivienda 

recibió fondos del Presupuesto Nacional, el Fondo Rotatorio por transferencias y préstamos, los 

bancos de la República, Cafetero y Popular y la ONU, específicamente del Fondo de Población de 

las Naciones Unidas (DANE,1974). 

 

La organización del sistema estadístico de Colombia (1975) dio un salto importante en 1968 en 

función de “diagnosticar la realidad económica y social del país articulando las dinámicas de 

generación de información y planeación” (p. 6), sin que el DANE perdiera la independencia. Según 

el DANE (1975), antes de 1968, la producción de información podía calificarse como de 
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estadísticas básicas, pero en adelante empezó a generar agregados económicos y estudios 

metodológicos trasladando, con acuerdo del Banco de la República, las Cuentas Nacionales al 

DANE, siguiendo el sistema de Naciones Unidas, a la par que, continuaba con sus esfuerzos de 

centralizar y coordinar los procesos estadísticos nacionales con descripción “detallada, completa 

y coherente” (DANE, 1975, p. 6) en las materias de actividad económica, cálculos de insumo 

producto de la estructura contable, cuentas de sectores y subsectores y cuentas financieras y flujos 

de fondos de la estructura contable.  

 

El DANE (1975) también “instruyó el proceso de generación de indicadores sociales para generar 

información descriptiva, comparativa, explicativa y de predicción para realizar análisis precisos 

sobre la realidad social y apoyar a los organismos públicos con indicadores” (p. 19) para definir 

políticas, evaluarlas y que permitieran tomar decisiones efectivas para los esfuerzos del campo 

social. Según el DANE (1975), tanto para Colombia, como para otras naciones fue un proceso 

nuevo, incluida Europa y Estados Unidos, el fin era conseguir indicadores para evaluar los 

resultados de la acción estatal. Un esfuerzo en el cual Naciones Unidas inició la “formulación de 

un sistema integrado de estadísticas sociales, demográficas y de recursos humanos” (DANE, 1975, 

p. 19), en perspectiva de generar un sistema de cuentas sociales similar al de cuentas económicas. 

 

A su vez, se adelantó el “proyecto de comparación internacional de precios” (DANE, 1975, p. 19), 

proceso para el cual se contó con el apoyo de las Naciones Unidas, la Universidad de Pensilvania 

y el Banco Mundial, con el objeto de procurar la comparación real entre países de poder adquisitivo 

de la moneda, producción, producto nacional bruto. Se trató de un proyecto mundial “coordinado 

por las Comisiones Económicas Regionales de Naciones Unidas”, asumido en Colombia por el 

DANE por ser el Organismo Estadístico Nacional en relación “estrecha” con la Comisión 

Económica para América Latina (DANE, 1975).  

 

En 1976 se informó nuevamente que el DANE (1976) compartía información con organismos 

internacionales: “Asociación Latinoamericana de Libre Comercio (ALALC)-Comercio Global e 

Intrazonal; Acuerdo de Cartagena; Naciones Unidas (Ginebra), y nacionales, como Instituto 

Colombiano de Comercio Exterior (INCOMEX), Banco de la República y Ministerio de 

Agricultura” (p. 17). El DANE (1976) se dio cuenta también del desarrollo de un proyecto 
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multilateral para el "Registro de Información para el Sector Transporte" (p. 7) en coordinación con 

el Ministerio de Obras Públicas y Planeación Nacional. Proyecto que contó con la asistencia 

técnica externa del Banco Mundial y de la CEPAL, internamente agrupando a 20 entidades según 

la modalidad de transporte (DANE, 1976). 

 

También sucedió que, a partir de 1974 el Comercio Exterior utilizó la propuesta del Asesor de 

Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL) Mario Movarec: “matriz de 

correlaciones aprobada por el Comité Interinstitucional de Comercio Exterior” (DANE, 1976, p. 

17). En tal sentido, se comenzaron a utilizar la Clasificación uniforme de comercio internacional 

(CUCI), la Clasificación industrial internacional uniforme de todas las actividades económicas 

(CIIU) Revisión 2, la Clasificación según uso o destino económico (CUODE) y las definiciones 

de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre comercio y desarrollo (UNCTAD) (DANE, 1976).   

 

El DANE (1976) presentó un estudio del “Índice de Precios al Consumidor del periodo 1954-

1975” (p. 9) en el cual señaló que si bien el Índice de Costo de Vida era útil para observar periodos 

de corto tiempo, de acuerdo con la Sexta Conferencia Internacional de Estadígrafos del Trabajo en 

1947, era el Índice de Precios al Consumidor la medida más adecuada y precisa. En consecuencia, 

el DANE (1976) refiere que a nivel nacional se atendió desde 1951 la recomendación de la Misión 

de Asistencia Técnica de las Naciones Unidas en el sentido de “contratar los servicios de la Oficina 

Internacional del Trabajo” (p. 9) para renovar las series de costos al consumidor obedeciendo tres 

conceptos: grupo social, ciudades, bienes y servicios.  

 

El DANE para (1979) contaba con cuatro convenios internacionales de alta importancia: asesoría 

francesa para investigaciones sociales y los sistemas de gestión, organismos internacionales -

Banco Mundial y otros- para estudios urbanos, Universidad de North Carolina para estudios de 

fuerza de trabajo y con el Estudio Conjunto de Integración Económica Latinoamericana -ECIEL- 

para estudiar precios a nivel internacional.  Todo este conjunto de procesos tiene un reflejo directo 

en el campo de la persona humana y en lo que podemos nombrar como lo humano y, en tal 

perspectiva sobre los derechos humanos.  
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En el informe al Congreso de 1970 se relacionó un hecho asociado al proceso de estratificación 

socio económica desarrollado posteriormente.  

 

Expertos del DANE, bajo la dirección del asesor de la ONU, Dr. Polibio Córdova, tras un 

metódico recorrido a través de todos los sectores de la capital, llegaron a la conclusión de 

que se podían catalogar las viviendas de Bogotá en seis grandes grupos: Tugurio, estrato 

bajo, estrato medio bajo, estrato medio alto, y estrato alto. Esta estratificación, que se está 

usando en la encuesta nacional de hogares, realizada por el DANE, es la que se adoptó en 

el presente estudio. (DANE, Universidad de los Andes, 1970, p. 19) 

 

En esa misma ocasión se agregaron las siguientes definiciones que se muestran en la tabla 1:  

 

Tabla 1  

Definiciones de los criterios de estratificación del DANE (1970). 

Aspecto Descripción 

Tugurio 

 

Viviendas provisionales construidas sin un plan determinado y 

que generalmente no tienen servicios de alcantarillado, luz 

eléctrica, etc. Normalmente corresponden a barrios de invasión. 

Estrato Bajo  

 

Barrios o viviendas de muy bajos ingresos. Es bastante frecuente 

encontrar casas de inquilinato y un alto nivel de personas por 

cuarto habitando estas viviendas. Generalmente las fachadas de 

las casas están en obra negra. 

Estrato Medio Bajo 

 

Barrios con hogares que disponen de algunos servicios de los 

cuales no gozan en el estrato bajo, como radio, televisión, radiola, 

etc. Usualmente son viviendas construidas por el Instituto de 

Crédito Territorial. 

Estrato Medio Barrios en que predominan los empleados que tienen ingresos 

medios. Generalmente tienen las facilidades de las viviendas de 

estrato medio bajo, pero además tienen, con frecuencia, vehículo 

propio para transportarse. 

Estrato Medio Alto 

 

Barrios en que viven generalmente altos ejecutivos y 

profesionales. Sus ingresos, siendo mejores que los del estrato 

medio, se conservan dentro de límites normales. Usualmente 

corresponde a viviendas construidas por el Banco Central 

Hipotecario. 
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Estrato Alto  

 

Viviendas habitadas por las familias de más altos ingresos. 

Generalmente corresponden a grandes mansiones. Sus servicios 

y comodidades sobrepasan todos los límites normales. 

Nota: Datos tomados del DANE, Universidad de los Andes (1970). Elaboración propia. 

 

La clasificación propuesta por el DANE (1970) conllevó a un proceso de segregación de grupos 

humanos de acuerdo con las características de sus viviendas, que directamente estaban asociadas 

a los equipamientos urbanos que los territorios del área tenían. Las personas pasaron a ser 

identificadas por el estrato con todas las implicaciones políticas, sociales, económicas y culturales 

que ello conlleva. De ello devino que las personas se podían categorizar según los siguientes 

criterios de estratificación socio económica “estado de la construcción, tipo de construcción, forma 

de urbanización, conexión con servicios públicos, ubicación de la vivienda, servicios disponibles 

en la urbanización, uso de los servicios públicos y hogares por vivienda” (DANE, 1982, p. 10). 

Las personas fueron agrupadas en los estratos bajo-bajo 1, bajo 2, medio-bajo 3, medio 4, medio-

alto 5 y alto 6 (DANE, 1982).  

 

En coherencia con ello, los extremos inferiores estaban entre quienes habitaban en viviendas de 

carácter provisional, materiales de desecho en paredes y techos, sin planes determinados, es decir, 

ocupados por la forma de “invasiones”, sin dos o más servicios públicos, ubicados en zonas 

marginadas no urbanizadas ni urbanizables, sin vías, ni transporte urbano, sin condiciones 

sanitarias indispensables y en alto grado de hacinamiento. Por su parte, en los extremos superiores 

estaban las familias con viviendas completamente terminadas, tipos mansiones o apartamentos 

lujosos, cuya modalidad de construcción fue vía de viviendas autofinanciadas, grandes 

comodidades y estilo fuera de lo normal, con todos los servicios públicos y asentadas en zonas 

residenciales alejadas del centro con grandes zonas verdes, sociales y de recreación, vías 

pavimentadas, plenas facilidades de acceso y uso exclusivo, a razón de un hogar por mansión.  

 

En el intermedio los no miserables y los no ricos. Los primeros con viviendas en obra gris o 

semiterminadas, sin fachadas terminadas ni pintadas, construidas por auto esfuerzo u ocupadas vía 

inquilinato. Con materiales duraderos como ladrillo, cemento o zinc (DANE, 1982), si bien 

ubicadas en la periferia con un nivel técnico de planeación y por lo tanto, con servicios de agua y 

alcantarillado. Por su condición de clase trabajadora, muchas de estas áreas de poblamiento estaban 
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ubicadas cerca de la zona industrial o del centro de la ciudad, con algunas vías pavimentadas, 

transporte escaso y unidades habitacionales compartidas, en muchos casos a razón de tres hogares 

por vivienda (DANE, 1982). Los que no estaban en el privilegio extremo pero gozaban de 

privilegios contaban con casas o apartamentos completamente terminados e independientes, 

edificados con ladrillo, revocado, cemento, zinc y en especial teja de barro (DANE, 1982), con 

comodidades, técnicamente planeadas por firmas urbanizadoras, algunas integradas en conjuntos 

residenciales y en todo caso con todos los servicios públicos y equipamientos urbanos suficientes, 

incluidas vías pavimentadas y facilidades de transporte, con grandes zonas verdes, sociales y de 

recreación, vías pavimentadas y parqueaderos. Regularmente, con un hogar por vivienda (DANE, 

1982), excepto algunos casos con más de uno.  

 

Como puede corroborarse en el relato las implicaciones de las Naciones Unidas, sus agencias y 

expresiones regionales tienen incidencia directa e impacto determinante en Colombia desde su 

creación a la segunda mitad de los años cuarenta y en las siguientes décadas. El relato muestra un 

sistema estadístico que configura al Estado y que desde el tipifica los renglones sustanciales de lo 

humano y las comunidades humanas. Para los derechos humanos como concepto esto es 

determinante porque desde las Naciones Unidas el concepto está fundamentado en el papel del 

Estado. Lo que Javier Giraldo Moreno (1993) denomina el marco de relaciones de derechos 

humanos ciudadanos – Estados en términos de las medulares cuestiones de la vida, la integridad y 

la libertad de la persona humana, “el concepto de Derecho implica algo más: una fuerza vinculante 

referida a una estructura jurídica y coercitiva protectora” (Giraldo Moreno, 1993, p.3). 

 

Para cerrar este apartado, el estudio de los archivos del DANE sobre los trabajos de investigación 

estadística desarrollados entre las décadas de los años cuarenta y setenta en Colombia permiten 

identificar que Naciones Unidas intervino directamente en la configuración del Sistema Estadístico 

Nacional a niveles de incidencia significativos como la participación en la decisión de creación 

del Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE). Para los intereses de la 

presente investigación este proceso y los hechos asociados son importantes porque la estadística 

nacional se hace sobre las realidades económicas, sociales, culturales, civiles y políticas de la 

República, incluyendo la investigación desagregada territorialmente, demográficamente y en el 

plano de las relaciones internacionales.  
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Es decir, la estadística se hace porque interesan, porque se hacen sobre las personas, los grupos 

sociales, las instituciones y el territorio. En el mismo sentido, los derechos humanos tienen relación 

directa con lo civil, lo político, lo económico, lo social, lo cultural y lo ambiental. En tal sentido, 

hay una relación directa entre la investigación estadística, el papel del Estado y los derechos 

humanos para la población. Un hecho ilustra bien el impacto de la incidencia de la ONU en esta 

materia. Como ya se anunció páginas atrás, pero se retoma con intereses de énfasis, en el informe 

al Congreso el director del DANE (1960) resaltó la “importancia de la estadística para la patria” 

(p.3) como un elemento técnico para responder a las necesidades de conocimiento que tiene 

Colombia en pro de identificar las fallas, errores, vacíos que le impiden superar el subdesarrollo 

hacia el desarrollo nacional resolviendo los problemas colectivos de modo planificado y sin 

improvisaciones. El máximo responsable del DANE (1960) destacó que en el trabajo con las 

Naciones Unidas, según expuso el jefe de la División de Estadística de la FAO, “Colombia fue 

pionera en atender para la investigación estadística las directrices de la ONU, OEA” (p. 3, 10) y la 

CEPAL (DANE, 1960, p.24). En este camino de consolidación institucional del sistema de 

estadística estatal en el año 1968 la reforma constitucional le otorgó al DANE “el carácter de 

instrumento de apoyo al Gobierno en el proceso de la toma de decisiones” (DANE, 1972, p. 5). 

 

Continuando con la escritura del capítulo II, se continua con el aparte 2,3, el cual presenta el 

análisis de la incorporación de los derechos humanos en el Estado colombiano, especialmente, en 

sus instituciones, sus leyes y sus políticas. Iniciando con la principal política de seguridad del 

presidente Julio Cesar Tubay Ayala y cerrando con el logro más importante en materia de paz y 

seguridad del presidente Juan Manuel Santos Calderón. 

 

4.3. Del Estatuto de Seguridad y Reforma de la Constitución Nacional al Acuerdo Final para 

una Paz Estable y Duradera: 1979-2016 

 

En este aparte se analizan e identifican los elementos semánticos del concepto derechos humanos 

en el Estado colombiano entre finales de los años ochenta del siglo XX y la segunda década del 

siglo XXI. Para ello, se estudia el Estatuto de Seguridad de 1978, la Reforma de la Constitución 

Nacional: Acto Legislativo N.º 1 de 1979, la Consejería para la Defensa, protección y promoción 
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de los Derechos Humanos: Decreto Presidencial 2111 de 1987, la Constitución Política de 1991, 

la Ley 387 de 1997 por la cual se adoptan medidas para la prevención del desplazamiento forzado, 

la Ley 975 de Justicia y Paz de 2005, la Ley 1448 de 2011 o Ley de Víctimas y el Acuerdo Final 

para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera de 2016.  

 

En la década de los años setenta se presentaron las primeras investigaciones sobre violaciones a 

los derechos humanos desde ONG, pero fue el mismo Estado en que abrió la puerta a la 

investigación a Amnistía Internacional y a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 

buscando la publicación de informes que le fueran favorables. Lo que no sucedió, por el contrario 

tanto la ONG como el organismo de la OEA cuestionaron duramente al Estado, provocando que 

el Gobierno Nacional reaccionara rechazando e invalidando los resultados de las visitas in loco. 

Ambas visitas generaron un proceso sin retorno para la evaluación del Estado de Colombia, lo que 

le obligó a considerar progresivamente los derechos humanos como un componente estructurante 

de la constitución, las instituciones, las políticas públicas, la atención a las víctimas y los procesos 

de paz. 

 

En 1977 se presentó en Colombia el Paro Cívico Nacional, una de las acciones de protesta social 

más fuertes en la historia de la República hasta ese momento. La respuesta estatal fue la represión, 

particularmente porque se vivía un clima militar y policial vinculado al concepto de seguridad 

nacional que a la luz de la existencia de guerrillas rurales y urbanas de ideología socialista y 

comunista, sostuvo que el enemigo del Estado estaba al interior del país y que esas corrientes 

ideológicas constituían parte del enemigo interno que amenazaba la seguridad nacional, según tal 

argumento, en asociación con la URSS, China continental y Cuba.  

 

Un hecho es relevante para legitimar la aplicación de la doctrina de seguridad nacional a finales 

de los años setenta. El 2 de enero de 1979 se da a conocer al país que el día anterior el M-19, una 

guerrilla urbana, había sustraído a través de un túnel que conectaba por debajo de la calle una casa 

particular con la bodega de armamento del Cantón Norte de la Brigada de Institutos Militares, en 

la ciudad de Bogotá, logrando extraer más de 5000 armas. La respuesta estatal tuvo como marco 
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legal de acción el Decreto Legislativo 1923 del 6 de septiembre 197829. Los derechos humanos en 

este periodo no son categorías desconocidas para los altos funcionarios del Estado, considerando 

el escenario de la Asamblea General es importante mencionar que los cargos de Ministros de 

Relaciones Exteriores lo ocuparon cronológicamente Alfredo Vásquez Carrizosa en el periodo 

1970-1974, Indalecio Liévano Aguirre entre 1974-1978, Diego Uribe Vargas entre 1978-1981 y 

Carlos Lemons Simmonds 1981-1982, además, el Presidente, Julio Cesar Turbay Ayala son 

conocedores y curtidos diplomáticos de los sistemas ONU y OEA y expertos en el derecho 

internacional de los derechos humanos y el Derecho Internacional Humanitario (SIH). 

 

El Decreto 1923 de 1978 sustenta su razón de ser en constituirse cuerpo de normas “para la 

protección de la vida, honra y bienes de las personas” (p.1) y para la garantía de la seguridad de 

los asociados del Estado de Colombia. Constitucionalmente, se apoyó en el Artículo 121 de la 

Constitución Política de 1886, en el cual se dicta que en los casos de guerra o conmoción interior 

el presidente de la República está facultado “previa audiencia del Consejo de Estado y con la firma 

de todos los Ministros” (Constitución Política,1886, p.12), a declarar turbado el orden público y el 

estado de sitio total o parcial en el territorio. Esta declaratoria tiene efectos adicionales en la 

ampliación del poder presidencial porque enviste al máximo cargo del poder ejecutivo del derecho 

de decidir en favor de los intereses de la Nación y de actuar contra las amenazas, decisiones que 

toman la forma legal de obligatorias: Artículo 121: “siempre que lleven la firma de todos los 

Ministros” (Constitución Política,1886, p.12).  

 

A su vez, la Constitución Política (1886) le confiere al Gobierno nacional la potestad de cesar la 

declaratoria de turbación del orden público y el estado de sitio, debiendo rendir un informe con 

exposición de motivos al Congreso. A la par, el Articulo 121 advierte que las autoridades son 

responsables de los abusos cometidos durante el periodo en que fueron cobijadas por las facultades 

extraordinarias. Partiendo de la declaratoria de turbación del “orden público y en estado de sitio 

todo el territorio nacional” (Decreto 1923, 1978, p. 1), el Presidente de la República, Turbay Ayala, 

expone el deber de velar por la administración de justicia, restablecer el orden público, defender 

 
29 Una información importante sobre este tipo de procesos de seguridad, debe indicarse que los Estados Unidos, en 

1947, en virtud del Estatuto de Seguridad Nacional, crearon el Consejo Nacional de Seguridad y la Agencia Central 

de Inteligencia (CIA). En ese momento el Presidente de la República era Julio Cesar Turbay Ayala y el Ministro de 

Defensa Nacional, el General Luis Carlos Camacho Leyva. 
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el trabajo, mantener el orden social y la paz y proteger a todas las personas en su vida, honra y 

bienes. En el Decreto 1923 de 1978 correspondiente a Seguridad se detalla la justificación oficial, 

así: 

 

Que periódicamente se han venido reiterando y agudizando las causas de perturbación del 

orden público, que crean un estado de inseguridad general y degeneran en homicidios, 

secuestros, sedición, motín o asonada, o en prácticas terroristas dirigidas a producir efectos 

políticos encaminados a desvirtuar el régimen republicano vigente o en la apología del 

delito, actos estos que atentan contra los derechos ciudadanos reconocidos por la 

Constitución y por las leyes que son esenciales para el funcionamiento y preservación del 

orden público. (Decreto 1923, 1978, p. 1) 

 

Como respuesta decreta una pena de 8 a 12 años para el delito de privación de libertad para 

provecho o utilidad ilícitos o con fines puramente políticos o de publicidad. Si en ejecución del 

secuestro causan lesiones, torturas u obliguen a actuar con la voluntad o exijan dinero, la pena será 

de 10 a 20 años (Decreto 1923, 1978). Y si la víctima de secuestro muere, la pena pasa de 20 a 30 

años. Sin que para este crimen concurra suspensión de la detención o de la pena. Se establece una 

pena de 8 a 14 años contra los alzados en armas, para quienes pretendan cambiar o suspender el 

régimen constitucional. A quienes participen de la rebelión como parte o con mando militar, 

político o judicial serán objeto de la tercera parte de la pena, también para las demás personas que 

estén comprometidas con la rebelión (Decreto 1923, 1978). Las penas de 10 a 15 años se extienden 

a integrantes de bandas, cuadrillas y grupos armados, por estar armados y por los delitos en que 

incurran contra la propiedad y las personas. Si los hechos concurren en áreas urbanas involucrando 

perturbación del orden público y el desarrollo pacífico de actividades sociales, la pena contra los 

responsables se establece en un rango de 20 a 25 años (Decreto 1923, 1978). Pero si no hay 

atentados contra la vida e integridad, pasa de 1 a 5 años. Si se usan explosivos, químicos o líquidos 

inflamables, la prisión será de 2 a 6 años, pero si con ello se causa una muerte, la pena es de 20 a 

24 años o de 10 si daña la integridad personal.  

 

Las penas de que trata el presente artículo se aumentarán en una tercera parte si los autores 

ocultaren su identidad mediante el uso de máscaras, antifaces, mallas u otros elementos 
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destinados a ocultar su identidad o en tales circunstancias utilizaren armas de fuego. 

(Decreto 1923, 1978, p. 3) 

 

Se tipifica como delito penado entre 4 y 10 años el de amenazar, usar la violencia o suplantar a la 

autoridad para obtener de terceros provechos en términos de cosas, dinero y documentos o se 

obligue a sus documentos de crédito. Para un conjunto de causas se impone el “arresto 

inconmutable hasta por un año” (Decreto 1923, 1978, p. 3) a quien para presionar a autoridades u 

obligar la toma de decisiones ocupe lugares y entidades públicos. Igual para quien impriman, 

almacenen, porten, distribuyan o transporten propaganda subversiva ultrajante o subversiva y de 

exhortación a la rebelión. También para quien incite a la desobediencia a las autoridades, de la Ley 

y de órdenes de las autoridades y contra quien cubra su rostro u oculte placas de vehículos (Decreto 

1923, 1978). Los efectos se extienden a quien se niegue a prestar un servicio público obligatorio 

o a auxiliar a las autoridades y a quien esté amenazado en su vida y bienes. E incluye la aplicación 

de la medida por acciones el porte de objetivos que puedan ser usados para afectar la vida e 

integridad de las personas (Decreto 1923, 1978). Cobija a quienes cobren para permitir la 

movilidad de personas, bienes y vehículos y a quienes fabriquen, almacenen, distribuyan, vendan, 

suministren, transporten, adquieran o porten armas de fuego, municiones o explosivos. Si los 

elementos son de uso privativo de las fuerzas militares la pena se amplía a 3 años (Decreto 1923, 

1978). 

 

Bajo el manto institucional de perturbación del orden público se da potestad a alcaldes, 

gobernadores, intendentes y comisarios de “decretar el toque de queda, prohibir o regular el 

expendio y consumo de bebidas embriagantes y las manifestaciones, desfiles y reuniones públicas” 

(Decreto 1923, 1978, p. 3). A la justicia penal militar se le otorga el juzgamiento de los delitos 

descritos, confiriendo a Comandantes de Brigadas, Fuerza Naval o Base Aérea el derecho de 

imposición de sanciones. También se confiere el dictado de sanciones a Comandantes de Estación 

de Policía con grado no inferior al de Capitán y en su ausencia o inexistencia a Alcaldes e 

Inspectores de Policía:  

 

Artículo 9º. La justicia penal militar, mediante el procedimiento de los Consejos de Guerra 

Verbales, además de la competencia que le esta atribuida por disposiciones legales vigentes, 
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conocerá de los delitos a que se refiere los artículos 1º, 2º, 3º,4º,5º, y 6º y, además de los 

que se cometan contra la vida e integridad personal de los miembros de las Fuerzas 

Armadas y contra civiles al servicio de las mismas y contra miembros del Departamento 

Administrativo de Seguridad (DAS), encuéntrense o no en actos del servicio, y contra los 

funcionarios públicos en razón de la investidura o por causa del ejercicio de sus funciones. 

(Decreto 1923, 1978, p. 3) 

 

Como parte el procedimiento, en el Decreto 1923 (1978) se establece el de ser oído en descargos 

en las 24 horas siguientes a la detención y con asistencia de un apoderado. Tras ello el 

procedimiento otorga a las partes 24 horas para la práctica de pruebas. A quien se le dicten medidas 

se le da un plazo de 24 horas para que se presente, de no hacerlo, se le declara contraventor ausente, 

delegando en el defensor de oficio su representación. Como medida asociada al cobijo de la 

declaratoria de perturbación del orden público se prohíbe la difusión por radio y televisión de 

informaciones, declaraciones, comunicados y comentarios relativos a éste o sobre paros, huelgas 

y noticias que inciten y hagan apología del delito. Se responsabiliza al Ministerio de 

Comunicaciones de imponer las sanciones, el que además asume “transitoriamente” el control de 

frecuencias y canales de radiodifusión (Decreto 1923, 1978).   

 

La aplicación del Estatuto de Seguridad Nacional devino en la Primera visita de Amnistía 

Internacional (AI) entre el 15 y el 31 de enero de 1980, que resultó en la presentación del primer 

informe sobre la violencia estatal en Colombia. En el cual recogió el testimonio de 6000 personas 

torturadas, consignando que la mayoría aún mostraban lesiones y traumas. La visita de Amnistía 

Internacional fue solicitada por el Estado, pero como el informe fue adverso a sus expectativas, 

Turbay Ayala convoca a una visita in loco a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 

(IDH) (de ahora en adelante se usará en el documento Comisión IDH).  

 

En sus gestiones, análisis y decisiones la Comisión IDH da cuenta de la comunicación con el 

Estado de Colombia. El intercambio de información es fluido, aunque no necesariamente 

satisfactorio para los fines de los derechos humanos, pues es recurrente por parte del gobierno 

nacional la solicitud de prórrogas para la entrega de información. Debido a la profunda crisis 

generada por la aplicación del Estatuto de Seguridad y el desarrollo de la lucha guerrillera, la 
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Comisión IDH (1980) expone al Estado, incluido el Ministro de Relaciones Exteriores, Diego 

Uribe Vargas, el examen de la situación general de los derechos humanos. Durante su permanencia 

en Colombia, la Comisión IDH (1980, 1981) asistió a los consejos verbales de guerra e intervino 

en la solución de la Toma Guerrillera del M-19 de la embajada de la República Dominicana, 

igualmente por invitación del Presidente de la República, Julio César Turbay Ayala. 

 

Tenemos un escenario conceptual complejo porque desde la Presidencia de la República se 

reconoce el concepto de derechos humanos de las naciones, adicionalmente, se reconoce a una 

organización no gubernamental de prestigio universal su carácter de investigadora y juez para 

analizar la situación de los derechos humanos. Amnistía Internacional aplica el concepto ONU de 

los derechos humanos y emite un informe y unas conclusiones que arrojan el incumplimiento del 

marco universal por parte del Estado colombiano. A raíz de ello, el Estado decide rechazar a la 

ONG que el invitó, calificando su investigación de parcializada, es decir, implícitamente 

exigiéndole que sea parcial pero hacia el lado de la balanza estatal. 

 

La ONG reafirma sus análisis y recomendaciones, razón por la cual el Estado, nuevamente a través 

de sus más altos dignatarios del poder ejecutivo traslada su marco de comprensión de los derechos 

humanos del ámbito universal al regional de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. 

Solicita evaluar la misma realidad que evaluó Amnistía Internacional y obtiene unos resultados 

similares, por lo que, procede de la misma manera: rechazando el informe. 

 

Entre tanto, han sucedido varios hechos semánticos importantes para el significado del concepto 

derechos humanos en Colombia. Primero, el Estado valida a las ONG internacionales como 

interlocutoras válidas a nivel de órganos consultivos. Segundo, el Estado valida al Sistema 

Interamericano de Derechos Humanos con contraparte legítima en el marco de la OEA. Tercero, 

ambas instancias, tanto la organización de la sociedad civil como la del organismo internacional 

emiten un concepto contrario a la interpretación del Estado colombiano. Cuarto, el Estado plantea 

un antecedente al concluir que acepta resultados favorables, de lo contrario, califica a las 

organizaciones e instancias de derechos humanos como parcializadas. Quinto, implícitamente el 

Estado está enviando el mensaje de que sus actuaciones bajo la doctrina de seguridad nacional, 

perturbación del orden pública y estado de sitio, sus actuaciones no son contrarias a los derechos 
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humanos proclamados por la OEA y la ONU. En este marco queda instalado un ámbito de 

interlocución entre Estado, ONG y comunidad internacional por los derechos humanos, 

específicamente, de los derechos humanos civiles y políticos. Al mismo tiempo, Amnistía 

Internacional y la Comisión IDH abren el campo de diálogo al Estado y la sociedad civil.  

 

En este contexto, el Congreso de la República adelanta el Acto Legislativo 1 de 1979, de diciembre 

04, por medio del cual, reforma la Constitución Nacional modificando el artículo 40 de la Carta 

Política de 1886, facultando “al Procurador General de la Nación y a sus agentes a defender los 

derechos humanos, la efectividad de las garantías sociales, los intereses de la Nación, el patrimonio 

del Estado y supervigilar la administración pública” (Acto Legislativo 1 de 1979, p. 11). 

Detallando como atribuciones especiales las de pronunciarse sobre quejas por violaciones de los 

derechos humanos y las garantías sociales por parte de funcionarios y empleados públicos, además, 

le confiere el deber de verificarlas y darles curso legal. El Acto Legislativo 1 de 1979 establece 

como parte de sus obligaciones velar por el derecho de defensa y la legalidad de los procesos 

penales, vigilar la conducta de funcionarios y empleados públicos, incluyendo los de la rama 

jurisdiccional, al punto de poder sancionarlos disciplinariamente o solicitar al Consejo Superior de 

la Judicatura, de ordenar correctivos estén o no vinculados por carrera de servicio. Además, 

trasladará a las autoridades las causas que sean posibles infracciones penales.    

 

Al Procurador General de la Nación y a sus agentes en el marco de su deber de defender los 

derechos humanos se les confiere licencia para levantar reservas, salvo lo dicho el numeral 4 del 

artículo 78 de la Constitución Política de 1986: “4. Exigir al Gobierno comunicación de las 

instrucciones dadas a Ministros diplomáticos, o informes sobre negociaciones que tengan carácter 

reservado” (Constitución Política, 1886, p. 8). Fuera de la función de representación judicial de 

los intereses de la nación, de procurar el cumplimiento de leyes, sentencias y disposiciones 

administrativas, de presentar un informe anual al Congreso, designar procuradores delegados, 

nombrar y remover agentes y empleados, le confiere el deber de presentar ante el Congreso 

“proyectos de ley relativos a su cargo y especialmente a la defensa de los derechos humanos y al 

respeto de las garantías sociales” (Acto Legislativo 1, 1979, p. 11). 
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Otro hecho de gran importancia en lo que compete a los derechos humanos en el Estado de 

Colombia es el Decreto 2111 de 1987 por el cual se asignan funciones al Consejero Presidencial 

para la Defensa, Protección y Promoción de los Derechos Humanos y se dictan otras 

disposiciones. Un decreto por el cual el Presidente de la República de Colombia, Virgilio Barco 

Vargas, el 8 de noviembre, creó la Consejería Presidencial para la Defensa, Protección y 

Promoción de los Derechos Humanos y el cargo y funciones de Consejero Presidencial para la 

Defensa, Protección y Promoción de los Derechos Humanos, teniendo como función central la de 

asesorar al Presidente en “todos los aspectos relacionados con la Defensa, Protección y Promoción 

de los Derechos Humanos” (Decreto 2111, 1987, p.1). Entre sus funciones se detallan las de 

informase sobre denuncias relacionadas con la violación de los Derechos Humanos, coordinar 

acciones para la protección y defensa de los Derechos Humanos, tanto debido a la Constitución 

Política, como de la DUDH. Establecer contacto con las Comisiones especiales de Derechos 

Humanos de la ONU y de la Comisión IDH. Asegurar respuestas oportunas y adecuadas a 

peticiones y demandas de organismos defensores de derechos humanos, tanto nacionales como 

internacionales (Decreto 2111, 1987).  

 

Además, el Decreto 2111 (1987) plantea colaborar con los organismos investigadores, rendir 

informes al Gobierno Nacional, sugerirle a éste medidas para la garantía y respeto de los derechos 

humanos en el país, a su vez y coordinar con otros organismos del Estado vinculados a la materia. 

Una atribución destacada es la 5: “Recibir y tramitar las quejas, denuncias o amenazas que sobre 

violación de los Derechos Humanos se formulen ante su Despacho y ponerlas en conocimiento del 

organismo competente para la correspondiente investigación” (Decreto 2111, 1987, p. 1). Para el 

conjunto de obligaciones se conmina a las entidades públicas en conjunto a presentar un informe 

al Consejero Presidencial para la Defensa, Protección y Promoción de los Derechos Humanos les 

solicite. Y al Consejero se le provee de “todos los recursos técnicos, de organización y métodos, 

sistematización, computadores y demás elementos logísticos que posean las referidas entidades 

públicas” (Decreto 2111, 1987, p. 2). 

 

En este mismo sentido el artículo 5 del Decreto 2111 de 1987 creó como organismo colaborador 

de la “Defensa, Protección y Promoción de los Derechos Humanos” (p.2) un comité integrado por 

los Ministerios de Gobierno, Relaciones Exteriores, Justicia, Defensa Nacional, Comunicaciones, 
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Procurador General de la Nación y Director General de Instrucción Criminal. Con la coordinación 

del Consejero Presidencial para la Defensa, Protección y Promoción de los Derechos Humanos, 

con el deber de reunión periódica para “analizar las situaciones concretas que se presenten con 

respecto a posibles violaciones de los Derechos Humanos” (Decreto 2111 de 1987, p. 2). 

   

Lo que revelan las decisiones de los poderes del Estado, ejecutivo y legislativo, es que para el 

conjunto de los actores institucionales estatales se incluye los derechos humanos como categoría 

de su campo de significación, no como un fantasma que recorre las leyes sino como un mandato 

explícito. El Congreso lo reafirma como concepto de estatus constitucional en términos de 

convertir los derechos humanos en misionalidad de las instituciones, en función de los funcionarios 

en general y con énfasis para algunos grupos como el criterio de vigilancia para los funcionarios 

de la Procuraduría como organismo de control. Esto significa que derechos humanos se convierte 

en un concepto de diálogo al interior del Estado como parámetro de medición de los resultados de 

trabajadores y trabajadoras estatales y como objeto de desarrollo de políticas públicas, legislación, 

decisiones judiciales e indicador valorativo del cumplimiento de la misión institucional y 

contractual.  

 

Otro momento trascendental y de peso estructural en el Estado colombiano en relación con los 

derechos humanos es la promulgación de la Constitución Política de 1991. En ella, los derechos 

humanos aparecen explícitamente en doce ocasiones, aunque implícitamente atraviesan la 

totalidad del documento. Esas doce referencias no son menores y constituyen marcos de 

configuración del Estado mismo.  

 

La primera de ellas aparece en el Artículo 67 referido al derecho a la educación y como parte de 

éste, contempla la formación para el “colombiano en el respeto a los derechos humanos, a la paz 

y a la democracia” (Constitución Política, 1991, p. 48). La segunda y tercera referencia está en el 

Artículo 93 que puede calificarse como la columna vertebral de los derechos humanos en el 

ordenamiento jurídico nacional, porque establece que los tratados y convenios internacionales de 

derechos humanos ratificados por el Congreso, “prevalecen en el orden interno” (Constitución 

Política, 1991, p.68, 69), incluso en los estados de excepción. Agregando que la interpretación de 

toda la Carta Constitucional en sus derechos y deberes se hará de “conformidad con los tratados 
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internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia” (Constitución Política, 1991, 

p.68, 69). La cuarta referencia está en el título de LOS DEBERES Y OBLIGACIONES del 

ciudadano colombiano, es el Artículo 95, en cuyo numeral 4 establece como deber de la persona y 

el ciudadano el de defender y difundir los derechos humanos como “fundamento de la convivencia 

pacífica” (Constitución Política, 1991, p.71).  

 

La quinta referencia de derechos humanos en la Constitución Política de 1991 se da en el Artículo 

118, en el cual se establece que el Ministerio Público es ejercido por el Procurador General de la 

Nación, por el Defensor del Pueblo, por los procuradores delegados y los agentes del ministerio 

público, por los personeros municipales y por los demás funcionarios que determine la ley. Lo 

relevante del caso es que instituye como su obligación “la guarda y promoción de los derechos 

humanos, la protección del interés público y la vigilancia de la conducta oficial de quienes 

desempeñan funciones públicas” (Constitución Política, 1991, p.82). En este contexto también se 

inscribe la novena referencia de los derechos humanos en la Constitución Política (1991), cuando 

en el Artículo 277, sobre las funciones del Procurador General de la Nación con auxilio del 

Defensor del Pueblo, establece en el numeral 2, el de “proteger y asegurar la efectividad de los 

derechos humanos” (p. 170). Lo mismo en el Artículo 278, décima referencia, cuando al 

Procurador se le dictamina “exhortar al Congreso la expedición de leyes para la promoción, 

ejercicio, protección y cumplimiento de los derechos humanos a las autoridades competentes” 

(Constitución Política, 1991, p. 172). 

 

La sexta referencia constitucional directamente vinculada a los derechos humanos está en el 

Artículo 164 que refiere como deber del Congreso el de dar prioridad de trámite a “proyectos de 

ley aprobatorios de los tratados sobre derechos humanos” (Constitución Política, 1991, p. 118). La 

séptima aparición es de gran importancia porque afirma el carácter supra de los derechos humanos 

en el ordenamiento estatal colombiano. Correlacionado con ello, la octava referencia de los 

derechos humanos en la Constitución Política (1991) se refiere a la “enseñanza de los fundamentos 

de la democracia y de los derechos humanos” (p. 142).a los miembros de la Fuerza Pública. En el 

Capítulo 6 o de los Estados de Excepción, Artículo 214, numeral 2, reza: 
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2. No podrán suspenderse los derechos humanos ni las libertades fundamentales. En todo 

caso se respetarán las reglas del derecho internacional humanitario. Una ley estatutaria 

regulará las facultades del Gobierno durante los estados de excepción y establecerá los 

controles judiciales y las garantías para proteger los derechos de conformidad con los 

tratados internacionales. Las medidas que se adopten deberán ser proporcionales a la 

gravedad de los hechos. (Constitución Política, 1991, p. 138) 

 

La undécima y la doceava referencia directa de los derechos humanos en la Constitución de 

Política (1991), Artículo 282, están asociadas a la figura constitucional del Defensor del Pueblo. 

El que además de las funciones de organizar y dirigir la institución, interponer acciones populares, 

presentar proyectos de Ley, rendir informes al Congreso, invocar el derecho de Habeas Corpus, 

interponer acciones de tutela, se le precisa que todas estas funciones y las demás que le obliga la 

Ley, giran en torno a su máxima responsabilidad, la de velar “por la promoción, el ejercicio y la 

divulgación de los derechos humanos” (Constitución Política, 1991, p. 173), incluyendo las de 

orientar e instruir a los habitantes del territorio nacional y a los colombianos en el exterior en “el 

ejercicio y defensa de sus derechos ante las autoridades competentes o entidades de carácter 

privado” (Constitución Política, 1991, p. 173). Cuestión que se vincula también con la función de 

“divulgar los derechos humanos y recomendar las políticas para su enseñanza” (p.173 ). 

 

La Constitución Política de 1991, con el contenido descrito abre el campo semántico de los 

derechos humanos en el interior del conjunto del Estado y desde éste con la ciudadanía dentro del 

territorio nacional y del Estado con la comunidad internacional. El campo semántico se instala 

como deber para el Estado en los términos de expedición de marcos legales de acción, así mismo, 

de acciones institucionales para la promoción, el ejercicio, la divulgación, la orientación, la 

instrucción y la protección de los derechos humanos. A su vez, la carta política (1991) ordena a los 

ciudadanos y a las ciudadanas el deber defensa y recomendación de cumplimiento de los derechos 

humanos a las autoridades competentes. Esto implica que, las autoridades de los distinto poderes 

del Estado quedan designadas para desarrollar interinstitucionalmente procesos que desarrollen los 

derechos humanos en sus propias dinámicas de funcionamiento interno como en la proyección e 

implementación de políticas públicas hacia la ciudadanía y la comunidad internacional. Al mismo 
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tiempo, las ciudadanías quedan facultadas por la carta magna para exigir al Estado el cumplimiento 

de los derechos humanos. 

 

Además del contenido descrito que quedó incorporado en la Constitución Política de 1991, es 

importante observar el grupo constituido para discutir, redactar y presentar a la nación la propuesta 

de Ley de Leyes. El Partido Liberal Colombiano obtuvo el 35,76% de los constituyentes, el 

Movimiento de Salvación Nacional el 15,7% y el Partido Social Conservador y conservadores 

independientes el 12,8%, es decir, entre los partidos tradicionales y sus tendencias sumaron el 

64,26%. Por su parte, la guerrilla del M-19 desmovilizada y convertida en la Alianza Democrática 

M-19 obtuvo el 27,1%, la corriente de izquierdas Unión Patriótica, que en sus orígenes resultó del 

proceso de paz con las Farc-EP, obtuvo el 2,9%, por su parte, el Ejército Popular de Liberación y 

el Partido Revolucionario de los Trabajadores obtuvieron 3 escaños con voz pero sin voto, así 

mismo, un escaño para la guerrilla indígena del Movimiento Armado Quintín Lame. Dos actores 

adicionales son importantes para dar cuenta del panorama ideológico de la Asamblea Nacional 

Constituyente de 1991, primero, el Movimientos Indígenas obtuvo un escaño para la ONIC y uno 

para AICO, es decir, el 2,9%, por su parte el Movimiento Unión Cristiana30 obtuvo con dos escaños 

obtuvo igualmente el 2,9%.  

 

Para efectos de la secuencia histórica que se ha narrado en este capítulo es importante indicar que 

tres constituyentes fueron Carlos Lemos Simmonds y Diego Uribe Vargas por el Partido Liberal y 

Alfredo Vázquez Carrizosa por la Unión Patriótica. Fueron actores del cuerpo diplomático de 

Colombia ante la Asamblea General de Naciones Unidos, y en todo caso expertos en el DIDH, 

pero también, en los planteamientos históricos del Estado de Colombia ante el sistema de las 

Naciones Unidas. Considerando que el total de constituyentes fue de 70 con voz y voto, más 4 con 

voz pero sin voto, de 74 personas de la Asamblea 431 eran mujeres, solo el 5,4% del total, una por 

el Partido Liberal, dos por la AD M-19 y una por la Unión Patriótica (UP.) La presidencia la 

ocuparon los dos partidos tradicionales, una disidencia del Partido Conservador Colombiano 

 
30 Dos personas, una por el Movimiento Unión Cristiana y otra por el Partido Nacional Cristiano. 
31 Helena Herrán de Montoya (Partido Liberal), María Mercedes Carranza Coronado (Alianza M-19), María Teresa 

Garcés Lloreda (Alianza M-19) y Aída Avella Esquivel (Unión Patriótica). 
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denominada Movimiento de Salvación Nacional, junto a la cual estuvo el Partido Liberal. La 

tercera presidencia la ocupó la ex guerrilla del M-19 legalmente constituida como AD M-19.  

 

Ideológicamente, asisten cuatro grandes grupos diferenciados: uno, los partidos tradicionales, dos, 

partidos y movimientos de izquierda, tres, exguerrilleros, cuatro, los cristianos evangélicos. Por 

otra parte, en cuanto a grupos representativos, es importante destacar dos presencias y una 

ausencia, están presentes las mujeres y los pueblos indígenas, están ausentes los pueblos negros.  

Lo que tenemos es la construcción de un consenso entre sectores de oposición dentro del marco 

legal y con sectores enemigos que desde su marco de legalidad consideraban al otro ilegal. Las 

guerrillas se encontraron con los partidos tradicionales, los comunistas con los cristianos, los 

blancos con los indígenas, las derechas con las izquierdas. La participación de las mujeres fue 

proporcionalmente muy baja. No hubo participación directa de las comunidades negras, 

palenqueras, afrocolombianas y raizales, ni con voz ni con voto, pero hubo diálogo entre pueblos 

ancestrales para dejar instalado un campo semántico de nivel constitucional por los derechos de 

las comunidades afrocolombianas que se concretó en el artículo transitorio 55 que derivó en la Ley 

70 de 199332.  

 

Considerando los sujetos de derechos nombrados en las Constitución Política de 1991 la Asamblea 

Nacional Constituyente y la sociedad que por votación popular reafirmó el documento, abren para 

los derechos el campo semántico a los grupos étnicos, a los nacionales y extranjeros, a los 

particulares y a las autoridades, a los trabajadores y a los empleadores, a toda persona en tanto sus 

condiciones de hombre, mujer, niño, adolescente, tercera edad, disminuidos físico, sensorial o 

psíquico, al Estado, a la sociedad y a la familia. Sujetos que pueden y deben y de hecho 

posteriormente, discuten ampliamente sobre los principios fundamentales, los derechos 

fundamentales, las garantías, los derechos sociales, económicos y culturales, los derechos 

 
32 “La presente ley tiene por objeto reconocer a las comunidades negras que han venido ocupando tierras baldías en 

las zonas rurales ribereñas de los ríos de la Cuenca del Pacífico, de acuerdo con sus prácticas tradicionales de 

producción, el derecho a la propiedad colectiva, de conformidad con lo dispuesto en los artículos siguientes. Así 

mismo tiene como propósito establecer mecanismos para la protección de la identidad cultural y de los derechos de 

las comunidades negras de Colombia como grupo étnico, y el fomento de su desarrollo económico y social, con el fin 

de garantizar que estas comunidades obtengan condiciones reales de igualdad de oportunidades frente al resto de la 

sociedad colombiana. De acuerdo con lo previsto en el parágrafo 1o. del artículo transitorio 55 de la Constitución 

Política, esta ley se aplicará también en las zonas baldías, rurales y ribereñas que han venido siendo ocupadas por 

comunidades negras que tengan prácticas tradicionales de producción en otras zonas del país y cumplan con los 

requisitos establecidos en esta ley” (Artículo 1, Ley 70 del 27 de agosto de 1993). 
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colectivos y del ambiente, la protección y aplicación de los derechos, los deberes y obligaciones. 

Además, el campo semántico incluye las cuestiones de nacionalidad, la ciudadanía, la participación 

democrática y partidos políticos, la organización del Estado, las ramas del poder público: 

legislativa, ejecutiva y judicial, las elecciones, los organismos de control, la organización 

territorial, el régimen económico y de hacienda pública y la misma reforma de la constitución.  

 

A partir de 1991 el ámbito del concepto de derechos humanos se amplía significativamente pues 

el Estado la carta lo define como social de derecho, así plantea el Artículo 1 de la Constitución 

Política (1991) “Colombia es un Estado social de derecho” (p. 1), en esa medida son innumerables 

a los propósitos de esta investigación los hechos que se suceden. Sin embargo, pueden identificarse 

momentos clave del concepto derechos humanos en el marco estudiado. Un cambio de importancia 

mayúscula en el transcurrir de la atención a los derechos humanos por parte del Estado colombiano 

se presenta en 1997, cuando establece un enfoque de atención en un sujeto concreto, el desplazado 

o la población desplazada. En el cuerpo de la Ley 387 del 18 de julio de 1987, los derechos 

humanos emergen como ausencia, es decir, como violaciones masivas de los derechos humanos, 

como instituciones a través de la Consejería Presidencial para los Desplazados y la Dirección 

General Unidad Administrativa Especial para los Derechos Humanos del Ministerio del Interior, 

como principios y deberes estatales en tanto derechos humanos que obligan a autoridades civiles 

y militares a su defensa y protección, en general de la mano de otro campo sustancial del derecho 

internacional, el Derecho Internacional Humanitario, toda vez que la población víctima de 

desplazamiento forzado sufre este crimen en el contexto del conflicto armado interno y acciones 

estatales militares y acciones paramilitares (Ley 387, 1987).   

 

También aparece como misión y objeto de procesos organizativos propios de la población 

desplazada o de organizaciones no gubernamentales, que en uno y otro caso, en el Artículo 30 de 

la Ley 1387 (1997) “desarrollan acciones en pro de los derechos humanos” (p. 8). Merece ser 

citada en extenso la primera mención a derechos humanos en el cuerpo de la Ley 387 de 1997 

como parte de lo que le sucede al sujeto desplazado o población desplazada.  

 

Artículo 1º. Del desplazado. Es desplazado toda persona que se ha visto forzada a migrar 

dentro del territorio nacional abandonando su localidad de residencia o actividades 
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económicas habituales, porque su vida, su integridad física, su seguridad o libertad 

personales han sido vulneradas o se encuentran directamente amenazadas, con ocasión de 

cualquiera de las siguientes situaciones: Conflicto armado interno, disturbios y tensiones 

interiores, violencia generalizada, violaciones masivas de los Derechos Humanos, 

infracciones al Derecho Internacional Humanitario u otras circunstancias emanadas de las 

situaciones anteriores que puedan alterar o alteren drásticamente el orden público. (Ley 

387, 1997, p. 1) 

 

La categoría persona desplazada se convirtió en un componente regular del lenguaje político 

estatal, ciudadano y de la opinión pública. Su realidad está dada por la violación sistemática de los 

derechos humanos y la respuesta estatal en general respondió parcialmente a sus reclamos y desde 

la acción humanitaria. La Ley 387 (1997) no tuvo efectos en la disminución del fenómeno porque 

la agudización de la guerra la superó, hasta convertirse en una de las crisis humanitarias más graves 

del hemisferio occidental, una aguda y creciente crisis de derechos humanos. La responsabilidad 

del desplazamiento según las ONG de derechos humanos y los organismos estatales y de las 

instancias internacionales es de los paramilitares. Al respecto de los grupos paramilitares, un 

momento muy importante del debate del concepto de derechos humanos en Colombia entre el 

Estados, las ONG de derechos humanos y las organizaciones de víctimas se presenta alrededor de 

la propuesta de proceso de paz del ex presidente Álvaro Uribe Vélez con las Autodefensas Unidas 

de Colombia (AUC).  

 

Un debate profundo va a marcar la promulgación de la Ley 975 de 2005 “Por la cual se dictan 

disposiciones para la reincorporación de miembros de grupos armados organizados al margen de 

la ley, que contribuyan de manera efectiva a la consecución de la paz nacional y se dictan otras 

disposiciones para acuerdos humanitarios” (p. 1). Las tensiones giraron en torno al hecho de 

negociación con los grupos paramilitares porque el movimiento de derechos humanos, algunos 

partidos políticos de oposición, sectores de las iglesias, procesos étnicos, campesinos y obreros, 

movimientos y organizaciones de mujeres, sectores de la academia y de los medios de 

comunicación, al igual que, un sinnúmero de organizaciones de víctimas, incluidas organizaciones 

de población desplazada, la consideraron una estrategia de impunidad porque comprenden que el 

paramilitarismo es una política de Estado. Esto se trasladó al debate en la opinión pública, en las 
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instituciones del ejecutivo, el judicial y el legislativo, en el ministerio público y con la comunidad 

internacional. Finalmente, la aprobación y aplicación de la Ley 975 (2005) sufrió cambios 

profundos a la versión inicial presentada por el gobierno nacional liderado por el Presidente de la 

República Álvaro Uribe Vélez.  

 

Ahora bien, es muy interesante lo que en la Ley 975 de 2005 aparece en cuestión de los derechos 

humanos de medidas de satisfacción y garantías de no repetición en prospectiva del proceso de 

reconciliación nacional, así mismo, establece el enfoque diferencial. En cuanto al enfoque cobra 

pertinencia la cita en extenso porque aparece el universo de sujetos víctima de violaciones de 

derechos humanos y particularmente se destaca la figura de los defensores y de las defensoras de 

derechos humanos, cabe aclarar que dicha definición se encuentra en la Ley 1592 de 2012 por 

medio de la cual se introducen modificaciones a la Ley 975 de 2005 y plantea que sobre el enfoque 

diferencial lo siguiente: 

 

Artículo 5A. Enfoque diferencial. El principio de enfoque diferencial reconoce que hay 

poblaciones con características particulares en razón de su edad, género, raza, etnia, 

orientación sexual y situación de discapacidad. Por tal razón, la participación de las 

víctimas en el proceso penal especial de que trata la presente ley, así como el proceso 

judicial y la investigación que se realice, deberán contar con dicho enfoque, sin perjuicio 

de la aplicación de criterios de priorización.   

El Estado ofrecerá especiales garantías y medidas de protección a los grupos expuestos a 

mayor riesgo de las violaciones a que se refiere el artículo 5° de la presente ley, tales como 

mujeres, jóvenes, niños y niñas, adultos mayores, personas en situación de discapacidad, 

campesinos/as, líderes/lideresas sociales, miembros de organizaciones sindicales, 

defensores/as de Derechos Humanos, víctimas de desplazamiento forzado y miembros de 

pueblos o comunidades indígenas, ROM, negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras, 

cuando el riesgo se genere con ocasión de su participación en el proceso judicial especial 

de que trata la presente ley. Ley 975 de 2005, p 1,2) 

 

La Ley 975 (2005) como parte de la prevención de violaciones de derechos humanos la 

capacitación en materia de derechos humanos por parte de los victimarios. En general por parte de 



 

 

172 

las ONG de derechos humanos hay un rechazo a las concesiones hechas al paramilitarismo, pero 

del Movimiento Nacional de Crímenes de Estado (MOVICE) se pueden recoger las críticas más 

fuertes, precisamente porque como reacción a la negociación con las Autodefensas Unidas de 

Colombia. En la página Web oficial el MOVICE33 expone que se trata de una confluencia de más 

de “200 organizaciones de víctimas de desaparición forzada, ejecuciones extrajudiciales, 

asesinatos selectivos y desplazados, así como organizaciones acompañantes y defensoras de 

derechos humanos” (MOVICE, 2024, s.p.). Ciertamente la organización de las víctimas de 

crímenes de Estado se remonta a los años ochenta, pero la derogación de la Ley 975 de 2005 genera 

una coyuntura política de discusión sobre los derechos humanos y los derechos de las víctimas. De 

hecho nace formalmente el 25 de junio de 2005 en el marco del II Encuentro Nacional de Víctimas 

de Crímenes de Lesa Humanidad, violaciones graves a los derechos humanos y genocidio34. Pero 

el MOVICE tiene como referente de origen el Proyecto Colombia Nunca Más en el año 1996, 

cuando 1735 ONG de derechos humanos iniciaron una investigación sobre crímenes de Estado. 

 

Frente a la Ley 975 de 2005 hay dos concepciones del paramilitarismo en disputa. Desde la 

perspectiva del Proyecto Colombia Nunca Más asumida por el MOVICE, el accionar paramilitar 

es una política de Estado inscrita en la lógica de la doctrina de seguridad nacional y del enemigo 

interno. Por su parte, el Estado colombiano y en particular, durante el gobierno nacional del 

presidente Álvaro Uribe Vélez, se promueve un discurso que posiciona en la opinión pública la 

figura de los paramilitares como tercer actor no estatal del conflicto armado, creado por civiles 

para defenderse de los crímenes de las guerrillas. Estos puntos de vista inician una discusión 

profunda entre el movimiento de derecha radical liderado por Uribe Vélez y el movimiento de 

derechos humanos y de víctimas de crímenes de lesa humanidad. Se trata de dos concepciones 

 
33 Página web del MOVICE: https://movimientodevictimas.org/historia/ 
34 “Allí participaron más de mil delegados, 230 organizaciones y 400 delegados regionales provenientes de 28 

departamentos” (MOVICE, 2024). 
35 “Asociación de Familiares de Detenidos Desaparecidos de Colombia –ASFADDES-, Colectivo de Abogados “José 

Alvear Restrepo” –CAJAR-, Comisión Intercongregacional de Justicia y Paz, Fundación Comité de Solidaridad con 

los Presos Políticos –CSPP-, Comité Permanente por la Defensa de los Derechos Humanos –CPDH-, Comisión 

Interfranciscana de Justicia, Paz y Reverencia con la Creación, Corporación Sembrar, Comité Regional de Derechos 

Humanos de Santander –CREDHOS-, Fundación Reiniciar, Colectivo de Derechos Humanos Semillas de Libertad –

CODEHSEL-, Corporación Jurídica Libertad, Comunidades Eclesiales de Base y Grupos Cristianos de Colombia –

CEBS-, Humanidad Vigente Corporación Jurídica, Fundación Manuel Cepeda, Asociación Nacional de Usuarios 

Campesinos Unidad y Reconstrucción –ANUC UR-, Asociación Nacional de Ayuda Solidaria –ANDAS- y la 

Comunidad de los Misioneros Claretianos de Colombia” (MOVICE, 2024). 
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opuestas sobre la responsabilidad de la garantía de los derechos humanos. A su vez, ello secunda 

el concepto de derechos humanos de las víctimas. Para el Proyecto Colombia Nunca Más son la 

memoria, la verdad, la justica, la reparación integral, las garantías de no repetición y, de darse las 

anteriores, la reconciliación. En este orden el MOVICE (2024) propone ocho estrategias, uno, 

jurídica para perseguir a máximos responsables, dos, por la verdad y la memoria, tres, de 

acompañamiento a las víctimas con una Comisión de Ética, cuatro, legal para la prohibición del 

paramilitarismo, cinco, de reparación levantando el catastro alternativo, seis, contra la desaparición 

forzada, siete, contra el genocidio político caso UP, y ocho, organizativa por el fortalecimiento del 

mismo movimiento.  

 

Por su parte, la política de seguridad democrática de Uribe Vélez plantea que la Ley 975 de 2005 

o Ley de Justicia y Paz enfoca los esfuerzos del Estado en la construcción de “estrategias para el 

logro de la reconciliación de los colombianos y responsable de la articulación de un discurso único 

de Estado” (DNP36, 2007, p.88). Para ello, el Estado colombiano creó la Comisión Nacional de 

Reparación y Reconciliación (CNRR)37, encargada de construir las medidas y acciones de 

reparación y reconciliación. El Estado de Colombia a través de la CNRR (2006) abre la discusión 

sobre la “reparación al marco internacional de derechos humanos de la ONU, la OEA y la CPI” 

(p.117,134). En los mismos, el campo semántico de los derechos humanos de las víctimas refiere 

los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación. La CNRR (2006) “entiende que 

el concepto de reparación integral supone reconocer las distintas formas de reparación 

contempladas en la legislación nacional e internacional” (p.20), lo que significa los procesos de 

restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición. 

 

Tras el periodo de la Seguridad Democrática inicia el periodo de la Prosperidad Democrática, que 

contrario a lo esperado significó un giro de timón en materia de seguridad, paz y derechos 

humanos. La denominada Ley de Víctimas marca un punto de inflexión en la atención a los 

derechos de las víctimas en Colombia. En la Ley 1448 de 2011 los derechos humanos se mencionan 

en 26 ocasiones. En primer y segundo lugar refiere los desarrollos del DIDH y el DIH para el 

 
36 Para referencias. DNP (2007). Plan Nacional de Desarrollo 2006-2010, Estado Comunitario: desarrollo para todos. 

Bogotá. Colombia. 
37 Para referencias. CNRR (2007). Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación, Recomendación de criterios 

de reparación y de proporcionalidad restaurativa. Bogotá. Colombia. 
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sujeto víctima. En tercer y décimo séptimo lugar aparece el sujeto concreto defensor de derechos 

humanos y defensores de víctimas. En cuarto lugar se desagregan los derechos que deben o debería 

poderse gozar de manera efectiva. En sexto lugar aparece la acepción derechos humanos de las 

víctimas (Ley 1448, 2011). En séptimo lugar aparece la infracción al DIH. En octavo lugar está la 

referencia grave violación de los derechos humanos. En noveno lugar se nombra al sujeto 

victimario o responsable o autor de violaciones de los derechos humanos. En el undécimo y 

catorceavo lugar aparece el sujeto organizaciones de derechos humanos y organizaciones sociales 

de derechos humanos (Ley 1448, 2011). 

 

Ley 1448 (2011), en el doce, trece y veinteavo lugar se nominan los ámbitos de institucionalización 

de procesos de derechos humanos: los archivos sobre violaciones de los derechos humanos, 

programas de derechos humanos y memoria histórica, Programa Presidencial de Derechos 

Humanos y Derecho Internacional Humanitario. En el quinceavo, el décimo octavo y el décimo 

noveno lugar están referidos a la memoria histórica como valor de los derechos humanos, a la 

estrategia general de comunicaciones en derechos humanos, en el Artículo 149 de la Ley 1448 

(2011) se plantea como “estrategia única de capacitación y pedagogía en materia de respeto de los 

Derechos Humanos y del Derecho Internacional Humanitario” (p. 51). El duodécimo primer, 

segundo, tercero y cuarto lugar se refieren a la necesitad de garantía de los derechos humanos, al 

cumplimiento de las normas internacionales de derechos humanos y al derecho de las víctimas de 

recibir un trato con humanidad y respeto de su dignidad y sus derechos humanos. Nuevamente en 

extenso, es importante citar la primera aparición de derechos humanos en la Ley 1448 de 2011 o 

Ley de Víctimas: 

 

ARTÍCULO 3°. VÍCTIMAS. Se consideran víctimas, para los efectos de esta ley, aquellas 

personas que individual o colectivamente hayan sufrido un daño por hechos ocurridos a 

partir del 1º de enero de 1985, como consecuencia de infracciones al Derecho Internacional 

Humanitario o de violaciones graves y manifiestas a las normas internacionales de 

Derechos Humanos, ocurridas con ocasión del conflicto armado interno.  

También son víctimas el cónyuge, compañero o compañera permanente, parejas del mismo 

sexo y familiar en primer grado de consanguinidad, primero civil de la víctima directa, 
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cuando a esta se le hubiere dado muerte o estuviere desaparecida. A falta de estas, lo serán 

los que se encuentren en el segundo grado de consanguinidad ascendente.  

De la misma forma, se consideran víctimas las personas que hayan sufrido un daño al 

intervenir para asistir a la víctima en peligro o para prevenir la victimización.  

La condición de víctima se adquiere con independencia de que se individualice, aprehenda, 

procese o condene al autor de la conducta punible y de la relación familiar que pueda existir 

entre el autor y la víctima. (Ley 1448, 2011, p. 2) 

 

La Ley 1448 (2011) configura estructuralmente un capo semántico de acción del Estado asociado 

a las consecuencias de los hechos sucedidos con ocasión del conflicto armado interno a partir del 

1 de enero de 1985. Hay en la misma un conjunto de elementos que las ONG de derechos humanos 

reclamaron por décadas y por lo tanto, se convierte en un marco de diálogo del Estado con quienes 

construyen su identidad de interlocución a partir de sufrir daños por infracciones al DIH y 

violaciones al DIDH, esto es, imponiendo la necesidad a las partes actuantes de la comunicación 

de definir lo destruido y sus consecuencias. El Estado asentado en el concepto clásico de derechos 

humanos asume la responsabilidad de garantía de los derechos humanos de las víctimas con la 

paradoja de que ese mismo acto político demuestra que no garantizó, ni protegió, es decir, revela 

su condición de responsable de violaciones de derechos humanos. Y para las personas humanas, 

constituye la construcción de la identidad a partir de hechos, quizá, los más dolorosos de su 

existencia, para constituirse en actor de interlocución legítimo en el campo semántico de los 

derechos humanos y el derecho en la guerra. 

 

Finalmente, observemos el contenido del Acuerdo Final para una Paz Estable y Duradera. Acuerdo 

entre la guerrilla de las FARC-EP, para ese momento el movimiento en rebelión más antiguo del 

mundo y uno de los ejércitos irregulares más activos en su ofensiva militar, y el Estado de 

Colombia, para ese momento, liderado en su poder ejecutivo por el Presidente de la Republica 

Juan Manuel Santos Calderón, reconocido como Premio Nobel de Paz en 2016. En el documento, 

un texto extenso que en la versión oficial fue entregado al Consejo de Seguridad de las Naciones 

Unidas, la cuestión derechos humanos aparece 181 veces en las 310 páginas a espacio sencillo. El 

Acuerdo Final para una Paz Estable y Duradera (en adelante Acuerdo Final 24.11.2016) suscrito 

por una guerrilla de izquierda radical y un Estado gobernado por partidos políticos de derecho y 
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extrema derecha, nunca derecha moderada, recoge íntegramente el espíritu del DIDH y el DIH. 

Los enemigos llegan a un acuerdo sobre este componente.  

 

En primer lugar, en el cuerpo de lo convenido se resaltan y reconocen los principios del Derecho 

Internacional del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, los distintos fallos de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos sobre la terminación de los conflictos. A su vez, se recogen 

en su totalidad los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia. El 

Acuerdo entre Guerrilla y Estado incorpora en el cuerpo de su texto el espíritu y los amplios 

alcances del Derecho Internacional de los Derechos Humanos. Para las partes, los derechos y 

deberes que recoge la carta política de la República deben interpretarse a la luz del DIDH ratificado 

por Colombia y sobre la sociedad se plantea su permanencia si en ella se logra el respeto de los 

derechos humanos. Otorgándole un papel principal a los defensores y a las defensoras de derechos 

humanos considerando un enfoque general y diferenciado, refiriendo explícitamente la categoría 

de género. 

 

Los dos actores de la guerra sentados en la mesa de la paz concuerdan en investigar y sancionar 

las “graves violaciones a los derechos humanos y las graves infracciones al Derecho Internacional 

Humanitario” (Acuerdo Final, 2016, p. 8). Y para ello, otorgan a las organizaciones sociales y de 

derechos humanos, en especial a las Plataformas de Derechos Humanos, un papel protagónico en 

cuanto a la promoción y respeto de los derechos humanos y en la defensa de los valores 

democráticos. No en sentido de delegar a la sociedad el deber de garantía de aplicación y de 

respeto, sino de concurrencia para vigilar al Estado como sujeto activo de la plena garantía de las 

normas del Derecho Internacional de los Derechos Humanos para que toda la población disfrute 

de sus derechos humanos. Una responsabilidad estatal que cuenta con la comunidad internacional 

a través de figuras como la Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos. 

 

En el cuerpo del Acuerdo Final (2016), cuatro categorías son importantes en relación con los 

derechos humanos: respeto, garantía, protección y promoción. Incluye la obligación de no 

promover “organizaciones violentas como el paramilitarismo que irrumpan en la vida de los 

colombianos/as vulnerando los derechos humanos” (Acuerdo Final, 2016, p. 81). Una quinta 

categoría aparece también en lo suscrito entre las partes firmantes del acuerdo de paz: prevención 
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(Acuerdo Final, 2016). Es decir, el Acuerdo Final (2016) ordena que la garantía de los derechos 

humanos incluye la obligación de prevenir violaciones de los derechos humanos. En el Acuerdo 

Final (2016) se evidencia que el Estado cuenta con tres actores asociados a los derechos humanos 

en el país: institucionalidad representada en el Consejero de Derechos Humanos de la Presidencia 

de la República, ciudadanías asociadas en las Organizaciones de víctimas y de derechos humanos, 

de plataformas de derechos humanos y de movimientos sociales, incluidos los de mujeres, y 

comunidad internacional compuesta por las Organizaciones internacionales de derechos humanos 

con presencia en Colombia, la Oficina del Alto Comisionado de Derechos Humanos de la 

Organización de Naciones Unidas en Colombia (Acuerdo Final, 2016). 

 

Un sujeto emergente y central en el Acuerdo Final (2016). en materia de DIDH y DIH es el 

defensor y la defensora de los derechos humanos. Y a su favor, se ordenan campañas de 

legitimación y reconocimiento de su labor en áreas rurales como urbanas. Tarea para la cual deben 

movilizarse recursos en los medios de comunicación comunitarios y de interés público. Campañas 

que deben contribuir a impulsar y promover los derechos humanos y la convivencia. Otros 

procesos son importantes en el Acuerdo de Paz en materia de derechos humanos: apoyo a la 

actividad de denuncia, documentación de violaciones a los derechos humanos y observancia de los 

derechos humanos (Acuerdo Final, 2016). Estos procesos se ordenan para el ámbito nacional y 

para los territorios, esto es, se propone una territorialización de la comprensión de los derechos 

humanos. 

 

El tema del narcotráfico se trata en el Acuerdo de Paz asociado a los cultivos de uso ilícito como 

amenaza al “respeto por los derechos humanos, el medio ambiente y el buen vivir” (Acuerdo Final, 

2016, p.105). Problema frente al cual aparece nuevamente la cuestión de la garantía, esta vez 

articulada a las de seguridad, convivencia, observancia y protección de los derechos humanos. 

Siendo los derechos humanos sustanciales al Acuerdo Final para una Paz Estable y Duradera, en 

sus páginas se propone una definición del enfoque de derechos humanos tejido con el enfoque 

diferencial y de género: 

 

Enfoque de derechos humanos: las acciones encaminadas a la prevención y superación del 

consumo, así como a la mitigación de riesgos y daños, deben estar enmarcadas en el respeto 
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y goce efectivo de los derechos de las personas que implica, entre otros, la no 

estigmatización o discriminación del consumidor y su no persecución penal en razón del 

consumo (Acuerdo Final para una Paz Estable y Duradera, 2016, p. 116). 

 

Los derechos humanos son así un compromiso con las víctimas, materia que se trata en extenso en 

el Punto 5 de la Agenda o Punto de Víctimas. El cual incluyó la discusión y construcción de 

consensos sobre los derechos humanos de las víctimas y el problema de la Verdad. En este ámbito 

de la negociación los derechos humanos se comprenden como “inherentes a todos los seres 

humanos por igual” (Acuerdo Final, 2016, p.125,191), lo que se amplía exponiendo que todo ser 

humano en cuanto tal tiene derechos humanos “universales, indivisibles e interdependientes y 

deben ser considerados en forma global y de manera justa y equitativa” (Acuerdo Final, 2016, p. 

125). Políticamente se expone que no son concesión y que corresponde al Estado la promoción y 

la protección de los derechos y de las libertades fundamentales. ¿Esto exime a las ciudadanías de 

toda obligación? No. El Acuerdo advierte que los ciudadanos tienen el deber de no violar los 

derechos de sus conciudadanos. 

 

En este marco, las partes a partir de sus consideraciones sobre los derechos humanos acuerdan la 

transformación misma de la estructura institucional del Estado colombiano creando el Sistema 

Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición para la garantía de los derechos de las 

víctimas y cumplir el compromiso con la promoción, el respeto y la garantía de los derechos 

humanos y para la lucha contra las graves y manifiestas violaciones a los derechos humanos y las 

graves infracciones al Derecho Internacional Humanitario.  

 

La consecuencia de esta decisión es la reforma a la Constitución Política (1991) agregando el 

TÍTULO TRANSITORIO. DE LAS NORMAS PARA LA TERMINACIÓN DEL CONFLICTO 

ARMADO Y LA CONSTRUCCIÓN DE UNA PAZ ESTABLE Y DURADERA, compuesto por 

el “Capítulo I. Sistema integral de verdad, justicia, reparación y no repetición” (p. 250), por el 

“Capítulo II. Comisión para el esclarecimiento de la verdad, la convivencia y la no repetición y 

unidad de búsqueda de personas dadas por desaparecidas en el contexto y en razón del conflicto 

armado” (p. 251), por el “Capítulo III. Jurisdicción especial para la paz” (p. 251), por el “Capítulo 

IV. Reparación integral en el sistema integral de verdad, justicia, reparación y no repetición” (p. 



 

 

179 

257), por el “Capítulo V. Extradición” (p. 258), por el “Capítulo VI. Participación en política” (p. 

258), por el “Capítulo VII. De las normas aplicables a los miembros de la fuerza pública para la 

terminación del conflicto armado y la construcción de una paz estable y duradera” (p. 258,259), y 

por el “Capítulo VIII. Prevalencia del acuerdo final para la terminación del conflicto armado y la 

construcción de una paz estable y duradera” (p. 260). El Acuerdo Final (2016) establece que el 

Estado es el sujeto responsable de los derechos humanos por acción y por omisión. 

 

La responsabilidad de los destinatarios del SIVJRNR no exime al Estado de su deber de 

respetar y garantizar el pleno goce de los derechos humanos y de sus obligaciones, 

conforme al Derecho Internacional Humanitario y al Derecho Internacional de los 

Derechos Humanos. (Acuerdo Final, 2016, p. 146) 

 

El Acuerdo de Paz promueve una alianza entre lo público y lo popular entre autoridades estatales, 

organizaciones sociales, sindicales, de derechos humanos y procesos pertenecientes a la Cumbre 

Agraria, Étnica y Popular. A su vez, enfatiza en trabajar por el desarrollo del conocimiento en el 

DIH, los Derechos Humanos y la resolución de conflictos. Igualmente, en el conocimiento de la 

cultura democrática y las garantías de reconciliación, convivencia, tolerancia, no estigmatización, 

movilización y de la protesta social. 

 

El Gobierno Nacional en representación del Estado colombiano reitera su compromiso con 

la protección de los derechos humanos y de quienes trabajan por esta causa. Es deber del 

Estado Colombiano promover, proteger, respetar y garantizar, los derechos humanos, 

incluyendo los derechos económicos, sociales, culturales y ambientales, con un enfoque 

diferencial y de género, atendiendo a los principios de igualdad y progresividad, y 

garantizar el derecho a la paz, especialmente en los territorios más afectados por el 

conflicto. Por su parte, las FARC-EP reiteran su irrestricto compromiso con los derechos 

humanos (…). (Acuerdo Final, 2016, p. 310) 

 

En el Acuerdo Final (2016) los derechos humanos se establecen en relación a sujetos concretos: 

“mujeres, niños, niñas, adolescentes, jóvenes, adultos mayores, personas en situación de 

discapacidad, pueblos indígenas, comunidades campesinas, integrantes de las iglesias, confesiones 
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religiosas, organizaciones basadas en la fe y organizaciones del sector religioso, poblaciones 

afrocolombianas, negras, palenqueras y raizales, población LGBTI” (p. 310), defensores y 

defensoras de derechos humanos, sindicalistas, periodistas, agricultores y agricultoras, ganaderos 

y ganaderas, comerciantes y empresarios y empresarias. Para estos sujetos y para todas las 

personas, hombres y mujeres, se convoca a la profundización de la cultura y de los mecanismos 

de los derechos humanos. Los componentes estratégicos de los derechos humanos en los que 

gobierno nacional y guerrilla llegan a un acuerdo en el marco de la decisión de Estado denominado 

Acuerdo Final para una Paz Estable y Duradera son: 

 

Promoción del respeto de los derechos humanos y de una cultura de derechos humanos 

para la construcción de la paz y la reconciliación. Fortalecimiento del sistema de 

información de la situación de derechos humanos, teniendo en cuenta los avances del 

Sistema Nacional de Derechos Humanos. Fortalecimiento del sistema de monitoreo de la 

situación de derechos humanos a nivel nacional y regional, teniendo en cuenta el sistema 

de alertas tempranas. Fortalecimiento del proceso de implementación del Plan Nacional de 

Educación en Derechos Humanos. (Acuerdo Final, 2016, p. 190) 

 

Los que se complementan con el fortalecimiento de “los mecanismos de protección de la labor que 

desempeñan los defensores de derechos humanos y sus organizaciones” (Acuerdo Final, 2016, 

p.190), demandando del Gobierno Nacional el reconocimiento del trabajo de los defensores y de 

las defensoras de derechos humanos. Un reconocimiento que involucra el compromiso de trabajar 

por su fortalecimiento, así como, de las organizaciones y movimientos sociales. ¿Qué debe 

garantizar el Estado para el trabajo de las organizaciones y movimientos de defensa de los derechos 

humanos? Un protocolo de protección integral construida de manera consulta que incluya garantías 

seguridad, reconocimiento, no estigmatización, diálogo permanente, atención a sus informes, 

diagnósticos y recomendaciones.  

 

Otro compromiso entre el Gobierno Nacional y la guerrilla en el texto del Acuerdo Final (2016) es 

la relación con la Fiscalía General de la Nación, tiene que ver con las investigaciones “caso por 

caso, a las denuncias e investigaciones por violaciones a los derechos de los defensores y 
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defensoras de derechos humanos” (p.191). Lo que implica las siguientes acciones de política 

pública para la prevención y protección de los derechos humanos. 

 

Diseño, elaboración y ejecución de un Plan Nacional en Derechos Humanos con la 

participación efectiva de las organizaciones de defensores y defensoras de derechos 

humanos y organizaciones y movimientos sociales que, teniendo en cuenta los diferentes 

esfuerzos de política existentes, permita ajustarlos a las necesidades de un escenario de 

construcción de la paz. (Acuerdo Final, 2016, p. 191) 

 

De acuerdo con lo aprobado en el Punto de Participación Política, se adoptarán las medidas 

y ajustes normativos necesarios para dar garantías plenas para la movilización y la protesta 

social, como parte del derecho constitucional a la libre expresión, a la reunión y a la 

oposición, privilegiando el diálogo y la civilidad en el tratamiento de este tipo de 

actividades. Creación de una comisión asesora convocada por la Defensoría del Pueblo 

para asesorar y realizar recomendaciones al Gobierno Nacional, a las instituciones del 

Estado y a las organizaciones de derechos humanos, en materia de derechos humanos y 

paz. La Defensoría del Pueblo y representantes de las organizaciones de derechos humanos 

acordarán su composición y funcionamiento. (Acuerdo Final, 2016, p. 191) 

 

Finalmente, el Acuerdo Final (2016) incluye el enfoque de derechos humanos entre los principios 

generales de su implementación, además ordena “la creación de una comisión de seguimiento a la 

implementación cuya característica, además de ser de carácter político y estar integrada por 

personal desarmado” (p.191), es que sus integrantes deben contar con experiencia en derechos 

humanos: 

 

Enfoque de derechos: La implementación de todos los acuerdos alcanzados debe contribuir 

a la protección y la garantía del goce efectivo de los derechos de todos y todas. Los derechos 

humanos son inherentes a todos los seres humanos por igual, lo que significa que les 

pertenecen por el hecho de serlo, y en consecuencia su reconocimiento no es una concesión, 

ya que son universales, imperativos indivisibles e interdependientes y deben ser 

considerados en forma global y de manera justa y equitativa. En consecuencia, el Estado 
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tiene el deber de promover y proteger todos los derechos y las libertades fundamentales, 

sin discriminación alguna, respetando el principio pro homine, y todos los ciudadanos el 

deber de no violar los derechos humanos de sus conciudadanos, atendiendo los principios 

de universalidad, igualdad y progresividad. (Acuerdo Final, 2016, p.193) 

 

Como en la Constitución Política de 1991 los derechos humanos logran un decidido impulso a 

partir de la negociación con la guerrilla, es decir, con la oposición ilegal armada enemiga del 

Estado. Considerando el seguimiento de la Comisión IDH (2019) al Acuerdo Final para una Paz 

Estable y Duradera, específicamente al SIVJRNR del Punto 5, la comisión analiza los avances y 

problemas que ha enfrenta la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP), la Comisión para el 

Esclarecimiento de la Verdad, la Convivencia y la No Repetición (CEV) y la Unidad para la 

Búsqueda de Personas dadas por Desaparecidas (UBPD).  

 

La Comisión IDH (2019), respecto a la JEP, informó que se seleccionaron 38 magistrados titulares 

y 13 suplentes en octubre de 2017, el 15 de marzo de 2018 iniciaron labores para la recepción de 

casos. Según la Comisión IDH (2019), los problemas que enfrentó la JEP tienen que ver con el 

retraso de la Corte Constitucional de Colombia que solo publica la constitucionalidad de la norma 

el 19 de diciembre de 2018, ordenando enviarla al Congreso para ajustes y posteriormente someter 

a sanción del Presidente. Otros problemas emergentes que plantea la Comisión IDH (2019) fue la 

demora superior a dos años de la firma del Acuerdo Final, la JEP no tenía Ley Estatutaria, dejando 

el limbo jurídico a centenas de exguerrilleros que pidieron amnistía.  

 

Así mismo, para la Comisión IDH (2019), la JEP también enfrentó dificultades para aplicar el 

enfoque diferencial en términos de acompañamiento, representación y defensa de las víctimas. Por 

su parte, la Comisión IDH (2019) afirma que en la JEP hubo el riesgo de intromisión de la Fiscalía 

General de la Nación. Más grave aún, la amenaza de incumplir con la obligación de investigar, 

juzgar y sancionar las violaciones de los derechos y las infracciones al DIH porque uno de los 

artículos de la JEP abrió la posibilidad de suspender actuaciones contra los integrantes de la Fuerza 

Pública. Por último, afirma la Comisión IDH (2019) que la JEP al trabajar con macrocasos 

contradice el Estatuto de Roma porque no garantiza identificar altos mandos responsables, otorga 

beneficios sin verificar cumplimiento de sanciones y realiza audiencias sin el rigor de los juicios. 
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En cuanto a la CEV, según la Comisión IDH (2019), se realiza su creación en el año 2017 e inicia 

su mandato el 28 de noviembre de 2018. Respecto a la UBPD se crea en 2017 y en el 2018 se 

aprobó su presupuesto, la planta de personal y el presupuesto, enfrentando el reto de lograr que las 

víctimas sean el eje más importante de la actuación en el marco del respecto a los derechos 

humanos.   

 

El MOVICE con relación a la JEP plantea un debate con el Estado sobre las condiciones de 

juzgamiento, las reglas operaciones, los procedimientos, los terceros responsables y la 

investigación sobre los grupos económicos con responsabilidad en los hechos del conflicto 

(Comisión IDH, 2019). Mientras el Estado argumenta que no hay contradicción entre los criterios 

de regulación de la responsabilidad de mando y el deber estatal de investigar, juzgar y sancionar a 

los máximos responsables, el MOVICE señala que las modificaciones impuestas al Acuerdo Final 

afectan los principios de imparcialidad y efectividad de las investigaciones. El Estado a propósito 

de la responsabilidad de mando y máximos responsables señaló a través de la Corte Constitucional 

-Sentencia C-674 de 2018- que son conceptos diferentes, el MOVICE cuestiona que en la 

definición de las reglas operacionales como fuente de derecho en el marco del conflicto no aplicó 

el DIDH para la determinación de la responsabilidad de mando (Comisión IDH, 2019). Respecto 

a los procedimientos ante la JEP por hechos de la Fuerza Pública alega que el Ministerio autorizado 

es el Defesa, mientras el MOVICE señala que intervenga el Ministerio de Justicia.  

 

La Comisión IDH (2019) sobre la responsabilidad de terceros responsables el Estado plantea que 

el carácter de voluntaria la comparecencia de terceros responsables afirma que es una opción, 

mientras el MOVICE afirma que la voluntariedad implica incertidumbre para la investigación y 

sanciones de agentes estatales y no estatales distintos a integrantes de la Fuerza Pública. 

Finalmente en relación al Acuerdo Final, chocan los argumentos del Estado y el MOVICE respecto 

a la investigación de grupos económicos, porque la Fiscalía General de la Nación enviará copia a 

la JEP de la información de los casos que involucran a particulares relacionados con grupos 

ilegales, el MOVICE denuncia la inoperatividad de la justicia ordinaria en materia de 

investigaciones sobre grupos económicos beneficiarios del conflicto y los grupos armados, ni 

siquiera se cuenta con avances significativos de lavado de activos y microtráfico contra las 

estructuras criminales juzgadas bajo la Ley de Justicia y Paz. 
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Aunque el MOVICE destacó avances en la lucha contra el paramilitarismo a partir del Acto 

Legislativo No. 05 de 2017 por medio del cual se prohíbe crear, promover, instigar, organizar, 

instruir, apoyar, tolerar, encubrir, favorecer, financiar y emplear grupos “denominados 

autodefensas, paramilitares, así como sus redes de apoyo, estructuras o prácticas, grupos de 

seguridad con fines ilegales u otras denominaciones equivalentes” (Comisión IDH, 2019, p.7) o 

de cualquier otro tipo asociado al paramilitarismo, hay un cambio en componentes estructurales 

del Acuerdo de Paz firmado en Cartagena, 26 de septiembre de 2016, al firmado en el Teatro Colón 

por el Estado y la Insurgencia. El Acuerdo de Cartagena fue sometido al “plebiscito por la paz el 

02 de octubre de 2016, en el que el 50,1% de los votos fue por el No y el 49,78% por el Sí” 

(BAPP38, 2024). La pregunta que se hizo fue “¿Apoya usted el acuerdo final para la terminación 

del conflicto y la construcción de una paz estable y duradera?” (Comisión de la Verdad, 2022) y la 

respuesta mayoritaria fue 6.377.482 de votos por el NO y 6.431.376 por el SI, perdía la paz. Los 

resultados reflejados en el mapa político de Colombia mostraron que en las dos costas, en el llano, 

en la selva amazónica donde la guerra fue más cruda ganó el SI, en la capital ganó el SI a la paz, 

pero en la mayoría de grandes ciudades y en la zona interandina gano la propuesta promovida por 

la derecha. El marco de esta investigación los resultados del Plebiscito por la Paz evidenciaron con 

crudeza que la búsqueda de la paz y los derechos de las víctimas como elementos sustanciales del 

debate semántico por los derechos humanos están inscritos en una disputa política fuerte entres 

sectores del Estado y de la ciudadanía.  

 

4.4. Conclusiones 

 

El Estado colombiano llega a los derechos humanos desde sus dinámicas nacionales e 

internacionales de manera pronta, tanto por su participación activa en la fundación de la 

Organización de las Naciones Unidas, como de la Organización de Estados Americanos. Y en cada 

una de ellas reconociendo sus instrumentos. Como se ha evidenciado en el capítulo, los derechos 

humanos desde la perspectiva del Estado de Colombia han tenido distintos momentos semánticos, 

así como, mutaciones. Los momentos semánticos están marcados con la decisión geopolítica de 

participar del sistema Naciones Unidas y de Estados Americanos a partir del alinderamiento 

 
38 Biblioteca Abierta del Proceso de Paz en Colombia. 
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estratégico con los Estados Unidos. Ello ha sido definitorio y definitivo de políticas de carácter 

estructural en Colombia en los renglones del modelo económico, político y de seguridad. Incluso 

cuando Colombia a través de sus representantes acogió los planteamientos del grupo de Países No 

Alineados, nunca puso en duda su lealtad estratégica a los intereses del imperio estadounidense. 

En un primer momento semántico de los derechos humanos para el Estado de Colombia está 

asociado al surgimiento de las Naciones Unidas en el sentido de la ratificación de la Carta ONU, 

la aceptación de la DUDH y la construcción de la Organización de Estados Americanos. Es 

necesario recordar que Colombia participa en la ONU de modo decidido, pero su protagonismo en 

la OEA es significativo, dado su alineamiento a los Estados Unidos. En este sentido en 1948 se 

superponen la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, aprobada en la 

Novena Conferencia Internacional Americana, dada en Bogotá, Colombia, en 1948 y la 

Declaración Universal de los Derechos Humanos, dada en Nueva York, Estados Unidos, en 1948. 

La OEA asocia la categoría derechos humanos como esenciales del hombre y la relaciona con 

propiciar las circunstancias socioeconómicas y políticas para ello, afirmándola como atributo de 

la persona humana y como obligación internacional. Explícitamente, sienta la obligación estatal 

de garantizarlos, protegerlos y fortalecerlos. Se conciben como dados por naturaleza, pero los 

suscribe en relación de los deberes de orden social y político. Para la OEA (1948)  hay un bloque 

de derechos asociados a la libertad y de sujetos concretos como la familia, la mujer gestante y la 

infancia y con espacios de vida como el territorio, el domicilio y la correspondencia. A ello integra 

derechos de carácter colectivo como la salud y el bienestar, la educación, la cultura, el trabajo, el 

salario, el descanso y la seguridad social.  

 

En otro bloque, la OEA (1948) ubica derechos asociados a la actividad política y ciudadana, 

incluyendo aquí la ciudadanía, la nacionalidad, la reunión, la asociación, la propiedad, el sufragio 

y lo referido a la justicia y al sistema penal y el asilo. Sienta una máxima que se vuelve reiterativa 

en los imaginarios de las décadas siguientes, lo hace cuando establece un límite de los derechos en 

los derechos del otro: “Los derechos de cada hombre están limitados por los derechos de los demás, 

por la seguridad de todos y por las justas exigencias del bienestar general y del desenvolvimiento 

democrático” (OEA, 1948, p.5). 
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Pero la OEA, a diferencia de la ONU, establece todo un bloque de deberes. Son amplios en cuanto 

se tienen para con o frente a la sociedad, los hijos y los padres, el sistema educativo, la participación 

democrática, la Ley, el sistema de seguridad social y de impuestos, el trabajo y la soberanía de 

otras naciones. En la ONU (DUDH, Artículo 29, 1948) el componente de deberes no tiene un 

énfasis tan fuerte, únicamente aparece para decirse de las obligaciones respecto de la comunidad 

y las limitaciones de Ley respecto de los derechos y libertades de los demás. Eso sí, recoge de 

manera sintética tres cuestiones presentes en todas las declaraciones posteriores: “satisfacer las 

justas exigencias de la moral, del orden público y del bienestar general en una sociedad 

democrática” (DUDH, Artículo 29, 1948).  

 

En este marco global y regional, el escenario geopolítico y nacional de las actuaciones del Estado 

de Colombia con relación a los derechos humanos trasluce distintos momentos semánticos. A nivel 

internacional, las fuentes permiten revelar que las intervenciones de la diplomacia colombiana en 

el sistema de Naciones Unidas reflejan la búsqueda de los derechos humanos en su perspectiva 

universalista, sin embargo, la confrontación entre capitalismo y comunismo, los Estados Unidos y 

la Unión Soviética, pliegan al Estado a la concepción de los derechos que establece como principio 

fundante el de la libertad, sin desconocer el de la igualdad. Pero las dinámicas de su desarrollo 

interno, siempre amparado por USA, marcan progresivamente puntos de ruptura en el discurso 

diplomático. Un punto de distancia se asoma con la reconfiguración de la balanza geopolítica. 

Colombia adhiere la convocatoria de los Países No Alineados. Es decir, en política internacional 

habla de los derechos humanos en perspectiva no alineada y esto implica tomar distancia de la 

carrera armamentista, sobre todo nuclear, de la guerra fría, de la vocación imperial y colonial de 

las potencias del hemisferio norte. La lúcida diplomacia nacional se expresa en perspectiva de los 

derechos humanos como no alineada, es decir, ni comunista, ni capitalista. A su vez, concibe los 

derechos humanos en perspectiva no discriminatoria reivindicando la actuación afirmativa y 

positiva contra el racismo, el colonialismo, el militarismo y la guerra nuclear.  

 

Una voz destacada es la de Alfredo Vásquez Carrizosa (1973), quien desde su lugar de 

experimentado y reconocido diplomático colombiano y como cargo político tomador de decisiones 

de primera línea de responsabilidad, en coherencia con lo expuesto, propone una categoría 

importante para comprender como concebía los derechos humanos: globalismo. Para Vásquez 
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Carrizosa (1973) los derechos humanos deben entenderse en términos globales, de ahí su énfasis 

y su coincidencia con otros diplomáticos que defienden para la humanidad y el goce de la 

humanidad el derecho del mar y del espacio ultraterrestre, como en las relaciones internacionales 

y nacionales de orden económico, político, social y cultural. Visionario del problema ambiental 

postula, como otros diplomáticos, la relación entre derechos humanos y equilibrio ecológico. 

 

Por supuesto, Colombia como Estado mantuvo posturas radicales contra el racismo y el 

colonialismo, el militarismo y la guerra nuclear, pero en ningún momento esto puso en duda que 

el conjunto de sus recursos estratégicos como Estado operaban en función de los intereses 

hemisféricos y globales de los Estados Unidos de Norteamérica.  

 

La categoría de globalismo propuesta por Alfredo Vásquez Carrizosa (1973) representa un hito en 

ese debate porque trasciende el alinderamiento bipolar proponiendo la radicalización de la 

democracia universal. Más aún, supera los límites de lo terrestre para proponer junto a otras voces, 

los derechos humanos como condiciones y fines de la democracia política, económica y 

geoestratégica en materias como el derecho del mar, el equilibrio ecológico y el uso y 

aprovechamiento del espacio ultraterrestre y la configuración o reestructuración de la arquitectura 

institucional de las Naciones Unidas y los organismos regionales. En todo caso, en ningún 

momento ello trascendió internamente en cambios de orden estructural sobre la lectura estatal de 

los derechos humanos por fuera de los lineamientos del bloque de las Naciones Unidas anclado a 

los intereses de los Estados Unidos y el hemisferio occidental u Occidente. 

 

En el escenario nacional interno el proceso de consolidación del Departamento Nacional de 

Estadística (DANE) permite exponer el proceso y el concepto de derechos humanos entre los años 

cuarenta y setenta para el Estado de Colombia. Aunque el autor ha dudado del planteamiento 

Estado débil para evaluar la relación con los derechos humanos de la institucionalidad estatal 

colombiana, en el transcurso de la investigación esa premisa de partida se torna insostenible porque 

para las décadas de los años cuarenta a setenta es necesario considerar la realidad de un Estado 

aún en construcción. En este plano los derechos humanos son definidos como los define la ONU, 

es decir, relación Estado - Ciudadano. Pero el peso de la geopolítica tiene en efecto un impacto 

profundo a nivel nacional.  
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Las agencias de la ONU que actúan en Colombia lo hacen muchas veces junto a la OEA, dominada 

por los Estados Unidos. A la vez, la vigilancia al gobierno colombiano de los Estados Unidos es 

total. Sería iluso creer que el arraigo de los derechos humanos en el Estado colombiano está libre 

de la incidencia norteamericana. Bastante se ha planteado sobre ello en materia de seguridad, pero 

esa mirada necesaria, no es la única y tiene el riesgo de invisibilizar otras de impacto más 

estructural. De hecho, muchas investigaciones se han centrado en mirar los derechos humanos en 

el plano de la violencia estatal ejercida por las fuerzas armadas, policiales, de inteligencia y 

paramilitares. Se considera que es valioso mirar también otras plataformas del Estado con 

incidencia profunda en los derechos humanos de toda la población, por ejemplo, la estadística 

estatal como herramienta para las políticas públicas. 

 

El DANE y la institucionalidad precedente configuran una matriz narrativa que acoge plenamente 

la matriz discursiva de la ONU. Los derechos humanos son un ideal común, universales, 

intrínsecos, iguales, inalienables, fundamentales, iguales ante la ley, civiles, políticos, económicos, 

sociales y culturales. Pero, tienen un pero. Los civiles y políticos son inmediatos, los económicos, 

sociales y culturales progresivos. Y todos están apegados a las circunstancias. Para el Estado 

colombiano el rastreo de la realidad y la medición de todos los planos de la realidad civil, política, 

económica, social y cultural afirma matices de distinción entre poblaciones y territorios. La 

segregación impuesta por el concepto de estratificación social revela el tipo de Estado existente. 

El artículo 2.1 de la DUDH expresa que los derechos humanos se tienen sin “distinción alguna de 

raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o 

social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición” (DUDH, 1948, p. 2), pero los 

estratos sociales son todo lo contrario. Hay humanos de humanos. Los de mayor categoría, los de 

categoría media, los de categoría baja y los miserables.   

 

De ahí que la asistencia técnica, financiera y científica de las Naciones Unidas y los Estados 

Unidos en Colombia incidiera en su organización institucional y en la clasificación de las personas. 

Ello significó para el país la categorización de las personas, de las familias y de los territorios a 

partir de las pautas de las Naciones Unidas sobre la base de los criterios de estratificación socio 

económica referidos a las condiciones de construcción, urbanización, conexión a los servicios 
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públicos y ubicación de la vivienda. Lo que tuvo profundas implicaciones políticas, sociales, 

económicas y culturales al definir a los seres humanos como seres de estratos bajo-bajo 1, bajo 2, 

medio-bajo 3, medio 4, medio-alto 5 y alto 6.  

 

Lo anterior se sumó a la política de seguridad cuya expresión más acentuada es la del Estatuto de 

Seguridad de Turbay Ayala y de Seguridad Democrática de Uribe Vélez, bajo lo cual las personas 

fueron clasificadas como amigas o enemigas de la seguridad nacional y en consecuencia como 

enemigo interno o no. El panorama de desigualdad, segregación, represión y persecución que estos 

modelos de estratificación y de seguridad nacional o enemigo interno tienen dentro del mismo 

Estado, responden a la presión intra y extraestatal de personas e instituciones que evidencian las 

contradicciones entre las políticas de seguridad y socioeconómicas, con los discursos de los 

derechos humanos y sus marcos normativos nacionales e internacionales.  

 

Un tercer momento semántico desde la perspectiva estatal de los derechos humanos puede leerse 

en el marco de análisis del Estatuto de Seguridad de 1978, la Reforma de la Constitución Nacional 

de 1991 y el Acuerdo Final para una Paz Estable y Duradera de 2016. Poco a poco el peso del 

discurso y el marco de derecho del campo de los derechos humanos obliga al Estado a crear una 

moldura legal e institucional que incorpora el DIDH y DIH y la figura del defensor y la defensora 

de los derechos humanos. Pero esa presencia de los derechos humanos desde los años ochenta en 

la institucionalidad y con mayor fuerza a partir de la Constitución Política de 1991 no es armónica, 

sino de tensión permanente. Sobre todo en la relación seguridad, democracia y economía.  

 

La categoría derechos humanos no desaparece y la concepción que logra imponerse no es la del 

Estado hegemónico que concibe como derechos humanos legítimos los reivindicados por las 

corrientes políticas de derechas y como ilegítimos los reivindicados por corrientes políticas 

demócratas y de izquierdas. En lo que al Estado involucra, éste se vio forzado a reconocer los 

derechos humanos y a las personas y organizaciones defensoras. De ahí la importancia de procesos 

como campañas de legitimación y reconocimiento, movilización de recursos institucionales y 

financieros, el impulso y promoción de la educación en derechos humanos y las políticas públicas. 
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En suma, ¿qué momentos históricos vive la semántica del concepto derechos humanos en el 

proceso del Estado colombiano y qué mutaciones sufre en comparación con la comunidad 

internacional? Para el Estado colombiano el concepto transita en los inicios de la Organización de 

las Naciones Unidas (ONU) la perspectiva compartida por las potencias aliadas cuyo interés es 

derrotar al fascismo. En los años cuarenta, antes de la propia fundación de la ONU, actores 

opuestos articulan sus fuerzas para derrotar al Eje Berlín - Roma - Tokio - Madrid. Colombia como 

Estado, participa de esa dinámica. Hasta 1948 comprende los derechos humanos como el marco 

común que le permitirá a la humanidad derrotar al nazismo y al fascismo. En este recuadro 

geopolítico los derechos humanos propios de la relación Estado – Ciudadano, como lo consigna la 

DUDH.  

 

A la vez, desde el final de la guerra se dan movimientos en el orden global que marcan las 

diferencias entre el socialismo euroasiático y el capitalismo occidental. Ese distanciamiento de los 

antiguos aliados, a nivel continental se concreta en la Organización de Estados Americanos OEA. 

Colombia es protagonista de la instalación del escenario geopolítico en el cual los Estados Unidos 

de América es el poder determinante. A la luz de la Declaración Americana de los Derechos y 

Deberes del Hombre, el concepto de derechos humanos mantiene la relación Estado - Ciudadano, 

pero circunscrito a ámbito de la democracia presidencialista o parlamentaria, con los tres poderes 

definidos: ejecutivo, legislativo y judicial. A su vez, defensora del desarrollo económico privado 

y de carácter capitalista. A tenor de ello, Colombia consolida su relación con los Estados Unidos 

y juega sus cartas al bloque occidental.  

 

El vínculo con los Estados Unidos como potencia continental nunca se rompe en el siglo XX y el 

siglo XXI. Sin embargo, en los años cincuenta y sesenta tiene matices. Ante hechos como la 

Revolución Cubana, el Estado colombiano afirma su concepción de los derechos humanos como 

anticomunistas y en lógica de la armonía de clases, con un modelo de gobierno democrático y una 

economía sujeta al fortalecimiento del sector privado. Sin embargo, ante realidades como la carrera 

armamentista nuclear, el colonialismo, el apartheid y la guerra fría, el Estado de Colombia se 

distancia de los Estados Unidos, reclamando el pluralismo ideológico internacional, cuestionando 

el racismo, el imperialismo y el sistema económico internacional que favorece a las potencias del 

norte y explota a las naciones latinoamericanas y africanas.  
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Sin embargo, ese distanciamiento relativo del poder estadounidense no marca una ruptura en 

ningún momento. Aunque las críticas en la voz de los diplomáticos colombianos ante la Asamblea 

General de la ONU convocan transformaciones en las relaciones internacionales concibiendo los 

derechos humanos universales en la definición del derecho del mar, del derecho espacial y del 

sistema económico internacional, en los años setenta y ochenta Colombia adopta sin reservas ni 

matices la concepción estadounidense de los derechos humanos arropada por la doctrina de la 

seguridad nacional y el enemigo interno, en tal sentido los derechos humanos se reivindican en la 

democracia representativa y en la economía de mercado.  

 

Ni el problema del narcotráfico, ni el calentamiento global, abre una concepción distinta. Por el 

contrario, la radicaliza, especialmente a la luz del concepto de narcoguerrilla y terrorismo. Ya 

desde los años ochenta ante el avance de las organizaciones de derechos humanos no 

gubernamentales, de la consolidación progresiva e imparable de las organizaciones de víctimas de 

violaciones de los derechos humanos y del movimiento de derechos humanos, el Estado define los 

derechos humanos como herramienta al servicio del terrorismo y a quienes encarnan los derechos 

humanos en su ejercicio ciudadano, como enemigo interno y amenaza a la seguridad nacional.  

 

El periodo en el cual la concepción estatal de los derechos humanos como herramienta del 

terrorismo es el de los años 2002 a 2010, aunque también en el periodo del presidente Turbay 

Ayala. En los dos mandatos del presidente Álvaro Uribe Vélez la disputa por los derechos humanos 

de las democracias occidentales, capitalistas, cristianas y neoliberales es vindicada explícitamente 

por el gobierno nacional y actores determinantes de la estructura institucional del Estado. Su 

concepción arremete contra la concepción de los derechos humanos como relación Estado - 

Ciudadano de la democracia liberal y el Estado de bienestar que defendieron para entonces las 

ONG, las víctimas de crímenes de Estado y el movimiento de Derechos Humanos. A tenor de la 

concepción de los derechos humanos que proclamada el presidente Uribe Vélez, la violación de 

los derechos humanos era responsabilidad de los terroristas, y tal sentido la definición clásica 

propia de la DUDH de 1948, pretendía mutar a la relación ciudadanos – ciudadanos. Disputa que 

el Estado de Colombia, salvo el respaldo de Estados Unidos, pierde ante el movimiento de 

derechos humanos y la misma comunidad internacional, que pese a coincidir en el discurso 
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antiterrorista, no avala el tratamiento de enemigo interno y de amenaza a la seguridad nacional que 

el gobierno de la Seguridad Democrática impone a las defensoras y a los defensores de los derechos 

humanos en el país. A un costo muy alto, el movimiento de derechos humanos vence en este debate.  

 

Después de años de persecución sin cuartel desde las más altas esferas del Estado, incluidos los 

señalamientos directos del Presidente de la República, la creación en el DAS del Grupo Especial 

de Inteligencia Estratégica G3, que se dedicó a desarrollar actividades de inteligencia estratégica 

tanto en Colombia como en América Latina y Europa contra personas del Colectivo de Abogados 

José Alvear Restrepo (CAJAR) que trabajaban en litigio de casos a nivel internacional y al interior 

del país (Comisión IDH, 2009), además de las estrategias de persecución judicial, violencia 

paramilitar e innumerables amenazas, el momento culmen de la victoria de los derechos humanos 

sucede en la etapa de negociación del Acuerdo Final para una Paz Estable y Duradera, en primer 

lugar por la alianza entre los movimientos de víctimas de las violaciones al DIDH y al DIH, en 

segundo lugar porque Gobierno Nacional y Guerrilla se ven forzadas a aceptar la participación 

vinculante de esas voces. Lo que en sentido estrictos se refleja con la incorporación en el 

documento final del enfoque de derechos humanos tejido con el enfoque diferencial y de género, 

entendiéndolos como un conjunto de acciones que siempre estarán presentes en toda decisión de 

Estado de carácter estratégico y coyuntural porque su fin esencial y sustancial será la de 

comprender a las personas y a la naturaleza como sujetos de derechos humanos y por lo mismo 

como fin de la protección y garantía de derechos y libertades inherentes a todos los seres humanos 

y en consecuencia universales, imperativos, indivisibles e interdependientes.  

 

Esta decisión de implicaciones estructurales transforma la forma del Estado agregando al mismo, 

junto a los tres poderes y a los entes de control, el Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación 

y Garantías de No Repetición. Es decir, que el nuevo Estado acordado por las élites tradicionales 

y las guerrillas sentadas en la mesa de negociación incorpora en su estructura estratégica, además 

de su marco constitucional, la obligación por acción y por omisión del deber de promover y 

proteger todos los derechos y las libertades fundamentales sin discriminación alguna y a la luz de 

los principios pro homine y de universalidad, igualdad y progresividad.  
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En el Estado colombiano que estigmatiza y persigue a las ONG de derechos humanos porque las 

considera una amenaza a la seguridad nacional fue forzado por éstas a incorporar los derechos 

humanos en las instituciones, en la constitución y en el acuerdo de paz más importante de los 

últimos 70 años. Derecha e izquierda armadas negocian incorporando en el camino y en el 

resultado el enfoque derechos humanos, abriendo en el organigrama del Estado un cuarto poder 

cuyo centro son los derechos de las víctimas de violaciones de los derechos humanos y de 

infracciones al Derecho Internacional Humanitario 
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5. Capítulo III 

Historia del Concepto “Derechos Humanos” en la Organizaciones de Derechos Humanos 

de Colombia 

 

Este capítulo se adentra en la historia del concepto “derechos humanos” desde las organizaciones 

no gubernamentales, respondiendo las preguntas ¿cuáles son los momentos históricos de la 

semántica del concepto DDHH en el proceso de las ONG colombianas? y ¿qué relación y 

diferencias se establecen con las semánticas producidas por el Estado colombiano y por la 

comunidad internacional? Asumiendo como hipótesis que para las organizaciones no 

gubernamentales populares los derechos humanos fueron parte del proyecto revolucionario, pero 

se convirtieron en su plataforma de participación en el Estado liberal. 

 

Metodológicamente, se abordan como documentos los trabajos de Eduardo Umaña Luna, la 

Conferencia Episcopal de Medellín de 1968, las memorias del I Foro Nacional por los Derechos 

Humanos y las Libertades Democráticas de 1978 y las sentencias del Tribunal Permanente de los 

Pueblos sobre la impunidad de los CLH de 1989 - 1991, incluida la Sentencia TPP: Genocidio 

Político, Impunidad y Crímenes contra la Paz en Colombia de 2021. Se generan espacios 

semánticos del concepto de derechos humanos desde el ala no estatal en comunidad de interés por 

defenderlos y promoverlos pero con matices de comprensión diferentes, el humanismo de Umaña 

Luna, el cristianismo de la Iglesia Católica, la defensa de la democracia del Foro Nacional de 

Derechos Humanos y la lucha por la liberación del Tribunal Permanente de los Pueblos. 

 

Primero, desde la perspectiva de Eduardo Umaña Luna, porque desde la Universidad Nacional, la 

Universidad Libre, el Parlamento y las organizaciones embrión del movimiento de derechos 

humanos, juega un papel muy importante como teórico, investigador, legislador, abogado defensor 

y como educador en derechos humanos y derechos de los pueblos. Sus aportes abren al concepto 

derechos humanos espacio en la academia, los tribunales, la Ley y el movimiento social. Segundo, 

desde el púlpito de la Iglesia Católica, porque dado el desarrollo de la teología y la pastoral 

latinoamericana posterior al Concilio Vaticano II, el concepto de derechos humanos tiene 

desarrollos teológicos, pastorales y misionales de gran importancia para su posicionamiento en el 
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país, tanto en la labor pastoral de las congregaciones religiosas, como en su quehacer como actores 

políticos de la defensa de los derechos humanos.  

 

Tercero, desde el Foro Nacional de Derechos Humanos porque en tal escenario se desarrolla un 

concepto de los derechos humanos asociado al diálogo entre corrientes ideológicas distintas cuyo 

imán inicial es la reacción ante los crímenes atroces que suceden y cuyos eslabones posteriores 

son la búsqueda de la amnistía, la paz, el acuerdo humanitario y la superación de problemas graves 

como el narcotráfico. Cuarto, desde la perspectiva del Tribunal Permanente de los Pueblos los 

derechos humanos son comprendidos en Colombia desde dos tiempos, el pasado y presente de 

violación sistemática genocida y como futuro posible siempre que se realicen los derechos de los 

pueblos, en otras palabras, desde la lectura de la Declaración de Argel, 1976, los derechos humanos 

son concebidos como presente de resistencia y como proyecto futuro siempre que se realice la 

liberación de problemas estructurales asociados al capitalismo, al patriarcado, al colonialismo y al 

desarrollismo. 

 

En tal sentido, este tercer capítulo se divide en cuatro partes: la primera, trata lo concerniente al 

humanismo social, la segunda, lo referido a los derechos humanos en el cristianismo católico, la 

tercera, la asociada a la defensa de la democracia desde la lucha por los derechos humanos y, 

cuarta, la relacionada con los derechos humanos desde la lectura de los derechos de los pueblos. 

 

5.1. Eduardo Umaña Luna propone comprender los derechos humanos desde el humanismo 

social 

 

Este aparte desarrolla el concepto de derechos humanos desde los trabajos de Eduardo Umaña 

Luna. Durante la investigación se logró compilar sus libros, Derechos Humanos en Colombia 

¿Transformación o Revolución? de 1974,  Un Sistema de Estado de Sitio de 1977, Los Derechos 

Humanos en Colombia Teoría y Praxis de 1985, ¿Hacia la Paz? Los ilícitos y los presos políticos; 

las amnistías y los indultos de 1988 y La Tramoya Colombiana Praxis y Derechos Humanos de 

1988. En ellos, desde la perspectiva del estudio del derecho analiza los derechos humanos 

revisando los antecedentes, el marco constitucional nacional y el desarrollo a partir de la 

Declaración Universal de los Derechos de 1948. A la vez, se aproxima a la realidad de Colombia 
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para analizar las posibilidades de los derechos humanos. En la madurez de su labor intelectual de 

comprensión de los derechos humanos aborda los derechos de los pueblos. En este aparte 

seguiremos la propuesta de Eduardo Umaña Luna escarbando en la riqueza de sus libros. 

 

Umaña Luna (1988) propone “obligada síntesis” (p.21) un recorrido por los antecedentes de la 

DUDH desde 1628 a 1976. De la Carta Magna de 1628 destaca las categorías de libertad, debido 

proceso y justicia. Umaña Luna (1988) viaja al 12 de junio de 1776 a revisar en la Declaración de 

los Derechos del Buen Pueblo de Virginia, cosechando de ella tres grandes elementos: uno, 

igualdad, sociabilidad, libertad y bienestar, dos, soberanía popular, tres, rebelión por defensa del 

bien público. Se queda en 1776, específicamente en el 4 de julio, para rescatar de la Declaración 

de Independencia de los Estados Unidos de Norteamérica, las cuestiones de vida, libertad y 

búsqueda de la felicidad, gobiernos justos, derecho del pueblo a abolir una forma de gobierno 

injusta y garantía de seguridad y felicidad (Umaña Luna,1988).  

 

En Francia, año 1789, Umaña Luna (1988) encuentra la Declaración de los Derechos del Hombre 

y del Ciudadano, de ella recoge las categorías de libertad, igualdad y fraternidad y la consigna de 

las libertades sociales, políticas y económicas. Umaña Luna (1988) indica que es el momento de 

la aparición del liberalismo clásico como un “hecho real e indiscutible” (p.21) con un impacto 

contemporáneo estructurante en la libertad de pensamiento y el planteamiento de libertad humana 

y económica. 

 

Umaña Luna (1988) se mueve unos siglos hasta la formación de la ONU y la DUDH, colocando 

como antecedentes próximos en el siglo XX el Tratado de Versalles de 1919, la creación de la 

Sociedad de las Naciones en 1920, el inicio de II GM en 1939, la Declaración de Londres de 1941, 

la Carta del Atlántico de 1941, la Declaración de Washington de 1942, la Conferencia de Moscú 

de 1943, la Conferencia de Teherán de 1944, la Conferencia de Dumbarton Oaks de 1944, la 

Conferencia de Yalta de 1945 y la Conferencia de San Francisco en 1945. Por último, cierra la 

obligada síntesis en la Declaración Universal de los Derechos de los Pueblos DUDP de 1976, 

identificando en ella lo que denomina grandes temas a los que deben hacer frente los pueblos: la 

liberación, la guerra y el hambre. De la Declaración de los Pueblos, Umaña Luna (1988) detalla 

las secciones según los derechos a la existencia, a la autodeterminación, económicos, a la cultura, 
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al medio ambiente y a los recursos comunes, a las minorías, garantías y sanciones. Importante 

comentar que para Umaña Luna (1988) la Declaración de Argel es su punto de llegada en relación 

a los derechos a nivel internacional.  

 

Pero, además de autor de los libros nombrados y la síntesis expuesta, ¿quién es Eduardo Umaña 

Luna? Es abogado y uno de los tres autores principales de los Tomos I y II del libro La Violencia 

en Colombia, concretamente, del componente jurídico. Siendo rector de la Universidad Nacional 

el profesor Luis Carlos Pérez, nombrado por Alfonso López Michelsen, con vicerrectorías de 

Gerardo Molina y Antonio García, se le asignó a Umaña Luna la dirección de la Facultad de 

Derecho. Desde ese cargo crea la Cátedra de Derechos Humanos para estudiar la DUDH porque 

buscaban darle “un armazón político y jurídico a la facultad en busca de llevarla a un plano de 

cultural universal que rompiera con el legalismo provinciano” (Umaña Luna, s.f.). Cuestión que 

le llevó a asumir las primeras cátedras de derechos humanos en Colombia en la Universidad Libre 

y el Externado de Colombia. Como intelectual destacado participa de los debates políticos y 

académicos de los años setenta y ochenta. Como abogado ejerció el litigio para defender a los 

presos políticos con las ONG Colectivo de Abogados José Alvear Restrepo (CAJAR) y Comité de 

Solidaridad con los Presos Políticos (CSSP), los que además difundieron su pensamiento sobre el 

concepto de derechos humanos y su aplicación a la realidad de institucional, política y social de 

Colombia.  

 

El compromiso con la defensa de los presos políticos se remonta a la década de los años cincuenta 

a raíz de los hechos del 2 de mayo de 1958 cuando un grupo de militares intentó dar un golpe de 

Estado para bloquear el acceso al poder del Frente Nacional. A raíz de esos hechos, Umaña Luna 

(1988) defendió al militar Alberto Cendales Campusano, quien de enemigo de las guerrillas de 

Juan de la Cruz Varela, transitó a la izquierda radical hasta buscar conformar una fuerza articulada 

entre una fracción del Ejército y antiguos guerrilleros del Llano y las del Vichada del médico Tulio 

Bayer. En 1966, Umaña Luna (s.f.) aceptó representar a la corriente del Partido Liberal 

denominada Movimiento Revolucionario Liberal (MRL) en la defensa en la ciudad Cali de 

Gustavo Mejía, acusado de autor intelectual del secuestro y asesinato de Harold Eder, integrante 

de la familia propietaria del Ingenio Manuelita, quien además de dirigir la empresa azucarera, fue 

ministro de Fomento del Gobierno Militar de 1957 a 1958. En su quehacer como abogado, Umaña 
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Luna (s.f.) fue pionero de la defensa de los presos políticos de la insurgencia armada que surgió 

en los años sesenta, como el M-19 y el ELN. 

 

Umaña Luna (s.f.) se reivindica como “marxista colombiano casado por la Iglesia Católica” (s.f.), 

capaz de reconocer los aportes, la inteligencia y la entereza de personalidades de derecha e 

izquierda, sin renunciar a su juicio crítico. Por ello, reconoce con orgullo su “amistad profunda” 

(Umaña Luna, s.f.) con hombres de extrema derecha como Eduardo Carranza y Alfonso López 

Michelsen. Reivindica como sus maestros fundamentales a Gerardo Molina, Antonio García y Luis 

Carlos Pérez. Y estima la amistad con el español José María Acosta, con quien estudio derecho 

indiano. Umaña Luna (s.f.) valora particularmente los aportes de Orlando Fals Borda, Virginia 

Gutiérrez de Pineda y Camilo Torres Restrepo. En este mismo plano, condena el dogmatismo 

porque lo considera la negación de toda inteligencia. Allí ubica su trabajo por los derechos 

humanos: “yo siempre he tenido la chifladura de los derechos humanos, primero porque creo en 

ellos, y segundo porque es un campo bellísimo de actividad intelectual” (Umaña Luna, s.f.). 

Comenta que fue Fals Borda quien le propuso crear una cátedra de los derechos humanos en la que 

se abordara la teoría y la realidad social, política y económica de Colombia: una cátedra teórico-

práctica.  

 

Umaña Luna (s.f.) destaca su encuentro con Camilo Torres Restrepo aprendiendo de su ejemplo el 

encuentro entre las bases teóricas y el trabajo de campo, el compromiso de “untarse de barro 

abandonando el lugar de intelectual de escritorio que no pasa de hacer metafísica sin compromiso” 

(s.f.). Y en este sentido Umaña Luna no se ahorra calificativos en criticar el hipismo porque lo 

considera y califica como un disimulo para no tomar una clara actitud política. A su juicio, los 

hippies son del agrado de los reaccionarios a quienes consienten porque quienes realmente les 

preocupan son las personas que con una formación política recia ponen en peligros el sistema de 

dominación. Afirma Umaña Luna (s.f.) que los años sesenta y setenta fueron una época de 

profunda agitación y de “formación polifacética intelectual y académica“ (s.f.) dada la influencia 

significativa del existencialismo, el psicoanálisis, el marxismo y el positivismo. Afirma que un 

momento histórico de magnífica dimensión política e intelectual fue el Primer Congreso Nacional 

de Sociología realizado en Bogotá los días 8, 9 y 10 de marzo de 1963. 
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Para entender el trabajo de Umaña Luna en el campo de los derechos humanos están sus libros, su 

labor como abogado litigante, su quehacer como profesor universitario y su paso por los espacios 

del poder legislativo. Además de lo indicado su memoria en defensa de los presos políticos39 viaja 

al año 1944 cuando se presentó el intento de Golpe de Estado contra el presidente Alfonso López 

Pumarejo. La respuesta a éste fue la aplicación de la Justicia Penal Militar a particulares 

responsables de los “delitos políticos clásicos de rebelión, sedición, asonada y conspiración” 

(Umaña Luna, s.f.). A la luz de ese marco jurídico, las personas que realizaban acciones de 

oposición política, incluida la subversión no armada -oposición formal- y armada. Muchos 

estudiantes de la Universidad Nacional eran procesados en Consejos Verbales de Guerra por cargos 

como correos de la guerrilla, guerrilleros e incluso autores intelectuales.  

 

Explica el profesor que ningún abogado que se respetara desde el punto de vista burgués se 

involucraba en estos casos. Teniendo ese marco claro desde su quehacer por los derechos humanos 

defendió a estudiantes, militares rebeldes, dirigentes políticos e insurgentes. Alega que existe 

derecho en el marco del conflicto en ambos sectores en confrontación, es decir, en las guerrillas y 

en el Estado. Respecto al terrorismo, lo define como existente en acciones del delito político, pero 

no como componente esencial de la acción insurgente. 

 

Para su labor intelectual, profesional y política asume el estudio y reflexión sobre la Declaración 

Universal de los Derechos Humanos. En su libro Derechos humanos en Colombia ¿transformación 

o revolución? Umaña Luna (1974) propone abordar la DUDH como un documento ecuménico 

cuyos conceptos normativos permiten analizar las instituciones político-jurídicas colombianas. Al 

examinar la DUDH sigue el orden lógico: problema, introducción, preámbulo. Como problema, 

Umaña Luna (1974) afirma que la DUDH es resultado de un proceso intelectual científico y 

filosófico, en el cual se cruzan la realidad histórica con el proceso de control social o dominación 

racional. Retomando los elementos de la introducción Umaña Luna (1974) plantea que la DUDH 

debe entenderse a partir de la necesidad de la posguerra de crear la Organización de las Naciones 

 
39 En el año 1987 Eduardo Umaña Luna apareció en una lista de personas amenazadas. Lista publicada en Medellín. 

Entre ellos Héctor Abad Gómez, el senador Manuel Cepeda Vargas y el candidato liberal Luís Carlos Galán. A raíz 

de ello Umaña Luna y su esposa salieron al exilio en España, luego a Francia, después a México. Respecto al apoyo 

de grupos internacionales manifestó que nunca quiso aceptar ayuda porque a su juicio ello significaba entregar la 

conciencia, “la misma nunca estuvo en venta a nadie ni a motivo alguno” (Umaña Luna, s.d.). Desde el exilio volvió 

a su puesto en la Universidad Nacional. 
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Unidas para construir desde la cooperación supranacional entre los Estados una realidad de paz y 

seguridad internacional desde el compromiso de resolver pacíficamente las controversias 

construyendo seguridad colectiva y equilibrio internacional desde una dinámica diferente al marco 

geopolítico impuesto por los Estados Unidos, Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas y China 

(Umaña Luna,1974). 

 

Para Umaña Luna (1974) el preámbulo de la DUDH contiene la libertad, la justicia y la paz social 

como conceptos e hipótesis unidos a los conceptos de conciencia de la dignidad humana y de los 

derechos inalienables. Los que a su vez, reclaman el compromiso de las naciones para potenciar 

sus posibilidades de realización. El cuerpo del articulado lo aborda desde lo que denomina 

“clasificación lógica” (Umaña Luna, 1974, p.6), esto es, principios lógicos y tipología de derechos: 

personales, civiles, políticos, económicos, sociales y culturales. Además, diferencia los cánones 

generales y la conclusión.  

 

Según Umaña Luna (1974) los principios básicos de la DUDH son dos: “igualdad y dignidad 

humana” (p.17). Los derechos personales “son prohibitivos y garantistas” (p. 19) de bienes 

fundamentales y vitales del individuo, incluyendo la prohibición del esclavismo y servidumbre 

(Umaña Luna, 1974) y las torturas y tratos crueles incluyendo los de amparar “los derechos 

fundamentales, los principios del derecho y los procedimientos penales” (Umaña Luna, 1974, p. 

45), la protección legal dada en el marco de la igualdad ante la ley y los recursos jurídicos en el 

marco del sistema económico, la estructura social, la organización política y del esquema jurídico 

de la comunidad. Para Umaña Luna (1974) los derechos políticos corresponden a las libertades 

políticas en el contexto. Los derechos económicos40 están relacionados con la seguridad social, el 

salario y el trabajo al igual que sociales y los derechos culturales desde el análisis de Umaña Luna 

(1974) de la DUDH son la educación y cultura.  

 

Umaña Luna (1974) propone la relación con el concepto derechos humanos a partir del dilema 

transformación o revolución. Tomando la clasificación lógica de la DUDH analiza la realidad de 

Colombia, asumiendo que la aplicación correcta e inmediata de los principios sustantivos de la 

 
40 El 21 de febrero de 1968 el canciller Germán Zea Hernández y Eduardo Umaña Luna al legislativo los Pactos de 

DESC, DCP y el Protocolo Facultativo anexo al PDCP, para someterlos a aprobación. 
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DUDH es la más efectiva manera de obtener la desajenación social e individual. Umaña Luna 

(1974) Confronta este marco con las normas constitucionales, las normas legales y las instituciones 

con la DUDH. Toma la DUDH como base teórica y las instituciones político-jurídicas y las normas 

de derecho positivo como lo empírico.  

 

Umaña Luna (1974) plantea como hipótesis general que la estructura “político-jurídica colombiana 

no es adecuada para alcanzar los objetivos mínimos de seguridad social y de bienestar personal 

contenidos en la Declaración Universal de los Derechos Humanos” (Umaña Luna, 1974, p.8). 

Comparando el derecho internacional de los derechos humanos con el derecho positivo de 

Colombia, Umaña Luna (1974) establece como hipótesis de trabajo que frente a la DUDH el 

derecho colombiano se caracteriza por la falta de univocidad en la estructura político-jurídica, el 

caos ideológico y el desorden político.  

 

Para la investigación sobre los derechos humanos en Colombia, Umaña Luna (1974) construye 

una batería teórica que le permite adelantar la tarea. En primer lugar, entre las escuelas liberales 

clásicas que promueven la máxima de la coexistencia o armonía formal de los individuos sin 

importar situación social y la marxista que pregona la eliminación de los antagonismos de clase y 

realización del hombre dentro de la sociedad, opta por usar la perspectiva marxista. Para el análisis 

del fenómeno constitucional entre las teorías racionalista, histórica y sociológica, Umaña Luna 

(1974) privilegia la sociológica porque le permite distinguir entre la “constitución real o sociedad-

pueblo-nación y la constitución formal o normas y codificación” (p.15), bien que sean equivalentes 

o estén en conflicto. Para la comprensión de la relación entre libertad, justicia y paz social, Umaña 

Luna (1974) expone los conceptos de desarrollo armónico de la personalidad, de plenitud del 

ejercicio de la razón y toma de conciencia, y relaciones intersubjetivas sin conflictos de intereses 

entre grupos y personas.  

 

A partir de estos marcos de análisis Umaña Luna (1974) considera que en Colombia se exponen 

planteamientos abstractos de existencia de libertad, justicia y paz social en los términos de filosofía 

política liberal, la revolución burguesa y el capitalismo, sin embargo, en los acontecimientos de la 

realidad demuestra que en el país no están dadas las condiciones para la revolución burguesa. Lo 

que Umaña Luna (1974) revela que Colombia en el ámbito internacional tiene dependencia 
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económica y que en ámbito nacional domina el “policlasismo” (p.15) o desigualdad, atraso, 

inautenticidad, alienación, debilidad político-jurídica. Respecto al marco constitucional analiza la 

Constitución Política de 1886 y la Junta Militar de Gobierno. La Constitución Política de 1886 la 

define como individualista y teocrático, pero rescata Umaña Luna (1974) en ella los conceptos de 

justicia, libertad y paz. Al analizar el Decreto Legislativo No. 0247 de Junta Militar de Gobierno 

revela un cambio semántico importante para los intereses de la presente investigación.  

 

Umaña Luna (1974) expone que la Junta Militar dirigida por el General Gustavo Rojas Pinilla 

impone un marco legal teocrático soportado en la religión católica, apostólica y romana, con 

predominio de los partidos políticos tradicionales liberal y conservador y un orden social 

desarrollista de capitalismo primario enajenado a los intereses del imperialismo de USA, pero con 

una oligarquía interna que soporta su poder en la normatividad jurídica y la Fuerza Pública. En 

este marco, la igualdad geopolítica impuesta es la de ser iguales según “los intereses de USA y la 

Santa Sede” (Umaña Luna, 1974, p.18), es decir, igual dependencia económica, militar y cultural 

y servidumbre en calidad de neocolonia. En tal lógica de constitucional y de la igualdad, lo distinto 

a esa lógica es clasificado como “subversivo del orden” jurídico y social” (Umaña Luna, 1974, 

p.18). Desde el análisis marxista, Umaña Luna (1974) agrega que la libertad que este modelo es la 

burguesa como libertad de la propiedad privada, frente a los cual la concepción marxista de justicia 

social y paz social plantea la eliminación de los antagonismos de clase y la realización del hombre 

dentro de la sociedad. 

 

Manteniendo el foco de estudio en la dependencia económica, militar, cultural de servidumbre en 

calidad de neocolonia a nivel internacional y de oligarquía a nivel nacional,  Umaña Luna (1974) 

extiende el análisis de la realidad colombiana a partir de la DUDH. Primero, toma los “derechos 

personales” (Umaña Luna, 1974, p. 26), encontrando la existencia de un Estado protector de 

derechos naturales, cuando se requiere un Estado interventor con capacidad de enfrentar el hambre 

en Colombia, materializado en déficit nutricional, desequilibrio de medios de subsistencia, circulo 

vicioso miseria-ignorancia-hambre, en síntesis, desigualdad extrema en la distribución del ingreso 

y desnutrición. Umaña Luna (1974) continúa observando el problema del esclavismo y la 

servidumbre dejando ver la persistencia de un régimen feudal colonial, relaciones de producción 

precapitalistas y servidumbre impuesta a sectores eclesiástico, militar y de trabajadores. Umaña 
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Luna (1974) avanza al examen de la prohibición de torturas y tratos crueles, encontrando que en 

Colombia hay una tradición de violencias por oleadas históricas rebosantes de sevicias, crueldades 

y degradaciones inútiles e increíbles asociada a la violencia impuesta por los intereses urbanos 

políticos y económicos contra el campesinado, que a su vez respondió de forma brutal y sangrienta, 

desarrollando todos los actores formas de matar crueles y sádicas.  

 

Umaña Luna (1974) en la exploración de los derechos civiles y políticos, valora la necesidad de 

estudiar el sistema económico, la estructura social, la organización política y el esquema jurídico 

para determinar si la igualdad ante la Ley es concreta, sentenciando que en el Estado de Derecho 

colombiano, las fórmulas jurídicas en la realidad social no generan libertades reales porque son 

inoficiosa retórica legal. Umaña Luna (1974) agrega que la democracia es una formalidad con 

libertades políticas estériles sin liberación económica, pero con promoción de la empresa privada 

brindándole incentivos a las ganancias, mientras se perpetua el sacrificio de las mayorías 

nacionales para sostener, lo que Umaña Luna (1974) denomina parasitismo de las minorías 

ociosas. En el mismo sentido, opera el énfasis del Código Penal para castigar los delitos contra la 

propiedad privada. Adicionalmente, Umaña Luna (1974) indica que no hay libertad religiosa 

porque se impone el Concordato, ni libertad de opinión porque progresivamente los medios de son 

monopolizados y manipulados.  

 

En lo que a los derechos económicos se refiere, la conclusión más importante es que en Colombia 

existe una necesidad inaplazable de un cambio de estructuras por ineficacia de las tradicionales 

ante las nuevas situaciones sociales (Umaña Luna, 1974). A su vez, en cuanto a los derechos 

sociales Umaña Luna (1974) plantea que en Colombia hay caos generado por el desequilibrio, la 

ignorancia, la inequidad, el atraso tecnológico, la improductividad de la tierra, el déficit 

alimentario, la figura de hijos ilegítimos, la población sin seguridad social, el déficit de 

profesionales y la desprotección y desigualdad que afecta a las mujeres. Cuestión que Umaña Luna 

(1974) asocia a la debilidad de las fuerzas de oposición al sistema favorecida por el analfabetismo 

político, la organización precaria, la displicente actitud de la academia pseudo revolucionaria y la 

habilidad de las clases dirigentes para neutralizar, dividir y subdividir. Por último, Umaña Luna 

(1974) estudia los derechos culturales como en los anteriores a la luz de la DUDH, reportando que 

las clases altas presentan su cultura como prestigio y la cultura de las clases populares como atraso, 
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retroceso y estancamiento, cuestión que se suma a la neo colonización indígena, a la 

profundización del racismo y la existencia de una cultura antidemocrática. 

 

En síntesis, Umaña Luna (1974) expresa que la DUDH se queda en simple proposición idealista 

sin asidero real, si la persona no tiene un mínimo de derecho y libertades en una realidad de sana 

moral, orden público sensato y verdadera democracia. Frente a ello, Umaña Luna (1974) propone 

un marco semántico en el cual confronta el humanismo y el antihumanismo. En su marco de 

fundamentación Umaña Luna (1974) plantea que en Colombia no hay desarrollo sino lacras 

ideológicas del desarrollo, no hay normas ni instituciones, sino entidades incapaces responsables 

del desorden político, del caos jurídico y del policlasismo absurdo con sus estructuras inadecuadas 

en las materias económica, ideológica y política-jurídica. Para Umaña Luna (1974) en Colombia 

predomina una riqueza insultante y una amarga miseria, un orgullo imperialista, un subdesarrollo 

mendigo, una teoría de los Derechos Humanos y una realidad donde se niega. 

 

Umaña Luna (1974) propone un verdadero humanismo a partir de las dos hipótesis resultantes de 

la comparación entre la DUDH y la estructura político - jurídica y las relaciones con las estructuras 

ideológica y económica colombianas. Partiendo de la consideración de la precariedad cualitativa 

de las normas e instituciones colombianas y del desorden político de caos jurídico e ideologías 

contradictorias, Umaña Luna (1974) concluye que en el país no hay igualdad sino policlasismo 

relacionado con la mala distribución del ingreso nacional, de las posibilidades de desarrollo de la 

personalidad, de la libertad formal utópica, una justicia inequitativa y lejana y una paz quebrantada 

por la violencia institucionalizada útil a los intereses del sistema desarrollista económico.  

 

El humanismo que propone Umaña Luna (1974) se basa en la independencia, la autonomía y la 

dignidad del espíritu humano, se edifica en la verdad, se encarna en la condición del hombre por 

el mejoramiento, la perfección, la seguridad social y el bienestar colectivo. Humanismo como, 

descubrirse así mismo conociendo a los demás y adoptando la autodisciplina de confianza racional 

no coactiva. Humanismo para desentrañar los fines del Estado en los aspectos de significado, orden 

social dado, instituciones, normatividades, intereses ocultos e intereses abiertos. El humanismo 

enfrenta el anti humanismo (Umaña Luna, 1974).  
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Umaña Luna (1974) afirma sobre el anti humanismo que desampara a ancianos y niñez, que genera 

desempleo, que no brinda salud, ni vivienda, que genera cordones de misera y tugurios, que entrega 

salarios de hambre y de miedo, que se interesa por problemas inexisten, que proclama la libertad 

e igualdad, que busca afirmar las condiciones de amos y servidores, patronos y explotados, señores 

y siervos. Anti humanismo que abandona a la angustiosa pobreza a negrerías, mulaterías, mestizos 

e indígenas, al tiempo que, promueve la igualdad de derechos y libertades para los dueños de los 

medios de producción ligados al neocolonialismo económico con comunidades superdesarrolladas 

opulentas versus sociedades con urgentes necesidades insatisfechas (Umaña Luna,1974).  

 

En sus trabajos Un sistema de Estado de Sitio de 1977, ¿Hacia la Paz? Los ilícitos y los presos 

políticos; las amnistías y los indultos de 1988 y La Tramoya Colombiana Praxis y Derechos 

Humanos de 1988, Umaña Luna ahonda y amplía la lectura propuesta y desarrolla componentes 

específicos como el delito político, las amnistías y la paz. Es el texto Los Derechos Humanos en 

Colombia Teoría y Praxis de 1985 que el autor desarrolla una propuesta que moviliza el campo 

semántico de los derechos humanos.  

 

En el año 1985 Umaña Luna establece a favor de la Declaración Universal de los Derechos de los 

Pueblos (DUDP), el primer cambio que propone referido al estudio de la teoría y praxis de la 

DUDH, tomando como referente el examinar la DUDP de Argel, 4 de julio de 1976. En este 

sentido, Umaña Luna (1985) se inscribe en la dinámica de los tribunales de opinión e identifica en 

lo derechos de existencia, autodeterminación política, económicos, cultura, medio ambiente, 

recursos comunes, minorías, garantías y sanciones de la DUDP los tiempos de esperanza e 

inquietudes. El segundo cambio, es que, a partir de la creación en Colombia en el año 1984 de la 

Filial Colombiana de la Liga Internacional con la presidencia del S.J. Javier Giraldo como parte 

del movimiento mundial de lucha por los derechos de los pueblos conceptual y políticamente 

Umaña Luna (1985) coloca en el centro del derecho al pueblo o grupo humano como sujeto 

principal y desplaza a la persona o ego, es decir, coloca la DUDH subordinada a la DUDP. 

 

Desde el humanismo social, Umaña Luna (1985) propone pensar la autodeterminación para 

superar los subdesarrollos vigentes en las naciones pobres. Aquí la Declaración Universal de los 

Derechos de los Pueblos es para él la formulación ideal del marco de solidaridad entre pueblos y 
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naciones, considerando el medio ambiente y el patrimonio común de la humanidad. Es aquí donde 

Umaña Luna (1985) identifica una contradicción entre derechos del ciudadano, a su juicio propios 

de la utopía liberal y derechos humanos como proyecto social. Los derechos humanos los conecta 

con los derechos de los pueblos en tanto potencia que devendría de la mera teoría a la acción 

(Umaña Luna, 1985). 

 

Para Umaña Luna (1985) el paradigma de los derechos universales de los pueblos consiste 

esencialmente en pensar el derecho a la autodeterminación a nivel externo e interno, ello 

significaría la posibilidad de pensarse por sí mismo y construir el desarrollo de los pueblos que 

permita aterrizar la utopía de los derechos humanos. Por ello, identifica cuatro objetivos 

fundamentales de la declaración de los derechos de los pueblos, pensar las relaciones entre las 

colectividades populares dentro del ámbito del Estado, reafirmar a las colectividades populares 

frente a las estructuras estatales como pueblos, establecer relaciones entre pueblos por encima de 

las fronteras nacionales y, finalmente, construir desde el pueblo mismo y en las relaciones entre 

los diferentes pueblos una nueva normatividad que trascienda o que esté por encima y por fuera 

de la investidura estatal e interestatal (Umaña Luna, 1985). 

 

Parafraseándolo, la originalidad de los derechos declarados en Argel consiste en el desplazamiento 

explícito que se hace del centro de gravedad del derecho y el desplazamiento del orden 

internacional, los que toman como centro al Estado, para ubicarlo ahora en los pueblos, en las 

mujeres y en los hombres que constituyen esos pueblos y construyen esos marcos de derecho y 

esos marcos institucionales estatales. Para Umaña Luna (1985), la cuestión que hay que pensar 

está en la relación de opresión del Estado a un grupo, el pueblo.  

 

Señala Umaña Luna (1985) que el explotado debe librar una lucha colectiva y esa lucha le demanda 

constituir un orden jurídico distinto al estatal. Ese nuevo orden jurídico es el que le permite 

organizar la lucha que ha emprendido y debe en coherencia con lo expuesto, contemplar la 

autodeterminación, es decir, el pueblo debe determinar libremente su forma de gobierno. En la 

medida en que ese pueblo auto determinado construye un orden jurídico distinto al orden jurídico 

del Estado que lo oprime puede hacer posible la revolución. 
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Umaña Luna (1985) ubica la posibilidad de la revolución encarnada en los movimientos de 

liberación nacional, en las comunidades religiosas, en las comunidades lingüísticas, en las 

comunidades culturales, en los esclavos sublevados y en los trabajadores explotados. De esta 

apuesta por la revolución, se derivan tres grandes temas recogidos de la Declaración de los 

Derechos de los Pueblos. Tres temas que a su vez son tres preguntas. El primer tema se refiere a 

los pueblos frente a los procesos de liberación y la pregunta que de allí emerge es: ¿qué tipo de 

liberación? El segundo tema es los pueblos frente a la guerra y la pregunta aquí es: ¿cuál es la 

relación entre los derechos de los pueblos y la paz?. Y la tercera cuestión es los pueblos frente al 

hombre, según expresión de Umaña Luna (1985), y la pregunta allí es: ¿cuáles son las propuestas 

en hombre de los derechos de los pueblos? 

 

En tal sentido, Umaña Luna (1985) caracteriza seis elementos ideológicos en la Declaración de 

Argel asociados a derechos que considera fundamentales. Primero, el derecho a la existencia, 

segundo, el derecho a la autodeterminación política, tercero, el derecho al desarrollo económico, 

cuarto, el derecho a la cultura, quinto, el derecho al medio ambiente y a los recursos naturales, y 

sexto, el derecho de respeto a las minorías. Umaña Luna (1985) acude a Lelio Basso, aquel 

compañero de camino de Russell, quien plantea que el derecho puede llegar a ser un arma contra 

la opresión y que en ese sentido la Liga por los Derechos de los Pueblos se propone y existe en la 

perspectiva de participar de las batallas por la liberación de los pueblos, aunque aclara, que estas 

batallas no se libran con armas que matan, sino que se libran con armas que movilizan y convencen. 

 

Umaña Luna (1985) al citar a Basso recoge de él la expectativa de que la Declaración de los 

Derechos de los Pueblos o Declaración de Argel, se convierta en un arma de combate para la 

libertad y la paz de los pueblos. Desde esta perspectiva, se ubica el tema de la paz y la guerra en 

Colombia, lo que a su juicio es una guerra oculta porque la crisis profunda que vive Colombia en 

materia de Derechos Humanos se ensombrece en el marco de las relaciones geopolíticas, por el 

peso que ha ganado el problema del narcotráfico y de la guerra contra las drogas. Umaña Luna 

(1985) considera que a la sombra de un discurso que coloca en primer plano el problema del 

narcotráfico se elude el abordaje del conflicto más grave y es el asociado a la crisis de Derechos 

Humanos. 
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La guerra más importante, según la lectura que hace Umaña Luna (1985) es la que denomina la 

guerra sucia. Que inscribe como un fenómeno jurídico penal alarmante en tanto es el imperio del 

genocidio en las áreas donde la violencia extrema es más aguda y que en general corresponde a las 

zonas rurales, así mismo, la proliferación de las desapariciones forzadas, que son predominantes 

en las áreas urbanas. En este plano, Umaña Luna (1985) considera necesario confrontar el derecho 

formal y la libertad real, una confrontación obligada que debe pasar a su juicio por el examen 

conjunto de tres estructuras: la económica, la ideológica y la política jurídica. Según Umaña Luna 

(1985) si el proyecto del humanismo social no es posible y los Derechos de los Pueblos como 

plataforma que potencian los Derechos Humanos no se hacen realidad, estaríamos ante la tensión 

de una patria que surge del desorden de una guerra sin cuartel, del crimen organizado, de 

estructuras sociales caducas, de una economía sin rumbos, de la injusticia social y del abandono 

de toda eticidad. Ante esta posibilidad Umaña Luna (1985) sentencia que de allí no devendría una 

patria civilizada. 

 

Umaña Luna (1985) considera entonces, acudiendo a Unamuno, que debiera construirse no una 

patria sino una matria. Una nueva matria, en donde la relación pueblo Estado esté dada en tanto el 

pueblo sea el determinante del Estado y jamás el Estado sea el amo del pueblo. El humanismo 

social parte entonces de la realidad concreta de Colombia y de las relaciones internacionales que 

existen, pero proponiendo una apertura distinta al futuro (Umaña Luna, 1985). Una apertura que 

debiera partir de lo que Umaña Luna (1985) denomina la Colombia real que ostente la superación 

de la realidad actual por vías de correcciones políticas en el plano de lo económico, lo social y lo 

cultural. Umaña Luna (1985) precisa que ésta no puede ser una apuesta o una lucha por utopías 

imposibles, porque los programas imposibles son de ingenuos. Sentencia que para hacer la apuesta 

de la revolución no se requiere ingenuidad sino rigor y compromiso (Umaña Luna, 1985).  

 

Umaña Luna (1985) advierte que no es un proceso fácil y que probablemente tendrá que escribirse 

con sangre y que será esa sangre quien escriba la historia que encarna el espíritu de lo nuevo. 

Diciente de aquellos planteamientos que naturalizan el estado de cosas dado y cree profundamente 

en la posibilidad del socialismo, un socialismo que aún no se ha dado como agenda real. Umaña 

Luna (1985) refiere que en la sociedad industrial, la esclavitud permanece sublimada, en tanto, ya 

no necesariamente está determinada por la obediencia, la rudeza del trabajo, el estatus, sino por la 
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reducción del ser humano al carácter de cosa, es decir, en la instrumentalización de la persona 

humana. A su vez, Umaña Luna (1985) expresa que ahí donde no hay esperanza es en donde se 

nos da la esperanza de la mano de los desesperanzados.  

 

En este parte que cierra de Umaña Luna (1985) aprehendemos la aplicación de la DUDH como 

teoría para el análisis de la realidad de Colombia. En el desarrollo de sus investigaciones 

encontramos dos propuestas fundamentales el humanismo social y la DUDP, ambas como 

instrumentos teóricos, políticos e ideológicos para la comprensión de la realidad y como 

condiciones de posibilidad de la DUDH. En el aparte siguiente entramos a la esfera de los derechos 

humanos en la Iglesia Católica de Colombia, para profundizar en el concepto de derechos humanos 

que propone Javier Giraldo Monero SJ, quien desde el siglo XX hasta lo corrido del siglo XXI es 

uno de los teóricos, teólogos y defensores de los derechos humanos más connotados de Colombia. 

 

5.2. Medellín, reino de justicia, de amor y de paz 

 

Una corriente importante del movimiento de Derechos Humanos en Colombia está asociada a la 

Iglesia Católica. En este aparte se abordan las cinco conferencias del Episcopado Latinoamericano 

rastreando en ellas lo relacionado con los derechos humanos. Realizado este ejercicio, se presenta 

el concepto de derechos humanos en Javier Giraldo Moreno SJ, uno de los defensores de Derechos 

Humanos más activos de la Iglesia Católica colombiana y de los más reconocidos por sus 

desarrollos teóricos en la investigación de las violaciones de los derechos humanos y las 

infracciones al Derecho Internacional Humanitario hoy en Colombia. Giraldo también propone 

una lectura de fe de los derechos humanos en tal sentido, la exégesis y hermenéutica de su teología 

ubica lo sagrado en la historia y el proyecto cristiano en el presente de los pueblos 

latinoamericanos.  

 

En ese contexto, la Iglesia Católica de Colombia, mucho más en las figuras de las congregaciones 

religiosas, comprenden los derechos humanos como parte medular de su quehacer institucional y 

litúrgico. Dios quiere la garantía de los derechos humanos. Lo que se materializa en la 

institucionalización de organizaciones que vinculan religiosos y religiosas de toda la geografía 

nacional y a diferentes identidades congregacionales. Se constituye en una vertiente muy 
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importante del movimiento de los derechos humanos que llega a consolidar procesos de 

investigación, formación, denuncia y acompañamiento cuyo centro está en la defensa de los 

derechos humanos y en la búsqueda del respeto al Derecho Internacional Humanitario.  

 

Un momento de origen de esta corriente está en el Concilio Vaticano II y las Conferencias de 

Obispos de la segunda mitad del siglo XX. En América Latina se han realizado cinco conferencias 

episcopales. La I Conferencia General del Episcopado Latinoamericano en Río de Janeiro, Brasil, 

del 25 de julio al 4 de agosto de 1955. La II Conferencia General del Episcopado Latinoamericano 

“La Iglesia en la actual transformación de América Latina a la luz del Concilio” en Medellín, 

Colombia, del 26 de agosto al 7 de septiembre de 1968. La III Conferencia General del Episcopado 

Latinoamericano “La Evangelización en el presente y en el futuro de América Latina” en Puebla, 

México, del 27 de enero al 13 de febrero de 1979. La IV Conferencia General del Episcopado 

Latinoamericano “Nueva Evangelización, Promoción Humana, Cultura Cristiana ‘Jesucristo, ayer, 

hoy y siempre’” en Santo Domingo, República Dominicana, del 12 al 18 de octubre de 1992. Y la 

V Conferencia General del Episcopado Latinoamericano “Discípulos misioneros de Jesucristo 

para que nuestros pueblos en Él tengan vida. Yo soy el camino la verdad y la vida” en Aparecida, 

Brasil, del 13 al 31 de mayo de 2007.  

 

Río de Janeiro mantenía un espíritu conservador centrando su acción estratégica en la campaña 

vocacional y la instrucción religiosa de difundir la doctrina cristiana. El Papa Pio II en su Carta 

Apostólica Ad Ecclesiam Christi a los obispos latinoamericanos identifica como el más grave y 

peligroso problema de la Iglesia Católica la insuficiencia del clero, el que luego se define por los 

obispos de la Conferencia como: “el problema fundamental que aflige a nuestras naciones, a saber: 

la escasez de sacerdotes” (CELAM, 1955, p. 5). Aun así, aparecen categorías importantes para la 

posterior revolución teológica latinoamericana. En la Declaración de los cardenales, obispos y 

demás prelados representantes de la jerarquía de América Latina reunidos en la Conferencia 

Episcopal de Río de Janeiro, aparece la figura de un Dios justo llamando a la justicia y a la 

fraternidad y una Iglesia que denuncia que muchos de los habitantes de América Latina 

“especialmente entre los trabajadores del campo y de la ciudad, viven todavía en una situación 

angustiosa” (CELAM, 1955, p. 7). 
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Observan una relación de impacto directo de la condición de vida material en la vida espiritual de 

la población, en un contexto de una honda y rápida transformación causada por la industrialización. 

En tal sentido deciden “influir en el mundo económico-social” (CELAM, 1955, p.7) mediante la 

iluminación, la educación y la acción. Proponen que como Iglesia Católica se busca la iluminación 

de la realidad a través de la “doctrina social de la Iglesia, la educación como formación de una 

conciencia social, viva y operante” (CELAM, 1955, p. 7), y la acción como elevación de las clases 

necesitadas o animación y verificación del mundo económico-social. Agregando el tema de las 

Misiones como escenarios complejos de evangelización y colonización donde se cumpla con el 

“deber de atender adecuadamente a las necesidades de la población indígena” (CELAM, 1955, p. 

7). 

 

Aunque el peso de los desarrollos se orienta al fortalecimiento institucional y doctrinal alrededor 

de las vocaciones, “exponiendo con claridad y sencillez las soluciones cristianas a los problemas 

sociales” (CELAM, 1955, p. 12), también se resalta y convoca el papel de la Acción Católica para 

el estudio y difusión de los principios cristianos y pontificios de comprensión de los problemas 

sociales, económicos y políticos como en la formación de dirigentes capaces de asumir procesos 

complejos como la propaganda, los debates con el espiritismo y la masonería, la atención a 

problemas sociales como los de vivienda rural y obrera, el desarrollo de la caridad cristiana que 

remedia sufrimientos, pero también, la intensificación de la labor social. “ 80. La Conferencia ve 

con satisfacción todo el conjunto de obras que la caridad cristiana ha sugerido en las Naciones de 

América Latina” (CELAM, 1955, p. 25). 

 

Es significativo que en un documento de carácter continental se destaque un título referido a indios 

y gente de color, convocando a la Iglesia a trabajar por la elevación espiritual, moral y social de la 

población indígena de América Latina y “c) exhorta a todos los católicos, y de manera muy especial 

a los Profesores de Colegios e Institutos, que sigan esforzándose en eliminar todo uso y costumbre 

que pueda aparecer como discriminación racial” (CELAM, 1955, p. 26). Esto relacionado con los 

deberes de caridad cristiana, justicia social y solidaridad humana con la inmigración. Por último, 

la Conferencia de Río de Janeiro crea el Consejo Episcopal Latinoamericano, institución 

fundamental para el estudio de los asuntos que interesan a la Iglesia en América Latina y 

fundamental para la “preparación de las siguientes conferencias” (CELAM, 1955, p. 25). 
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En la Conferencia Episcopal de Medellín, 1968, derechos humanos aparece en dos menciones, 

primero, como un llamado a no abusar de la paciencia del pueblo que por sus condiciones está 

sometido a la tentación de la violencia, segundo, en las conclusiones pastorales solicitando a las 

universidades que “con motivo del vigésimo aniversario de la solemne Declaración de los 

Derechos Humanos” (CELAM, 1968, p.13), investiguen el estado de aplicación de los derechos 

humanos en los países de América Latina. Más allá de estas referencias directas, Medellín aporta 

elementos teológicos y pastorales para el movimiento de derechos humanos colombiano de la 

Iglesia Católica. 

 

En términos teológicos, la conferencia plantea que para ver a Dios ha vuelto la mirada al hombre 

latinoamericano en un momento “decisivo de su proceso histórico” (CELAM, 1968, p. 2). Al 

definir al hombre como un misterio expone que cuenta con la palabra de Dios para comprender el 

momento histórico tomando conciencia desde el presente hacia el pasado. En ese ejercicio observa 

las luces y las sombras de la evangelización, la educación y la caridad realizada por la Iglesia, 

asumiendo el juicio de la historia y las responsabilidades que se reclaman. Pero expresa la 

insuficiencia de la palabra al indicar que es el momento de la acción. La conferencia comprende 

el momento de América Latina como de transformación y desarrollo del umbral de otra época 

histórica continental, “llena de un anhelo de emancipación total, de liberación de toda servidumbre, 

de maduración personal y de integración colectiva. Percibimos aquí los prenuncios en la dolorosa 

gestación de una nueva civilización”  (CELAM, 1968, p. 2). 

 

Es el momento de la imagen de Dios en el hombre cuyo reclamo de transformación es comprendido 

por los obispos como signo y exigencia. Aparece en el documento la categoría de los signos de los 

tiempos, que será trascendental para un mundo católico defensor de los derechos humanos. 

Escatológicamente se declara la comprensión del hombre integralmente, superando la dicotomía 

de la teología que promulgaba una dicotomía a favor del alma y condenando el cuerpo. En ello, 

concibe la categoría de condiciones de vida menos humanas y más humanas, esto es, carencias 

materiales y morales, estructuras opresoras y de abuso del tener y del poder, de explotación e 

injustica frente a la posibilidad de trascendencia hacia la adquisición de bienes, conocimiento, 

cultura, paz y cooperación. Enuncian aquí un componente clave de la teología latinoamericana 

para la acción de religiosos y religiosas, la orientación hacia el “espíritu de pobreza” (CELAM, 



 

 

213 

1968, p. 3), orientándolos a ser testigos del Reino, “siendo pobres de corazón e imitando a 

Jesucristo, pero valorando y usando pastoralmente los bienes económicos en favor del Cristo 

pobre, que se hace cotidianamente presente en los necesitados” (CELAM, 1968, p. 41). 

 

En la Conferencia sintetizan que el abordaje sobre la realidad de América Latina se adelantó en el 

análisis y la definición de conclusiones alrededor de tres grandes áreas de acciones pastoral para 

la transformación continental: i. Promoción del hombre y de los pueblos hacia los valores de la 

justicia, la paz, la educación y la familia. ii.  Evangelización y maduración en la fe de los pueblos 

y sus élites, a través de la catequesis y la liturgia. iii. Unidad y acción pastoral a través de 

estructuras visibles, también adaptadas a las nuevas condiciones del continente (CELAM, 1968). 

En el contenido de sus conclusiones, el primer abordaje, la Conferencia se refiere a la justicia, la 

que se comprende desde la revelación de la realidad de miseria y marginación de grandes grupos 

de población. A esto se integran los juicios pastorales a la negación de la educación, la desigualdad 

que afecta a las mujeres, las malas condiciones de vida y de precios para campesinos y productores 

(CELAM, 1968). Y el cuestionamiento por la desesperanza de profesionales y técnicos y las 

desventajas de pequeños productores frente a la gran industria. En síntesis, la conferencia denuncia 

el predominio de estructuras de injusticia relacionadas con una cultura económica favorable a los 

sectores con alto poder adquisitivo y con una cultura política de inestabilidad con instituciones 

meramente formales.  

 

P12 La situación actual no puede dejar inactivos a los religiosos. Aunque no han de 

intervenir en la dirección de lo temporal, sí han de trabajar directamente con las personas 

en un doble aspecto: el de hacerles vivir su dignidad fundamental humana y el de servirles 

en orden a los bienes de la Redención. (CELAM, 1968, p. 43) 

 

La Conferencia propone un giro doctrinal absoluto colocando en el centro a un Dios que envió a 

su hijo a liberar a los hombres de las esclavitudes. Como Iglesia Católica expresa que su palabra 

va dirigida a los hombres con hambre y sed de justicia, aclarando que la posibilidad de un 

continente nuevo es inseparable de un hombre nuevo y que en comprensión de la Historia de la 

Salvación el foco de la acción de los obispos reunidos se coloca en la verdadera liberación como 

la llegada del "reino de justicia, de amor y de paz" (CELAM, 1968, p. 3). El amor se integra a esta 
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trama como ley fundamental en función cristiana de realizar la justicia en el mundo. “Creemos que 

el amor a Cristo y a nuestros hermanos será no solo la gran fuerza liberadora de la justicia y la 

opresión, sino la inspiradora de la justicia social...” (CELAM, 1968, p. 4). 

 

Las proyecciones pastorales se plantean a partir del juicio de las situaciones económicas y sociales, 

en primer lugar, por el cambio social reclamando un lugar a los procesos de organización autónoma 

de las clases populares, de organización económica y cultural de las familias por sus legítimas 

necesidades y aspiraciones, de campesinos y obreros constituyendo movimientos organizados por 

la humanización y dignificación del trabajo, de una empresa y una economía que trascendiendo 

los sistemas liberal capitalista y el marxista desde el magisterio social de la Iglesia conciban una 

economía verdaderamente humana sin esclavitud física, profesional, cultural, cívica y espiritual 

(CELAM, 1968). Para lo cual, la Conferencia defiende la organización sindical campesina y obrera 

solidaria, responsable y con representación y participación en la empresa, en busca de superar los 

antagonismos sociales y económicos. Mayor preocupación se expresa por la situación del 

campesinado. 

 

De la industrialización, la Conferencia exige revisar los presupuestos macroeconómicos 

orientándolos hacia la independencia económica, el desarrollo integral, la autonomía nacional, las 

aspiraciones de las naciones débiles y la integración continental. Esto se concatena con el reclamo 

de una reforma política que rompa con la costumbre latinoamericana de sistemas orientados contra 

el bien común y a favor de grupos privilegiados (CELAM, 1968), por lo cual, la Iglesia deberá 

emprender una imprescindible labor educadora para la formación de la conciencia política, en 

perspectiva de formación de conciencia social y comprensión de los problemas comunitarios y de 

las estructuras sociales, con una pastoral que pasa de la lógica de la beneficencia a la promoción 

del desarrollo, acompañando e impulsando a las organizaciones de la sociedad civil. En tal sentido, 

la Conferencia ordena la creación de las Comisiones de Justicia y Paz. “Estará integrada por 

personal de alto nivel moral, calificación profesional y representación de los diferentes sectores 

sociales…” (CELAM, 1968, p. 7). 

 

La Conferencia define las situaciones de injusticia como pecado y distingue tres tipos de pobreza: 

espiritual, compromiso y carencia de bienes (CELAM, 1968). La carencia de bienes es un mal que 
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los profetas “denuncian como contraria a la voluntad del Señor y las más de las veces como el 

fruto de la injusticia y el pecado de los hombres”  (CELAM, 1968, p. 7). La Conferencia reivindica 

la pobreza como una opción de amor y de testimonio de compromiso por la liberación. Planteado 

el problema de la justicia, se adentra en el problema de la paz, a la que de entrada define como 

desarrollo. Identificando y comprendiendo que hay tres grupos de tensiones que amenazan la paz 

(CELAM, 1968). 

 

El primer grupo de tensión identificado es dado entre clases y por el colonialismo interno 

(CELAM, 1968), esto cobija las marginalidades socioeconómicas, políticas, culturales, raciales, 

religiosas en lo rural y urbano, las desigualdades excesivas entre clases sociales, las frustraciones 

crecientes ante las expectativas también crecientes, las formas de opresiones de grupos y 

estructuras dominantes, la calificación de subversivo de todo intento de cambiar el sistema de 

privilegios y el ejercicio de poder injusto por los sectores dominantes. Conjunto de realidades que 

se tensa mucho más por la creciente toma de conciencia de los sectores oprimidos, con el agravante 

de la existencia de movimientos interesados en exacerbar las tensiones.  

 

El segundo grupo de tensión es identificado como de tensiones internacionales y neocolonialismo 

interno (CELAM, 1968), ubicando ahí la dependencia del centro de poder económico que tiene 

efectos tanto en el aspecto económico como en la distorsión creciente del comercio internacional. 

Lo que para los obispos del CELAM (1968) tiene consecuencia en el empobrecimiento global y 

relativo, en la depreciación relativa, la fuga de capitales económicos y humanos, la evasión de 

impuestos y fuga de ganancias y dividendos, el endeudamiento progresivo, el triunfo de los 

monopolios internacionales y del imperialismo internacional del dinero, así como el imperialismo 

ideológico en el aspecto político.  

 

El tercer grupo de tensión es el que obedece a las tensiones entre los países de América Latina, 

describiéndolo como un fenómeno histórico que debe trascender hacia la integración social, 

política, cultural, religiosa y racial, contra el nacionalismo exacerbado y el armamentismo 

(CELAM, 1968). Considerando estos tres campos de tensión doctrinalmente conciben la paz en 

tres sentidos: primero, la paz entendida como obra de la justicia que más que simple ausencia de 

violencias y derramamientos de sangre es creación de un orden nuevo. Segundo, la paz en tanto 
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quehacer permanente en el tiempo, en el cambio de estructuras, actitudes y corazones (CELAM, 

1968). En este caso no es tranquilidad como pasividad y conformismo, ni bien adquirido de modo 

definitivo. Como no es estática implica lucha y en tal sentido no se encuentra sino que se construye 

y se entiende al cristiano como artesano de la paz. Tercero, la paz como fruto del amor asociada a 

la fraternidad cristiana, a la solidaridad humana y como trabajo por la justicia social. 

 

La paz con Dios es el fundamento último de la paz interior y de la paz social. Por lo mismo, 

allí donde dicha paz social no existe; allí donde se encuentran injustas desigualdades 

sociales, políticas, económicas y culturales, hay un rechazo del don de la paz del Señor; 

más aún, un rechazo del Señor mismo. (CELAM, 1968, p.10) 

 

Con tal mirada sobre la justicia y la paz, la Conferencia define la violencia como no cristiana y 

como no evangélica porque entiende al cristiano como pacífico, pero no como pacifista pues lo 

halla capaz de combatir (CELAM, 1968). Desde la perspectiva cristiana establecen una correlación 

directa entre paz y justicia. La Conferencia identifica entonces diversos tipos de violencia: la 

injusticia como violencia institucionalizada, la resistencia drástica que destruye vidas y bienes, la 

pasividad ante la injusticia, la motivada por nobles impulsos de justicia y solidaridad, la de la 

amenaza de la guerra civil, la guerra y la invasión del orden mundial injusto (CELAM, 1968). 

Aunque reconoce la legitimidad de la insurrección revolucionaria contra la tiranía y las estructuras 

injustas que dañan a las personas y a la comunidad, rechazan la revolución armada porque 

“engendra nuevas injusticias, introduce nuevos desequilibrios y provoca nuevas ruinas: no se 

puede combatir un mal real al precio de un mal mayor" (CELAM, 1968, p. 11,12). 

 

La Conferencia dedica parte de su trabajo a la familia y a la demografía como institución que sufre 

“malas condiciones de vida y cultura, bajo nivel de salubridad, bajo poder adquisitivo, 

transformaciones que no siempre se pueden captar adecuadamente” (CELAM, 1968, p. 13). Lo 

que vincula a cuatro procesos: paso de una sociedad rural a una sociedad urbana, desarrollo 

orientado a la concentración de riqueza y profundización de las desigualdades, rápido crecimiento 

demográfico y proceso de socialización que desplaza la centralidad de la familia (CELAM, 1968). 

Aunque en este sentido, la Iglesia resguarda su postura conservadora sobre la familia y contra el 

hedonismo y el erotismo, identifica los problemas estructurales que afectan a las familias 
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latinoamericanas como la desproporción de salarios, la mala distribución de la vivienda, la 

alimentación, el vestuario, el trabajo, los medios de comunicación, el descanso y las diversiones. 

 

Este análisis es importante porque para la Iglesia Católica la familia cumple un papel importante 

en cuanto a la formación de personas, a la educación en la fe y la promoción del desarrollo. En su 

análisis de la educación en América Latina la Conferencia Episcopal reunida en Medellín en 1968, 

denuncia la marginación de la cultura de un amplio grupo de personas y la extensión de la 

escolarización sin capacidad de responder a las necesidades de desarrollo. Propone una educación 

humanista y cristiana liberadora, donde el educando es sujeto de su desarrollo del individuo y de 

la liberación de los pueblos (CELAM, 1968). Liberación como redención en Cristo entendida ésta 

como maduración de la fe, superación de las discriminaciones de género y crecimiento de la 

humanidad.  

 

Los obispos dedican una parte de sus conclusiones a la juventud, “el grupo más numeroso de la 

sociedad latinoamericana” (CELAM, 1968, p. 21), fuertemente presionado por una época de crisis 

y cambio, con gran dinamismo interno, dividido entre el sector que asume las formas burguesas y 

el que asume el radicalismo que rechaza la masificación y deshumanización del hombre. La 

Conferencia orienta entonces acogerla discerniendo los aspectos negativos y positivos de la 

juventud, emprendiendo una auténtica pastoral de juventud actuando ante los individuos y los 

movimientos juveniles (CELAM, 1968). 

 

Uno de los desarrollos más importantes de Medellín es la Pastoral Popular porque va a significar 

el compromiso institucional católico con los grupos étnicos, el campesinado, los sectores populares 

urbanos marginados desde una perspectiva de religiosidad popular que concibe un horizonte 

ontológico de Dios culturalmente diversificado y que orienta la pastoral hacia la formación de 

comunidades eclesiales parroquiales que luego constituyen el movimiento de comunidades 

eclesiales de base, tan importante en el movimiento de derechos humanos latinoamericano y 

colombiano (CELAM, 1968).  

 

A su vez, la Conferencia orienta una pastoral de las élites, tanto de los grupos dominantes como 

de profesionales y de la cultura y que en términos concretos divide en “los tradicionalistas o 
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conservadores, los desarrollistas y los revolucionarios que pueden ser marxistas, izquierdistas no 

marxistas o ideológicamente indefinidos” (CELAM, 1968, p. 26). A los conservadores la 

Conferencia los caracteriza como sujetos sin conciencia social con mentalidad burguesa, cómodos 

con las estructuras existentes e interesados en afirmar sus privilegios e influidos por el poder 

económico nacional e internacional, con vocación desarrollista y, muchos, apegados a la 

corrupción (CELAM, 1968). De los desarrollistas, sean individuos o agencias, la Conferencia 

destaca que se ocupan de la modificación en cantidad y calidad de los medios de producción, con 

vocación por la tecnificación y la planificación y la vinculación del pueblo como productor y 

consumidor (CELAM, 1968). Y sobre los revolucionarios vale hacer la cita directa: 

 

P8 Los revolucionarios cuestionan la estructura económico-social. Desean su cambio 

radical, tanto en los objetivos como en los medios. Para ellos, el pueblo es o debe ser el 

sujeto de este cambio, de modo que participe en las decisiones para el ordenamiento de 

todo el proceso social. Esta actitud puede observarse con mayor frecuencia entre los 

intelectuales, investigadores científicos y universitarios. (CELAM, 1968, p.26) 

 

Ante esos grupos los obispos latinoamericanos postulan las siguientes actitudes de fe. De los 

conservadores dicen que separan la fe de la responsabilidad social, reduciendo la fe a un credo y a 

principios morales (CELAM, 1968). Los desarrollistas se disputan entre la indiferencia y la 

vivencia, que va desde el ateísmo hasta concebir a la iglesia como instrumento que permite u 

obstruye el desarrollo. Respecto a los revolucionarios plantean que viven una crisis profunda de fe 

porque entienden sus creencias como responsabilidad social, por lo cual encarnan una relación de 

conflicto con Dios y la Iglesia Católica histórica (CELAM, 1968). La propuesta de la Conferencia 

es una evangelización que esté en relación con los signos de los tiempos, esto es, según los obispos, 

histórica en la comprensión del lugar teológico, de las interpelaciones de Dios y de la Iglesia-signo. 

“La catequesis no puede, pues, ignorar en su renovación los cambios económicos, demográficos, 

sociales y culturales sufridos en América Latina” (CELAM, 1968, p. 26). 

 

Instalada esta nueva perspectiva de la Iglesia Católica Latinoamericana en las siguientes 

conferencias los derechos humanos están presentes con mayor fuerza. En Puebla-México, la 

Iglesia asume su condición de defensora de los derechos humanos y en especial de compromiso 
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con los más necesitados como parte de los retos actuales y las tendencias futuras de la 

evangelización y tarea de los organismos que ha creado para la investigación de estos hechos 

(CELAM, 1979). Desde ahí anuncia que ve con dolor las masivas violaciones de derechos 

humanos en el mundo y se pregunta por el papel de los laicos y de la institucionalidad eclesial en 

la defensa de los derechos humanos en su dimensión política y económica, sobre todo en América 

Latina donde el irrespeto a los derechos a la vida, salud, educación, vivienda, trabajo y demás, es 

violación de la dignidad humana desde las ideologías de la seguridad nacional.  

 

En Puebla los obispos comprenden a la Iglesia como defensora de los derechos humanos, como 

institución solidaria con quienes los defienden, como institución que celebra con alegría la 

legislación de derechos humanos, como institución que denuncia al Estado violador de derechos 

humanos pero que al tiempo reclama un Estado garante de los derechos humanos y de las libertades 

fundamentales (CELAM, 1979). Por eso mismo, insisten los obispos en una Iglesia que se 

convierta en voz de los desposeídos que sufren las violaciones de derechos humanos, la pobreza, 

la marginalidad y la injusticia. No como acción aislada sino como tarea ecuménica que comprende 

lo dicho por el Concilio Vaticano II sobre tal cuestión.  

 

49. Las ideologías de la Seguridad Nacional han contribuido a fortalecer, en muchas 

ocasiones, el carácter totalitario o autoritario de los regímenes de fuerza, de donde se ha 

derivado el abuso del poder y la violación de los derechos humanos. En algunos casos 

pretenden amparar sus actitudes con una subjetiva profesión de fe cristiana. (CELAM, 

1979, p. 35) 

 

En Santo Domingo, los obispos conciben los derechos humanos como un “nuevo signo de los 

tiempos” (CELAM, 1992, p. 62), en el campo de la promoción humana. En este sentido la 

Conferencia comprende los derechos humanos como propios de los seres humanos que son iguales 

en dignidad por ser creados a imagen y semejanza de Dios, dignidad afianzada y perfeccionada 

por Cristo, quien se encarnó como hombre y muriendo en la cruz se hizo Verbo redentor para 

demostrar el valor de cada persona (CELAM, 1979). 
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Declara la Conferencia que las violaciones de derechos humanos son pecado porque contradicen 

el Plan de Dios (CELAM, 1979). Así, la raíz profunda de los derechos humanos se precisa en el 

Evangelio y en consecuencia, se convierten en parte de la misión de la Iglesia, como desafío 

pastoral, como línea pastoral, como desafío de la familia en cuanto defensa de la vida, siendo la 

vida base de todos los derechos humanos. La Iglesia en la Conferencia de Santo Domingo aborda 

la promoción humana de las etnias asumiendo el compromiso de impulsar los derechos humanos 

de indígenas y afroamericanos. Finalmente como desafío pastoral de la nueva cultura y de la 

cultura moderna, esto es, cuestionando la incoherencia “entre los valores del pueblo, inspirados en 

principios cristianos, y las estructuras sociales generadoras de injusticias, que impiden el ejercicio 

de los derechos humanos, incluyendo la legítima defensa de sus tierras” (CELAM, 1979, p. 91). 

 

Finalmente, en Aparecida-Brasil (2007) los derechos humanos aparecen como parte del examen 

de la historia latinoamericana de la Iglesia Católica. Examen en palabras de Benedicto XVI. Quien 

procura un equilibrio entre las sombras de sufrimiento e injusticia y de violación de los derechos 

humanos de las poblaciones indígenas y la admirable obra de siglos de presencia de la Iglesia en 

el continente (CELAM, 2007). A su vez, se anteponen dos formas de globalización, una ajena a la 

Iglesia y otra que sí le es propia y cuyas características ahondan en la solidaridad, la justicia y el 

respeto de los derechos humanos que haga de América Latina y el Caribe un continente de 

esperanza y amor. Como opuesta a los derechos humanos, los obispos ubican la democracia 

puramente formal que fácilmente muta en dictadura y en traición al pueblo. En su adverso 

“claman” (CELAM, 2007, p. 70) por una democracia participativa y basada en la promoción y 

respeto de los derechos humanos. Problema de la democracia que se encarna en poderes 

legislativos y ejecutivos represores y en el mejor de los casos ignorantes que proponen leyes 

injustas contra los derechos humanos (CELAM, 2007). Democracias lejanas de la voluntad 

popular, negados al diálogo con la ciudadanía. Entre los problemas de estas democracias se 

particulariza los de aquellas donde hay conflictos armados con sus consecuencias en materia de 

violaciones de derechos humanos, por lo que las contraponen con los países que han alcanzado 

acuerdos de paz. 

 

En Aparecida la Conferencia reivindica a la Iglesia Católica en América Latina y El Caribe como 

una institución que pese a sus ambigüedades y deficiencias, con su voz, “unida a la de otras 
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instituciones nacionales y mundiales, ha ayudado a dar orientaciones prudentes y a promover la 

justicia, los derechos humanos y la reconciliación de los pueblos” (CELAM, 2007, p. 78). 

Quehacer que adelanta desde instrumentos como vicarías de derechos humanos. Sin embargo, aquí 

entra la cuestión que aparece en las anteriores conferencias, el del derecho a la vida. “Si queremos 

sostener un fundamento sólido e inviolable para los derechos humanos, es indispensable reconocer 

que la vida humana debe ser defendida siempre, desde el momento mismo de la fecundación” 

(CELAM, 2007, p. 238). De ahí la defensa de la Iglesia Católica de la Democracia y por la 

consolidación de las democracias latinoamericanas y caribeñas y de los procesos de 

democratización se entrelaza con su doctrina: educación para la paz, instituciones civiles con 

credibilidad, defensa y promoción de los derechos humanos, proteger la libertad religiosa y suscitar 

mayores consensos nacionales. 

 

Comprendiendo este marco histórico, teológico y pastoral de la Iglesia Católica en América Latina. 

El caso colombiano se puede abordar a partir de una mirada a la experiencia y planteamientos de 

Javier Giraldo Moreno SJ, uno de los defensores de los derechos humanos más reconocidos en 

Colombia y con amplia ascendencia en la institucionalidad y las comunidades católicas 

colombianas. Los trabajos de Giraldo susceptibles de ser estudiados para este análisis son 

numerosos, sin embargo, el libro Derechos Humanos y Cristianismo – Trasfondos de un Conflicto, 

escrito en el exilio41 en el año 2007 recoge la amplitud de los desarrollos teóricos y teológicos del 

sacerdote jesuita. Advierte que aborda el problema de los derechos humanos a la luz de la realidad 

colombiana donde se cometen crímenes atroces contra los seres humanos, especialmente, 

militantes de izquierda y personas que sin ser militantes de izquierda o incluso negarse a ello, 

fueron señaladas por el Estado como parte de las guerrillas o como simpatizantes y apoyos de 

éstas. 

 

 
41 Giraldo se destaca como uno de los defensores de Derechos Humanos más activos en Colombia entre los años 80 

del siglo XX y las décadas corridas del siglo XXI hasta 2024. Es uno de los pioneros de apoyo a los procesos de 

organización de las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos y del desarrollo de procesos, proyectos e 

instrumentos de investigación sobre derechos humanos y derecho internacional humanitario en el país. En general se 

resiste a salir del país pese a las amenazas gravísimas que pesan sobre su vida. Su condición de integrante de la 

comunidad de sacerdotes jesuitas pareciera que le brinda cierto manto de protección a favor de su permanencia en el 

país sin sacrificar su trabajo alrededor de la cuestión derechos humanos. Sin embargo en el año 2007 la situación fue 

tan grave que decide salir al exilio tras conocer a través de terceros que en club exclusivo de la capital había sido dada 

la orden de su asesinato desde las más altas instancias de poder militar. 
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El hecho exilio obliga a Javier Giraldo a tomarse un tiempo para pensar su quehacer motivando un 

ejercicio de introspección y de investigación teórica y documental sobre los conflictos entre 

derechos humanos y cristianismo. Para Giraldo (2007) es fundamental indicar que su lugar de 

enunciación es la condición de un sacerdote católico de fe cristiana e integrante de la Compañía 

de Jesús y la Iglesia Católica de Colombia. Desde ahí desarrolla sus análisis sobre los derechos 

humanos. En el espacio de su exilio Giraldo (2007) explora en los orígenes mismos del 

pensamiento semita, judaico y cristiano. Comprende que es necesario pensar y estudiar ese mismo 

quehacer católico cristiano en América latina y la relación de ello con la persona humana, pero 

también con el poder y con la ley (Giraldo, 2007). Pero antes que el pensar valora el sentir como 

fundamento profundo de la defensa de los derechos humanos de las víctimas. “Una convicción de 

fondo ha estado presente en todo este recorrido y está inspirada en un dicho ancestral de algunos 

pueblos africanos: hay muchas cosas que sólo pueden ser vistas por ojos que han llorado 

intensamente” (Giraldo, 2023, p. 28). 

 

Valorando el libro de Luis Pérez Aguirre titulado La opción entrañable del año 1989, plantea que 

antes de la teoría, los conceptos, los tratados está el grito de la víctima, que ni siquiera es una 

palabra pero que en “ese grito de dolor no nos viene una doctrina, o una expresión teórica, sino la 

persona misma que lo emite” (Pérez Aguirre, 1989, p. 17). A partir de esa convicción Giraldo 

(2010) se propone investigar los derechos humanos en su primer estrato de derechos elementales, 

“vida - integridad – libertad” (p. 17). A su vez, recorrer la ruta de las generaciones de derechos 

civiles y políticos, derechos económicos, sociales y culturales, y, derechos colectivos o de los 

pueblos. 

 

Componentes que estudia en perspectiva del proceso teológico y pastoral católico general, de la 

dinámica de América Latina y de la realidad de negación absoluta de los derechos humanos y el 

derecho internacional humanitario en Colombia. La vida frente a la pena de muerte. La integridad 

frente a la tortura. La libertad frente a la prisión. Cada una de ellas va a tener expresiones más 

complejas como el genocidio, los tratos crueles inhumanos y degradantes, la cárcel, el exilio y el 

ostracismo. Frente a esas negaciones de la condición humana Giraldo (2008) antepone los 

derechos, las libertades y la dignidad.  
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En el rastreo de los orígenes de las arbitrariedades contra los derechos, Giraldo (2008) ausculta 

hasta donde le es posible los crímenes que la misma Iglesia Católica ha cometido. Da cuenta de 

instituciones como la Santa Inquisición donde la arbitrariedad judicial, el tormento, la negación de 

la herejía y la disidencia y la constitución de formas de justicia perversas, morbosas y tormentosas 

negaban los principios mismos de lo que él reivindica como cristianismo originario, en el cual la 

comunidad como lugar para la vida la libertad y la integridad es, fue y debería ser la razón de ser 

del cristianismo (Giraldo, 2008). 

 

La hoguera como práctica de la inquisición y como metáfora le es útil en términos conceptuales 

para analizar dinámicas del poder en las cuales la persona es quemada viva a nombre de Dios, la 

religión y/o los modelos de sistema político, económico o cultural. Hoguera en la cual se vuelve a 

incinerar cadáveres como ataque a los restos y a las formas de pensamiento y a las ideas que 

sobrevivieron a su asesinato. Giraldo (2008) en sus análisis sobre el ataque a la libertad encuentra 

un conjunto de categorías antónimas como cisma, apostasía, idolatría, infidelidad, ateísmo, 

agnosticismo e indiferencia, las cuales emergen en escenarios de discusión sobre los derechos 

humanos para juzgar a los enemigos, para justificar contra ellos las guerras santas, las guerras por 

la seguridad nacional y por la moral pública. A Giraldo (2007) le preocupa en este contexto el uso 

del discurso del derecho y en particular de los derechos humanos para buscar encadenar, 

encarcelar, torturar y atormentar a las personas clasificadas como los malos. A nombre de la 

defensa de un proyecto sumo cuya dignidad se supone tan alta que en su altar se sacrifica a las 

personas convirtiéndolas en medio de tal causa superior.  

 

Por supuesto, en el pensamiento de Giraldo (2008) el abordaje de estas cuestiones, según su propio 

testimonio, implica una tensión, un dilema existencial que en la realidad del exilio decide enfrentar 

teóricamente y que en la experiencia de la defensa de los derechos humanos decide asumir como 

práctica. Ante el temor de caer en el análisis simplificando del cristianismo encuentra en Marx 

(2010, p.32,54, 55,79,111) un recurso teórico del fetiche para analizar lo sagrado. Sabiendo que 

tal hallazgo conceptual le es pertinente para ubicarse teológica y políticamente en una lectura 

crítica del papel del poder, incluido el de la Iglesia, en la implementación de ciertas formas de 

comprender los derechos humanos, Giraldo (2008) se sumerge en el rastreo de los ídolos a nombre 

de los cuales se crucifica a la persona humana.  
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Giraldo (2008) enfrenta los planteamientos teológicos que proclaman la existencia de un Dios 

castigador que difunden una concepción del cuerpo como degradación de lo espiritual 

construyendo teologías y religiosidades de altísima utilidad a la dominación. Estas teologías en 

primer necesitan instalar la idea de la inmutabilidad de Jesús. Sucede una transformación de la “fe-

DE-Jesús en la fe-EN-Jesús: el creyente ya no entra a identificarse con los valores por los cuales 

Jesús se jugó su existencia sino a “creer EN él”” (Giraldo, 2010, p. 116). Acude a Juan Luis 

Segundo42 (Segundo como se citó en Giraldo, 2010, p.111) para problematizar el dualismo porque 

identifica parejas de principios, de instancias, de conceptos, de fuerzas que son contradictorios, 

incompatibles e irreductibles el uno al otro.  

 

Giraldo (2008) explica que los “derechos humanos entendidos desde la perspectiva del capital” 

(p.245) instalan en la cultura de las sociedades la naturalización del pensamiento de dualista de la 

concepción conservadora de lo social y lo cultural, de la existencia de ricos y de pobres, así como, 

de las realidades que cada una de éstos vive. Desde esa perspectiva, es natural que algunas personas 

mueran de hambre o padezcan de necesidades porque desde tiempos inmemoriales así lo ha 

decidido Dios, la naturaleza misma o el destino. Bajo esta lógica ideológica, la responsabilidad de 

lo fáctico corresponde a cada individuo. Los ricos son responsables de su riqueza y los pobres son 

responsables de su pobreza (Giraldo, 2008).  

 

Esta dinámica de dominación que involucra el discurso de los derechos humanos desde la 

perspectiva del capital está asociada a una forma civilizatoria que desde el siglo XVI se 

corresponde con la defensa de la civilización cristiana y que en su nombre implicó la expoliación 

del África, de América, de Asia y de Oriente próximo. De la mano del cristianismo conservador e 

imperial, el discurso de la condena al fuego eterno del infierno respaldó la persecución a los 

pueblos originarios. Lo que posteriormente se perpetuaría en la condena a los cooperativistas, a 

los anarquistas, a los socialistas y a los comunistas. Giraldo (2010) cuestiona estas teologías en su 

versión ultraconservadora y en versión de doctrina social de la iglesia porque mantiene su 

magisterio en un derecho natural a favor del capital mientras se limita a exhortar una conversión 

moral. Caracteriza a la doctrina social de la iglesia católica como una “pastoral de defensa de la 

 
42 Para referencias: SEGUNDO, Juan Luis, S.J., “¿Qué mundo?, ¿Qué hombre?, ¿Qué Dios?”, Sal Tarrae, Bilbao, 

1993. 
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propiedad privada” (Giraldo, 2010, p. 33), de negación del igualitarismo por anti natural, de 

reconocimiento de iguales derechos al capital y al trabajo, de promoción de la armonía de clases 

frente al antagonismo de clases, de defensa del Estado, de valoración espiritual de la pobreza, la 

paciencia y la resignación, así como, de la promoción de las asociaciones de obreros patronales. 

Sin matices expone que en busca de dividendos ideológicos bajo “el techo de la defensa de la 

“Civilización Occidental Cristiana”, el Occidente capitalista formula la “Doctrina de la Seguridad 

Nacional” (Giraldo, 2010, p. 33). 

 

Pese a la fuerza de esta corriente opresora de los derechos, Giraldo (2010) encuentra que 

permanece tanto en el cristianismo como en los desarrollos del pensamiento occidental un conjunto 

de elementos espirituales, teóricos y políticos asociados a una concepción de los derechos 

relacionada con una antropología distinta y con una teología que comulga con el amor, la libertad 

y la emancipación de los pueblos, que por demás, no asocia las militancias políticas al ateísmo, ni 

al pecado Giraldo (2010). Esta otra lectura de los derechos humanos no niega lo religioso, destaca 

que un gran número de defensores y defensoras de los derechos humanos son hombres y mujeres 

de Iglesia, tanto en su condición de religiosos y religiosas como de personas del laicado.  

 

Giraldo en Cristianismo y Derechos Humanos (2008) indica que desde el punto de vista de la 

espiritualidad cristiana defender los derechos humanos como elemento para la liberación, requiere 

articular un ateísmo, no de Dios, sino del imperio, del mercado, de la seguridad nacional y del gran 

capital. Ateísmo del Dios de la guerra y del Dios del odio. Reformulando la fe y las creencias en 

el Dios que la lucha por los derechos humanos como opción preferencial por los pobres (Giraldo, 

2008).  

 

Este quiebre en la forma de concebir los derechos humanos y la religión es también un cambio del 

lugar de enunciación. Tanto los curas, como las monjas y las comunidades creyentes en general, 

incluso una parte significativa de la jerarquía eclesiástica, se identifican con lo popular y se 

distancian de la élite en todas sus expresiones. Hablar desde el pueblo significa para esta corriente 

de la iglesia y de los derechos humanos una acción política y por lo tanto, una nueva comprensión 

de la relación entre militancia política y creencias de fe. A través de una relectura hermenéutica y 

exegética de los textos bíblicos se proclama como derechos esenciales la libre autodeterminación 
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de los pueblos, el derecho a la existencia de éstos y la búsqueda de la paz como reivindicación 

esencial de la humanidad. 

 

No se trata de reemplazar al pueblo, mucho menos de enseñarle al pueblo lo que éste no sabe. Esta 

nueva forma de ser creyente y de ser defensores y defensoras de los derechos humanos exige 

concebir al pueblo como poseedor de saberes, de experiencias y de recursos de gran valía al nivel 

de exigir que el trabajo se hace desde, para y con el pueblo. En otras palabras, hay una 

transformación tanto de carácter ontológico como de carácter epistemológico y pedagógico, 

entendiendo lo pedagógico como una nueva relación con el conocimiento y con los procesos de 

enseñanza aprendizaje y de construcción de la ciencia, los saberes y la técnica.  

 

Teológicamente este nuevo lugar de enunciación traslada el carácter sagrado a la persona humana, 

a los pueblos y a las comunidades. Esta concepción desplaza la condición prioritaria de lo sagrado 

de los templos, de los textos sagrados y de la ritualidad a las personas en sus individualidades y en 

sus dinámicas colectivas. Entiéndase que no se trata de que desaparezca la institucionalidad 

material e inmaterial de los templos, evangelios y ritualidades religiosas, que siguen existiendo, 

pero no son el centro de la obra de Dios, porque se comprende que tal forma de entenderlas es caer 

en la fetichización de las cosas como sagradas al precio de la vida, la libertad y la integridad del 

ser humano, la naturaleza y los pueblos. La razón de ser de esta fuerza distinta de lo sagrado reubica 

en concepto de toma del poder por el de construcción de un nuevo poder político, económico, 

social y cultural. 

 

El movimiento de derechos humanos en Colombia está constituido, sin duda, por amplios sectores 

de la Iglesia Católica. Desde los nichos del catolicismo radical o de la teología de la liberación se 

ha ampliado a otros sectores de Iglesia cristiana, incluso de otras confesiones, conformando un 

movimiento ecuménico de defensa, promoción y exigibilidad de los derechos humanos. Este 

movimiento comprende, analiza y entiende derechos humanos desde la perspectiva de la teología 

de la liberación. En Colombia, Camilo Torres Restrepo, el Grupo de Sacerdotes Golconda, el 

Movimiento de Comunidades Eclesiales de Base y Grupos Cristianos CEBs y la Congregación 

Inter congregacional de Justicia y Paz asumen los derechos humanos en el plano de la relación con 

un Dios, que a juicio de este movimiento, no es un Dios autoritario imperial que está en la cúspide 
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de la escala de poder y que desde arriba, observa, juzga y castiga con violencia a herejes e impíos, 

por el contrario, desde la perspectiva de su teología de la liberación, Dios está al lado e incluso 

está entre los de abajo. Es un Dios compañero que ha hecho una opción preferencial por los pobres 

y que tiene como razón de ser central la liberación de los oprimidos. 

  

Habida cuenta de ello se plantean un conjunto de objetivos pedagógicos como compromisos que 

debe encarnar la iglesia latinoamericana. Entendiendo que iglesia desde esta perspectiva no es ya 

solamente la institucionalidad, la jerarquía y el conjunto de sacerdotes y monjas, sino que, Iglesia 

es lo dicho, pero sobre todo el pueblo de Dios, en otras palabras, ese conjunto de mujeres y 

hombres en comunidad que consientes del momento histórico o de los signos de los tiempos, están 

luchando por su liberación en términos económicos y también en lo político, lo cultural y lo 

espiritual. Así, los compromisos en primer lugar se orientan a inspirar, alentar y urgir un nuevo 

orden de justicia o Reino de Dios en la Tierra, donde todas las personas participen de la gestión de 

sus comunidades y de los derechos humanos. 

 

Javier Giraldo (2010) toma la “categoría de triple dimensión” (p.78) de enfrentarse con la realidad 

de Ignacio Ellacuría SJ., quien planteó que a partir de la concepción de pueblo crucificado y 

civilización de la pobreza la estructura formal de la inteligencia demanda enfrentarse a la realidad 

desde tres movimientos o dimensiones. La primera, es la dimensión intelectiva que consiste en 

hacerse cargo de la realidad. La segunda, es la dimensión ética que implica cargar con la realidad. 

La tercera, es la dimensión práctica que requiere encargarse de la realidad. Para Giraldo (2010), 

estos planteamientos de Ellacuría orientan el “quehacer por los derechos humanos” (p.81) en 

América Latina a favor del pueblo crucificado víctima de la muerte histórica resultante de la 

injusticia, la crueldad y lo que para Colombia, Javier Giraldo (2010) denomina impunidad. 

 

La segunda gran categoría que Giraldo (2010) recoge de Ignacio Ellacuría es la de “civilización 

de la pobreza” (p.81) que se antepone a la de civilización de la riqueza o felicidad en el marco del 

sistema capitalista. La categoría de felicidad desde esta perspectiva considera la acumulación 

individual y familiar privada la base fundamental de la seguridad, soportada en la posibilidad 

material de consumir de manera ilimitada debido a la altísima riqueza acumulada.  
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Contra la civilización de la riqueza que se soporta en la teología de la dualidad entre cuerpo y alma 

impuesta a los pobres, se funda la teología de la liberación como rastreo del Dios de la historia en 

los textos del Antiguo Testamento y de los evangelios. Se planta en esta perspectiva que Dios se 

apoya en el amor y en la lucha y que se aleja de la dinámica del castigo y del miedo divino (Giraldo, 

2010). El Dios de la liberación es importante para el desarrollo del concepto de derechos humanos 

del movimiento de derechos humanos dentro de la Iglesia Católica porque respalda una pastoral 

enfocada en defender la libertad del pensar, del escribir, del opinar, del enseñar, así como la libertad 

de conciencia y de culto.  

 

Giraldo (2010), al abordar el concepto de Derechos Humanos de la religión católica y cristiana, 

sobre todo en América latina, encuentra que el Concilio Vaticano II, las Conferencias Episcopales 

Latinoamericanas, en particular Medellín y Puebla, así como los procesos pastorales nacionales, 

permitieron el desarrollo de los derechos humanos en perspectiva de favorecer a los humildes, de 

acompañar las revoluciones sociales y políticas y de construir un pensamiento y una filosofía 

humanistas, que contemplan los derechos y las libertades como esenciales ontológicos y 

epistemológicos. 

 

Además de los desarrollos teológicos en Giraldo (2010), se discute el concepto mismo de derechos 

humanos. Advierte el surgimiento de una concepción de los derechos humanos asociada al 

principio de propiedad y al derecho de libertad de empresa y de libertad de mercado, útil en el 

contexto latinoamericano al capitalismo global. Para Giraldo (2010), este planteamiento tiene que 

ver con la “existencia de una concepción del derecho a la propiedad” (p.151) como derecho más 

importante que el derecho a la vida, del derecho a los privilegios y a los lujos por encima del 

principio de igualdad, de los derechos del capital sobre los derechos del trabajo. Esta concepción 

de los derechos humanos, según Giraldo (2010) requiere de un contexto ideológico en el cual se 

declara la necesidad de la armonía social, tanto entre clases como entre ciudadanías y burocracias. 

El respeto a la propiedad, al privilegio y al capital dependen de la introyección de una forma de 

pensar los derechos humanos como marcos legales y convencionales que deben surtirse por la vía 

exclusivamente institucional y no acudir a las luchas y a los reclamos. 
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En términos de lo católico cristiano y en general de lo religioso occidental, ello compagina con 

una idea de justicia asociada a la caridad, en tanto forma de actuar que permite salvar la vida y 

salvar las almas. Al mismo tiempo, se requiere para este concepto de los derechos humanos erigir 

la autoridad del Estado sobre la autoridad del pueblo. Sin embargo, no basta con estos elementos, 

se requiere un conjunto de principios morales que soporten a largo plazo esta lógica institucional 

y social. A cuenta de ello, emergen la pobreza y el ser pobre como virtud y como bendición, la 

paciencia como una fortaleza, la resignación como un logro y el perdón y la reconciliación como 

condiciones sin las cuales no es posible la salvación. 

 

Para responder a este problema Giraldo (2010) desarrolla un análisis conceptual de los derechos 

humanos. Parte de la definición de derechos humanos de las Naciones Unidas como derecho 

positivo y plantea la categoría de crisis ética. Postula que la sociedad colombiana vive una “crisis 

ética” (Giraldo, 2010, p.17). Detalla minuciosamente sus características, entre ellas, la popularidad 

del escándalo, la acogida de proyectos criminales estatales y privados, la insensibilidad con las 

víctimas, la corrupción, el sesgo de los medios de comunicación, la represión de la protesta social, 

la destrucción de las organizaciones y movimientos sociales, la demonización de las insurgencia, 

la trivialización y mercantilización del dolor, la estigmatización de la defensa de los derechos 

humanos, la exaltación de la traición, la compra de conciencias, la venta de los derechos, el 

predominio corporativo, las políticas de seguridad sustentadas en el odio y los prejuicios (Giraldo, 

2010). 

 

Para entender esta crisis ética y buscar salidas o respuestas a la misma acude en primer lugar a Eric 

From buscando en la conciencia social los “filtros” (Giraldo, 2009, 2010, p.20) entendidos como 

dogmas, prejuicios y miedos inscritos en el inconsciente y semi consciente colectivo. Para Giraldo 

(2010) esos “miedos” (p.21) corresponden a una cultura construida para defender lo existente 

como colectivo y legítimo, respetar la ley, comprender la desigualdad como inevitable, cuestionar 

la memoria, calificar los sueños populares como peligrosos, justificar la necesidad de los crímenes 

de Estado, ser moderado en la crítica a las violaciones de derechos humanos, reivindicar la 

democracia y la justicia formal. Además, según Giraldo (2010), esta “cultura reclama” (p.21) la 

defensa de las fuentes de ingreso exitosas, de los privilegios, de sistema capitalista del olvido. 

“Quizás uno de los filtros más refinados lo constituye la ideología simetrista” (Giraldo, 2010, p.21) 
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que plantea que todas las violencias son perversas porque la única virtud es la de no involucrarse 

y mantener una neutralidad radical.  

 

Los derechos humanos en esta forma de la cultura se aceptan como discurso formal fetichizada sin 

amenazar a los responsables de su violación. Para Giraldo (2010) la “raíz profunda” (p.23) de este 

proceso está en la victoria de una ética que funciona como una ciencia o una técnica, en tal sentido 

acude a los conceptos de racionalidad con arreglo a fines y de racionalidad con arreglo a valores 

de Max Weber. Puesto que avanza la ética con arreglo a fines rescata de Russel (2010) la ética 

fundamentada en las emociones y los sentimientos. Amplia Giraldo (2010) la lectura a los aportes 

de la Escuela de Frankfurt sobre las concepciones objetiva y subjetiva de la razón, denunciando el 

triunfo de la razón instrumental que agota la ética a la eficacia de los fines y los medios. Esa ruptura 

se traslada a la relación entre ética y derecho en las esferas cognoscitiva, ético práctica y estética 

o expresiva Giraldo (2010), sometiendo los principios de justicia, rectitud normativa, belleza y 

autenticidad a los principios de verdad y éxito o en otras palabras la razón subjetiva a la razón 

objetiva.  

 

Pero Weber señala que el desequilibrio de la sociedad moderna se debe a que una esfera de 

validez: la esfera cognoscitiva o científico técnica, o razón instrumental, en la cual impera 

la racionalidad con arreglo a fines (y no a valores) ha invadido el campo de las otras esferas 

y las ha sometido a sus principios de legitimidad. (Giraldo, 2010, p. 26)    

 

Convertido el derecho a la ideología del progreso Giraldo (2010) propone una “ética desde las 

víctimas” (p.27) que funda la ética en el sentir, en el sentimiento de conmiseración, en la memoria, 

en la solidaridad desinteresada. Dado que esta ética negativa de la ideología del progreso o ética 

del sentir necesita del auxilio del saber y el conocer, Giraldo (2010) plantea que se resguarda o 

protege enmarcando la búsqueda del ver en la epistemología del dolor que según un principio 

cultural ancestral africano, “de que hay muchas cosas que solo pueden ser vistas por ojos que han 

llorado intensamente […] como ejercicio de la emoción comprendida, razonada e implicada” 

(Giraldo, 20009, p.28).   
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Esta concepción teológica y ética se materializa en la creación de un conjunto de instituciones, 

proyectos y movimientos que marcan rupturas con la teología conservadora, la política y la moral 

conservadora. En el entorno inmediato de Javier Giraldo Monero SJ, esto se expresa en la creación 

el 30 de mayo de 1972 del Centro de Investigación y Acción Social (CIAS). 

 

Más adelante, se transformó en el Centro de Investigación y Educación Popular (Cinep) y, 

en 2006, se fusionó con el Programa por la Paz y el Banco de Datos de Derechos Humanos 

y Violencia Política potenciando el impacto de sus esfuerzos. A partir de ese momento, se 

conoce como Cinep/Programa por la Paz. (Cinep/PPP) (CINEP, 2022, s.f.) 

 

En el entorno mediato de Javier Giraldo Moreno SJ, este proyecto teológico y ético se encarna en 

la creación de la Comisión Intercongregacional de Justicia y Paz, un esfuerzo resultado del arresto 

del jesuita visitando el mayor número posible de congregaciones religiosas católicas masculinas y 

femeninas. En el Boletín de Derechos Humanos de Justicia No. 1 y No. 2 de 1988 se expresa que 

seriamente “preocupados desde nuestra identidad de religiosos por la violación de los derechos 

humanos en Colombia […] nos reunimos cerca de 30 Provinciales para fundar una Comisión 

Intercongregacional de Justicia y Paz” (Boletín No. 1 de Justicia y Paz, 1988, p.3). En el Boletín 

No. 2 anuncian que continúan con la investigación de la violación de los derechos humanos con 

tres grupos de trabajo:  motivación y educación, información y apoyo a comunidades que trabajan 

en zonas de conflicto.  

 

Estos hechos son para nosotros, los religiosos, Voz de Dios en la historia que nos llama a 

la acción. Jesús vino a anunciar el Reino "para que todos tengan vida y la tengan en 

abundancia". La Comisión Intercongregacional de Justicia y Paz quiere colaborar a que el 

Dios de la Vida reine en nuestro país, en un momento en el que parece imponerse el dios 

de la muerte. La Comisión Intercongregacional de Justicia y Paz ha ido creciendo poco a 

poco. En la pasada Asamblea de la C.R.C. se informó de su creación a todos los Superiores 

Mayores y un nuevo grupo de Provinciales se vinculó a ella. (Boletín No. 2 de Justicia y 

Paz, 1988, p.5) 
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En el entorno extra institucional o no exclusivamente religioso de Javier Giraldo Monero SJ sus 

búsquedas teológicas y éticas están a la creación en 1984 de la Filial Colombiana de la Liga 

Internacional, “con el propósito de sumarse al movimiento mundial de lucha por los derechos de 

los pueblos” (Umaña Luna, 1985, p.1) y cuya presidencia le fue asignada43. Así como, la creación 

del Proyecto Colombia Nunca Más, cuyo antecedente inmediato fue el Seminario Internacional 

sobre Comisiones de Verdad realizado en “Bogotá el 8 y 9 de junio de 1994 para evaluar la lucha 

contra la impunidad de crímenes de lesa humanidad en otros países de América Latina” (NIZKOR, 

2001, s.f.). Para el 10 de abril hubo un acuerdo de ONGs de derechos humanos colombianas que 

se comprometieron a desarrollar un NUNCA MAS COLOMBIA44. Lo significativo del Proyecto 

Colombia Nunca Más45 es que tipifica el ciclo de violencia vigente como adscrito a la guerra fría, 

sometido a las directrices de los Estados Unidos, con vanguardias insurgentes que luchan por el 

cambio radical de estructuras, asociado a un modelo de sociedad generador de violencia. Además, 

caracteriza al Estado como actor violento que se soporta en la doctrina de la contrainsurgencia, en 

el mantenimiento de estructuras paramilitares, la guerra psicológica y el terrorismo de Estado. El 

Proyecto Colombia Nunca Mas identifica otras violencias que han complejizado el ciclo de 

violencia, como el narcotráfico, delincuencia común y la mal llamada limpieza social. 

 

En los planteamientos del Proyecto Colombia Nunca Más son muy importantes los “valores desde 

los cuales reaccionamos frente a este ciclo de violencia y lo enjuiciamos” (NIZKOR, 2001, s.f.), 

porque se convirtieron en referentes de la investigación en derechos humanos y DIH en Colombia 

y parte sustancial de las discusiones sobre los derechos de las víctimas, las políticas públicas de 

derechos humanos y la política de paz. El Proyecto Colombia Nunca Más instala en el campo 

semántico de los derechos humanos en el país los principios ético-políticos de verdad y justicia, 

así como las opciones estratégicas de “salvaguarda de la memoria, esclarecimiento de los hechos, 

sanción a los responsables y reparación de lo destruido” (NIZKOR, 2001, s.f.). Por otra parte, 

asume como campo específico de investigación los crímenes de lesa humanidad cometidos por el 

 
43 En el año 2024 Javier Giral Moreno SJ ocupa una de las Vicepresidencias del Tribunal Permanente de los Pueblos 

a nivel mundial. 
44 Los equipos se conformaron entre 1996 y 1998 siendo el periodo más intenso de trabajo el de los años 1998 a 2001, 

aunque manteniendo esfuerzos de investigación hasta el año 2024 y en adelante. 
45 Ver: Proyecto Colombia Nunca Más, informes Zona 7 y Zona 14. En: 

https://www.derechos.org/nizkor/colombia/libros/nm/z7/index.html  

https://www.derechos.org/nizkor/colombia/libros/nm/z7/index.html
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Estado, planteando las siguientes reservas ante el Estado, la Comunidad Internacional y la sociedad 

colombina. 

 

Insuficiencias del Derecho Internacional Humanitario para interpretar y regular 

modalidades de conflictos internos como el que se da en Colombia. […] Elementos de 

discernimiento ético frente a la legitimidad de la guerra […] Discernimiento ético de la 

"neutralidad" […] Una opción por escapar del cerco anti-ético de las "simetrías" […] Una 

opción a contracorriente de los parámetros "informativos" predominantes […] Una 

visualización ética del proceso hacia la paz […] Opción por una metodología que se 

acerque lo más posible a la objetividad. (NIZKOR, 2001, s.f.) 

 

Por último, en relación a acciones estratégicas de derechos humanos que marcan momentos 

semánticos de los derechos humanos, se debe destacar que Javier Giraldo Monero SJ como parte 

de las ONG de derechos humanos en Colombia lidera la conformación de la Red Nacional de 

Bancos de Datos Derechos Humanos y Violencia Política (CINEP, 2016), cuyo marco conceptual 

fue elaborado con su liderazgo y “discutido y aprobado por los miembros de la Red Nacional de 

Bancos de Datos durante su sexta asamblea nacional realizada en Bogotá (Colombia) los días 3, 4 

y 5 de noviembre de 2016” (CINEP, 2017, p.4). La Red de Bancos de Datos de Derechos Humanos 

y Violencia Política (2016) estableciendo un “concepto de violencia política” (p.1), definiendo la 

violencia política como violación de derechos humanos y definiendo modalidades de violación de 

los derechos humanos desde la violencia política y el abuso de autoridad.  

 

La Red de Bancos de Datos de Derechos Humanos y Violencia Política (2016), diferenciando y 

estableciendo para la investigación modalidades de violación de los derechos humanos como 

manifestación de intolerancia social. Además, categorizando modalidad de violencia político – 

social según móviles y bienes protegidos. Al mismo tiempo, y diferenciando de lo anterior, 

establece categorías de infracciones graves al Derecho Internacional Humanitario Consuetudinario 

(DIHC) por desconocer el principio de distinción, por el empleo de Métodos Ilícitos de Guerra, 

por el empleo de Medios Ilícitos de Guerra y por el Trato Afrentoso al Ser Humano. Finalmente, 

la Red de Bancos de Datos de Derechos Humanos y Violencia Política (2016) propone para el 
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seguimiento al desarrollo del conflicto armado la gran categoría de acciones bélicas y registro de 

combatientes.  

 

Sintetizando, lo que encontramos en este aparte es el desarrollo de un campo semántico del 

concepto de derechos humanos que se inscribe a la Iglesia Católica Latinoamericana y en 

particular, al trabajo de derechos humanos de la Iglesia Católica Colombiana. La primera parte dio 

cuenta de los elementos teológicos y pastorales de los derechos humanos en las cinco Conferencias 

Episcopales latinoamericanas. La segunda parte, recorrió a través de la experiencia de defensa de 

los derechos humanos liderada por Javier Giraldo Moreno SJ, los hitos del concepto de derechos 

humanos en el país desde la perspectiva de la iglesia y en su articulación con otros sectores del 

movimiento de derechos humanos.  

 

Encontramos en el relato la transformación de una perspectiva teológica y pastoral conservadora 

que promovía una lectura dualista del alma y el cuerpo y defendía el cuidado de las relaciones de 

la Iglesia con el Estado, con las clases sociales dominantes, hacia la asunción de una teología y 

una pastoral comprometida de modo preferencial con los sectores populares y con las luchas de 

liberación o de transformación de las estructuras sociales, económicas, políticas y culturales hoy 

existentes. Esta perspectiva teológica asume una lectura crítica de los derechos humanos en el 

capitalismo y la democracia formal, proponiendo una lectura de los derechos humanos como parte 

del proceso de emancipación latinoamericana, de la dominación interna de las élites nacionales y 

de superación de la dominación hemisférica de los Estados Unidos. Esta perspectiva de los 

derechos humanos desde una teología y una pastoral católica asociadas el concepto de liberación, 

correlaciona una lectura crítica de la ética asociada a fines y reivindica que la defensa de los 

derechos humanos y de luchas por los derechos humanos de las víctimas debe encarnarse desde 

una ética asociada a valores.  

 

En el siguiente aparte se expone el desarrollo del concepto de derechos humanos desde el Foro 

Nacional de Derechos Humanos cuya primera versión fue en el año 1979 y a raíz del cual se creó 

el Comité Permanente para la Defensa de los Derechos Humanos (CPDH), se trata de un campo 

semántico donde confluyen personalidades de diversas corrientes ideológicas qué tienen en común 
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el interés de defender la democracia, aportar a la solución política del conflicto y detener las 

violaciones de derechos humanos. 

 

5.3. Foro Nacional por los Derechos Humanos y las Libertades Democráticas 

 

El Foro Nacional de Derechos Humanos en Colombia recoge la postura de un grupo de personas 

demócratas interesadas en la defensa de los derechos humanos. Para ellas, los derechos humanos 

se comprenden como parte sustantiva de la democracia, de ahí su reacción ante las detenciones y 

posteriores torturas de miles de personas acusadas de pertenecer a las guerrillas. Este aparte busca, 

a través de la experiencia del Foro, exponer una de las líneas conceptuales de los derechos 

humanos. La que desde la militancia de las izquierdas legales, los partidos liberal y conservador e 

incluso sectores de la derecha más radical y de los militares, conciben los derechos humanos como 

imprescindibles del Estado y como barreras infranqueables del ejercicio del poder. En el camino 

del Foro, los derechos humanos se presentan anclados a otros conceptos políticos, como el debido 

proceso, la amnistía, las negociaciones y los procesos de paz, los acuerdos humanitarios entre 

guerrillas y fuerzas armadas. Incluso, en sus tensiones con la cuestión del narcotráfico. 

  

Entre 1979 y 2003 se realizaron diez foros convocados por el Comité Permanente de los Derechos 

Humanos (CPDH). Para el CPDH, la virtud de este espacio de discusión nacional y de su trabajo 

es “sembrar el ideal de los derechos humanos en el pensamiento político colombiano, el cual 

carecía de reconocimiento público hace 25 años” (CPDH, 2003, p. 9). Un foro y un activismo 

orientado a cuatro cuestiones sustanciales: derecho a la vida, dignidad humana, libertades 

democráticas y Estado de derecho. Quienes convocan a la sociedad colombiana y a sus 

instituciones a abordar el problema de los derechos humanos. En febrero de 1979 lo hicieron 

intelectuales, sindicalistas, políticos y artistas, “ciudadanos de diversas ideologías, agrupaciones y 

partidos políticos” (CPDH, 2003, p. 41). Entre quienes convocan hay organizaciones, hay 

concejales de Bogotá, catedráticos y artistas e intelectuales.  

 

Los pintores, escultores, escritores, músicos, hombres de teatro, cineastas, investigadores, 

profesores, periodistas e intelectuales, abajo firmantes, hacemos un llamamiento a la 

conciencia de todos los colombianos, sin distingos ideológicos de ninguna naturaleza, por 
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la defensa de la democracia en nuestro país, de los derechos humanos establecidos por las 

Naciones Unidas y la Constitución Nacional. (CPDH, 1979, p.41) 

 

El llamamiento al artista, al educador, al científico, al intelectual, al profesional es a actuar por los 

derechos humanos y a condenar todo atentado contra los mismos. “Defender los derechos humanos 

es defender el derecho a vivir y a pensar” (CPDH, 1979, p. 42). Quienes hacen el llamado declaran 

que los derechos humanos y las libertades civiles son innegociables incluso cuando se responde la 

inconformidad social, la cual es resultado de la miseria y de la angustia en que vive el pueblo 

(CPDH, 1979). 

 

El liderazgo lo asumió Alfredo Vásquez Carrizosa hasta su muerte, de ahí que ocupó la presidencia 

del CPDH entre 1979 y 2001. Es interesante que esta línea del movimiento de derechos es 

convocada por un político e intelectual que construyó su pensamiento y obra con ideas católicas, 

conservadoras, democráticas, propulsoras de los derechos humanos, llegando incluso a la 

militancia en la izquierda de la Unión Patriótica. El excanciller encarnó la consigna de construir 

un movimiento de defensa de los derechos humanos, una lucha que exigía dedicación absoluta por 

su importancia histórica, “ni era fácil, ni era gratuita, ni era corta, pero resultaba no solamente 

inaplazable, sino digna de librarse” (CPDH, 2023, p. 29), en especial, porque su primera gran 

acción fue oponerse a la ejecución del Estatuto de Seguridad implementado al amparo del artículo 

121 de la constitución de 1886. Vásquez Carrizosa (1979), quien tenía su experiencia de trabajo 

en Ginebra con la OIT, de defensa del derecho al asilo y de canciller, sostiene que el Estado en 

Colombia en un creciente proceso de militarización bajo el recurso del estado de sitio somete a los 

derechos humanos y a la democracia al poder presidencial absoluto.  

 

El liderazgo y la legitimidad de Vázquez Carrizosa es innegable. Lo evidencia, entre otros, el hecho 

de que en febrero de 1980, en su labor de defensa de los derechos humanos, fue aceptado por todas 

las partes como el mediador que hizo posible que la toma guerrillera de la Embajada de la 

República Dominicana en Colombia se resolviera de modo pacífico logrando la libertad de los 

rehenes, de los presos políticos y la suspensión práctica, no legal, del Estatuto de Seguridad 

(CPDH, 2023).  
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En la convocatoria al I Foro Nacional de Derechos Humanos o por los Derechos Humanos del 30 

de marzo y el 1 de abril de 1979 se expone que el llamado está motivado por las denuncias de 

violación de los derechos humanos de detenidos y detenidas bajo el régimen legal del Estatuto de 

Seguridad, denunciando que se están violando todas las  garantías del procesado a través de 

acciones de coacción y violencia física y psicológica, hechos que están causando profundos daños 

a las víctimas de la tortura y a la democracia y a los derechos humanos. La respuesta de los 

convocantes y participantes del Foro obedece a considerar los hechos como intolerables para 

quienes defienden desde un espíritu demócrata la dignidad humana y el Estado. En las memorias 

del CPDH (2003) sobre el Foro, se explica que en el análisis sobre los derechos humanos se planteó 

el problema de los derechos humanos en sentido teórico y en sentido práctico, es decir, en sus 

marcos normativos internacionales y en términos de su vigencia como un hecho de la realidad que 

debía ser pensada en cuanto a su relación con “el problema de la defensa del Estado, como de la 

libertad, honra y bienes de los asociados” (CPDH, 2023, p.41) y los compromisos suscritos a través 

de las Declaraciones y Convenciones interamericanas sobre derechos humanos. 

 

El problema colombiano no consiste en proclamar solamente esos derechos, sino también 

en darles una adecuada vigencia en todo el ámbito de las actividades ciudadanas. Los 

derechos humanos no son un simple ropaje literario, sino una expresión de la conciencia 

civilizada de las naciones que forma un todo indivisible. (Vásquez Carrizosa, como se citó 

en CPDH, 2003, p. 24) 

 

El I Foro Nacional de Derechos Humanos es una respuesta a la implementación del Estatuto de 

Seguridad del presidente Turbay Ayala y las Fuerzas Armadas. Un instrumento de seguridad de 

política dura que fue decidido por el poder presidencial o ejecutivo en alianza con el poder militar, 

al cual se le otorgaron poderes de policía judicial, es decir, de investigación, seguimiento y juicio. 

El poder ejecutivo investido de facultades de estado de sitio conduce, analiza Vázquez Carrizosa,  

a instituir un “poder único que gobierna, legisla y administra justicia” (Vásquez Carrizosa como 

se citó en CPDH, 2003, p. 47).  

 

Vázquez Carrizosa (1979) comprende que hay un proceso de fascistización de los procedimientos 

penales, mientras en la economía el desequilibrio del crecimiento capitalista contrastaba con la 
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pobreza, el marginamiento, el desamparo, la enfermedad y la ignorancia. “Nos damos cuenta, 

entonces, de la orfandad de los derechos humanos en Colombia” (CPDH, 2003, p. 46). Se una al 

excanciller, el jerarca de la Iglesia Católica, Monseñor Darío Castrillón (1979), quien condena el 

Estatuto de Seguridad, en sus palabras, si bien comparte el deseo del castigo del delito, afirma que 

debe hacerse a través de instrumentos democráticos y no por vía del poder militar como poder 

judicial. Vásquez Carrizosa (1979) en tanto católico confesional declara que comprende la 

democracia como derecho a la profesión de ideas y a la expresión en un marco de tolerancia, donde 

los derechos humanos son letra en la ley y son espíritu en la religión y son parte de la triada nación, 

democracia y pueblo, como ecuación cuya suma deviene en respeto al Pueblo Colombiano. “Los 

derechos humanos no tienen fronteras, raza, ni color político, sino que están adheridos a la piel de 

todos los hombres en cualquier circunstancia o lugar donde se encuentren” (Vásquez Carrizosa, 

como se citó en CPDH, 2023, p. 47). 

 

Alrededor del Foro Nacional de Derechos Humanos se aprobaron líneas de lucha política de 

primera importancia para el discurrir histórico de Colombia. En él derechos humanos como 

concepto se enriquece en tanto se comprende de la mano de los procesos políticos que la realidad 

nacional ubica en el centro de sus agendas. La amnistía en el II Foro o el derecho a la vida, a la 

paz y la apertura democrática del III Foro son ejemplos de ello. 

 

El movimiento de derechos humanos en sus procesos acudió al sistema internacional de la ONU y 

la OEA, así como, a las organizaciones no gubernamentales de derechos humanos nacionales, 

regionales y locales. En los años setenta, pero sobre todo, ochenta y noventa, se vive un momento 

de ampliación del movimiento de derechos humanos, desde la alianza con el sector parlamentario 

de izquierda, la Iglesia Católica y el movimiento sindical, entre otros actores. Para el desarrollo 

del Foro Nacional, jugó un papel importante el Partido Comunista Colombiano, dado que el 

representante a la Cámara Hernando Hurtado Álvarez destinó parte de su equipo de trabajo y de 

su oficina en el Capitolio Nacional a impulsar el compromiso del Comité Permanente de Derechos 

Humanos (CPDH, 2023).  

 

Esto no evita que en el contexto de plena implementación de la Doctrina de Seguridad Nacional 

se diera la clasificación de los integrantes de las organizaciones de derechos humanos como 
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“auxiliadores de la guerrilla” (CPDH, 2003, p.16), en palabras del brigadier general Bernardo 

Lema Henao Director de la Escuela Militar de Cadetes, estudiante de la Escuela de las Américas 

en Panamá en 1979. CPDH (2002) expone que también los llamarían bandoleros, aunque los y las 

integrantes del CPDH y otras organizaciones en realidad se reivindicaban humanistas, demócratas 

y defensores de los perseguidos. Para el establecimiento dominado por gobiernos de los partidos 

Liberal y Conservador, el trabajo de derechos humanos se desarrollaba por los enemigos del país 

porque con sus acciones de denuncia desacreditan a Colombia en el ámbito internacional. 

Planteamiento que según el CPDH (1979) sostuvo Germán Zea Hernández, Ministerio de 

Gobierno, otrora Ministro de Justicia, Ministro de Relaciones Exteriores y embajador de Colombia 

ante las Naciones Unidas. 

 

La situación se agravó cuando nuevamente la guerrilla del M-19 y el Estado se enfrentaron en el 

marco de la Toma del Palacio de Justicia en 1985. Una guerrilla incapaz de defender su posición 

y un ejército que retomó a sangre y fuego el epicentro del Poder Judicial en Colombia. Carrizosa 

(1988) denunció con ahínco estos hechos, la violencia posterior y el agudizamiento de la guerra 

civil. En 1998 cuando la Corporación Cambio Social le otorgó la distinción Rodrigo Lara Bonilla, 

entre sus palabras destaca el siguiente párrafo.  

   

“Recuerdo muy bien la sorpresa causada por esas dos palabras, derechos humanos, en 1978, 

cuando nos congregábamos por primera vez para elevar una protesta por aquel “estatuto de 

seguridad” que implicaba una rígida aplicación de un nuevo sistema represivo, con 

violación de los fueros de la libertad y de las garantías procesales que le reconoce la 

Constitución al ciudadano”. (Vásquez Carrizosa, como se citó en CPDH, 2023, p. 24, 

citando -comillas en el original-) 

 

Para Alfredo Vásquez Carrizosa (como se citó en CPDH, 2003) “los derechos humanos 

corresponden a todas las corrientes de opinión” (p. 44). En Colombia, rememora, se remontan a la 

lucha contra la América Española, donde se calificaban de subversivos a José Antonio Galán y 

Antonio Nariño cuando se movilizaron por la difusión de los derechos de aquella época. CPDH 

(2003) define a los derechos humanos del siglo XX como en sus desarrollos previos, como límites 

al poder y como derechos esenciales. Pero advierte y lamenta que su reclamo desde entonces y los 
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tiempos actuales implicó e implica derramar la sangre.  Álvaro García Herrera remonta el análisis 

a la Sociedad de las Naciones y a la Organización Internacional del Trabajo en 1919, según su 

juicio, ahí hay un cambio en el concepto de derecho porque hasta entonces la potestad de legislar 

era exclusiva de los Estados y el centro era el Estado, pero desde 1945 y en particular desde 1948, 

el eje de las normas es el hombre y con las Naciones Unidas tras la segunda guerra mundial, la 

construcción de las leyes de derechos humanos, multilateral. García Herrera (1979) cree que esto 

implicó que el concepto recoja las tres revoluciones: norteamericana, francesa y rusa. Desde las 

cuatro libertades de Roosevelt a la supresión de la explotación del hombre por el hombre. “Lo que 

supone la transición de un concepto puramente político de los derechos del hombre a un concepto 

económico y social, como también cultural” (García Herrera, como se citó en CPDH, 2003, p. 49). 

 

A finales de los años setenta e inicios de los ochenta, el embrionario movimiento de derechos 

humanos congregado en el CPDH y otros organismos debatió sobre las propuestas de amnistía de 

Turbay Ayala y Betancur y las contrapropuestas de las guerrillas. Estudió los hechos nacionales 

como parte de la crisis latinoamericana de la democracia y como consecuencia de la política 

estadounidense para el hemisferio occidental, donde las guerras de contrainsurgencia y el 

fortalecimiento del capital transnacional se desarrollaban en relación directa con la pérdida de 

soberanía económica y política de los países bajo dominio imperial. En sus análisis el CPDH 

(1979; 1987) identifica una marcada tensión de los intereses geopolíticos y los modelos represivos 

nacionales frente a los procesos de exigencia por el respeto a la persona humana, a los fueros 

ciudadanos, a la democracia, a la justicia social, a los modelos de desarrollo distributivos y a las 

relaciones armónicas entre pueblos, vida colectiva e individual. Para Vásquez Carrizosa (1987) el 

“ambiente de funeral que nos rodea resulta insoportable y los colombianos están ansiosos de 

escuchar programas de vida y no de muerte” (Vásquez Carrizosa, como se citó en CPDH, 2003, p. 

28). 

 

Según el CPDH (2003) este programa de vida que reclama el excanciller se expresó en la 

Constitución Política de 1991, en la cual participa Alfredo Vásquez Carrizosa por la Unión 

Patriótica. ¿Qué recoge la nueva carta política a partir de los aportes del excanciller y otras 

personas interesadas en los derechos humanos como imprescindibles de la democracia? En la Carta 

Magna quedaron consignados los derechos humanos en el cuerpo mismo del documento y a través 
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de la suscripción de los convenios internacionales, otorgando amplias prerrogativas propias de la 

democracia moderna a las ciudadanías y considerando las particularidades que los derechos 

humanos involucran para las diferentes etnias, regiones, edades y culturas que constituyen la 

sociedad colombiana. Igualmente, la Constitución Política de 1991 incluye temas concretos como 

la prohibición de la aplicación de la justicia castrense a civiles, el derecho al debido proceso y a 

las garantías en la administración de justicia. También contempla los marcos amplios de los 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales y de los derechos de la mujer y del niño. Entre otras 

decisiones, una de gran relevancia en materia de los derechos humanos a nivel institucional fue la 

creación de la figura del Defensor del Pueblo como instancia vertebral de la garantía de derechos 

humanos desde el Estado colombiano. 

 

Álvaro García Herrera (1979) conecta la dinámica de los derechos humanos en Colombia con el 

ámbito mundial y con el continental, del cual resalta cuatro momentos: 1933, 1945, 1948 y 1969. 

La primera fecha con la “creación del principio de no intervención y la última con la superación 

de los obstáculos jurídicos a la tutela de los derechos humanos en América” (García Herrera, como 

se citó en CPDH, 2023, p. 51), dada la aprobación de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos, Pacto de San José de Costa Rica, 22 de Noviembre del 1969, con las implicaciones 

profundas que ello tiene en la concepción de cuestiones sustantivas como jurisdicción interna, 

soberanía y derechos fundamentales. García Herrera (1979) explica que teóricamente los 

instrumentos internacionales sobre derechos y libertades fundamentales se someten a las categorías 

de paz y seguridad en las relaciones internacionales, de tal manera que, si un Estado las amenaza 

se somete a la acción colectiva por quebrantar el orden jurídico internacional.  

 

La teoría contrasta con lo fáctico porque en las instancias internacionales de orden continental y 

mundial la acción por los derechos humanos se supedita a los intereses de los Estados dejando las 

obligaciones en la formalidad. García Herrera (1979) señala que ese hecho “traslada la defensa de 

los derechos humanos, conculcados en no pocas regiones del mundo, a la opinión pública universal 

que se manifiesta por los más diversos medios” (CPDH, 2023, p. 52). Una opinión que si bien no 

logra el peso necesario, abre corrientes de democratización, por ejemplo, en instituciones como la 

Iglesia Católica que en boca de Juan Pablo II defiende a las Naciones Unidas y el papel que 

desempeña en la garantía de los derechos del hombre. O antes de él, el Papa Juan XXIII y Pablo 
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VI, quienes en el Concilio Vaticano II y documentos posteriores definen la guerra como negación 

de los derechos humanos, al tiempo que, consideran que la violación de éstos en tiempo de paz es 

incompatible con cualquier programa que se autodefina humanístico.  

 

Hay una cuestión importante frente a otras posturas en el decir de García Herrera (1979) que no 

solo los Estados “por medio de sus instrumentos de poder o de gobierno, violan los derechos 

humanos” (CPDH, 2023, p. 53), pues aunque a renglón seguido indica la obligación estatal de 

protección, deja abierta la puerta a terceros responsables, contrariando la definición de 1948. Para 

el caso colombiano, apela a la obligación de las instituciones estatales de no desconocer ni 

quebrantar la juridicidad interna e internacional ni siquiera de los delincuentes. Dada la guerra en 

Colombia, advierte de la indivisibilidad de la protección de los derechos y la preservación de la 

paz, prevé la necesidad interna de fortalecer el papel del Procurador Nacional en la guarda de los 

derechos humanos en vez de crear cargos que cumplirían el mismo fin.  

 

Alfonso Reyes Echandía (1979) aborda la realidad observando los aspectos de seguridad, la esfera 

constitucional y la teoría política y la historia en Colombia. Mirando lejos en el tiempo, indica que 

en el Estado Romano, el estado de sitio buscaba atribuir facultades dictatoriales al gobernante. 

Reyes Echandía (1979) explica en el Estado liberal el problema de la conmoción interior obedece 

a un conflicto entre el origen y la legitimación del estado de sitio y el estado democrático. Reyes 

Echandía en 1979 establece que el primero contradice el origen del segundo que es la soberanía 

nacional o popular, de ahí, que el gobernante que acude a la excepcionalidad para defender su 

poder está en simultáneo desvirtuando la democracia. Concluyendo que la amenaza a la 

democracia nacional es mayúscula considerando que desde 1949 el estado de sitio se extiende por 

25 años con “medidas represivas, jurisdiccionales, penales y laborales” (CPDH, 2003, p. 56), 

dejando de ser extraño para normalizarse y normalizar la violación de la constitución, los derechos 

humanos y el sentido de tal instrumento en la democracia. Convirtiéndose de facto en un 

instrumento para modificar la organización social y económica de Colombia.  

 

El estado de sitio vigente es violatorio de la Constitución no solamente por las medidas de 

carácter general que lo constituyen. La aplicación que a dichas medidas se está dando revela 
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también el atropello de las normas jurídicas y de los derechos humanos que con ellas se 

pretende tutelar. (Reyes Echandía, como se citó en CPDH, 2003, p. 59) 

 

Reyes Echandía (1979) identifica que el estado de sitio modificó el régimen político colombiano 

alterando el Estado nacional en tres aspectos sustanciales: Primero, progresiva militarización del 

aparato estatal. Segundo, crisis de la autonomía del sistema judicial. Tercero, introducción de 

múltiples elementos dictatoriales al aparato estatal (CPDH, 2003). Reyes Echandía (1979) agrega 

la importancia ineludible de comprender lo expuesto relacionándolo directamente con el contexto 

socio económico de concentración y monopolización del capital, con la explotación económica y 

la dominación política. En síntesis, el estado de sitio es funcional al ocultamiento de las injusticias 

socio económicas.  

 

Víctor Baena López (1979) define los derechos humanos como históricos e inherentes a la persona, 

a su vez, considera que en el sistema capitalista son formalidades sin implicaciones reales ante el 

lujo, las desigualdades y discriminaciones. En el capitalismo “los derechos humanos no pueden 

tener una realización auténtica, enriquecida y plena” (CPDH, 2003, p. 63). Reafirma la validez del 

sistema mundial y americano de derechos humanos y las dimensiones de éstos: social, cultural, 

económica, política. También el carácter de irrenunciables, inalienables, imprescriptibles e 

inviolables. A partir de ello, desarrolla la presentación de su clasificación de los Derechos 

Humanos. 

 

Primero, derechos fundamentales de la persona. En la cual incluye los derechos a la vida, a la 

igualdad, a los bienes de la civilización, al trabajo, a la asociación, a la seguridad personal. 

Segundo, derechos y libertades fundamentales de los trabajadores entre los cuales desagrega los 

derechos económicos, sociales (trabajo, seguridad, vivienda, familia), culturales y políticos. 

Tercero, derechos y libertades de las organizaciones de trabajadores (Baena López como se citó 

en CPDH, 2003). 

 

Luis Carlos Galán Sarmiento (1979) se enfoca el Artículo 19 de la DUDH. El derecho de informar 

y ser informado a su juicio enfrentó momentos difíciles en los tiempos de la censura durante la 

dictadura de Rojas Pinilla. Posteriormente, este derecho también fue conculcado por dos vías, el 
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control de las licencias y de las licitaciones por parte del Estado y el aumento del poder de los 

conglomerados económicos, llegando a dinámicas de autocensura con prácticas como la de 

considerar al Gobierno Nacional y demás poderes como únicas fuentes de información. Cuestión 

que se ahonda con el Estatuto de Seguridad. Señala Galán Sarmiento (1979), que la “libre 

información es el enemigo más importante y eficaz del Estado totalitario” (Galán Sarmiento, como 

se citó en CPDH, 2003, p. 73), por lo que, denuncia el monopolio informativo estatal y la censura 

directa porque causan daños al control del poder político en una democracia. 

 

Estas voces tienen eco en las organizaciones no gubernamentales de derechos humanos como 

Amnistía Internacional. Amnistía publica un informe sobre Colombia en 1980 desde Londres, 

denunciando la existencia de treinta y tres centros de detención donde se torturaba de diez formas 

diferentes: plantón, golpes, colgamiento, picana, ahogamientos, cuarto de luces, abusos sexuales, 

quemaduras, privación de alimento y utilización de animales. Alfredo Vásquez Carrizosa (1986) 

en el análisis de este informe plantea.  

 

El informe de Amnistía Internacional sobre Colombia, fechado en Londres el 1º de abril de 

1980, constituye la más dura y clara de las censuras que, en el exterior, mereció la situación 

interna de nuestro país. Ese documento fue el resultado de la misión que, solicitada por el 

gobierno del presidente Turbay, visitó a nuestro país del 15 al 31 de enero de dicho año. 

(CPDH, 2023, p.74) 

  

A la evaluación se suman en agosto de 1980, en el marco del II Foro Nacional de Derechos 

Humanos, Julio Salgado Vásquez, Hernando Valencia Villa, Arnulfo Cruz, Hernán Suárez Sanz y 

Socorro Ramírez, quienes destacan la preocupación internacional por la situación de violaciones 

de derechos humanos en Colombia y la respuesta dada a través de la creación de Comités de 

Solidaridad con el Pueblo Colombiano. En su análisis, indican que el presidente de la República 

solicitó la visita esperando un informe favorable a sus intereses. De ahí que, una vez conocido el 

contenido del documento elaborado por Amnistía Internacional, la reacción del presidente fue la 

de indicar lo siguiente: “es obvio que si el presidente de la República hubiera sabido cuando visitó 

Londres que Amnistía Internacional estaba ya comprometida con su propio informe, no sobre 
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Colombia, sino contra ella, de ninguna manera la habría invitado a visitar el país” (Turbay Ayala, 

como se citó en CPDH, 2023, p. 76). 

 

El informe de Amnistía Internacional y la Asociación Internacional de Juristas Demócratas detalló 

minuciosamente la afectación de los derechos humanos en Colombia refiriendo la existencia de un 

estado de sitio que se extiende a los 30 años. Condenan y recomiendan la derogación del Estatuto 

de Seguridad, de los decretos de defensa, de los tribunales militares. La respuesta estatal en cabeza 

del Gobierno Nacional (1980) es la construcción del argumento de la “parcialidad” (CPDH, 2003, 

p.80) consistente en alegar que las organizaciones de derechos humanos nacionales e 

internacionales y sus informes y otros documentos, carecen de idoneidad moral y profesional 

porque, según la versión oficial, se fundamentan en lo contado por la oposición y por la subversión, 

siendo por tanto violatorios de la soberanía nacional (CPDH, 2003). Por vía del sofisma de indicar 

que hay delitos graves le obligan a dar respuestas represivas con toda la fuerza del Estado. Desde 

el II Foro Nacional de Derechos Humanos (1980) se contraargumenta que: 

 

El reproche de que Amnistía Internacional no se ocupa en su indagación y en sus 

conclusiones de las supuestas violaciones de los derechos humanos en que habrían 

incurrido los delincuentes y los guerrilleros entraña toda una estrategia de distracción y 

confusión de la opinión pública. Se trata de identificar dos conceptos antagónicos: delito y 

violación de los derechos humanos. El gobierno nacional pretende hacernos creer que los 

delitos, que nadie cohonesta, son equivalentes a las violaciones de los derechos humanos, 

que todos condenamos y rechazamos. En realidad, son dos categorías jurídicas y políticas 

netamente diferenciadas. Mientras que delinquir, es decir, infligir la ley penal, puede 

hacerlo cualquiera, desconocer o atropellar los derechos individuales y sociales solo 

pueden hacerlo los funcionarios del Estado, porque únicamente cabe hablar de libertades y 

garantías frente a un régimen político organizado. En otras palabras, los delincuentes atacan 

bienes o valores jurídicos como la vida, la salud y la propiedad, pero en rigor no violan los 

derechos humanos, pues éstos se predican siempre del individuo en sus relaciones con la 

autoridad. (CPDH, 2003, p.81) 
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Al analizar la crisis institucional y la doctrina de seguridad nacional en Colombia en el marco del 

II Foro Nacional de Derechos Humanos en agosto de 1980, Apolinar Díaz Callejas, Álvaro 

Echeverry Uruburu, Jaime Escobar Londoño, Gustavo Gallón Giraldo y Eduardo Pizarro 

Leongómez plantean que el “colombiano es un régimen difícil de analizar porque sin ser una 

dictadura sustituye las instituciones que lo definirían como democrático liberal” (CPDH, 2003, p. 

81). El armazón que resguarda es el de la forma por medio del sufragio, por lo demás, impone la 

supremacía del ejecutivo y el fortalecimiento a su interior de las fuerzas armadas, la subordinación 

del Congreso, la crisis de los partidos políticos como organizaciones sin lineamientos ideológicos 

y programáticos y sin respaldo popular. Colombia a juicio del análisis acogió la forma de 

democracia restringida impulsada por los Estados Unidos, modelo necesario para la 

implementación de la economía neoliberal y el control policivo que éste requiere.  

 

Para Apolinar Díaz Callejas, Álvaro Echeverry Uruburu, Jaime Escobar Londoño, Gustavo Gallón 

Giraldo y Eduardo Pizarro Leongómez (1980) además de los elogios de López Michelsen al éxito 

económico de Chile bajo la dictadura de Pinochet, se debe considerar la concepción francesa de 

contrainsurgencia y la reorientación del papel de los ejércitos bajo la doctrina de la seguridad 

nacional para la cual en el ámbito geopolítico las fronteras mutan del plano territorial al plano 

ideológico. “No se trata ya del espacio vital, sino de que las llamadas fronteras ideológicas, que 

definen dos mundos: el mundo occidental, capitalista, y el otro, el mundo oriental, socialista” 

(CPDH, 2003, p. 88). La preservación y fortalecimiento del Estado no descansa en un enemigo 

que ataque el territorio, sino de un enemigo que está en el otro lado de la frontera ideológica y que 

en la práctica habita en el mismo territorio y es el mismo pueblo.  

 

El III Foro Nacional de Derechos Humanos, en marzo de 1983, plantea en su conclusión sobre el 

derecho a la vida, a la paz y por la democracia que la paz se define como proceso social, 

económico, político y jurídico en un “contexto de pluralismo ideológico” (CPDH, 2003, p. 92). A 

su vez, se exige perseguir al paramilitarismo e investigar al MAS y el crimen de detención 

desaparición. Condenando que en el juzgamiento a los militares implicados en este grupo 

paramilitar los altos mandos militares solicitaran que el conjunto de las Fuerzas Armadas donase 

dinero para pagar la defensa de sus pares acusados.  
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Humberto Criales de la Rosa, Socorro Ramírez, Héctor Abad Gómez, Enrique Parejo, Abel 

Rodríguez y Julio Alfonso Poveda (1983) dedican un juicioso análisis al tratamiento que los 

organismos de seguridad del Estado les dan a las mujeres. A partir del informe Torturas a las 

Presas Políticas en Colombia del CPDH (1983), identifica los siguientes elementos comunes en 

el territorio nacional por parte de los organismos de seguridad: utilización de torturas de tipo 

sexual, tortura sexual deliberada y planificada como parte de la metodología de investigación, 

tratamiento como propiedad pública a las mujeres detenidas en regimientos militares, agresión 

masiva a pobladores y violaciones en masa  y orgías contra mujeres en zonas de orden público, 

persecución a las mujeres por su relación con familiares en su condición de esposas, madres, 

compañeras, amantes y amigas de hombres señalados como enemigos (CPDH, 1983). Las fuerzas 

militares usan también las funciones fisiológicas para torturar, la maternidad para aplicar formas 

de tortura psicológica, postración y afectación síquica y moral en las mujeres víctimas de abusos 

sexuales y violaciones (CPDH, 1983).  

 

A las violaciones contra las mujeres, se suma la práctica de la desaparición, sobre todo, contra 

personas de extracción popular de escasos recursos económicos, un crimen que afecta a las 

víctimas directas y a las familias, decidan o no emprender la búsqueda. La desaparición forzada y 

los vejámenes sexuales causan heridas profundas en la personalidad al nivel de la imposibilidad 

de expresar los hechos sufridos, causando vergüenza y huellas imborrables de la memoria 

individual. Humberto Criales de la Rosa, Socorro Ramírez, Héctor Abad Gómez, Enrique Parejo, 

Abel Rodríguez y Julio Alfonso Poveda (1983) plantean como síntesis: 

 

Es preciso hacer un llamado de atención puesto que las torturas de tipo sexual a la mujer, 

tienen connotaciones específicas en las cuales se conjugan una serie de elementos de tipo 

social, psíquico y cultural, que operan como eficaces instrumentos para producir la 

disolución de su personalidad. En estas torturas se implica el ultraje a las dimensiones 

afectivas más profundas, que logran lesionar hondamente su concepto de autoestima, su 

vivencia sobre su erotismo, acerca de su capacidad de amar, sobre sus sentimientos más 

íntimos. (CPDH, 2003, p.95) 
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Según la CDPH (2003), en marzo de 1983, la Comisión del Foro Nacional de Derechos Humanos 

que abordó el tema de las fuerzas armadas y el Estado democrático, compuesta por Gerardo 

Molina, Alejandro Suárez, Daniel Libreros y Gustavo Gallón, manifiesta un hecho concreto, la 

participación de las Fuerzas Militares en “graves actos de violación de los derechos humanos” 

(p.101), proceso asociado a la militarización de amplios territorios y la creación de grupos 

paramilitares, constituyéndose en obstáculo a la paz y la democracia. De ahí que, desde la tribuna 

del Foro Nacional de Derechos Humanos resuelve solicitar la supresión de la intervención de las 

Fuerzas Militares en el control de la población, la supresión de los mecanismos institucionales que 

apoyan la militarización, la supresión del fortalecimiento de la acción cívico militar, el retiro de 

los militares involucrados en grupos paramilitares como el MAS, la denuncia de la pretensión de 

los militares de constituir partidos políticos, la investigación en zonas afectadas por el MAS. 

Finalmente, “denunciar el peligro existente en la propuesta sugerida por el ministro de Defensa 

para la adopción de una ley llamada “antiterrorista”, o de alta seguridad” (CPDH, 2003, p. 102). 

  

Hernando Valencia Villa, Hermelina Castellanos, Nelly de Aparicio y Delio Jaramillo Arbeláez 

(1983) desarrollan un análisis sobre la difusión y aplicación de los derechos humanos y el derecho 

internacional en Colombia. Tratan los derechos humanos con el Estado de derecho y la democracia, 

con la educación formal, los medios de comunicación, las organizaciones comunitarias y el 

derecho de amparo. En cuanto a la democracia inscriben a Colombia en la tradición constitucional 

occidental y por lo mismo, insisten en la relación entre paz y “democracia política, económica y 

social” (CPDH, 2003, p. 103). De ahí la importancia de la educación en DIDH y DIH, la 

pertinencia de la comunicación en la divulgación y promoción de los derechos humanos, el papel 

central de las organizaciones comunitarias en una pedagogía humanitaria que se traduzca en  “una 

lucha ubicua y múltiple por la democratización real de las instituciones, las organizaciones y las 

relaciones sociales” (CPDH, 2003, p. 104). Vinculan a lo anterior la necesidad de creación del 

mecanismo de amparo o tutela para que cualquier ciudadano pueda acudir a las autoridades en 

reclamo de sus derechos humanos.  

 

José Orlando Sauche (1983) al analizar los derechos de los pueblos indígenas (CPDH, 2003) 

relaciona las decisiones de la Organización Nacional Indígena de Colombia ONIC, constituida en 

el primer encuentro nacional de octubre de 1980 y reafirmada en 1982 en el Primer Congreso 



 

 

249 

Nacional. La ONIC planteó como derechos nuestros a reivindicar los siguientes: defensa de la 

autonomía, defensa del territorio, recuperación de tierras, propiedad colectiva de los resguardos, 

control de los recursos naturales, impulso de organizaciones económicas comunitarias, educación 

bilingüe y bicultural con control de las autoridades propias, aplicación y cumplimiento de la Ley 

89 de 1990, solidaridad con la lucha de todos los explotados y oprimidos. “Es decir, reivindicamos 

nuestra autonomía económica, política, social y cultural” (ONIC, como se citó en CPDH, 2003, p. 

106). 

 

Según la ONIC (1983) el movimiento indígena identifica como enemigo de la existencia de los 

pueblos el avance del capitalismo, además, rechaza la falta de solidaridad del pueblo colombiano 

con el problema indígena e impugna la política integracionista como política gubernamental aliada 

de la sociedad dominante. Pero, advierte que su reclamo de autonomía no es separación de las 

luchas del pueblo de Colombia, sino exigencia de respeto a la cultura indígena (ONIC, 1983).  

 

Cultura que entiende a la tierra como madre del pensamiento y fuente de vida, cultura que reprocha 

la miseria impuesta, la construcción de carreteras, la construcción de represas para generar energía 

eléctrica y las concesiones mineras de carbón y azufre (ONIC, 1983). Establecen como derecho la 

participación de las autoridades indígenas considerando las consecuencias y las indemnizaciones, 

esto es, el derecho de consulta que obliga a las instituciones públicas. Mientras a las poblaciones 

se les impone el analfabetismo, la desnutrición, la mortalidad por enfermedades y la educación 

unilingüe desconociendo la cultura como elemento fundamental. La ONIC (1983) comprende la 

paz y los derechos humanos como uno solo. 

 

Según la (ONIC, 1983), los problemas de tierra, salud, educación y cultura que afrontan los 

indígenas tienen mucho que ver con los problemas de todos los sectores populares y ninguno puede 

solucionar los propios aisladamente. Todos sabemos que en el proceso de cambio social en que 

estamos empeñados, la unidad es fundamental. Para la (ONIC, 1983), para la unidad es necesario 

que se respete la autonomía e independencia de las organizaciones; que las gremiales no sean 

manipuladas por el gobierno o por los partidos tradicionales, y que las organizaciones políticas 

revolucionarias, en lugar de repartirse sectariamente las fuerzas populares, contribuyan a 
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esclarecer los caminos y a educar políticamente a las bases hacia un fin común y no hacia intereses 

de grupo. 

 

La ONIC (1983) afirma:  

 

Nosotros creemos que es la unidad de las masas populares la que permita ir rompiendo las 

estructuras que nos oprimen e ir creando las condiciones para un gobierno realmente 

popular. Estamos en un momento en que es necesaria la unidad de todas las fuerzas 

democráticas contra el desafío militarista. Creemos, en fin, que debemos apoyar los 

intentos de apertura democrática y los esfuerzos por el derecho a la vida y por la paz 

siempre y cuando las intenciones se concreten en hechos. (ONIC, como se citó en CPDH, 

2003, p.109) 

 

La CPDH (2003), En abril de 1987 en el V Foro Nacional de Derechos Humanos se pronuncia en 

“defensa del derecho a la vida” (p.110), contra la aplicación sistemática y de facto de la pena de 

muerte en Colombia. La CPDH (2003), destaca las palabras del Procurador en Medellín el 30 de 

agosto de 1986: 

 

“Yo he dicho y he proclamado a los cuatro vientos que en Colombia se mata, se tortura, se 

desaparece a la gente; lo hace gente con autoridad, agentes de seguridad del Estado, 

soldados y policías; lo digo yo desde dentro del Estado y no conspirando sino como quien 

cumple con su sagrado deber, y lo hace con todo recato, con unción patriótica y eminente 

discreción. La democracia colombiana reclama a este respecto una revisión”. (CPDH, 

2003, p.111, comillas en el original) 

 

A este respecto se denuncia la crisis del modelo de conciliación de clase porque las diferencias 

entre las mismas son abismales en un contexto de conflicto armado donde los derechos humanos 

se expresan como drama y tragedia. “Si el drama de los derechos humanos comienza por su 

desconocimiento y violación, es la actitud del gobierno y de las autoridades ante las denuncias lo 

que configura la real magnitud de su tragedia” (CPDH, 2003, p. 113). De ahí que el Foro Nacional 

de Derechos Humanos de 1987 haga recomendaciones relacionadas con el desmantelamiento del 
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paramilitarismo, el control de las Fuerzas Armadas por el Congreso de la República, el 

nombramiento de civiles en la cartera de Defensa y en la procuraduría delegada a las Fuerzas 

Armadas, la participación de la Procuraduría delegada para los derechos humanos en los procesos 

a militares acusados de violaciones a los derechos humanos, la concesión a los familiares de las 

víctimas de violaciones a los derechos humanos de constituirse en parte civil, la creación de 

programas de enseñanza de los derechos humanos a la población y diversos estamentos de 

seguridad estatal, a apoyar las manifestaciones populares por la vida y solicitar la “creación de una 

comisión especial de derechos humanos en el Congreso de la República” (CPDH, 2003, p. 114). 

 

Complementariamente y desde el análisis del problema de la desaparición forzada se recomienda, 

además de enfrentar el problema de la justicia penal,  la solicitud de acciones a favor de civiles 

vigilando el poder militar y la inclusión de los derechos humanos en la educación tanto para la 

ciudadanía como para las Fuerzas Militares, se indica la importancia de promover reformas de 

orden constitucional para “garantizar la plena vigencia de los derechos humanos bajo los estados 

o regímenes de excepción, cualquiera sea la denominación que se dé a éstos” (CPDH, 2003, p. 

123).   

 

Al considerar las estrategias para la paz en el Foro Nacional de Derechos Humanos de 1987, se 

revisa el concepto de violencia en lo que respecta a los sujetos históricos concretos responsables, 

como a sus fases de generación, reproducción y prolongación generalizada. Tal como afirma la 

CDPH (2003) una violencia con diversas formas: “estructural o de vacío de oportunidades 

económicas, de vacío de Estado o de condición política y, vacío de sociedad civil para todos o 

condición social” (p.126). En la violencia estructural aparece la cuestión de la economía del 

narcotráfico que introduce a la ecuación el problema ético de la ganancia fácil y fabulosa en los 

sectores burgueses tradicionales, los que a su vez, la CDPH (1987) afirma que desde el Estado 

promueven el abandono del carácter social de lo estatal deviniendo en la “instrumentalización del 

Estado por parte de los grandes intereses económicos” (p. 126), conllevando a la fusión de la esfera 

económica con la esfera política, cuya expresión práctica es la del Estado que estigmatiza y es 

autoritario contra los que clasifica como enemigos, dejando en una sin salida que arroja a muchos 

a la rebelión armada, es decir, generando el vacío de comunidad civil.  
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Según la CPDH (2003), la realidad de la agudización de la guerra civil se ve atenuada únicamente 

por la perspectiva del equilibrio estratégico de fuerzas, en otras palabras, con la constatación de la 

imposibilidad de la victoria para todas las partes, dando lugar a la política de paz. Política que 

exige el desmantelamiento de la justicia privada y superar la reducción de la democracia a la 

participación por medio del sufragio.  

 

Desde los planteamientos del Foro de 1987, obligando a comprender la democracia como 

democracia real que cuando menos, incorpore el sufragio, la rendición de cuentas, la revocatoria 

de la designación de autoridades, el derecho a presentar iniciativas y el de ser consultados sobre 

asuntos fundamentales y materias trascendentales (CPDH, 2003). Y en términos de reformas 

políticas la supresión de las figuras constitucionales de estado de sitio, de bipartidismo, de falta de 

financiamiento de partidos distintos a los tradicionales, de creación de un organismo electoral 

independiente, de respeto al equilibrio e independencia de las ramas del poder público, de 

participación excluyente en una rama del poder, de subordinación de las Fuerzas Armadas al 

ejecutivo y de separación de la justicia militar y la justicia civil (CPDH, 2003).  

 

Consagración en la Constitución de los derechos sociales y económicos conquistados por 

las clases trabajadoras a través de disposiciones legales a fin de evitar que tales derechos 

sean desconocidos fácilmente por normas posteriores o por interpretaciones judiciales 

acomodaticias o regresivas. Igualmente, deberán ser incorporados en el texto constitucional 

derechos de lo que se conoce como “Estado social de derecho” que aparecen consagrados 

en la Declaración universal de los derechos humanos de la ONU y en las convenciones y 

pactos de la OIT y que, sin embargo, en nuestro ordenamiento legal y constitucional son 

desconocidos (subsidio de desempleo, derecho a la vivienda, a la educación y a la cultura 

en todos sus niveles, a la salud, al descanso, a la recreación, etc.). (CPDH, 2003, p. 136) 

 

Estos planteamientos trascienden al VI Foro de 1989 con la “propuesta de Asamblea Nacional” 

(CPDH, 2003, p.137). Gerardo Molina, Clara Nieto de Ponce de León, María Teresa Garcés 

Lloreda, Álvaro Echeverri Uruburu, Jaime Caycedo, Coronel (R) Víctor Hugo Ferreira, Mauricio 

Torres Cuervo y Magda González exponen que hay una crisis de la nación colombiana manifiesta 

en la violencia de sectores extremistas, las restricciones al funcionamiento de la democracia, las 
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insuficientes garantías de acceso a los medios de comunicación, el manejo clientelista de la 

administración y los organismos de control, el clientelismo local fortalecido por el proceso de 

descentralización, la ineficacia estatal en la protección de los derechos humanos, la ausencia de 

una carrera judicial clara, la falta de financiamiento para el poder judicial, el burocratismo, la 

impunidad, el bloqueo constitucional a las reformas y la insuficiente representatividad en el 

congreso. 

 

A partir del análisis anterior, la CPDH (2003) afirma que el VI Foro Nacional de Derechos 

Humanos decreta “convocar a una Asamblea Nacional Constituyente” (p.138) conformada por los 

partidos políticos, los gremios del capital y el trabajo, las organizaciones cívicas y comunitarias, 

las minorías étnicas, la Iglesia católica, las universidades y los centros de investigación. A la 

misma, se le otorgarán seis meses para construir una propuesta de Constitución Política que incluya 

la protección de los derechos humanos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales. Así 

mismo, el derecho de habeas corpus, el reconocimiento de los convenios y los tratados 

internacionales, la creación del cargo de defensor del pueblo y la restricción del estado de sitio y 

de las normas contra el derecho judicial de defensa (CPDH, 2003). Además, la nueva constitución 

deberá contener medidas para la apertura democrática, el fortalecimiento de la justicia, la revisión 

de la organización territorial del Estado y la diferenciación de la filiación política del procurador 

y contralor general de la nación de la del presidente de la República. 

 

Según la CPDH (2003), rotas las expectativas con la nueva carta, la ya aprobada Constitución 

Política de 1991, aunque la misma incluye “105 elementos indispensables” (p.140) para defender 

los derechos humanos, en el VII Foro Nacional de Derechos Humanos de 1993 se aborda 

nuevamente la paz como derecho humano.  

 

La paz es un derecho humano, un mandato constitucional, el requerimiento esencial de la 

sociedad, el anhelo de todos, que queremos que una paz estable, amplia, duradera. Una paz 

a la que lleguemos con el concurso de toda la nación, pues no es una materia bilateral sino 

que nos compromete a todos. (CPDH, 2003, p.147) 
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La paz requiere la condena a todas las formas de violencia, verdad y transparencia, pero también 

exclusión del concepto de rendición, así como, retomar a la concepción de soberanía nacional y 

defensa de las fronteras por fuera de la doctrina de seguridad nacional. Concretamente, según la 

CPDH (2003),  el Foro (1993) identifica los siguientes puntos hacia la paz: “humanizar el conflicto, 

aceptar veeduría internacional, crear un real clima de garantías políticas, acudir a la asistencia de 

las Naciones Unidas, entablar negociaciones directas de alto nivel y constitución de una comisión 

de paz pluralista” (p.147). En este marco, según la CPDH (2003) se crea o propone un movimiento 

por la paz civil como expresión de la soberanía popular, con todos los actores sociales y políticos, 

sin alineación alguna con actores de la violencia política, como movimiento no violento por el 

cambio con ética-cultural, no partidista, por transformaciones y de carácter coyuntural hasta 

conquistar la paz.   

 

La paz, sin embargo, se enfrenta con el paso de los años a un problema complejo, el narcotráfico. 

La CPDH (2003), en el VII Foro Nacional de Derechos Humanos de julio de 1996, Juan Gabriel 

Tokatlian lo aborda. Parte de identificar los tres estadios del crimen organizado fase predatoria, 

fase parasítica y fase simbiótica. La última entendida como el sistema político y económico que 

depende del crimen organizado (CPDH, 2003).  

 

La CPDH (2003) distingue los rasgos de los narcotraficantes colombianos como crimen 

organizado: florece con las fuerzas del capitalismo, no es estático sino dinámico, se asienta en un 

espacio tiempo en que relaciones individuales y colectivas facilitan su maduración y poderío, es 

propio de agentes no estatales pero con cercana e intensa articulación con lo estatal, busca poder 

político y económico, usa de acuerdo a la necesidad o la oportunidad o la capacidad tanto la 

violencia como el soborno y la corrupción e igualmente el consenso, construye tanto coaliciones 

como asociaciones y conexiones, pero no es rígido y burocráticamente homogéneo, consistente y 

monolítico.  

 

Por último, la criminalidad organizada tiene “un apego al statu quo, a la preservación vehemente 

de sus privilegios, a la promoción de ciertos valores funcionales a sus intereses, al mantenimiento 

de un orden asimétrico determinado” (CPDH, 2003, p.153). ¿Qué hacer? es la pregunta de 

Tokatlian (1996) con relación a la política de drogas, definiendo como un elemento común el 
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fracaso del prohibicionismo y la penalización a nivel internacional y nacional. Para lo 

internacional, la CPDH (2003) propone una cumbre mundial, consolidar una Corte Penal 

Internacional CPI, cuestionar las leyes de USA en la materia, desplegar una diplomacia de base y 

solicitar apoyo material y diplomático para Colombia.  

 

A nivel nacional desagrega la convocatoria a una comisión de estudio, el desarrollo de políticas 

que reviertan la rapacidad político militar y socioeconómica de la narco-criminalidad, la 

concentración de acciones preventivas, el replanteamiento de las políticas de fumigación y 

erradicación, la ampliación de iniciativas educativas y de rehabilitación. La CPDH (2003) cierra 

revelando como una cuestión importante el fortalecimiento de “la política de defensa de los 

derechos humanos como componente básico de una estrategia coherente y consistente para lograr 

una solución realista al fenómeno de las drogas psicoactivas” (CPDH, 2003, p.154). 

 

Este tema del narcotráfico es tratado junto al tema de la justicia judicial, que desde la perspectiva 

de Hernando Valencia Villa (1996) debe entenderse junto a la paz, el orden público, la política 

criminal y la política de derechos humanos, de plano, comprendiendo que justicia es en tres 

dimensiones: penal legítima, socioeconómica y política. Concluye señalando la existencia de una 

relación inextricable entre la paz, la justicia y la guerra. Ligando la cuestión a las causas de la 

impunidad: funcionales u operativas, institucionales y contextuales.  

 

La única manera de hacer la paz o las paces que pongan fin a nuestra guerra o a nuestras 

guerras, y librarnos así de esa herencia sin testamento que es la violencia ancestral, consiste 

en someternos todos a las reglas de la política democrática y en primer lugar al arbitraje de 

la ley. La verdadera respuesta a la guerra no es la paz sino la justicia. Según la guerra, la 

razón es de quien tiene la victoria; según la justicia, es de quien tiene la razón. (CPDH, 

2003, p. 154) 

 

Amparo Elisa Guerrero (1996) plantea la relación entre paz, igualdad y desarrollo en perspectiva 

de la mujer. Refiere el marco Beijing, la Cumbre de la Tierra en Río, la Declaración de Viena y 

Copenhague y la Conferencia Mundial del Cairo, donde se establece el compromiso de promoción 

y protección de los derechos humanos de las mujeres para “lograr su plena realización, local y 
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nacional, regional e internacional” (CPDH, 2003, p. 168), enfrentando toda discriminación y los 

problemas estructurales y culturales. Así las cosas, Guerrero (1996) reclama para la mujer igualdad 

en oportunidades ante la ley, el sistema jurídico, los derechos y la erradicación de todas las formas 

de discriminación. Guerrero (1996) señala que la opresión femenina es opresión política y por lo 

tanto, sustancial a la agenda de derechos humanos. “¿De cuál violencia se trata? La violencia 

contra las mujeres es una piedra angular que ilustra los conceptos limitados de los derechos 

humanos y hace visible la naturaleza política de los atropellos contra las mujeres” (CPDH, 2003, 

p. 169), con la condición de que el territorio donde las mujeres sufren y enfrentan y asumen la 

dicha batalla política es su propio cuerpo. 

 

En abril de 2003 en el marco del X Foro Nacional de Derechos Humanos, Gustavo Gallón Giraldo 

al referir la “diplomacia y los derechos humanos en Colombia” (CPDH, 2003, p. 209), propone 

una mirada de cuatro décadas con cuatro periodos: sesenta a ochenta poca comunidad internacional 

en Colombia o de anonimato apacible, de los ochenta a noventa mayor presión de la comunidad 

internacional con el Estado defendiéndose con intrigas y confusiones, noventa y nuevo siglo una 

actitud de cooperación vacilante. La primera choca con la Conferencia de la Comisión de Derechos 

Humanos de Naciones Unidas celebrada en Ginebra en febrero de 1989. La segunda es 

denominada por Gallón Giraldo (2003) como diplomacia de la astucia con la táctica del rechazo 

negando la existencia de violaciones a los derechos humanos y conformando alianzas diplomáticas 

y practicando maniobras para impedir decisiones o rechazarlas.  

 

El Estado suma la táctica de la distracción firmando todos los tratados internacionales y celebrando 

acuerdos de asistencia técnica. Esta consiste en la firma protocolaria de tratados, la cooperación 

aparente y la atribución de culpa a terceros. La cooperación vacilante incluyó la cooperación, la 

sustitución de compromisos, los compromisos aparentes con la diplomacia de la paz, la propaganda 

como elemento central de la política de derechos humanos y la actitud inercial. Luego franqueó a 

la táctica de la militarización del tema de los derechos humanos pasando competencias al 

Ministerio de Defensa en alianza con los USA. Viene la restauración de la táctica del rechazo con 

la conformación de la OACNUDH, la negación de la responsabilidad del Estado por las 

violaciones de derechos humanos.    
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El Foro Nacional de Derechos Humanos se inscribe entre los procesos de investigación que de 

manera previa había realizado el Comité de Solidaridad con los Presos Políticos (CSPP) a través 

de la publicación de El Libro Negro de la Represión. Se trata de concebir los derechos humanos 

como referentes de evaluación de la realidad nacional y del papel del Estado. En este sentido, 

observa la necesidad de institucionalizar desde la orilla de las ciudadanías una organización no 

gubernamental como es el Comité Permanente de los Derechos Humanos CPDH.  

 

El Foro y el Comité son concebidos por quienes participan en el foro e integran el comité como 

categorías de consenso, es decir, el concepto derechos humanos aparece como trascendente a las 

diferencias políticas, de estrategias de lucha, ideológicas y económicas. Diversos sujetos se 

encuentran en los derechos humanos. Sin embargo, dado el predominio del concepto de derechos 

humanos como deber del Estado por acción y omisión o de tipo positivo y negativo, el desarrollo 

de los espacios nacionales de análisis, de denuncia y de construcción de propuesta va alineando 

los derechos humanos a una perspectiva antiestatal, no en el sentido de la desaparición del Estado, 

sino en la denuncia del Estado y sus instituciones como contrarias a los derechos humanos, a la 

democracia y a la paz. Es un grupo de personas que están en la defensa de la institucionalidad y 

para ellas el concepto de los derechos es el fundamento de la democracia y del Estado democrática. 

No aceptan la tortura, la desaparición, la guerra sucia, pero a su vez, hay unas voces disidentes 

como la del movimiento indígena, las mujeres y el capital.  

 

En esta parte hemos abordado el desarrollo del concepto de derechos humanos para un sector que 

despliega su lucha en defensa de éstos desde la perspectiva y las instancias de las instituciones 

democráticas. Asumen la tarea como un compromiso ético frente a las víctimas de crímenes atroces 

que requieren una intervención que detenga inmediatamente la violencia represiva. En ese sentido, 

el concepto de derechos humanos es comprendido en términos de urgencia humanitaria manifiesta 

y como violación de los derechos civiles, políticos, económicos sociales y culturales.  

 

Esta comprensión de los derechos humanos se ajusta a la definición de las Naciones Unidas y el 

Sistema Interamericano de Derechos Humanos. Su marco ético es el de la defensa de los derechos 

humanos definiéndolo como un compromiso sin retorno que no tiene tendencias ni colores 

políticos y que procura la defensa del Estado, pese al estigma que los mismo agentes y funcionarios 
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públicos ciernen sobre el movimiento de derechos humanos. Este movimiento comprende que su 

labor se enfrenta al perfilamiento desde la doctrina de seguridad nacional que los califica como 

bandidos y enemigos. 

 

Resuelta la respuesta a la primera motivación a detener las graves situaciones de la tortura a las 

víctimas en las cárceles militares, el movimiento de derechos humanos construye un puente 

conceptual y político con la búsqueda de la paz. Este grupo de personalidades de organizaciones 

interesadas por los derechos humanos entienden que es necesario pensarlos el marco de la guerra, 

entre la guerrilla y el Estado y en perspectiva de convertirlos en límites al poder. Por ello, vinculan 

con decisión como parte de su ejercicio el posicionamiento de la solución política del conflicto 

entre todas las corrientes de opinión y en la opinión pública.  

 

Desde el rechazo del estado de sitio como amenaza a la democracia extendida en el tiempo con 

impacto en el campo de militar y en la modificación de la estructura social y económica, identifica 

tensiones entre el concepto de los derechos humanos y el de democracia en el sentido de las 

prácticas de militarización, la pérdida de la autonomía judicial y la imposición de estigmas que ha 

sometido al país a una democracia sin instituciones democráticas, una democracia restringida. El 

concepto de derechos humanos de este sector ideológico plural considera que es necesario los 

intereses geopolíticos que problematiza los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y 

culturales. 

 

Para esta corriente, uno de los logros más importantes es su incidencia en la Constitución Política 

de 1991, que a su vez contrasta con su desencanto por la poca aplicación del principio de estado 

social de derecho, de los numerosos artículos de derechos y de la inaplicabilidad de las funciones 

dadas a la generosa institucionalidad que la carta magna definió como responsable de la defensa 

de los derechos humanos. El entusiasmo choca con la evidencia de la continuidad del predominio 

de la justicia castrense, las violaciones de los derechos humanos y el interés consciente del Estado 

de equiparar crímenes penales con crímenes de lesa humanidad con el objeto de eludir y diluir la 

responsabilidad estatal.  
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En el marco de la democracia restringida que ubica a sus enemigos en las fronteras ideológicas 

anticapitalistas como práctica propia de la seguridad nacional los derechos humanos son 

dispositivos para interpelar a la sociedad con las propuestas de paz desde el pluralismo ideológico 

y la denuncia de los crímenes contra las mujeres, el reclamo de la prohibición del  paramilitarismo, 

la exigencia de la suspensión de la ejecución de crímenes como las desapariciones forzadas y otros 

y la exigencia de la prohibición de la lógica militarista que manipula el discurso de los derechos 

humanos para amparar doctrinas anticomunista.  

 

Por supuesto, esta corriente no es homogénea aunque comparte el marco general de lucha por la 

democracia, de ahí que algunos de sus actores enfaticen en los derechos de los trabajadores y de 

los pueblos indígenas rechazando el capitalismo y la injusticia social. En lo que sí tiene consenso 

este campo de los derechos es en la discusión del concepto como superación de la violencia 

estructural, y el rechazo del narcotráfico como funcionales al desarrollo del capitalismo. Coinciden 

también en la búsqueda de un acuerdo humanitario para enfrentar la crisis humanitaria sentando 

en esa búsqueda la propuesta de convocar y construir un movimiento civil por la paz, abriendo con 

ello el campo semántico de los derechos humanos alrededor del derecho a la paz en búsqueda de 

un ambiente geopolítico y de opinión favorable.  

 

Esta corriente rechaza unánimemente la criminalidad organizada como instrumento del 

capitalismo y reclama justicia penal, socioeconómica y política que denuncie las opresiones 

patriarcales y las limitaciones de los derechos humanos en relación con las mujeres. Por último, 

esta corriente de los derechos humanos hace una crítica profunda a la diplomacia estatal de los 

derechos humanos, caracterizando las etapas de ese manejo eufemístico del respeto al DIDH. 

Señalan que el Estado de Colombia ante la comunidad internacional y nacional hace uso de varias 

facetas como la cooperación vacilante, la diplomacia de la astucia, la diplomacia de la distracción, 

la táctica del rechazo y la táctica militarista.  

 

Considerados en relación a los derechos humanos los marcos del pensamiento del humanismo de 

Eduardo Umaña Luna, de la teología y pastoral comprometida con la liberación de un sector de la 

Iglesia Católica colombiana, de defensa de la democracia y la lucha por la paz de un sector plural 

ideológicamente congregado en el Foro Nacional de Derechos Humanos, el siguiente aparte 
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estudia los planteamientos del Tribunal Permanente de los Pueblos que en Colombia desarrolló 

audiencias para investigar los niveles de impunidad de los crímenes de lesa humanidad, el impacto 

de las Empresas Transnacionales en los derechos humanos y el genocidio continuado contra 

sectores de la población colombiana. La lectura del Tribunal Permanente de los Pueblos se ubica 

en un área de frontera entre el reconocimiento de los derechos humanos en la estructura de la ONU 

y la propuesta en gestación de una Declaración de los Derechos de la Tierra. 

 

5.4. El Tribunal Permanente de los Pueblos: impunidad de los CLH y Genocidio Político, 

Impunidad y Crímenes contra la Paz en Colombia 

 

En este aparte se presenta una corriente de los derechos humanos que surge y se fortalece en el 

plano de las organizaciones sociales, políticas, sindicales, cristianas, campesinas, étnicas y 

profesionales de la sociedad colombiana. Recogiendo una corriente de desarrollo del derecho que 

tiene un punto culmen en Argel, 1976, con la Declaración Universal de los Derechos de los 

Pueblos. En tal sentido, no surgen en contra de los derechos humanos, sino como postura 

ideológica anticolonialista y anticapitalista que en Colombia convoca un discurso revolucionario 

de los derechos humanos, en perspectiva de liberación. 

 

Para esta corriente los derechos humanos son propios de la relación Estado - Ciudadano y a ambos 

los considera parte de lo social, lo económico, lo político y lo cultural. Pero advierte la necesidad 

de superar problemas estructurales de las relaciones geopolíticas y nacionales para posibilitarlos. 

La libre determinación de los pueblos contra el colonialismo y el imperialismo, el triunfo 

revolucionario de los sectores populares y la derrota de opresiones racistas, clasistas, machistas y 

extractivistas son sustanciales a los Derechos de los Pueblos y en este plano de conceptualización, 

los derechos humanos serán posibles en un contexto de existencia cierta de los Derechos de los 

Pueblos. 

 

Como propios de los desarrollos políticos que se dan en los años setenta, los Derechos de los 

Pueblos conciben el problema ambiental, aunque no en los primeros espacios de trabajo nacional, 

pero muy pronto sí, cuando avanza en la investigación sobre las multinacionales. Para esta 

corriente, el concepto de los derechos humanos trasciende la positivización y la 
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institucionalización legal, no desconoce estas cuestiones, pero las califica insuficientes. En su 

perspectiva los derechos humanos son resultado de las luchas de liberación de los pueblos, esto es, 

no están dados por naturaleza, ni perse.  

 

Los antecedentes del Tribunal Permanente de los Pueblos (TPP) se encuentran en la Declaración 

de Argel del 4 de julio 1976, Declaración Universal de los Derechos de los Pueblos, cuyo liderazgo 

estuvo en Lelio Basso46.  

 

Los 30 artículos breves los explican y codifican: derecho a la identidad nacional y cultural; 

derecho a la autodeterminación política y económica; derecho a la cultura, al 

medioambiente, a los recursos comunes; derecho de las minorías; y las garantías a estos 

derechos. (TPP, 2024, s.f.) 

 

El hecho fundador del TPP se da en el contexto de surgimiento de creación de la Organización de 

las Naciones, los tribunales de Núremberg, la Declaración Universal de los Derechos Humanos 

del 1948, está en la crítica de Bertrand Russell y Jean Paul Sartre en 1966, cuando propuso el 

posteriormente conocido Tribunal Russell, en el cual se juzgaron los crímenes de los Estados 

Unidos en Vietnam. 

 

El Tribunal Permanente de los Pueblos es una expresión dentro del campo de los tribunales de 

opinión. “Estos tribunales se crean para sacar a la luz casos de violaciones de los derechos humanos 

y se activan a petición de fuerzas sociales que promueven la creación de organismos considerados 

como formas más accesibles de justicia” (TTP, 2024, s.f.). Para Colombia, el TPP ha realizado tres 

grandes procesos. El de La impunidad de los crímenes de lesa humanidad en América Latina, que 

se llevó a cabo en Bogotá entre el 22 y el 25 de abril de 1991. El de las Empresas trasnacionales 

 
46 1903-1978. Militante socialista italiano, intelectual de izquierdas italiano. Fue dirigente de movimientos políticos 

socialistas, tanto clandestinos como legales. Crítico de la visión estalinista. Diputado por el Partido Socialista Italiano. 

Fundador de la revista “Problemi del socialismo”. Estudió y organizó a los movimientos antimperialistas 

internacionales. Fue relator del Tribunal internacional Russell para los crímenes de guerra americanos en Vietnam. 

En 1969 fundó un Instituto de investigación sobre la sociedad contemporánea en Roma, el cual de 1973 lleva su 

nombre y el de su esposa. En 1973 lideró el Tribunal Russell II sobre la represión en América Latina. Fue el fundador 

de la Liga para los derechos y la liberación de los pueblos. En 1976 fue protagonista de la Conferencia internacional 

de Argel en la que se proclama la Declaración universal de los derechos de los pueblos. (Relato construido a partir de 

la información de la fundación Lelio y Lisli Basso, actualizada al año 2024) 
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y derechos de los pueblos en Colombia con acciones en diferentes partes de la geografía nacional 

en el periodo 2006 – 2008. Y el de Genocidio político, impunidad y los crímenes contra la paz en 

Colombia desarrollado entre los años 2020 y 2021. El TPP aborda los derechos humanos como 

problema pero por fuera del Sistema Internacional de los Derechos Humanos (TTP, 2024). 

 

En 1991, en Bogotá, el TPP abordó la situación de impunidad de los crímenes de lesa humanidad 

en América Latina, esto es, en Argentina, Bolivia, Brasil, Colombia, Chile, Ecuador, Guatemala, 

Honduras, Panamá, Paraguay, Perú y Uruguay. Analizando las causas de la impunidad desde tres 

líneas: el sistema económico mundial, la naturaleza del Estado y el poder regional de los Estados 

Unidos. Además, analiza los efectos de los crímenes, las lógicas de legitimación confrontándolos 

con el derecho internacional de los derechos humanos y la obligación estatal de protegerlos.  

 

A 1991 se llega después de nueve sesiones, la primera entre el 4 y 6 de noviembre de 1989 sobre 

el caso Colombia. Fueron dos años de trabajo y de “acción coordinada de la mayoría de los 

organismos no gubernamentales que, en los diversos países, luchan por la defensa de los derechos 

fundamentales de las personas y de los pueblos” (TPP, 1991, p.10). La sesión final deliberante 

estuvo presidida por Eduardo Umaña Luna, coautor de la investigación de La Violencia en 

Colombia, tomos I y II, creador de la primera cátedra de derechos humanos en Colombia, en la 

Facultad de Sociología de la Universidad Nacional. Entre los documentos considerados, estuvo el 

titulado Mecanismos Institucionales de Impunidad de Eduardo Umaña Mendoza, reconocido 

defensor de derechos humanos asesinado por paramilitares el 18 de abril de 1998, quien entre otros 

casos, estudiaba lo concerniente al asesinato de Jorge Eliécer Gaitán, las torturas contra integrantes 

del M-19, el Genocidio contra la Unión Patriótica y el caso de las desapariciones forzadas en el 

Palacio de Justicia. El TPP estudió también las cartas del Presidente de la República de Colombia 

y el Consejero Presidencial para los Derechos Humanos.  

 

En el cuerpo de su sentencia el TPP (1991) reconoce el carácter de principios jurídicos de carácter 

supra-estatal y supra-nacional de los derechos humanos y de la estructura institucional universal y 

regional. Precisa que su carácter de tribunal obedece a su absoluta independencia, sometido 

únicamente a la comprobación de hechos y aplicación de principios por el método de 

confrontación. Y es de opinión porque sin ser vinculante interpela a la conciencia e inteligencia 
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humana sobre la responsabilidad de los Estados de protección y salvaguarda. El TPP (1991) 

Considera una laguna del sistema internacional de derechos humanos, imperfecto y embrionario 

la ausencia de sanciones y garantías procedimentales. A su vez, reconoce que el TPP se mueve 

entre el derecho positivo y el jusnaturalista, reivindicando que la jurisprudencia propia compuesta 

por los Tribunales Russel II sobre América Latina en 1974, 1975 y 1976 y los dictámenes sobre 

Argentina, Salvador y Guatemala en Ginebra, México y Madrid, le permiten una lectura profunda 

de la realidad de violación de derecho en Latinoamérica.  

 

El TPP (1991) instala tres dinámicas importantes de su quehacer: reunir información, documentar 

casos e identificar mecanismos e instancias de impunidad. Las que afianzarán el trabajo de las 

organizaciones y del movimiento de derechos humanos de carácter no gubernamental. La figura 

de las víctimas emerge como fuerza valiente ante la “monstruosa impunidad reinante” (TPP, 1991, 

p.10).  

 

En los fundamentos de hecho para el caso Colombia, el TPP (1991) brinda elementos suficientes 

de análisis comparado a nivel latinoamericano permitiendo develar elementos comunes como las 

dictaduras de 1976 a 1983 en Argentina, de 1964 a 1982 en Bolivia, de 1964 a 1985 en Brasil, de 

1973 a 1990 en Chile, Paraguay de 1954 a 1989, Uruguay de 1973 a 1985 y otras, así como los 

regímenes de democracia formal con políticas represoras intensas, como es el caso de Colombia. 

En todos los países estudiados por el TPP (1991) el poder de presión de los militares es tal alto que 

finalizadas los regímenes de facto su voluntad política se extiende en su capacidad de represión 

penal y policial, como en el poder judicial que les podría juzgar y el poder legislativo y ejecutivo 

cuyas leyes y políticas públicas podría regular el peso de sus intereses, así como juzgarlos. Es 

común a dictaduras, procesos de transición a la democracia y democracias formales la doctrina de 

la Seguridad Nacional. En la sentencia del TPP (1991) las organizaciones de derechos humanos en 

su conjunto denuncian la relación de la realidad de los derechos humanos con la Doctrina de 

Seguridad Nacional y del concepto de Conflicto de Baja Intensidad. Accionar contra disidentes 

políticos y delincuentes comunes.  

 

En Argentina destaca que junto al poder militar de la dictadura, la crisis económica es consecuencia 

de ésta y que su poder se extiende al periodo de gobiernos civiles, afirmando la complicidad del 
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poder eclesiástico, económico y de los medios de comunicación en los mecanismos de impunidad 

con el periodo de los gobiernos de facto y sus impactos en la democracia (TPP, 1991). En Bolivia 

el poder militar permanece al punto de controlar a la Corte Suprema de Justicia y la voluntad 

política de los gobiernos civiles (TPP, 1991). Brasil es el ejemplo pero no el único caso de 

permanencia de la estructura de la dictadura militar y la práctica de represión rural contra 

movimientos de lucha por la tierra y de limpieza social, sobre todo de niños, y represión social en 

lo urbano. 

 

El poder estatal, incluido el militar, se pliega al poder económico en todos los países estudiados 

por el TPP (1991), siendo Chile y Paraguay ejemplos por excelencia del poder despótico, absoluto, 

arbitrario y concentrado en el dictador, cuya fuerza se extiende a la Comisión Nacional de la 

Verdad y la Reconciliación, promoviendo la autoamnistía de los militares, la inactividad del poder 

judicial, el refuerzo del fuero militar y la permanencia de la figura de Estado de Seguridad 

Nacional, que en Ecuador tiene la denominación de Ley de Seguridad Nacional con similares 

consecuencias antidemocráticas, inactividad de la investigación judicial y la decisión de blindar a 

las Fuerzas Armadas, a la policía y a las acciones paramilitares.  

 

Por supuesto hay particularidades como la política de genocidio y etnocidio extenso y profundo 

en Guatemala, que sobre la dinámica del modelo represivo contrainsurgente en contexto de 

conflicto armado interno invoca la Seguridad del Estado para legitimar la instauración de campos 

de concentración con ideologización y coerción, militarización y contrainsurgencia impuesta, 

autoamnistías y nula investigación de los Crímenes de Lesa Humanidad de los gobiernos de facto 

y civiles (TPP, 1991). En Guatemala, en Honduras y Panamá los diversos grados de intervención 

directa de los Estados Unidos asienta en dictaduras, transiciones y democracias formales, la 

contrainsurgencia que impone el poder militar sobre el poder civil, agravada por la falta de 

voluntad política del segundo y sosteniendo un proyecto económico, ideológico y técnico de 

seguridad nacional, incluyendo amnistías amplias, generales e incondicionales del poder 

legislativo a favor del poder militar. Como Guatemala, en Perú destaca el TPP (1991) una 

particularidad correspondiente a un entorno en el cual se suman estados de emergencia, métodos 

político-militares de lucha contrainsurgente con miles de CLH, ataque a ONG de derechos 
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humanos, fuerzas armadas y fuerzas paramilitares reprimiendo de forma articulada, pasividad de 

los poderes del Estado y organizaciones insurgentes cometiendo graves infracciones al DIH.  

 

El común denominador es que el poder castrense está por encima de poderes judiciales, de los 

organismos de control, del poder parlamentario y del poder ejecutivo. Según el TPP (1991) en 

Uruguay,  la Ley de Seguridad Nacional de 1972 subordinó al poder militar el poder institucional 

legislativo y judicial, extendiéndose hasta 1986 con una justicia militar legitimante de la barbarie 

de sistemática violación de los derechos humanos por parte de la dictadura y con la capacidad de 

imponer una Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado a su favor y con cuadros que 

vigilan que el respaldo político civil se perpetue en democracia formal como respaldo efectivo a 

la represión policial como impunidad respaldada por la norma jurídica y la voluntad política. 

 

En Colombia, la denominada extensa formalidad democrática se caracteriza por lo que el TPP 

(1991) denomina como inusitada y persistente ejecución de los Crímenes de Lesa Humanidad 

como violencia institucional, parainstitucional y extrainstitucional que a la luz de la Doctrina de 

Seguridad Nacional y la Teoría del Conflicto de Baja Intensidad edificó un marco estructural, 

sistemático y permanente violación de derechos elementales, favorecido por mecanismos de 

impunidad como el ocultamiento de responsables, la legalización del paramilitarismo, la negativa 

de recibir denuncias, las amenazas a testigos y denunciantes, la negativa de establecer tipos penales 

para los homicidios colectivos y la desaparición forzada. El fuero militar y el cuasi indulto a favor 

de los paramilitares es muestra de la ausencia de voluntad política del Estado para contradecir la 

voluntad política de sus fuerzas militares. 

 

La sesión Colombia realizada el 4, 5 y 6 de noviembre de 1989 en Bogotá para observar el proceso 

de impunidad de los Crímenes de Lesa Humanidad convocó al sector cristiano católico, obrero 

sindicalizado, campesino, indígena y movimientos políticos legales, junto a organizaciones de 

derechos humanos, un colectivo de presos políticos, una personería municipal y una familia que 

presentaron sus investigaciones al Tribunal Permanente de los Pueblos. Incluso se presentó un 

partido político que reivindicó su relación directa con un grupo guerrillero y su explícita 

reivindicación de la disputa violenta como forma de lucha.  
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La comunicación entre 64 entidades colombianas y el TPP en Roma Italia tiene respuesta positiva 

el 5 de abril de 1989 en carta dirigida a Javier Giraldo Moreno S.J., Presidente de la Sección 

Colombiana de la Liga Internacional por los Derechos y la Liberación de los Pueblos. El pedido 

de América Latina fue el de juzgar a los regímenes de facto y de democracia formal que adoptando 

la ideología de la Doctrina de Seguridad Nacional actuaron imponiendo dictaduras y 

“democraduras” (TPP, 1991, p.14). Sin embargo, el proceso se remonta a 1986 cuando en Atenas 

se aborda la necesidad de juzgar la impunidad en América Latina, lo que en el III Congreso de la 

Liga Internacional de los Derechos y la Liberación de los Pueblos se convierte en un plan de 

preparación que inicia contactando a centros de investigación y grupos de derechos humanos (TPP, 

1991). Como parte del proceso de preparación e investigación en mayo de 1998 en Colombia se 

presenta el libro El Camino de la Niebla por parte de CAJAR y la Liga. En noviembre de 1988 se 

realiza una reunión de coordinación en Argentina y en agosto de 1989 en Brasil. Designando a la 

Sección Colombia de la Liga, la Secretaría General.  

 

Para el caso colombiano, destaca la preparación que incluyó una campaña de formación en 

categorías como crímenes de lesa humanidad, e impunidad, junto a la convocatoria a colaborar 

con información, difusión y toma de conciencia (TPP, 1991). Para ello se contactan organismos de 

derechos humanos, organizaciones, movimientos, asociaciones, medios de comunicación 

alternativos y centros de investigación. Se inicia una serie de publicaciones sobre impunidad y 

crímenes de lesa humanidad en las revistas Colombia Hoy Informa, Opción y Solidaridad. La Liga 

a su vez publica tres boletines, así: sobre el TPP, sobre leyes de indulto y amnistía en América 

Latina y sobre crímenes de lesa humanidad.   

 

En el proceso educativo los Crímenes de Lesa Humanidad (CLH) se definen como crímenes contra 

la persona y la conciencia de la humanidad con efectos destructores sobre las posibilidades de 

convivencia civilizada. La impunidad como dejar sin castigo a los culpables e intactas estructuras 

y actitudes criminales atentando así como contra los valores básicos de la convivencia civilizada. 

Desde el DIDH se comprende que los CLH no son amnistiables, no tienen caducidad y son 

imprescriptibles, tanto para los autores directos y los indirectos, los cómplices, los beneficiarios y 

quienes instigan, no actúan, encubren y faltan a su deber de intervenir.  
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En el proceso preparatorio organizativo en 1989 se constituyen las comisiones: técnica, 

acusaciones y organización. La de acusación a su vez en tres grupos de trabajo: mecanismos de 

impunidad, fuero militar y medios de comunicación. Al momento de la apertura el número de 

organizaciones parte del proceso aumentó a 72. En el saludo al inicio de la sesión deliberante final, 

Javier Giraldo advierte de las “alarmantes situaciones de atentados contra la vida y la dignidad 

humana en Colombia” (TPP, 1989, p.29), al tiempo que asienta su esperanza en la tradición jurídica 

de la humanidad, que ha sido capaz de superar las barreras de las legislaciones nacionales cuando 

se juzga crímenes de lesa humanidad. Giraldo (1989) se apoya en el DIDH, los Tribunales Russell 

y el TPP para convocar a la conciencia de los pueblos, a recuperar el patrimonio ético de la 

humanidad, a demostrar la responsabilidad de los Estado de los crímenes de lesa humanidad y a 

comprender al TPP (1991) como garante de los Derechos de los Pueblos. Afirma la dignidad de 

los jueces como actuantes en nombre de la conciencia ética de la humanidad. Por su parte, el juez 

vocero expone que su papel consiste en escuchar testimonios y pronunciarse de manera imparcial. 

 

La audiencia en Colombia a partir del conjunto de las intervenciones permite identificar los 

siguientes aspectos sustanciales comunes. La existencia de una guerra sucia despiadada y brutal 

consistente en una estrategia de tierra arrasada, crímenes de lesa humanidad o de sistemática y 

reiterada violación de los derechos humanos fundamentales. La creación de un estado de 

impunidad total y un clima de terror, violencia, represión, militarización y criminalización de los 

movimientos y organizaciones sociales. La impunidad expresada en mecanismos como vincular 

las muertes a combates, hacer registros parciales de los hechos, no investigar a mandos, mantener 

en sus cargos a los responsables de crímenes, la negativa a practicar pruebas, la negativa a 

investigar, desviar información, coaccionar a familiares y no investigar agresiones contra 

familiares y testigos.  

 

Lo anterior agravado por la corrupción de la justicia ordinaria. La responsabilidad de la oligarquía, 

el Estado, los gobiernos, los organismos de seguridad y los Estados Unidos. El establecimiento de 

mecanismos de dominación imperialista por medio de la Doctrina de Seguridad Nacional y una 

política agresora, guerrerista, invasiva de dominación política, económica, ideológica y militar. El 

establecimiento de democracias formales que son realmente democraduras que implementan 

políticas de exclusión, exterminio y aniquilamiento de movimientos populares y proyectos 
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políticos disidentes. La política paramilitar y con ello, la actuación conjunta de la fuerza pública y 

los grupos paramilitares, reforzada por la implicación de los grupos de narcotraficantes. La 

“existencia de un estado de cosas” (TPP, 1991, p.184), para la población, de condiciones 

infrahumanas, sin servicios públicos o en condiciones deficientes, miseria rodeada de riqueza y 

necesidades públicas insatisfechas.  

 

Para el TPP (1989) también se revelan cuestiones excepcionales o por lo menos no generalizables. 

Hay un sector cristiano católico que reivindica su actuación como ejercicio del Evangelio desde 

los principios de fraternidad, justicia y paz contra las ideologías antidemocráticas, anticristianas y 

negadoras de la participación ciudadana. El más fuerte es quizás el ejercicio de unidad de 23 

comunidades religiosas, institutos y asociaciones seculares que el 20 de febrero de 1988 crearon 

la Comisión Intercongregacional de Justicia y Paz y del boletín Justicia y Paz (TPP, 1989). 

Consideran su actuación como testimonio vivo de los valores evangélicos y la dimensión profética 

del ser auténtico cristiano. Entre ellos la violencia sufrida se clasifica como martirio y la sangre 

derramada como semilla del Reino, del Cristo solidario y liberador del Pueblo y como búsqueda 

del compromiso y el descubrimiento del rostro de Dios de la Historia en los sencillos y humildes 

(TPP, 1989). 

 

Según el TPP (1991) otro grupo son los movimientos políticos -Frente Popular, A Luchar, Unión 

Patriótica- que se identifican como movimientos de izquierdas legalmente establecidos y actuantes 

en el marco de la lucha democrática formal electoral y de protesta social. Todos tienen principios 

políticos, económicos y sociales alrededor de vida digna, igualdad de derechos, satisfacción de 

necesidades culturales, sociales y económicas, libertades políticas y garantías sociales, 

autodeterminación, soberanía, convivencia pacífica y solidaridad internacional. Declaran su lucha 

contra el fascismo, el sionismo, el racismo, las formas y prácticas que niegan los derechos del ser. 

Denuncian es su conjunto los procesos de exterminio, intimidación y aniquilamiento. Reclaman 

que se agregue a la definición de genocidio el elemento político, junto a los elementos étnico, 

racial y religioso. Condenan la persecución que sufren como arremetida de la extrema derecha en 

tanto alianza de las fuerzas militares con el paramilitarismo, el narcotráfico, las autoridades 

políticas y la estructura judicial. Se diferencian en su origen, la UP como “vehículo ideal para la 

desmovilización del movimiento guerrillero” (TPP, 1989, p.70), el Frente Popular en tanto 
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organización nacional de lucha contra la clase dominante que “ha creado un estado impunidad para 

defender y consolidar sus intereses económicos, políticos y sociales” (TPP, 1989, p.51), A Luchar 

como organización nacional para la toma del poder por vía de la revolución a través de la 

movilización social del poder popular.  

 

Ante el TPP (1991) se presenta el Partido Comunista Colombiano Marxista Leninista (PCCML) 

como organización política que declara su vinculación con el movimiento guerrillero armado EPL, 

asume que cree en todas las formas de lucha para la conquista del poder político, la construcción 

del socialismo y el avance hacia el comunismo. Su lectura de Colombia es que se vive un proceso 

de fascistización agenciada por Estados Unidos por vía de la Teoría de la Seguridad Nacional y la 

Doctrina de los Conflictos de Baja Intensidad (TPP, 1991). Entre los actores del poder hegemónico 

agrega a las clases dominantes interesadas en la sumisión, la explotación económica y la opresión 

política. Ratifican que combaten la exacerbación de la violencia antipopular, el terrorismo de 

Estado, la generalización de elementos de guerra civil y el odio de las fuerzas gubernamentales. 

Se compromete a respetar el DIH afirmando sus convicciones revolucionarias y su lucha por la 

democracia.   

 

Otro sector se articula alrededor de la organización sindical de diverso orden, la central, las 

federaciones regionales o de sector y los sindicatos. Tienen, en sus palabras, carácter unitario, 

pluralista y democrático, declarando su lucha como parte del movimiento social por condiciones 

de paz, bienestar, justicia social, el derecho a la vida y el “respeto a los derechos humanos” (TPP, 

1989, p. 199). FECODE con 200.000 afiliados plantea que la represión se asienta en un proceso 

de deslegitimación pública inicial que permite el paso a la violencia paramilitar y a la impunidad. 

Denuncia el caso de la publicación de la extrema derecha “IDEAS” (TPP, 1989, p. 251) de 

inspiración anticomunista, que en el texto de su objeto establece que analiza y señala la penetración 

comunista en Colombia, argumento bajo el que perfila a la revista Educación y Cultura de la 

organización sindical de los y las docentes, como expresión del comunismo internacional.  

 

Acuden a la audiencia en Colombia las organizaciones no gubernamentales de derechos humanos 

como el Comité Permanente de Derechos Humanos (CPDH) y la Fundación Comité de Solidaridad 

con los Presos Políticos (CSPP), con distintas seccionales y el Comité de Solidaridad de Derechos 
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Humanos de la Provincia de García Rovira. Y las organizaciones de víctimas como la 

Coordinadora Nacional de Damnificados de la Guerra Sucia, la Asociación de Familiares de 

Detenidos Desaparecidos por el Estado (CONADEGS)47, los Familiares de los Desaparecidos del 

Palacio de Justicia, el Colectivo de Presos Políticos de la Cárcel La Modelo y la Familia Ospina 

Ramírez. Investigan y denuncian los crímenes sufridos por sus familiares, realizan foros de diverso 

tipo y a la par establecen búsquedas como la tipificación de los delitos en la condición de tipos 

penales, los cambios en la justicia ordinaria y militar, el fortalecimiento de la institucionalidad 

defensora de los derechos humanos y del marco legal respectivo.  

 

Según el TPP (1989) para su quehacer, los mencionados anteriormente, adelantan trabajo en 

distintas áreas asistencia jurídica y social de presos políticos, educación en derechos humanos, 

recolección de información y trámite de denuncias. Expone el TPP (1989) que siendo una actividad 

de gran importancia la programación, la coordinación y el desarrollo del trabajo articulado de los 

organismos de derechos humanos y de damnificados por la guerra sucia. Reclaman que la Doctrina 

de Seguridad Nacional acude al “mentiroso argumento de la defensa de la civilización occidental 

y cristiana ante la amenaza del comunismo internacional, y los otros levantados en armas contra 

el ignominioso sistema de opresión” (TPP, 1989, p. 95). Junto a ello, las víctimas claman por 

respuestas eficaces por parte del Estado, a la vez que, consideran que en el Estado está instalada 

la capacidad destructiva de la delincuencia organizada, inmoral, despótica y cruel asociada a la 

industria, el agro y el narcotráfico (TPP, 1989). Las organizaciones de Derechos Humanos recogen 

una bandera que el Comité Permanente de Derechos Humanos, Seccional Antioquia, plantea como 

lucha contra el olvido y los demenciales y recurrentes ataques, indiscriminados y paranoicos con 

quien haga, intente, piense y recree el futuro, al olvido “nos queremos negar con palabras simples 

y veraces, con recuerdos fraternales y seguros con la memoria de tantos hombres y mujeres que 

han desaparecido” (TPP, 1989, p.158). 

 

Por otro lado, según afirma el TPP (1989), como el reclamo de memoria, justicia y dignidad de las 

organizaciones de derechos humanos y de víctimas, está la filosofía de Unidad, Tierra y Cultura 

 
47 Aparece un sujeto en la totalidad de denuncias y documentos presentados ante el tribunal: la víctima o las víctimas. 

Se clasifican según crimen: asesinato, secuestro, tortura, tratos crueles inhumanos y degradantes, desaparición forzada, 

viudas y huérfanos, genocidio, masacres o asesinatos colectivos. ASFADDES (TPP, 1989, p.10) a partir de su 

experiencia clasifica tres tipos de desaparecidos: absolutos, muertos con cadáver identificado, recuperados vivos. 
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del Consejo Regional Indígena del Cauca, CRIC, y de la ONIC. Se trata de procesos étnicos de 

resistencia y lucha pacífica contra la represión institucional y el paramilitarismo, los crímenes de 

lesa humanidad, la impunidad y la militarización. Las organizaciones indígenas establecen que el 

poder y la soberanía reside en las comunidades civiles y no en el poder militar, ni en el fuero 

militar. Las organizaciones indígenas reconocen que con los grupos guerrilleros no tienen 

problemas tan graves como con los militares y los paramilitares. La lectura y postura del CRIC se 

encuentra con la mirada de largo plazo de CONADEGS que denuncia al Imperio Español por el 

genocidio y etnocidio que inició en 1492 cobrando la vida de 9 millones de personas (TPP, 1989). 

 

La Fiscalía del TPP (1989) presenta su ponencia sobre los mecanismos de impunidad a partir del 

análisis y comprensión de la voz de las organizaciones sociales, sindicales, políticas y populares 

que testimoniaron en la audiencia.  

 

Desde varias décadas atrás, se ha denunciado la existencia en Colombia de violaciones a 

los derechos humanos, las cuales se aprecian en la base misma del orden social, económico 

y político vigente, que arroja a millones de ciudadanos a los linderos de la pobreza, la 

miseria, el hambre, la desnutrición y el desempleo, impidiéndoles la realización de una 

existencia digna. (TPP, 1989, p. 225) 

 

Según la Fiscalía del TPP (1989) el contexto predominante del poder en Colombia permanece a 

través de medidas de control social y preservación del orden a través de métodos de represión, 

cercenando libertades fundamentales como la de organización popular. El Estado ha negado las 

violaciones de derechos humanos o ante la imposibilidad de ocultarlas ha creado instituciones de 

derechos humanos que aceptan los hechos pero niegan que sean responsabilidad estatal e incluso 

culpan a las víctimas y las familias por no denunciar o negarse a testimoniar, soslayando la 

intimidación de los testigos en un entorno institucional de fortalecimiento del poder de los 

victimarios. A raíz de ello, clasifica los mecanismos de impunidad así: 1. Mecanismos propios de 

la preparación y ejecución de los crímenes, 2. Mecanismos de encubrimiento, 3. Mecanismos 

propios de la investigación: comunes, de la investigación disciplinaria interna, de la investigación 

disciplinaria de la Procuraduría, de la investigación penal (TPP, 1989). 
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La conclusión de la Fiscalía del TPP (1989) expresa que hay resistencia estatal a aceptar la 

obligatoriedad de sus responsabilidades con el DIDH. Señala que no hay voluntad política del 

Estado de respetar los derechos humanos, ni cumplir los tratados internacionales. Esto incluye la 

negativa sistemática a aceptar su responsabilidad en la configuración del paramilitarismo. A partir 

del estudio del Caso del Palacio de Justicia, la Fiscalía agrega con énfasis que hay un mecanismo 

de impunidad que se puede considerar como el más grave: 

 

La teoría de que, cuando es para la “defensa de las instituciones”, los principios del 

Derecho Internacional pasan a segundo plano. En el fondo lo que se propone es que existe 

una impunidad legítima. En otras palabras, se acepta que puede existir el delito o que 

existe de hecho el delito, pero que no debe ser sancionado porque supuestamente hay una 

prioridad absoluta de otro orden, que exonera de sanción a los culpables. (TPP, 1989, p. 

282) (negrilla y cursiva en el original) 

 

Siguiendo el debido proceso la comunicación con el Estado a través de carta dirigida a Emilio 

Aljure Nasser, Consejería Presidencial de Derechos Humanos, el 29 de septiembre de 1989, recibió 

como respuesta que el Gobierno Nacional no se haría presente porque en un contexto de fuerte 

presión internacional contra el gobierno, el TPP (1989) es un escenario predominantemente de 

acusación al Estado. El Procurador Delegado para los Derechos Humanos comisionó en dos 

funcionarios la presencia con el carácter de observadores. Así las cosas el TPP (1989) organizó la 

defensa de oficio a partir de la “recopilación sistemática de las posiciones públicas del gobierno 

colombiano frente al fenómeno de las violaciones de los Derechos Humanos” (TPP, 1989, p. 288).  

 

La defensa de oficio comienza con la definición de derechos humanos a partir de la declaración 

del presidente Virgilio Barco ante Amnistía Internacional. “Mi posición ideológica me lleva a 

defender sin reserva los derechos humanos tal como han sido definidos en los principales 

instrumentos y declaraciones internacionales que establecen los compromisos del Estado a este 

respecto” (TPP, 1989, p. 288), distinguiendo dos tipos: los que dependen de la voluntad de los 

responsables políticos y los que requieren una acción social compleja de largo aliento.  
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En el informe anual de 1989, se recoge que la Consejería Presidencial para la Defensa, Protección 

y Promoción de los Derechos Humanos destaca el plan gubernamental de economía social de 

rehabilitación social y lucha contra la pobreza absoluta, e igualmente, la consolidación de un 

estatuto legislativo básico de derechos humanos por parte de la democracia colombiana, arguyendo 

que su vigencia es amenazada por factores de violencia por tanto, cerrando su ejercicio. La misma 

reconoce dos problemas: los privilegios económicos y la intolerancia ideológica. Obstáculos reales 

para los derechos de primera y segunda generación, según conclusión de la Consejería 

Presidencial. Detallando la descomposición estructural económica, político-social y moral. 

Citando a Tirado Mejía (1988) en su respuesta a Amnistía Internacional el 27 de abril de 1988, 

extrae las categorías de terrorismo de extrema derecha y terrorismo de extrema izquierda, que le 

permite a Tirado Mejía (1988) afirmar que los funcionarios del Estado son intimidados por ambos. 

De Tirado Mejía cita el Gobierno su argumento de los “dos desafíos a la capacidad del Estado” 

(TPP, 1989, p. 290). Uno, mantener los conflictos ideológicos, políticos y económicos en los 

términos de una controversia civilizada. Dos, someter a los grupos de terrorismo organizado.  

 

Del Consejero Presidencial Emilio Aljure se destaca que comprende las “violaciones de derechos 

humanos” (TPP, 1989, p. 291) como un problema de educación, formas de violencia territoriales, 

pobreza e inequidad en la distribución del ingreso. Al revelar la violencia la ubica fuera del Estado 

en guerrilla, narcotraficantes y otras formas de violencia organizada. Reconociendo que en cuanto 

a la responsabilidad del Estado corresponde a funcionarios como casos específicos. Para Tirado 

Mejía (1988) es necesario sacar a los derechos humanos del gueto, rechazar la tesis de la 

complicidad estatal y reconocer la voluntad y el pensamiento democrático del Estado. Otros 

actores como la Procuraduría General de la Nación, el Ministro de Defensa y los mandos militares 

y de policía declaran que están formados, que educan en el tema y que son funcionarios de primer 

orden interesados en aclarar todos los crímenes. Citando al general Manuel Guerrero Paz, 

Comandante General de las Fuerzas Militares, la defensa de oficio cita sus palabras en Medellín 

el 1 de septiembre de 1988:  

 

Por otra parte, en la arena política, la subversión logró adueñarse de la bandera de los 

´Derechos Humanos´ que no consideran ni desde luego respetan, para ocasionar el 

desprestigio de la Fuerza Pública y presentarla ante la opinión pública nacional e 
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internacional como una fuerza absolutamente represiva, que violenta los derechos 

fundamentales de los derechos humanos, acusándolos de desapariciones, torturas y toda 

suerte de vejámenes contra la dignidad humana, señalando públicamente al Estado como 

un régimen despótico que patrocina oficialmente la violación sistemática de los derechos 

humanos, sindicaciones éstas, que desafortunadamente han encontrado eco en organismos 

internacionales y aún en medios de comunicación calificados de serios dentro de nuestro 

medio. (Guerrero Paz, como se citó en TPP 1989, p. 294) 

 

La defensa de oficio del Estado expone que el Gobierno Nacional ha indicado que la 

responsabilidad social es indirecta por no denunciar amplia y oportunamente. Y junto a ello, 

identifica las medidas tomadas contra la impunidad: suscribir los instrumentos internacionales de 

la ONU, dictar medidas de penalización de la tortura, medidas de protección, reforma a la justicia, 

creación del Cuerpo Técnico de Policía Judicial, recompensas, creación de la jurisdicción de orden 

público, medidas antiparamilitares, actualización de la Justicia Penal Militar y creación de 

organismos especializados de derechos humanos48.  

 

Adicionalmente, el TPP (1989) postula otras medidas como: reformas a las Personerías 

Municipales, Ley 11 de 1986, asignándole funciones de protección de los derechos humanos. 

Conformación del Grupo de Trabajo Interinstitucional en 1988 bajo la coordinación de la 

Consejería para los Derechos Humanos y con la presencia de ministerios, fuerzas de seguridad, 

procuraduría y un delegado del PNUD. Creación de la Jefatura Militar en el Urabá antioqueño el 

4 de abril de 1989. Alegando que éstas y otras medidas llevan a éxitos como la denuncia de 140 

grupos paramilitares en octubre de 1988, capturas de sicarios en gran número, investigaciones de 

masacres y genocidios e informes sobre organizaciones de sicarios, narcotraficantes y depuración 

de las Fuerzas Armadas a través del retiro de personas responsables de violar los Derechos 

Humanos (TPP, 1989).  

 

 
48 Procuraduría Segunda para la vigilancia judicial con funciones de protección de los Derechos Humanos en 

noviembre 15 de 1986, Oficina de Investigaciones Especiales de la Procuraduría en enero 27 de 1989, Consejería 

Presidencial para la Defensa, Protección y Promoción de los Derechos Humanos en noviembre 9 de 1987, que 

constituyó Comités Municipales de Defensa, Protección y Promoción de los Derechos Humanos a nivel municipal así 

(TPP, 1989, p.301): área pedagógica, área de promoción y divulgación, área internacional. 



 

 

275 

Pasa el TPP (1989) al examen del fuero militar a través de ponencia presentada por Eduardo Umaña 

Mendoza, quien analiza si el fuero militar es un mecanismo de impunidad. Concluye que ha sido 

y es el principal factor de impunidad en los Crímenes de Lesa Humanidad, pero que la 

responsabilidad no es exclusiva de las Fuerzas Armadas, sino de Gobiernos, Congreso, Rama 

Jurisdiccional, Partidos tradicionales y la Clase política y económica dirigente del país. Umaña 

Mendoza (1989) estudia la naturaleza del fuero militar y/o de la justicia penal militar, su evolución 

histórica nacional desde 1886, el ámbito del fuero militar o de los delitos cometidos en servicio 

activo y en relación con éste, pasando al examen de la estructura para la impunidad.  

 

La estructura de la Jurisdicción Penal Militar está asociada a la garantía de la defensa nacional 

actuando en estrecha relación con el Consejo de Política Económica y Social (CONPES). Es decir, 

como doctrina de la seguridad nacional, que en Colombia, según diversas publicaciones de la 

Revista de las Fuerzas Armadas y los informes al Congreso, ha acogido la Doctrina de Seguridad 

Nacional y las teorías de la Guerra de Baja Intensidad. Expresándose en dos acciones. Uno, 

entregar a los militares el poder de juzgar a civiles hasta el 5 de marzo de 1987, es decir, por más 

de treinta años. Dos, consagrando la impunidad de integrantes de las Fuerzas Armadas 

perpetradores de CLH en desarrollo de las teorías de Seguridad Nacional y Guerra de Baja 

Intensidad. “Paradójicamente en uno garantizando el castigo a los opositores, y en el otro la 

impunidad de los responsables de violaciones de derechos humanos” (TPP, 1989, p. 316). 

 

Al estudiar la evolución jurídica del debate en torno al fuero militar, para Umaña Mendoza (1989) 

hay un problema en la ambigüedad de la definición de actos de servicio, que sometida a “las 

circunstancias, necesidades e intereses políticos del poder en cada momento histórico” (TPP, 1989, 

p. 318), asigna a quien interpreta un alcance que le permite eludir la búsqueda de justicia en los 

casos de CLH. Esto obedece, según Umaña Mendoza (1989), a una interpretación extensiva del 

fuero militar en un Estado de estado de sitio de 40 años aproximadamente, dejando que solo los 

delitos cometidos en tiempos de paz fueran de conocimiento de la Justicia Penal Ordinaria.  

 

Según el TPP (1989), con los hechos del grupo paramilitar Muerte A Secuestradores (MAS), 

aunque la Procuraduría General de la Nación anuncia el paso a la Justicia Penal Ordinaria, el 

general que tenía la designación de Ministro de Defensa alegó que se haría en Tribunales 



 

 

276 

Castrenses, ordenando además que todo militar y policía donara un día de sueldo para defender a 

los militares involucrados con el MAS. El TPP (1989) afirma que los cambios impuestos por la 

Corte Suprema de Justicia de una interpretación restrictiva del fuero dada la degradación de 

derechos desde 1984 con los grupos paramilitares y el aumento de los CLH, significaron un gran 

avance, pero no garantizaron que el fuero militar dejara de ser un mecanismo de impunidad, porque 

el marco de interpretación no es homogéneo al punto de que en la mayoría de los casos no hubo 

colisión de competencias (TPP, 1989). Pero, peor aún, según el TPP (1989), los avances se 

anularon con el Código de Justicia Penal Militar, Decreto Ley 2550 de 1988 y las modificaciones 

al Código de Procedimiento Penal, Decreto Ley 1861 de 1989, porque incluye como acto de 

servicio todo delito común de un militar en servicio activo, sin el requisito de perturbación del 

orden público. Agregando que los CLH pasan a ser tipos penales castrenses: homicidio, tortura, 

detención arbitraria especial y supuesta desaparición. 

 

Avanzando en el análisis, Umaña Mendoza “identifica los casos representativos” (TPP, 1989, p. 

328) del fuero militar como factor de impunidad: el militar es juez y parte, el archivo de casos, la 

dilación indefinida del proceso, las absoluciones y sobreseimientos de los tribunales castrenses 

pese a abundantes pruebas, la justificación y legitimación por los tribunales castrenses de los CLH, 

los obstáculos a las investigaciones de la Justicia Penal Ordinaria y la imposición de la versión 

oficial de los autores de los CHL como única verdad procesal. 

 

Sumado a lo anterior, Umaña Mendoza (1989) identifica los casos en que el fuero militar se 

proyecta en la justicia ordinaria. Esto es cuando en la etapa preliminar cumplen funciones de 

policía judicial, la superioridad impuesta en el Ministerio Público del Procurador Delegado para 

las Fuerzas Militares sobre otros ámbitos de la Procuraduría General como la de Delegada para los 

Derechos Humanos. Sumando a estas acciones, el hecho de que el Ministerio Público se constituya 

como parte civil para efectos de resarcimiento al daño causado. La no investigación, la 

investigación insuficiente o la delegación por comisión de la investigación es factor de impunidad 

vía fuero militar (TPP, 1989).  

 

Particular peso tiene el Estado de Sitio como amplificador de la impunidad a través del fuero 

militar, pues con el argumento de la preservación del orden público alterado se amplían las 
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facultades de investigación y acción de las Fuerzas Armadas, incluyendo la afectación de la 

garantía de Habeas Corpus. Según Umaña Mendoza (1989), el poder disciplinario busca la buena 

marcha de la función pública, “el poder disciplinario constituye una herramienta de la 

administración misma para frenar los abusos de poder y las faltas a sus deberes de los agentes 

estatales” (TPP, 1989, p. 347). Sin embargo, como el poder disciplinario es de orden del poder 

jerárquico o del superior así como de supervigilancia administrativa o de procuraduría, en el caso 

de militares y policías se ve afectado por la solidaridad del espíritu de cuerpo en términos del 

ejercicio del poder jerárquico y por la delegación en los mismos superiores de la puesta en práctica 

de la decisión de la supervigilancia administrativa que la procuraduría no puede ejercer 

directamente.  

 

Umaña Mendoza destaca una evolución importante en el “funcionamiento real de la Procuraduría” 

(TPP, 1989, p. 353) en relación a reprimir las violaciones a los derechos humanos: de pasividad 

total o de bolsillo hasta 1982, de opinión en el periodo de Carlos Jiménez Gómez puesto que, 

denunció y acusó pero sin acción disciplinaria alguna, de investigaciones disciplinarias por los 

CLH bajo Carlos Mauro Hoyos Jiménez y Horario Serpa Uribe, considerando que el cambio 

obedeció al papel de la Comisión Permanente de Derechos Humanos de la Procuraduría, “en la 

cual tienen asiento varias Organizaciones Nacionales de Derechos Humanos, que empezaron a 

fiscalizar la actividad misma del Ministerio Público, y a dinamizar fundamentalmente las acciones 

e investigaciones disciplinarias” (TPP, 1989, p. 353), sin que ello signifique que haya una política 

clara y consecuente de castigo por los CLH, menos cuando la facultad de supervigilancia 

administrativa disciplinaria cae en la Procuraduría Delegada para la Fuerzas Militares y para la 

Policía Nacional que hasta 1983 tenía como requisito designar a un oficial general o de insignia.  

 

Umaña Mendoza (1989), como parte del Colectivo de Abogados José Alvear Restrepo, analiza la 

relación del poder legislativo y el poder ejecutivo con el fuero militar. Concluye que si bien no 

tienen funciones de sanción disciplinaria o judicial, tienen gran responsabilidad porque no cumplen 

con su obligación de castigo a los responsables de los CLH por falta de voluntad política. En el 

caso del legislativo, al no regular los aspectos del servicio público de la carrera militar, no actuar 

con rigor al aprobar e improbar ascensos militares, no acusar a altos funcionarios del poder 
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ejecutivo por conductas activas y omisivas violatorias de la Constitución, no ejercer control 

político, ni expedir leyes que garanticen la vigencia de los derechos humanos (TPP, 1989).  

 

En el caso del ejecutivo al no ejercer con criterio la facultad discrecional de libre nombramiento y 

remoción con relación a las Fuerzas Armadas, marginando del servicio a violadores de los derechos 

humanos. Cabe al ejecutivo la decisión de profundas implicaciones de la facultad del ejecutivo de 

ser legislador de excepción, definiendo extensos periodos de Estado de Sitio, ampliando el fuero 

militar y creando normas favorables a la impunidad, bien porque es flexible ante sus actuaciones 

o porque otorga facultades represivas a las Fuerzas Armadas. Umaña Mendoza (1989) concluye 

que para luchar contra la impunidad es imprescindible un no al fuero militar y un sí a una justicia 

imparcial para juzgar a integrantes de las Fuerzas Armadas. Esto si se quiere o aspira a un “nunca 

más” (p.365) de asesinados, torturados, mutilados y desaparecidos49. A modo de síntesis Umaña 

Mendoza (1989) afirma que en Colombia no hay democracia. 

 

El TPP (1989) la parte de la sesión sobre Colombia se dedica a estudiar el papel de los medios de 

comunicación en el encubrimiento e impunidad de los CLH. Parte de la indicación que la “mayoría 

de los medios periodísticos colombianos que promueven y defienden los intereses de los grupos 

dueños del poder económico, político y social, cohonestan en muchas ocasiones y de distintas 

maneras la impunidad” (TPP, 1989, p.397), aunque destaca su denuncia de los crímenes del 

narcotráfico. En la práctica, dice el ponente, Doctor Cristóbal González del Colegio Nacional de 

Periodistas, que lo peligroso es una actitud consistente en ignorar hechos y conductas que 

involucran a funcionarios del Estado. Incluyendo estrategias de desviar la atención e impartir 

absoluciones con el ardid de que atacar al gobierno es atacar la lucha contra el narcotráfico.  

 

La prensa tiene el papel de fiscal público y de denuncia, lamentablemente en Colombia, denuncia 

unas cosas pero otras no. No investiga sobre todo si involucra a funcionarios del Estado y militares. 

Investiga si involucra a personas ideológica y políticamente adversas al Gobierno y al Estado. 

Según el TPP (1989), la prensa colombiana no cumple con los códigos internacionales de ética 

 
49 Enseguida se presenta un debate entre un general retirado que hace la defensa del fuero militar y de un profesor que 

diserta sobre el mismo. Umaña Mendoza se reafirma en sus postulados. Y el militar y el profesor indican la carga 

subjetiva del abogado, quien a su vez los acuso acusó de subjetividad y también arguye que se está ajustando al análisis 

y comprensión de los hechos 
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periodística de la UNESCO, especialmente, en la denuncia de atentados contra los derechos 

humanos. Al respecto, se identifican en los medios de comunicación cinco maneras de cohonestar 

con la impunidad:  

 

a. Callando o no investigando por no denunciar hechos y situaciones que se conocen en 

todo o en parte. 

b. Desviando la atención sobre otros personajes o hechos, para que caiga un manto de 

olvido sobre los hechos y protagonistas que no se quiere denunciar. 

c. Tergiversando las versiones de los hechos. 

d. Avalando y absolviendo actitudes de personajes determinados que, a todas luces, si no 

son culpables técnicamente, si lo son moral y políticamente, y 

e. Diciendo verdades a medias. (TPP, 1989, p. 401) 

 

El TPP (1989) afirma que sobre esta base se analiza la culpabilidad de los medios de comunicación 

por no investigar, por desviar la atención y por absolver y avalar actitudes y actuaciones de 

personajes con responsabilidades morales y políticas. Se estudian casos donde se evidencia el 

silencio de la prensa y la manipulación de información, evidenciando intenciones diferenciadas en 

las preguntas a las personas entrevistadas, así mismo, ambigüedad en las preguntas, selección 

conveniente de entrevistados, afirmación narrativa y legitimación de la voz y opinión de los 

sectores dominantes. También con edición para acusar a sectores de la oposición y de las fuerzas 

disidentes legales e ilegales.  

 

Otro tema analizado por el TPP (1989) es el tratamiento de las fuentes, en ello se encuentra que se 

construye una narrativa ambigua sobre los responsables o parcializada hacia señalar a la guerrilla 

y a sectores de oposición legal. Junto al análisis sesgado de los documentos oficiales, está la 

selección de fuentes que corroboran la postura oficial y la hipótesis periodística, adicionalmente, 

esto se refuerza con la administración del tiempo a favor de sectores del poder hegemónico.   

 

Según el TPP (1989), los testimonios usados por los medios de comunicación resaltan el presente 

de progreso ante un pasado de pobreza, descollando el papel empresarial y su bondad, a la par que, 

se condena a los sindicatos como parte de la guerrilla y por lo tanto, responsables de la violencia. 
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En síntesis, al analizar “el tratamiento de lo noticiable, el manejo de fuentes, el tipo de preguntas, 

la confrontación histórica y las concepciones ideológicas que subyacen en la producción noticiosa” 

(TPP, 1989, p. 459) se concluye que los programas periodísticos ocultaron la historia, tergiversaron 

los conflictos sociales, maquillaron las relaciones entre sectores y clases sociales y obrero 

patronales de contratación, salarios, horarios, sindicalización, y al tiempo, ocultaron la 

responsabilidad de los CLH.  

 

Así mismo, según el TPP (1989), considerando el perfil de los medios y los periodistas, se trata de 

medios de comunicación que a través de estratagemas como la equiparación de responsabilidades 

de la subversión de derecha e izquierda, el trato benevolente a la derecha y el paramilitarismo, la 

condición de víctimas de los grandes propietarios, el heroísmo de militares y funcionarios, la 

difuminación de responsabilidades y el argumento de las responsabilidad de algunos integrantes 

de las instituciones y la existencia de una Estado débil y casi víctima, realizan programas 

favorables a la impunidad y a la perpetuación del status quo. La investigación demuestra que los 

objetivos explícitos de los programas analizados giraron en torno a defender el capitalismo de paso 

manteniendo y fomentando la impunidad (TPP, 1989).  

 

Cerrando el análisis sobre los medios de comunicación al servicio del establecimiento, se le 

concede la palabra a la defensa de oficio puesto que ningún periodista, propietarios y directores de 

prensa, radio y televisión, aceptó expresar sus puntos de vista en el TPP de 1989. Para ello, según 

el TPP (1989) la defensa recopiló noticias, editoriales y opiniones publicadas por representantes 

de los medios. Decide hacer una explicación histórica del comportamiento de la “Gran Prensa” 

(TPP, 1989, p. 516). Indica la censura a niveles de incendiar las sedes de algunos periódicos por 

parte del partido en el poder contra los medios del partido derrotado.  

 

Lo que pasó a censura de los medios de ambos partidos durante la dictadura de Rojas Pinilla. 

Durante el Frente Nacional y el surgimiento de las guerrillas antisistema, los medios como parte 

del Estado, comprendiendo que este es también las instituciones, “se colocaron al lado de la 

legalidad, la institucionalidad y decidieron rechazar las informaciones provenientes de los grupos 

colocados al margen de la ley y el orden” (TPP, 1989, p. 517). El diario El Espectador justificó 

esta decisión como parte de la misión de los medios de defender la paz, los pueblos y castigar a 
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los delincuentes, velando por las comunidades. Según el TPP (1989),  la Asociación de Medios de 

Comunicación (Asomedios), más 14 programadoras de televisión y 12 cadenas y emisoras radiales 

adoptaron un Código de Autorregulación sobre violencia y terrorismo. Aunado a amenazas abiertas 

y sutiles del poder ejecutivo de imponer censuras, sobre todo cuando por afán de impacto noticioso 

o principios han denunciado delitos que involucran a militares. Para el TPP (1989), la conclusión 

de la defensa de oficio de los medios de comunicación advierte que si han callado sobre las 

violaciones de derechos humanos o han informado erróneamente, es porque la fuente más 

confiable, es decir, la oficial, ha suministrado tales informaciones. 

 

En resumen, los medios de comunicación en Colombia ejercen un rol principal en la 

defensa de la institucionalidad, en la orientación de la opinión pública. La autorregulación 

ha sido escogida como forma de garantizar que no se hará eco a aquellos individuos o 

fuerzas que se enfrenten al Estado, y como una forma de prevenir la censura que se cierne 

como una posibilidad constante si, en lugar de libertad, se ejerce un libertinaje de 

información. (TPP, 1989, p.521) 

 

Los jueces del TPP (1989), escuchadas las partes y sopesada la información, deciden que el 

“Estado colombiano debe ser llamado a juicio, dentro del proceso a la impunidad de Crímenes de 

Lesa Humanidad en América Latina” (TPP, 1989, p. 544). 

 

Años más tarde, el Tribunal Permanente de los Pueblos (TPP) adelanta entre los años 2006 y 2008 

un conjunto de audiencias sobre la responsabilidad de las multinacionales, la explotación de los 

recursos naturales y la Guerra Sucia en Colombia. En el cuerpo de la convocatoria se advierte de 

la dificultad de la defensa de los derechos humanos en el mundo, dada la consolidación de una 

lógica de producción donde la institucionalidad multilateral desaparece, mientras las empresas 

multinacionales o transnacionales ganan mayor poder. Esta vez el foco de investigación y acción 

del TPP (2008) revisa si las empresas transnacionales presentes en Colombia están involucradas 

con la violación de los derechos humanos en articulación con las estrategias de Estado definidas 

por las políticas hemisféricas para garantizar la seguridad de las grandes inversiones de capital y 

sus planes empresariales.  

 



 

 

282 

Por otro lado, el TPP (2021) se reúne respecto de Colombia para juzgar el caso de Genocidio 

político, impunidad y crímenes contra la paz en Colombia. Con el liderazgo de Javier Giraldo 

Moreno, S. J., Director del Banco de Datos de Derechos Humanos, CINEP PPP, la sentencia se 

publica en Bogotá en junio de 2021. Esta solicitud fue enviada en abril de 2020 por varias 

organizaciones y personas que trabajan en defensa de los derechos humanos desde su quehacer de 

artistas, estudiosos, personalidades políticas o desde sus organizaciones sociales, políticas, 

sindicales, académicas y de víctimas.  

 

En el desarrollo del tribunal, se mencionan las sentencias anteriores en las cuales se indicaba a 

finales de los ochenta e inicios de los noventa que pese a la formalidad democrática en Colombia 

se presenta a lo largo de los años una “inusitada y persistente ejecución de crímenes de lesa 

humanidad” (TPP, 2021, p. 13). En el nuevo milenio, se denuncia en el marco de las 

investigaciones del tribunal sobre las empresas trasnacionales que en el país se presentan prácticas 

genocidas orientadas a reprimir y exterminar a la oposición, a comunidades campesinas, indígenas 

y afrodescendientes, a movimientos estudiantiles, sindicatos, a movimientos y partidos políticos, 

a líderes sociales y defensores de derechos humanos y las mujeres, contra las cuales se han ejercido 

las formas más brutales de violencia.  

 

El análisis de los hechos, el TPP (2021), permite demostrar que los pueblos indígenas son 

identificados como enemigo interno. Al analizar el caso de los pueblos indígenas en el largo plazo 

remontándose a la invasión y conquista europea del continente, la conclusión valida la continua 

lógica genocida. De la misma manera, al comprender la historia de los pueblos negros y de la 

población afrodescendiente se evidencia que existe “un proceso histórico en el que se viene 

consumando una trama de etnocidio, limpieza étnica y genocidio contra el grupo de población 

negra” (TPP, 2021, p. 30), siendo considerado el otro negativo que es necesario eliminar. Al 

recorrer los hechos narrados por las organizaciones campesinas, la conclusión es similar a lo dicho 

en términos de extendidas prácticas genocidas contra el campesinado en todos los territorios de 

Colombia donde están presentes, sobre todo por la relación con uno de los principales problemas 

de la realidad nacional, “el de la tenencia y uso de la tierra” (TPP, 2021, p. 33).  
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Al abordar el análisis de la historia del sindicalismo en Colombia el TPP (2021) ratifica la 

persecución asociada a los objetivos, las concepciones y las prácticas del sindicalismo. Cuando la 

organización obrera amenaza los intereses de las empresas u otras formas de concentración de 

riqueza, opera una alianza entre élites económicas y el Estado que se traduce en la eliminación 

sistemática de los liderazgos sindicales, la persecución a sus bases y el debilitamiento de sus 

organizaciones. “Los manuales militares que guían la denominada “guerra contrainsurgente” en 

Colombia incluyen como parte integrante del “enemigo interno” a los sindicatos y a las centrales 

obreras” (TPP, 2021, p. 46). 

 

Los movimientos políticos son otro actor de la historia colombiana que según la comprensión del 

Tribunal Permanente de los Pueblos (2021) han sufrido una sistemática política de persecución y 

aniquilamiento. Para el TPP (2021) entre los movimientos políticos perseguidos debe incluirse al 

Movimiento Gaitanista, al Partido Comunista Colombiano y Juventud Comunista Colombiana, a 

la Unión Patriótica UP, a A Luchar, a Marcha Patriótica, al Frente Popular y a la Unión Nacional 

de Oposición UNO. Entre ellos debe considerarse a quienes abandonaron la lucha armada para 

convertirse en movimientos políticos que aspiran a la conquista del poder por las vías legales y 

democráticas. La respuesta dada por el Estado de Colombia a quienes han firmado acuerdos de 

paz se revela con toda su dureza en la sistemática persecución y aniquilamiento que han sufrido 

quienes dejaron las armas, claro y doloroso ejemplo es el de los firmantes de paz del Acuerdo de 

La Habana y en el pasado el caso de la Alianza Democrática M-19 (TPP, 2021). 

 

Los líderes y lideresas sociales son un sujeto perseguido a lo largo de todas las décadas. En caso 

de las organizaciones de derechos humanos es representativo. “Colombia tiene el mayor número 

de defensores de derechos humanos asesinados en América Latina” (TPP, 2021, p. 67). Con la 

paradoja de que los asesinatos y otros crímenes contra estos sujetos aumenta en los años posteriores 

a la firma de acuerdos de paz. Para el TPP (2021) es necesario y así procede, diferenciar el impacto 

en las mujeres. 

 

Las mujeres defensoras de los derechos humanos son especialmente vulnerables y a 

menudo enfrentan riesgos y obstáculos adicionales y diferentes que son de género, 
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interseccionales y moldeados por estereotipos de género e ideas y normas profundamente 

arraigadas sobre quiénes son las mujeres y cómo deberían ser. (TPP, 2021, p. 70) 

 

Por otro lado, según el TPP (2021), las universidades han cumplido un papel fundamental en los 

procesos de organización de la sociedad colombiana, en especial las universidades públicas. 

Habida cuenta de sus acciones de protesta o la participación de universitarios y universitarias en 

distintos movimientos y organizaciones sociales, la lectura sobre la lucha estudiantil por parte del 

Estado de Colombia, a juicio del análisis del TPP (2021) es que desde el establecimiento la mayoría 

de las acciones de los y las estudiantes se califican como insurgentes, guerrilleras y comunistas. 

 

Los considerados enemigos del Estado de Colombia cuando son llevados a las cárceles 

colombianas y no torturados, asesinados y desaparecidos, se enfrentan a condiciones de violencia 

extrema y crisis humanitaria profunda. Explica el TPP (2021) que muchos de los perseguidos por 

el Estado colombiano logran evitar la persecución y represión huyendo del país, pero su condición 

de exiliados no les evita sufrimientos.  

 

Este proceso de migración forzosa motivado por la persecución política, el conflicto 

armado, o la violencia racial, religiosa y de género, obliga a los migrantes a establecerse 

en otros países en condiciones precarias, con ruptura de vínculos con sus familias, sus 

colectivos de pertenencia, y con el abandono de territorios, viviendas, relaciones, espacios 

de participación y proyectos de vida. (TPP, 2021, p. 74) 

 

Otro sujeto de derechos que todas las personas declarantes ante el Tribunal Permanente de los 

Pueblos (2021) identifican es la naturaleza, la madre Tierra, el río o el territorio. Sus testimonios 

y los documentos que presentan exponen que una de las víctimas de la política estatal en Colombia 

es el medio ambiente. 

 

En las audiencias se ha insistido con frecuencia en que tras el despliegue de la violencia y 

el terror para obligar a las comunidades a abandonar las tierras en las que siempre han 

vivido estaban los intereses de grandes empresas agroindustriales, ganaderas o extractivas, 
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que se han apresurado a ocuparlas para poner en marcha distintos proyectos con graves 

impactos ambientales. (TPP, 2021, p. 74) 

 

Para el Tribunal Permanente de los Pueblos (2021) las lógicas de violencia genocida contra el 

pueblo colombiano deben explicarse atendiendo elementos relacionados con las cuestiones que 

denomina la profunda raíz histórico-geográfica de la violencia de la propiedad latifundista, la raíz 

geopolítica a través del acceso militar, económico, político y cultural de los Estados Unidos en 

Colombia y América Latina.  

 

Indicadas las dos raíces anteriores el tribunal identifica varias olas crecientes y un tsunami de 

violencia en Colombia. La primera ola de violencia de 1812 a 1899 (TPP, 2021) se caracteriza por 

el odio entre los partidos Conservador y Liberal, que desemboca en la segunda ola o Guerra de los 

Mil Días con 100.000 muertos, la devastación económica de la nación y la pérdida de Panamá. La 

tercera ola corresponde al periodo 1919 y 1948, para el TPP (2021) en este periodo la tensión 

obedece a la relación conflictiva entre desarrollo del capitalismo, proceso de proletarización de la 

población colombiana, imposición de realidades de súper explotación a los sectores obreros 

urbanos y rurales y a las luchas que la población emprende contra el autoritarismo, la violencia y 

el imperialismo de la oligarquía nacional y los Estados Unidos.  

 

La cuarta ola de violencia se presenta entre 1946 y 1958 con la persecución sistemática del 

movimiento gaitanista, la imposición de la agenda anticomunista estadounidense y la dictadura 

militar a través del General Gustavo Rojas Pinilla. La solución a través del Frente Nacional, como 

acuerdo entre los dirigentes de los Partidos Liberal y Conservador, para la alternancia en el poder 

y la distribución de la burocracia estatal y el presupuesto público, es según lo expone el TPP (2021) 

la razón por la cual se presenta la quinta ola de violencia entre los años 1960 a 1982. La novedad 

de este periodo es el paso de la represión contra la huelga y los líderes antinorteamericanos, hacia 

el interés estadounidense de “despejar grandes superficies territoriales con recursos naturales o de 

significado geoestratégico” (TPP, 2021, p. 90), introduciendo de lleno la Doctrina de Seguridad 

Nacional y la concepción del Enemigo Interno para todo aquello que pueda asociarse directa e 

indirectamente a la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas URSS y otra expresión del 

comunismo o el socialismo internacional.  
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En este mismo periodo surgen los grupos guerrilleros, en una primera y segunda generación. En la 

primera aparecen los grupos más grandes vinculados ideológicamente a la URSS, China y Cuba 

con sus respectivas revoluciones, pero cuya motivación interna es la respuesta a la represión contra 

zonas campesinas y organizaciones obreras. “La segunda etapa guerrillera corresponde a un 

momento en que comienza a prosperar el narcotráfico dentro de la economía colombiana” (TPP, 

2021, p. 90). 

 

Entre 1982 y 2010 se presenta “la sexta y peor ola de violencia” (TPP, 2021, p.c92). En tres décadas 

se presenta un crecimiento inigualable del poder del narcotráfico y de la mano de este fenómeno 

del crimen organizado, la corrupción gubernamental y el paramilitarismo de Estado. Se recrudecen 

las operaciones contrainsurgentes y hay degradación de acciones y liderazgos guerrilleros.  

 

Hoy resulta claro que, en el caso de Colombia, el narcotráfico sirvió no sólo para derrotar 

a los enemigos del latifundismo y la entrega de la soberanía del país, sino también para 

expandir como nunca los territorios de la élite latifundista, particularmente en el cultivo de 

la coca, la palma africana y otras plantaciones, así como en la expansión de la extracción 

minera. (TPP, 2021, p. 93) 

 

Ante los hechos el Tribunal Permanente de los Pueblos (2021) juzga la realidad de Colombia 

considerando como su marco jurídico las resoluciones de Naciones Unidas sobre el Genocidio, el 

marco de derecho internacional sobre crímenes de guerra y crímenes contra la humanidad y las 

obligaciones de Colombia en relación con los crímenes internacionales y con los tratados de 

derechos humanos de la ONU y la OEA. A su vez, el TPP (2021) analiza la excepcionalidad que 

permiten los procesos de negociación para reclamar contra las incoherencias de las negociaciones 

entre la guerrilla y el Estado de Colombia. 

 

Es preocupante que varias graves violaciones a los derechos humanos no hayan sido 

incluidas en la lista de crímenes excluidos de la amnistía, como las penas o tratos crueles, 

inhumanas o degradantes, la esclavitud o la reducción al estado de servidumbre, y las 

persecuciones por motivos políticos, raciales, religiosos o étnicos. (TPP, 2021, p. 111) 
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Lamentando que el Proceso de Paz no considera el genocidio contra el Pueblo Colombiano, el TPP 

(2021) propone la categoría genocidio continuado para referirse a la destrucción y aniquilamiento 

que desde mediados del siglo XX hasta el siglo XXI se empeña en no dejar piedra sobre piedra de 

un proyecto con ciertas características referidas a un interés político común. 

  

Ese proyecto político se caracteriza por el intento de transformación de los patrones 

identitarios en Colombia, lo cual refiere a características étnicas (como en el caso de los 

pueblos originarios y los pueblos afrodescendientes), características eminentemente 

políticas (como en el caso de los partidos de oposición o movimientos insurgentes) y otras 

especificidades en la construcción de los lazos sociales del pueblo colombiano, como en el 

caso de la relación con la tierra (que afecta a los procesos de persecución del movimiento 

campesino), o con el trabajo (que afecta a los procesos de persecución del movimiento 

sindical). Ello sin dejar de reconocer las profundas y complejas interrelaciones entre estos 

actores y grupos, que le otorga a todo el proceso un carácter político innegable, pero que 

solo puede comprenderse en sus modos de articulación como un intento de largo aliento de 

destrucción y reorganización parcial del grupo nacional colombiano. De allí la 

caracterización del proceso como “continuado” o “de larga duración”. (TPP, 2021, p. 113) 

 

Desglosando, el genocidio continuado que propone el TPP (2021) se materializa en la destrucción 

parcial del grupo nacional colombiano, esto es, de todos aquellos que puedan calificarse como 

objeto de las políticas contrainsurgentes. Esto involucra otra faceta del genocidio continuado, la 

eliminación de grupos específicos del grupo nacional colombiano. El soporte ideológico del 

genocidio continuado se encuentra en la definición del enemigo y los elementos de la doctrina 

contrainsurgente. Llevando a este marco de comprensión a quienes proponen a una identidad 

alternativa a la identidad nacional hegemónica y a población civil que se opone a la dominación 

hegemónica. De ello resulta la necesidad de métodos de control y acción para los enemigos y de 

cooptación paramilitar de la población civil.  

 

La Doctrina de Seguridad Nacional en América Latina necesitó construir un otro 

negativizado para la destrucción de los lazos de paridad. Ese otro fue caracterizado como 
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“enemigo interno” y tuvo modos particulares de nominación en cada país de la región, de 

acuerdo a la situación y al conflicto social: “guerrillero”, “delincuente subversivo”, 

“vándalo” o, también, los integrantes de ciertos colectivos étnicos, sociales o políticos. El 

“enemigo interno” podía ser pasivo o activo, se podía adscribir a una organización 

considerada subversiva, podía simpatizar con la misma, no tener vinculación alguna con 

ella o incluso oponérsele. Todos eran susceptibles de ser ubicados por el perpetrador dentro 

de la categoría de enemigo, como ilustra la diversidad de víctimas asesinadas en el contexto 

de los crímenes de Estado en Colombia. (TPP, 2021, p. 129,130) 

 

Para el TPP (2021) en el caso colombiano el genocidio no corresponde a una reacción sino a una 

construcción de un proyecto de reorganización del Estado y la sociedad colombiana. Un proyecto 

que requería llevar a cabo innumerables violaciones de derechos humanos que de modo sistemático 

y generalizado impusieron el terrorismo de Estado. Un proyecto que requería desde el inmenso 

poder del establecimiento estatal dominado por las élites política, económica, cultural y militar, 

construir una versión de la verdad y una polarización entre sectores de la población colombiana, 

el grupo nacional de los buenos o nosotros y el grupo nacional de los malos o ellos. Se acudió a lo 

largo de setenta o más años a “crímenes de guerra y crímenes de lesa humanidad” (TPP, 2021, p. 

135), estrategias de apropiación y control del territorio e “impunidad en la persecución de crímenes 

graves contra los derechos humanos” (TPP, 2021, p. 149). 

 

En la sentencia el TPP (2021) declara culpables a los gobiernos de Colombia por su 

responsabilidad en: i. La comisión de un genocidio continuado dirigido a la destrucción parcial del 

grupo nacional colombiano, ii. La comisión de crímenes de lesa humanidad y crímenes de guerra, 

iii. El incumplimiento de sus obligaciones de prevención, investigación y sanción del genocidio, 

los crímenes de guerra y los crímenes de lesa humanidad, iv. La adopción de doctrinas militares y 

estrategias de seguridad basadas en la existencia de un enemigo interno, v. La expulsión de 

millones de personas de sus tierras, vi. La afectación grave de los territorios y de los ecosistemas, 

vii. El componente de racismo institucionalizado que denota la especial victimización de las 

comunidades indígenas y afrodescendientes, viii. La actividad de los grupos paramilitares, ix. El 

desprestigio, la deslegitimación y la estigmatización de cualquier reivindicación social 

significativa y de las personas o colectivos que la apoyan, x. La utilización indebida del derecho 
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penal para criminalizar a las personas y grupos y, xi. El incumplimiento de los compromisos 

adquiridos en todos los Acuerdos de Paz. 

 

El trabajo del TPP ha puesto en evidencia, con los límites de esta síntesis inevitable, cuánto 

y cómo la historia del genocidio continuado de los pueblos de Colombia es, al mismo 

tiempo, memoria y representación de la historia que toca a fondo, a pesar de las diferencias 

materiales de actores y contextos, a los pueblos del mundo. En la larga trayectoria del TPP, 

quizás nunca como en esta sesión se ha hecho clara la necesidad de que, aún más en un 

mundo global, sean los pueblos con sus luchas, tan diversas y tan complementarias, los 

sujetos que pueden investigar, experimentar, compartir un derecho, de los pueblos y de la 

tierra, a medida de los desafíos vitales de los tiempos que se viven. (TPP, 2021, p. 177) 

 

El TPP (2021) declara como culpable a los Gobiernos de los Estados Unidos desde 1946, “la 

exportación de la ideología criminal que avala la consideración de parte de la población como 

enemigo interno, el paramilitarismo, la represión de la oposición política y social y la tortura en 

América Latina” (TPP, 2021, p.169) y por su apoyo decisivo a los gobiernos de Colombia. Se 

extiende la declaración de culpables a las empresas nacionales y transnacionales que participaron 

en la violación de derechos humanos. Finalmente frente a la lógica del genocidio continuado la 

conclusión general del Tribunal Permanente de los Pueblos es la necesidad de la creación de un 

derecho de los pueblos y de la Tierra. Los Derechos de los Pueblos convergen con los Derechos 

Humanos, pero como concepto subordinado. No en tanto inferioridad de uno u otro, sino en tanto, 

los de los Pueblos se inscriben al plano de las identidades nacionales, mientras los Derechos 

Humanos están asociados al plano de la persona humana en relación con su familia, sociedad y 

nación. Para los Derechos de los Pueblos el sujeto es la nación, para los derechos humanos el sujeto 

es la persona (TPP, 2021).  

 

En este aparte se presentó el concepto de derechos humanos desde las organizaciones que se 

articulan en la Liga por la Liberación de los Pueblos. Este movimiento desarrolla un análisis de la 

impunidad en los crímenes de lesa humanidad, de las multinacionales y del genocidio en 

Colombia, proceso que realiza desde los años ochenta del siglo XX hasta lo corrido del siglo XX. 

Su concepto de los derechos humanos se inscribe al DIDH pero su perspectiva política está por 
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fuera de la institucionalidad del sistema Naciones Unidas, porque su interés se ubica en los 

pueblos. Concibe a los Estados como estructuras de violencia institucional, parainstitucional y 

extrainstitucional en función de la defensa de la civilización occidental y de la doctrina cristiana.  

 

5.5. Conclusiones 

 

En Colombia en la segunda década del siglo XXI existe un sujeto colectivo distinto al Estado, pero 

que encarna de manera permanente, sistemática y generalizada la investigación, educación, 

exigibilidad, defensa y promoción de los derechos humanos. El movimiento de derechos humanos 

es real y fuerte aunque no tiene el poder del Estado, ni acceso al control de recursos como los 

gobiernos nacionales, regionales y locales. Se extiende por toda la geografía nacional y donde no 

haya presencia directa, envía a sus organizaciones, y si esa presencia se requiere en cualquier parte 

de América Latina o el mundo, ahí llega a través de sus redes internacionales. En el siglo XXI su 

voz tantas veces negada a sangre y fuego es ineludible porque su carácter de interlocutor legítimo 

fue ganado y establecido a fuerza de sus resistencias, logrando posicionarse ante el mundo como 

referente ético de la sociedad y la humanidad.  

 

En 1948 cuando nacían la ONU y la OEA, en Colombia no había organizaciones de derechos 

humanos en el sentido de organizaciones de la sociedad civil cuyo referente de acción sea el 

conjunto o una parte del DIDH. Existían diversos procesos sociales organizados por sectores con 

interés de movilizarse políticamente por sus derechos. Hubo quien acudió a las vías institucionales 

y los que optaron por las vías de las insurgencias armadas, también quienes apostaron por trabajar 

de manera autónoma al Estado legal o a los proyectos revolucionarios. Un antecedente lejano del 

trabajo por los derechos humanos es el quehacer como abogado, profesor e intelectual Eduardo 

Umaña Luna. En la memoria nostálgica de viejos integrantes de ONG como el Comité de 

Solidaridad con los Presos Políticos (CSPP) y el Colectivo de Abogados José Alvear Restrepo 

(CAJAR) se le recuerda como el profesor de la Facultad de Sociología de la Universidad Nacional 

que en la plazoleta, en las precarias oficinas y en los tribunales les enseñaba de los derechos 

humanos y les convocaba a trabajar por los mismos.  
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En los años de los sesenta y setenta e incluso ochenta esos embriones de trabajo por los derechos 

humanos enfrentaban un ambiente ideológico cargado de estigmatizaciones sobre la pertenencia a 

las guerrillas. Especialmente, porque el momento exigía que quien asumiera la chifladura de los 

derechos humanos, según expresión de Umaña Luna, necesariamente tenía que comprometerse 

con la defensa jurídica y humanitaria de personas detenidas por pertenecer a las insurgencias 

armadas, en un alto número de casos detenidas en los teatros de operaciones, pero también la 

defensa de personas detenidas en el marco de desarrollo de operaciones de inteligencia bajo las 

cuales el Estado argumentaba tener las pruebas para acusarlas y procesarlas por los delitos de 

rebelión, asonada u otros de carácter político y en peor de los casos, por el crimen de terrorismo.   

 

Eduardo Umaña Luna en espacios formales e informales de conversación convocaba a estudiantes 

y profesionales a estudiar la sociología jurídica desde el tema de los derechos humanos, con su 

discurso académico generalmente complejo aportaba poco a poco elementos conceptuales y datos 

de hechos históricos que se tornaban valiosos para el análisis. Eduardo Carreño Wilches un 

legendario abogado del CAJAR lo recuerda en el año 78 planteando la idea de constituir 

organizaciones de profesionales al servicio del pueblo, argumento que llevó a constituir esa ONG. 

Que además recogió su denominación tras conocer de Umaña Luna la exposición de la biografía 

del abogado José Alvear Restrepo, primero compañero de Jorge Eliécer Gaitán, después ideólogo 

de las Leyes del Llano de las guerrillas de los años cincuenta.  

 

Umaña Luna (1988) propone desde su lectura crítica del derecho y desde su postura optimista del 

humanismo, comprender el Estado como escenario en el cual el pueblo explotado ejerce una lucha 

colectiva librando batallas para construir un orden jurídico que le permita hacer realidad y 

materializar sus derechos. Inicialmente esa apuesta la inscribe en la DUDH, la que valora como 

un desarrollo de la humanidad, pero al aplicarla como marco teórico para el análisis de la realidad 

colombiana descubre que la configuración del poder del Estado desde los partidos tradicionales 

liberal y conservador y los sectores económico, social y culturalmente dominantes no permite 

hacer de los derechos humanos una realidad. Plantea como solución la realización de la revolución, 

centrando la posibilidad de construcción de marcos jurídicos alternativos al del Estado legal y cuyo 

origen ubica en los proyectos en rebelión que postulan la construcción de otro Estado. 
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Sin embargo, Umaña Luna (1988) encuentra a finales de los años setenta y ochenta una propuesta 

jurídica emancipadora amplia y de orden global en la Declaración Universal de los Derechos de 

los Pueblos (DUDP). Para Umaña Luna (1988) la Declaración de Argel de 1976 ensancha el campo 

de análisis de los derechos al proponer que el centro del derecho internacional no sean las personas, 

ni los Estado, sino los pueblos. Con las máximas de derecho a la existencia, económicos, a la 

cultura, al medio ambiente, a los recursos naturales y de las minorías la DUDP construye o 

establece un nuevo campo de interlocución sobre los derechos humanos que sin excluir a la ONU 

y al SIDH, les incluye en perspectiva subsidiaria. Para Umaña Luna (1988) los Derechos de los 

Pueblos son condición de posibilidad de los Derechos Humanos. En perspectiva de Umaña Luna 

(1988) la DUDP es prerrequisito de la DUDH.  

 

Otro actor del campo semántico de los derechos humanos es la Iglesia Católica, que con sus 

capacidades pastorales e institucionales se moviliza universalmente por la implementación de la 

DUDH por los Estados y en las sociedades. En Colombia desde la perspectiva de reconocimiento 

de lo sagrado y lo espiritual tienen una importancia innegable los planteamientos teológicos del 

Concilio Vaticano II y de la Conferencia General del Episcopado Latinoamericano de Medellín, 

pero también, figuras vigorosas de la historia contemporánea como el cura guerrillero Camilo 

Torres Restrepo y el obispo Gerardo Valencia Cano, quienes rompiendo con el lugar común 

institucional optaron abiertamente por la defensa de los proyectos revolucionarios por la liberación 

de los pueblos.  

 

Al interior de la Iglesia Católica mundial, latinoamericana y colombiana los documentos 

conciliares, episcopales y los ejemplos militantes de curas y obispos como Camilo y Monseñor 

Gerardo provocan un movimiento de orden telúrico a nivel teológico, pastoral y catequético, 

movilizando al conjunto de los sectores católicos. Una de las misiones que fue tomando forma 

desde la perspectiva de los desarrollos teológicos de los años sesenta y setenta en Roma, Medellín 

y Puebla fue el trabajo por los derechos humanos.  

 

Para los jerarcas, los sacerdotes, los religiosos y las religiosas de la Iglesia Católica el trabajo de 

derechos humanos se inscribe a la perspectiva teológica de la liberación en la cual Dios está en la 

historia humana, opta de modo preferencial por los pobres y acompaña sus procesos organizativos 



 

 

293 

de construcción del Reino en la Tierra. Desde la exégesis y hermenéutica católica realizada con 

comunidades creyentes en barrios populares, en veredas, ríos y selvas, lo sagrado muta de la 

relación del Dios castigador y autoritario al Dios del amor y la justicia, reclamando para las 

personas la salvación integral con la transformación de las estructuras opresoras, por lo que, los 

derechos humanos concuerdan perfectamente con estas búsquedas, pues el cuidado integral 

implica la garantía de los derechos humanos y su violación traduce la negación del Dios encarnado 

en el pueblo.  

 

El sector católico de defensa de los derechos humanos comienza con esfuerzos aislados y muchas 

veces individuales, pero en el año de 1988 constituye un magnífico espacio de articulación con la 

formación de la comisión Intercongregacional de Justicia y Paz. Teniendo en cuenta que la Iglesia 

Católica que las comunidades de religiosos y de religiosas tienen presencia en todo el territorio 

nacional, la decisión de unirse para trabajar por los derechos humanos tuvo un impacto inmenso 

en el desarrollo de la defensa de los derechos humanos en términos formativos, investigativos, 

organizativos y humanitarios. Los curas, los frailes y las monjas empezaron a trabajar en procesos 

educativas desde la educación popular y el método del ver – juzgar – actuar propuesto por la 

teología de la liberación, al tiempo implementaron procesos de seguimiento a las violaciones de 

derechos humanos y la publicación de boletines periódicos de los hechos. Además, abrieron 

centros de acogida humanitaria a las víctimas del conflicto armado y en particular de 

desplazamiento forzado. El trabajo derivó en la construcción de marcos conceptuales para el 

desarrollo de la investigación sobre violaciones del DIDH y e infracciones del DIHC, que cuentan 

con sendos marcos conceptuales y complejas bases de datos para el seguimiento permanente de la 

realidad colombiana, tanto en los escenarios de actuación del Estado, como en los teatros de 

operaciones del conflicto armado interno.  

 

La dinámica del trabajo por los derechos humanos en la Iglesia Católica, sin soslayar las tensiones 

internas que van desde las diferentes posturas teológicos hasta las posiciones ideológicas 

polarizadas, se consolidó a nivel de convertir a sus integrantes en referentes de la lucha por los 

derechos humanos en Colombia y el mundo. Un caso destacado en esta investigación es el del 

sacerdote jesuita Javier Giraldo Moreno, especialmente, porque su actuación en derechos humanos 

durante más de cuarenta años de compromiso con este campo ha sido desde los procesos no 
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gubernamentales. Giraldo Moreno (2010) asume con denodado interés el estudio de tres campos 

conceptuales del derecho internacional: DIDH, DIHC y DUDP. En relación con el DIDH las ONG 

católicas de defensa de los derechos humanos acuñan categorías cosechadas a partir del trabajo 

frente al Estado y con las víctimas. Las de impunidad y de mecanismos de impunidad son dos de 

ellas, para denunciar y revelar la sistematicidad de la falta de castigo a los responsables de 

violaciones de derechos humanos, pero también para demostrar que no es un problema de 

ineficiencia sino una estrategia planeada para garantizar la protección de los victimarios.  

 

En relación con el DIDH la categoría fundamental es la de terrorismos de Estado para referirse a 

las estrategias de guerra implementadas por las Fuerzas Armadas y otros sectores de los poderes 

públicos para desarrollar la guerra contra la insurgencia, pero especialmente para perseguir a los 

sectores de oposición política. En el campo del DIDH el movimiento de derechos humanos católica 

ha planteado la postura de reconocimiento a la legitimidad de acciones de la insurgencia propios 

de una guerra irregular, que otros sectores al interior de la misma institucionalidad católica, el 

Estado, la sociedad y la comunidad internacional resultan inaceptables, está cuestión polémica y 

delicada políticamente ha implicado para el sector de los derechos humanos fuertes críticas, a lo 

cual ha reaccionado solicitando una discusión sobre el derecho en las guerras irregulares. Otra 

cuestión que despierta pasiones y debates fuertes en la conceptualización y categorización del 

paramilitarismo como política de Estado, registrando la clasificación de sus acciones como 

crímenes de Estado, abriendo con ello el campo de discusión a las políticas de seguridad y de la 

razón de Estado. Para las ONG de derechos humanos que se convocan en uno u otro momento 

alrededor del trabajo de Javier Giraldo Moreno SJ, el Estado colombiano desarrollo una política 

de terrorismo de Estado usando la doctrina de seguridad nacional, la figura del enemigo interno y 

el paramilitarismo.  

 

Tanto en el marco del DIDH como del DIHC el trabajo del sector católico de los derechos humanos 

implica el trabajo con las víctimas de las violaciones de los derechos humanos y de infracciones 

al derecho en la guerra. El testimonio de millones de crímenes e infracciones en la impunidad y 

sin atención humanitaria integral, a la par de observar la consolidación del Estado y de los 

proyectos económicos de concentración de la riqueza, el conocimiento y el poder estatal llevaron 

a Giraldo Moreno (2010) a construir dos categorías, la de Estado esquizofrénico y la de crisis ética 
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de la sociedad colombiana, a través de ellas, explica que en relación a los derechos humanos el 

Estado y la sociedad de Colombia han tomado el camino de la democracia formal y el genocidio 

de los sectores de oposición ajustando sus marcos legales e ideológicos a las éticas con arreglo a 

fines abandonando progresivamente las éticas con arreglo a valores.  

 

Precisamente esta lectura de la consolidación de una democracia genocida lleva al trabajo con la 

DUDP, en la cual desde los campos de la juridicidad alternativa a los marcos de los Estados y el 

sistema internacional de Naciones Unidas se proponen lecturas para el juzgamiento de los Estados, 

los imperios y las grandes y cada vez más poderosos empresas trans y multinacionales. En este 

campo, Giraldo Moreno ha liderado desde sus inicios en los años ochenta la construcción de la 

Liga colombiana por los Derechos y la Liberación de los Pueblos, proponiendo la reflexión sobre 

los derechos humanos frente a la necesidad y posibilidad de construcción de otros sistemas de 

derecho distintos a los del capitalismo.  

 

Un tercer actor del campo semántico de los derechos humanos en Colombia fue constituido por 

organizaciones de derechos humanos que desde diversas corrientes ideológicas de izquierda y 

derecha reclaman al Estado la garantía de los derechos humanos, el respeto a los presupuestos de 

la democracia y la búsqueda de la solución política del conflicto armado para el logro de la paz. 

En Colombia las ONG han incubado diversos nichos de reflexión sobre los derechos humanos. 

Una vertiente no confesional de los derechos humanos camina su propia ruta teniendo en 

organizaciones como el Comité de Solidaridad con los Presos Políticos, el Colectivo de Abogados 

José Alvear Restrepo, el Comité Permanente de los Derechos Humanos y la Comisión Colombiana 

de Juristas algunas de sus más valiosas e importantes experiencias, referencias y prácticas. Son 

organizaciones con un consolidado saber para el litigio por casos y estratégico a nivel nacional e 

internacional. Sus primeros pasos se dieron en los años setenta desde la defensa de los guerrilleros 

y las guerrilleras detenidas por el Estado y de personas que sin ser militantes de las insurgencias 

eran detenidas y juzgadas como tal. Por ello, para estas organizaciones son escenarios prioritarios 

de trabajo las cárceles y los tribunales dentro y fuera del país.  

 

En este sentido cobra y merece un lugar destacado el diplomático y político colombiano Alfredo 

Vásquez Carrizosa, quien en 1979 convocó a un representativo grupo de personalidades a asumir 
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la defensa de los derechos humanos. Como católico e integrante del Partico Conservador cultivó a 

lo largo de su vida una estatura intelectual, profesional y ética que animó la unidad de esfuerzos 

por el desarrollo del I Foro Nacional de Derechos Humanos. La legitimidad de la propuesta y de 

Vásquez Carrizosa articuló el compromiso de personas de distintas corrientes ideológicas, a todo 

el espectro que pueda caber entre los extremos de un defensor del Opus Dei y un comunista 

ortodoxo. El liderazgo humanista de Vásquez Carrizosa actuaba con el apuro de saber que miles 

de seres humanos estaban siendo torturados en las cárceles de los cuarteles de la Fuerzas Armadas 

colombianas. Con el correr de los años ochenta, noventa y las décadas iniciales del siglo XXI los 

derechos humanos se consolidaron como parte de la agenda de la opinión pública nacional y de la 

agenda de los poderes del Estado, a partir de la incidencia política de liberales, conservadores, 

comunistas, socialistas, verdes y progresistas, entre otros.   

 

Vázquez Carrizosa, en el espacio del Foro Nacional de Derechos Humanos y su concreción 

orgánica en el Comité Permanente de los Derechos Humanos promueve, los derechos humanos 

como imprescindible del ejercicio de la democracia en Colombia. El movimiento de derechos 

humanos que constituye el CPDH se distancia de la derecha y extrema derecha en el ejercicio del 

gobierno y promueve el cese de los procedimientos ilegales de represión a la insurgencia y a su 

vez reclama solución política, incorporación del marco internacional de los derechos humanos al 

marco constitucional nacional y soluciones democráticas a los graves problemas de la sociedad 

colombiana, como el narcotráfico. Para este sector los derechos humanos son consustanciales a la 

democracia y se afincan en el fundamento del Estado. 

 

Por otra parte, se configura un sector cuyos enunciados caminan a contracorriente de los marcos 

de institucionalización de los derechos humanos al derecho liberal. Este sector desarrolla un capo 

de los derechos que coloca en el centro de su pensar y actuar a los pueblos, descentrándolo de la 

persona. Se trata de la Liga por la Liberación de los Pueblos. En ella, concurren comunistas, 

socialistas, demócratas y cristianos católicos. Formas de militancia política y de fe religiosa que 

se entrecruzan en matices y radicalidades. Sin embargo, en la materialidad de una forma de justicia 

alternativa se encuentran.  
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En el Tribunal Permanente de los Pueblos juzgan al sistema de justicia, a las multinacionales y al 

conjunto del Estado. Concluyen que predomina la impunidad, el capitalismo depredador y el 

genocidio como política de Estado. Aquí los derechos humanos se expresan sobre todo como 

marco de comprensión de la represión que gobierna el Estado al amparo de los planteamientos de 

la Doctrina de Seguridad Nacional y el Enemigo Interno. De ahí que sus conclusiones adviertan 

que sin respeto de los derechos de los pueblos, los derechos humanos son imposibles políticos y 

éticos.  

 

La suma de esas búsquedas deriva en la consolidación de un sujeto denominado colectivamente 

movimiento de derechos humanos, que a su vez se concibe compuesto por sujetos colectivos 

denominados organizaciones de derechos humanos e individualidades denominadas defensoras de 

los derechos humanos. Hombres y mujeres que son entendidos a partir de su razón de vida: la 

defensa de los derechos humanos, muchas veces, so pena de sus horizontes personales y familiares.  

 

Ese sujeto se enfrenta al Estado porque, en su concepción, el Estado es responsable por acción y 

por omisión de las graves violaciones de los derechos humanos. En tanto el Estado ha sido macro 

institución gobernada sin excepción alguna por el poder civil hegemónico en lo económico, 

político, social y cultural, inextricablemente asociado a los intereses de los Estados Unidos de 

Norteamérica, su respuesta fue la persecución y el fundamento de esa política estatal no tan añeja 

Doctrina de Seguridad Nacional y del Enemigo Interno. Con una cuestión adicional que complejiza 

el ya difícil panorama interno: la consolidación del narcotráfico y sus relaciones con las élites 

hegemónicas y el Estado, la política paramilitar con proyección nacional con carácter de ejército 

con operatividad extendida por todo el país, el discurso contra el terrorismo internacional y la 

apertura económica como fase del capitalismo imperial occidental.  

 

Extrema derecha legal y paramilitar, mafias de la cocaína, empresas multinacionales y Estado 

nacional e imperial se integran en un ejercicio de represión del enemigo interno, del enemigo 

internacional terrorista y de los movimientos que amenazan la seguridad nacional e imperial. El 

caso de persecución al Colectivo de Abogados José Alvear Restrepo congrega ese conjunto de 

fuerzas contra el movimiento de derechos humanos colombiano. Bajo la lupa de estos poderes del 

establecimiento los derechos humanos son definidos como enemigo interno y amenaza a la 
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seguridad nacional e imperial. De ahí el desarrollo de operaciones de inteligencia estratégica 

ofensiva que convergen en una política de deslegitimación de los derechos humanos, de su 

movimiento, de sus organizaciones y de sus activistas más lúcidos y valientes, para ser suplantados 

por una concepción y una acción de los derechos humanos funcional. 

 

Las Organizaciones No Gubernamentales de derechos humanos reaccionan a los ataques por parte 

del Estado afirmando la concepción clásica de los derechos humanos: el Estado es el sujeto de 

responsabilidad. Y en consecuencia lo interpelan con el concepto de derechos humanos con un 

condicional de la democracia y la seguridad. Los derechos humanos se convierten en herramienta 

política de presión internacional tanto en el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, como 

en el Sistema ONU. Categorías como terrorismo de Estado, Crímenes de Lesa Humanidad, 

Víctimas de Crímenes de Estado son establecidas en los escenarios de incidencia legal 

internacional, en los foros de debate político regionales y mundiales, en las instituciones de poder 

en los Estados Unidos y Europa y ante la opinión pública mundial.  

 

El campo semántico de los derechos humanos en Colombia se desarrolla en la disputa entre el 

Estado y las ONG, mientras el Estado se moviliza atrapado por la Doctrina de Seguridad Nacional 

que concibe a las ONG colombianas como enemigas, al nivel de articular todas su capacidades 

para perseguirlas, enfrentarlas y someterlas, por su parte las ONG se amparan en el derecho 

internacional, el derecho constitucional y las demás formas del derecho nacional para ejercer el 

derecho a defender los derechos humanos. El Estado con el ropaje de las formalidades de la 

democracia occidental liberal es realmente un Estado sin democracia autoritario y en permanente 

condición de excepcionalidad constitucional, por ello concibe los pedidos de las ONG como 

amenaza, cuando en realidad son llamados básicos al cumplimiento de su función.  

 

Las ONG no se han acobardado nunca y construyen diversas estrategias y tácticas para proponer 

un debate abierto local, regional, nacional e internacional sobre los derechos humanos, el derecho 

internacional humanitario, la democracia, las políticas de seguridad, de paz, de drogas y las 

referidas a los campos particulares de los derechos civiles, políticos, económicos, sociales, 

culturales y ambientales. Desde la legitimidad que les otorga la comunidad internacional amparada 

en el DIDH en sus instancias ONU y OEA e incluso Parlamentos Europeo y estadounidense, las 
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ONG investigan, denuncian, litigan, promueven y exigen el cumplimiento de los derechos 

humanos, el castigo a los responsables de las violaciones de estos y la previsión de políticas de no 

repetición.  

 

El Estado las convierte en enemigas y como tal adelanta contra ellas un proceso sistemático de 

debilitamiento, sirviéndose de coyunturas internas y externas que favorezcan su lógica predatoria. 

La esquizofrenia de sus buenas formas diplomáticas no engaña al movimiento de derechos 

humanos.  

 

En el universo de la sociedad y de las ciudadanías, los derechos humanos ganaron en los 70 años 

corridos entre 1948 y 2018 una significación y una legitimidad inderrotable. En concreto, hoy 

derechos humanos en su desarrollo más agudo, encarna un sujeto que significa un modo de ser 

humano, de vivir la vida y enfrentar la muerte. Las mujeres y hombres de Colombia en uno u otro 

momento de su vida han oído hablar de derechos humanos. Sin ignorar a quienes niegan su 

importancia y los rechazan de plano, los derechos humanos hacen parte de la cultura política 

nacional.  

 

En la utopía de su materialización imposible se comprenden como la ausencia de violencias e 

injusticias. En la historia cruda del conflicto político, social, económico, ambiental, cultural y 

armado de Colombia, los derechos humanos están presentes cuando ante los rostros avasallantes 

de todas las guerras, surgen en la voz de la gente la idea que se ha construido de los derechos 

humanos. Esa idea es también un anhelo que corresponde a personas concretas, de carnes, sangres 

y huesos. Existen en sí por decisión propia y también porque en las palabras de las personas que 

las convocan, aparecen como necesarias y muchas veces como la única posibilidad de salvar la 

vida, la integridad y la libertad. En el grito de las víctimas de todas las violencias que ejerce el 

poder, se repiten una y otra vez llamen a derechos humanos, necesitamos a derechos humanos, 

que venga derechos humanos. Y en la angustia de la derrota, como amenaza, advertencia y suplica 

les gritan a los victimarios: vamos a informar a derechos humanos. Y en las pequeñas y grandes 

victorias, también, alguien dice gracias a derechos humanos. 
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6. Conclusiones generales 

 

En este aparte se presentan las conclusiones de la investigación sobre el concepto derechos 

humanos en Colombia entre 1948 y 2018 desde el abordaje de la Comunidad Internacional, el 

Estado colombiano y las ONG defensoras de derechos humanos. Siguiendo el orden del cuerpo 

del documento, en primer lugar, se presentan las conclusiones relacionadas la comunidad 

internacional, en segundo lugar, las referidas al Estado colombiano y en tercer lugar, las atinentes 

a las ONG defensoras de derechos humanos. Es en abordaje de las ONG donde se observa los tres 

actores en debate, de ahí que, el peso de las conclusiones está en lo concerniente a éstas. Por último, 

se presenta la conclusión a la pregunta e hipótesis general.  

 

Es importante advertir que pese a los años de tardanza en la culminación de esta investigación y 

su presente publicación, las limitantes de tiempo y recursos imposibilitaron la revisión de archivos 

de las organizaciones de mujeres y de comunidades étnicas, por lo tanto, en el cuerpo del trabajo 

y en las conclusiones, los desarrollos presentados son aportes parciales a un campo de 

investigación que requiere más recursos y más tiempo, lo que no es posible para las posibilidades 

del investigador. En tal sentido, es necesario indicar que se alcanzaron valiosos desarrollos, pero 

no se logró elaborar con suficiencia la promesa de proponer reflexiones a partir de las diadas 

antifascismo y armamentismo, antirracismo y colonialismo, antipatriarcado y capitalismo, 

ambientalismo e individualismo, derechos humanos a derechos de la Casa Común y redistribución 

y/o reconocimiento: revolución, reforma o contrarrevolución. 

 

En relación con la comunidad internacional, la pregunta fue ¿qué momentos históricos vive la 

semántica del concepto en el proceso de la comunidad internacional? proponiendo la hipótesis que 

para la comunidad internacional los derechos humanos emergen como un consenso transitorio 

contra el fascismo para convertirse en instrumento geopolítico de los proyectos capitalistas y 

socialistas y de los proyectos capitalista y ambientalista. 

 

Con relación al Estado colombiano se propusieron las preguntas ¿qué momentos históricos vive la 

semántica del concepto en el proceso del Estado colombiano y qué mutaciones sufre el concepto 

en comparación con la comunidad internacional?, refiriendo como hipótesis que para el Estado 
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colombiano derechos humanos aparece como un concepto fundamental de la democracia, pero se 

convierte en una amenaza a la seguridad nacional.  

 

En cuanto a las ONG las preguntas fueron ¿cuáles son los momentos históricos de la semántica 

del concepto DDHH en el proceso de las ONG colombianas y qué relación y diferencias se 

establecen con las semánticas producidas por el Estado colombiano y por la comunidad 

internacional?, contemplando las hipótesis que para las organizaciones no gubernamentales 

populares, los derechos humanos fueron parte del proyecto revolucionario, pero se convirtieron en 

su plataforma de participación en el Estado liberal y posiblemente, en su derivación neoliberal.  

 

Finalmente, la pregunta general de la investigación fue ¿cuáles son los posibles momentos 

históricos del concepto derechos humanos en los 70 años que discurren entre 1948 y 2018? Y si 

¿esos momentos pueden corresponder con los momentos de intervención del Estado colombiano 

y las ONG? y si las ¿intervenciones del Estado y las ONG en la semántica del concepto pueden 

ser “las racionalidades enfrentadas”?  

 

Para la comunidad internacional el primer momento histórico del concepto derechos humanos 

puede calificarse como antifascista y corresponde a la primera etapa de formación de las 

Organización de las Naciones Unidas (ONU) y la Organización de los Estados Americanos (OEA). 

Es un momento impuesto por la existencia de la Alemania nazi con toda su capacidad militar 

forzando a los Estados Unidos de América (USA) y la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas 

(URSS) a conformar una alianza militar, pero también geopolítica. Unidad militar y política que 

se construyó sobre la base de los conceptos de paz, seguridad y derechos humanos. Este momento 

histórico se formaliza en los contenidos de la Declaración Universal de los Derechos Humanos 

(DUDH) del 10 de diciembre de 1948.  

 

Como el primer momento está mediado por la existencia del enemigo común nazi fascista, la 

victoria en la guerra inmediatamente fractura la unidad militar entre dos facciones ideológicas 

opuestas, el capitalista estadounidense y el socialista soviético, en lo cual incide directamente el 

uso de la bomba atómica por USA en 1945 y la carrera de la URSS por conseguirla, lográndolo en 

1949. Con el poder atómico comienza la carrera armamentística desplazando el foco enemigo en 
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la posición ideológica contraria. Aunque la unidad política internacional se mantuvo en la ONU y 

el Consejo de Seguridad, el concepto de derechos humanos fue sometido a los debates ideológicos 

del capitalismo y el socialismo real, sopesando en la balanza los proyectos de Estado, de modelo 

económico político y de ser humano. El segundo momento lleva a los desarrollos de los pactos de 

derechos humanos en 1966, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP) pone 

el acento en el principio de libertad y el Pacto de Derechos Económicos Sociales y Culturales pone 

en el centro el principio de igualdad.  

 

El tercer momento histórico se va constituyendo simultáneamente en el seno de la ONU con el 

crecimiento del número de países que la constituyen dado el ingreso de los Estados de África, Asia 

y demás regiones del mundo. Aunque los países en general se alinearon a las órbitas 

estadounidense y soviética, propias del conflicto entre occidente y oriente, la realidad de sus 

sociedades fue interpelando la colosal cantidad de recursos financieros, económicos, científicos y 

tecnológicos que los USA y la URSS destinaban a su complejo militar, emerge entonces el tercer 

actor de los Países No Alineados que centra sus preocupaciones en las desigualdades entre el norte 

y el sur. Para el concepto de derechos humanos ello implicó la consideración de las cuestiones del 

colonialismo, el apartheid y las desigualdades socioeconómicas y la exclusión científico-

tecnológica impuesta por el norte al sur.  

 

El cuarto momento histórico surge por iniciativa formal de Suecia en la región de los países 

nórdicos que solicitó convocar una conferencia internacional cuyo centro estuviere en la 

contaminación del aire, las aguas y los suelos. La Conferencia de Naciones Unidas sobre el Medio 

Ambiente Humano se realizó en el año 1972, como primer momento de la comunidad internacional 

por el medio ambiente, colocando al concepto de derechos humanos en un entorno distinto a las 

disputas entre oriente y occidente, sur y norte, para abordarlo desde la preocupación por la Tierra.  

 

Es decir, para la comunidad internacional los momentos históricos de la semántica del concepto 

derechos humanos se pueden abordar desde la lucha contra el nazi fascismo, entre capitalistas y 

socialistas, de los países del sur con los países del norte y de la comunidad de países ante los 

problemas de contaminación.  
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En esta investigación se encontró en los discursos de los diplomáticos la postura de Colombia 

frente a los momentos históricos del concepto derechos humanos para la comunidad internacional. 

El Estado colombiano se articuló a los esfuerzos de ganar la guerra a los nazis, ganar la guerra a 

los comunistas y socialistas, evitar la guerra nuclear y enfrentar la contaminación ambiental. 

Colombia expone en la Asamblea General la importancia de la unidad que llevó a unidad de las 

naciones de la Tierra para ganar la guerra para la creación de las Naciones Unidas como proyecto 

de la humanidad para evitar futuras guerras. Esta esperanza marca un punto significativo, fugaz en 

el tiempo pero importante conceptualmente. Tienen que ver con los derechos humanos como 

condición de la paz porque la DUDH tiene en principio de rechazo a todas las discriminaciones 

una de sus premisas más importantes, porque los derechos humanos son para todas las personas 

humanas. La fuerza de los acontecimientos geopolíticos impone la cortedad de ese momento 

histórico, podría sintetizarse como la esperanza de que ganar la guerra mundial abriría la era del 

fin de todas las guerras. No fue tal, la guerra bautizó con poder nuclear el inicio de la siguiente 

guerra.  

 

El segundo momento histórico del concepto de derechos humanos para el Estado colombiano se 

relaciona directamente con su alianza estratégica con USA en la guerra contra el comunismo y el 

socialismo, cuya materialización clara y sin ambages se expresa con el apoyo militar a la ONU en 

la guerra de Corea. El Estado de Colombia asume oficialmente una postura anticomunista 

imponiendo a la concepción de derechos humanos que promueve desde la década de los años 

cincuenta ese planteamiento ideológico, como determinante de otros momentos conceptuales. De 

hecho, Colombia participa activamente de las críticas de los Países No Alineados a las potencias 

nucleares, cuestionando abierta y duramente el colonialismo, el apartheid y el armamentismo. A 

su vez, se suma a las conferencias para abordar los problemas de la contaminación del planeta. 

 

Para todos esos debates, Colombia contó con personas destacadas que participaron con prolijos 

argumentos de la condena a la exclusión que el norte impone a las naciones del sur, incluso, 

denunciando que la riqueza y calidad de vida del norte era consecuencia de la pobreza y atraso 

impuesto por el colonialismo y el racismo de los países desarrollados. Sin embargo, en ningún 

momento esos postulados se impusieron sobre la cuestión estratégica de la alianza con los Estados 

Unidos, lo que para el concepto derechos humanos significó que el Estado colombiano lo 
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comprende como realizable en el marco de la defensa de la civilización occidental cristiana, el 

desarrollo capitalista y la construcción de la democracia representativa y participativa. 

 

Es decir, para el Estado colombiano la semántica del concepto derechos humanos está determinada 

internacionalmente por la alianza geopolítica con los intereses de los Estados Unidos de América 

y entre 1948 y 2018 esa coalición nunca estuvo en duda, aunque ante la Asamblea General, sus 

más eruditos representantes han pronunciado sesudos y radicales discursos contra la dominación 

colonial y las injusticias impuestas por las potencias industriales a los pueblos del sur. Esto está 

correlacionado implícitamente con otra concepción de los derechos humanos que tiene que ver con 

la opción de que el Estado colombiano no construye alianzas geopolíticas estratégicas con Cuba, 

las URSS y China u otra nación socialista, porque desde la perspectiva de los partidos políticos y 

grupos de poder que controlaron los gobiernos nacionales entre 1948 y 2018, el aliado por 

antonomasia es el imperio de los Estados Unidos de América.  

 

Por lo tanto, todo proyecto que contenga en su matriz principios que cuestionen dicha alianza y la 

pertinencia de la defensa de la cultura occidental cristiana, su modelo de democracia y su sistema 

económico es una amenaza a la existencia misma del Estado colombiano. Ese principio se apoya 

en la doctrina de seguridad nacional y la concepción del enemigo interno que asocia a todos los 

proyectos de corte igualitarista, de democracia participativa popular y de principios económicos 

socialistas o comunistas como enemigos internos que amenazan la seguridad nacional. Las ONG 

defensoras de los derechos humanos nacieron para responder a la urgencia humanitaria de las 

prácticas de tortura en las cárceles del Estado, donde integrantes de las guerrillas y personas 

acusadas de ser guerrilleras eras sometidas a estas prácticas y a otros tratos crueles, inhumanos y 

degradantes.  

 

La fuerza de esos hechos convocó la defensa de los derechos de estas personas y la respuesta del 

Estado fue clasificar a las ONG y personalidades defensoras de los derechos humanos como 

integrantes, simpatizantes o aliadas de las guerrillas y por lo tanto, como un problema de seguridad 

nacional y como enemigos internos. Habida cuenta de ello, ordenó y ejecutó acciones para 

debilitarlas y destruirlas, orientando para el cumplimiento de ese propósito recursos de seguridad 

del más alto nivel dentro de la estructura de poder del Estado. No ha sido una postura absoluta 
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dentro del Estado, ha tenido grietas en su burocracia y en sus instituciones, incluidas las Fuerzas 

Armadas en sus más altos mandos, pero ha sido la postura dominante y la que regula la toma de 

decisiones.  

 

Por su parte, las ONG defensoras de los derechos humanos desarrollaron ampliamente el concepto 

de derechos humanos complejizándolo e impactando el concepto del Estado e incidiendo en el 

concepto de la comunidad internacional. De entrada, se debe indicar que el concepto derechos 

humanos tiene un desarrollo histórico y por lo tanto, momentos semánticos en la dinámica de las 

ONG colombianas, marcando diferencias con el Estado colombiano y predominantemente, 

articulando con los desarrollos conceptuales de la comunidad internacional. El concepto derechos 

humanos en las ONG no es único y sus variantes transitan desde la defensa de la democracia 

representativa a la construcción de otro sistema internacional de derecho, en este sentido, la 

vertiente revolucionaria del concepto de derechos humanos entre las ONG se mantiene y junto a 

los otros enfoques comparte procesos de actuación porque entre las ONG de derechos humanos lo 

que ha pasado es un creciente y continuo proceso de unidad organizativa que les ha permitido 

ampliar y profundizar el concepto de derechos humanos, sin que las diferencias ideológicas y de 

fe fracturen estratégicamente al movimiento de derechos humanos.  

 

Por lo tanto, la investigación ha permitido observar un núcleo de unidad en el concepto de derecho 

humanos de las ONG y es el referido a la definición de la ONU del 10 de diciembre de 1948, que 

inscribe los derechos humanos a la relación Estado – Ciudadano, contra toda pretensión de 

privatizar esta relación, incluido el interés neoliberal de centrar las relaciones entre privados.  

 

La investigación permitió identificar tres matrices conceptuales de los derechos humanos en 

Colombia entre las ONG: la cristiana católica, la demócrata y la de los pueblos. No se está 

afirmando que sean las únicas matrices, porque sin duda hay otras, aquí se lograron abordar las 

indicadas. Junto a éstas se encuentra en el Estado colombiano el momento conceptual inicial 

propuesto por la ONU y la OEA desde los años cuarenta y el asumido a partir de la alianza 

estratégica con los USA.  
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Koselleck (1993) en Futuro pasado, para una semántica de los tiempos históricos plantea que “el 

concepto tiene un sentido propio” (p.14), frente a ello, en lo allanado en esta investigación puede 

afirmarse que entre las ONG el concepto derechos humanos tiene unos principios que se han 

sostenido desde su instalación internacional en la ONU y la OEA. Las ONG en Colombia han 

establecido como un principio innegociable que derechos humanos se entiende de la relación del 

Estado con la ciudadanía y que tal sentido, son responsabilidad del Estado por acción y por 

omisión. 

 

A su vez, las ONG en su accionar político han asumido la clasificación de la ONU de derechos 

humanos, esto es, la diferenciación de derechos civiles y políticos frente a la de económicos 

sociales y culturales de 1966, agregando a partir de los desarrollos que iniciaron en la conferencia 

de 1972 en Estocolmo, los derechos ambientales. En donde no hay consenso en las características 

de universales e inalienables que los tratados internacionales les otorgan a los derechos humanos. 

No se trata de que las ONG rechacen estos elementos como ideales a alcanzar, pero la mayoría de 

sus lecturas caracterizan a los derechos humanos como históricos, es decir, que resultan de las 

luchas, no están dados para todas las personas.  

 

Sobre esta demarcación de las relaciones Estado – Ciudadano, las ONG han construido todos los 

escenarios de exigibilidad al Estado colombiano y a la luz de esa máxima conceptual han llevado 

ante las instancias internacionales los casos de violación de derechos humanos, reclamando la 

responsabilidad del Estado por acción y por omisión.  

 

Sobre esta base considerando que el concepto “está vinculado a unidades políticas y sociales de 

acción” (Koselleck, 1993, p. 14), los momentos semánticos de derechos humanos para las ONG 

colombianas ha implicado la construcción de una amplia gama de enfoques diferenciales para la 

acción política en los procesos de investigación, promoción, exigibilidad y denuncia. Por ejemplo, 

cuando se trata de la defensa de los derechos de las mujeres se considera los enfoques de edad, 

etnia, género, discapacidad, orientación sexual, procedencia urbana y rural, condición de 

embarazo, discapacidad, contexto de conflicto armado y de privación de su libertad. Tal como para 

las mujeres, se desarrollan enfoques específicos para otras poblaciones como pueblos indígenas, 

migrantes,  niñez, personas privadas de libertad, personas afrodescendientes y contra la 
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discriminación racial, personas lesbianas, gay, bisexual, trans e intersex, adultos mayores, personas 

mayores y personas con discapacidad. 

 

Considerando los sujetos de los derechos humanos es pertinente mirar desde el planteamiento de 

que el concepto “está vinculado a hombres concretos que actúan y sufren” (Koselleck, 1993, p. 

14), porque el desarrollo del trabajo de las ONG defensoras de derechos humanos en Colombia ha 

acaecido en la emergencia de un sujeto encarnado como defensor o defensora de los derechos 

humanos, quien además tiene lugares de enunciación específicos, por ejemplo, los defensores y 

las defensoras afrodescendientes. Este sujeto es en su condición de trabajar por los derechos 

humanos e incluso perder la vida en el desarrollo de sus actividades, por tanto, se han creado 

herramientas de evaluación de riesgo asociado determinando los mayores niveles de vulnerabilidad 

para defensores y defensoras del medio ambiente, pueblos indígenas, población LGBTI y de las 

mujeres, así como, operadores de justicia. La existencia política de este sujeto ha forjado y forzado 

en el Estado colombiano respuestas como la creación del Programa de Protección de defensores 

de derechos humanos, sindicalistas, periodistas y líderes sociales del Ministerio del Interior y de 

la comunidad internacional estrategias focalizadas como las Relatoría de Derechos de defensoras 

y defensores de derechos humanos, creada en el 2011 por la Comisión Interamericana de los 

Derechos Humanos.  

 

Los defensores y las defensoras de derechos humanos extienden su trabajo en todo el país y en los 

escenarios de incidencia política en la OEA, ONU, Europa y Estados Unidos. Desde la perspectiva 

de que un concepto “está vinculado a instituciones y organizaciones” (Koselleck, 1993, p. 14), 

para ello, en los últimos 50 años Colombia ha construido organización de orden nacional, regional 

y local, pero la dimensión del trabajo le ha demandado configurar instrumentos de articulación 

mayor, siendo el espacio de confluencia Techo Común, como escenario de articulación de las 

plataformas de derechos humanos y paz, esto es, la plataforma Alianza de Organizaciones Sociales 

y Afines, la plataforma Asamblea Permanente de la Sociedad Civil por la Paz, la plataforma 

Coordinación Colombia – Europa – Estados Unidos y la Plataforma Colombiana de Derechos 

Humanos, Democracia y Desarrollo. Las plataformas a la par generan a nivel internacional 

organizaciones espejo que ayudan a potenciar el trabajo en el extranjero, la más consolidada es la 

Oficina Internacional de Derechos Humanos – Acción Colombia OIDHACO con sede en Bruselas.  
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En el trabajo dentro de Colombia y en el mundo las ONG de derechos humanos tienen como 

herramienta fundamental su discurso, como señala Koselleck (1993) “para la política son más 

importantes las palabras y su uso que todas las demás armas” (p. 85) y las ONG de derechos 

humanos han construido palabras a partir de los hallazgos en su trabajo en los territorios para 

contar con elementos sustanciales durante los debates con el Estado colombiano y la comunidad 

internacional. También se han apropiado de palabras que la comunidad internacional brinda a partir 

del desarrollo del DIDH. Por ejemplo, son palabras recogidas del trabajo con otros procesos 

nacionales de ONG, la categoría de impunidad, para señalar la situación jurídica en que se 

encuentran las violaciones de derechos humanos en el país. Así mismo, sintagmas como guerra 

sucia, terrorismo de Estado y mecanismos de impunidad se han convertido en armas de las ONG 

defensoras de derechos humanos para enfrentar la fuerza del Estado colombiano. En este sentido, 

la palabra impunidad convertida en recurso para la incidencia, reclama la fortaleza, independencia 

e imparcialidad de los funcionarios judiciales y rechaza la injerencia de los aparatos de seguridad 

en las funciones judiciales. 

 

Al respecto, sabiendo que un “concepto reúne la pluralidad de la experiencia histórica” 

(Koselleck,1993, p. 117), es importante comprender que las ONG de derechos humanos analizan 

la impunidad con relación al concepto derechos humanos aplicado a hechos de la realidad que se 

tipifican como violaciones de derechos humanos, las cuales convertidas en causas judiciales 

obtienen, una y otra vez, nulos o irrisorios resultados de castigo a los responsables y de prevención. 

Las ONG no han llegado a la construcción de sus palabras arma o herramientas de trabajo de 

manera arbitraria y soberbia. De la misma manera, el concepto derechos humanos en sí responde 

a la experiencia histórica de las comunidades, porque su ensanchamiento o adelgazamiento en 

general está asociado a las situaciones coyunturales y estructurales que viven las comunidades en 

los territorios. Por ejemplo, donde la violencia política pesa más, ahí se desarrolla el concepto de 

derechos humanos civiles y políticos, donde las intervenciones industriales, agroindustriales y 

mineras destruyen la diversidad, emerge la potencia ambiental del concepto derechos humanos.  

 

Esa dinámica histórica del concepto derechos humanos se refleja en los desarrollos de las ONG, 

el Estado y la comunidad internacional. Para Koselleck (1993) el “concepto reúne una suma de 
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relaciones teóricas y prácticas de relaciones objetivas en un contexto” (p. 117), efectivamente en 

el caso del concepto derechos humanos en Colombia, ello ha sucedido, siendo el ejemplo de las 

relatorías de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos una evidencia justa.  

 

En el Sistema Interamericano de Derechos Humanos se han establecido herramientas que reflejan 

los momentos organizativos de las ONG a nivel latinoamericano, para la institucionalidad la 

realidad va generando dinámicas de interlocución que informan los pedidos de las comunidades 

de acuerdo con las realidades que están enfrentado y maduran como exigibilidades. La Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos (2024) anuncia en su Web oficial que la primera relatoría 

se creó en 1990, en la coyuntura de los 500 años, la sucedieron la de mujeres en 1994, migrantes 

en 1996, libertad de expresión en 1997, niñez en 1998, personas privadas de la libertad en 2004, 

personas afrodescendientes y contra la discriminación racial en 2005, defensoras y defensores de 

derechos humanos en 2011, DESC en 2012, LGBTI en 2014, adultos mayores en 2017, memoria, 

verdad y justicia en 2017, personas mayores y personas con discapacidad, ambas en 2019. 

 

La emergencia de estos escenarios con sus desarrollos institucionales, misionalidades, equipos de 

trabajo y demás elementos asociados, coloca en relación desarrollos teóricos y metodológicos 

sobre los sujetos y temáticas referidas y ello en el campo del trabajo de defensa de los derechos 

humanos ineludiblemente se hace con las ONG y las ciudadanías en cuestión, cuando se ha 

intentado por parte del Estado y la comunidad internacional hacer sin consultar con las 

comunidades y sus organizaciones, la interpelación no se ha hecho esperar y ha colocado a andar 

agendas de trabajo interinstitucional.  

 

Al respecto, Koselleck (1993) traza que un contexto depende del concepto porque “como tal, sólo 

está dado y se hace experimentable por el concepto” (p. 117), ciertamente sucede con los contextos 

donde el concepto de derechos humanos es apropiado por las personas, organizaciones e 

instituciones. Los contextos de protesta social permiten ilustrar lo que ha sucedido con el concepto 

de derechos humanos en Colombia en las últimas décadas. Antes, durante y después de las 

movilizaciones las ONG adelantan actividades de monitoreo, promoción, observación, vigilancia 

y exigibilidad, incluso han acordado con el Estado colombiano y la comunidad internacional 

campañas de opinión pública enfocadas en la valoración de la protesta social como un derecho 
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humano y un derecho constitucional fundamental. Al mismo tiempo, cuando se presentan casos de 

abuso de autoridad y violaciones de los derechos humanos, las campañas de denuncia han 

evidenciado sin descanso esos hechos. Lo que ha implicado que en todas las acciones de 

movilización en Colombia las ONG, el Estado, la comunidad internacional, pero sobre todo, las 

personas manifestantes interpreten, analicen y comprendan el desarrollo de su acción de protesta 

social desde el marco semántico de los derechos humanos. Así las cosas, se toman decisiones 

alusivas a la prevención, investigación, sanción, reparación, garantía de acceso a la justicia y 

acceso a la información estatal y no estatal. 

 

Precisamente en los momentos de la represión de la protesta social, pero también, en otros 

contextos de violación de los derechos humanos, se hace patente el planteamiento de Koselleck 

(1993) en el sentido de que los conceptos son terminologías y expresiones “cuya capacidad 

semántica es más amplia que la de <<meras>> palabras” (p. 106). Se ha referido esto en las 

conclusiones del capítulo 3, lo que en estas líneas se reitera a partir de la mirada o comentario al 

chaleco como un símbolo de derechos humanos. En Colombia en las zonas rurales y urbanas las 

personas defensoras de los derechos humanos generalmente portan un chaleco con las letras DH 

visibles y muchas veces con el nombre de la organización a la cual representan. Puede ser de la 

comunidad internacional como la ONU, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, el 

Comité Internacional de la Cruz Roja, también puede ser del Estado como la Defensoría del 

Pueblo, la Personería o la Comisión de Derechos Humanos del Senado. Claro, también son las 

ONG defensoras de los derechos humanos. 

 

Y el común denominador es que ese chaleco con esas dos letras indica una condición de identidad 

de esa persona, es derechos humanos. Aunque la crisis de violaciones de derechos humanos y de 

infracciones al DIH en Colombia es atroz, en contextos de urgencia humanitaria casi siempre las 

personas ponen en juego un universo semántico asociado a derechos humanos. Incluso en sentido 

contradictorio, como es el caso de valorar la legitimidad del trabajo por los derechos humanos, 

pero rechazar hacerlo porque es muy peligroso.  

 

Expuesto este conjunto de elementos sobre el concepto derechos humanos en la comunidad 

internacional, el Estado y las ONG, se abordará la respuesta a la pregunta ¿cuáles son los posibles 
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momentos históricos del concepto derechos humanos en los 70 años que discurren entre 1948 y 

2018? Pregunta que se responde en el marco de las posibilidades de esta investigación desde las 

tres matrices conceptuales de los derechos humanos en Colombia entre las ONG: la cristiana 

católica, la demócrata y la de los pueblos.  

 

La matriz cristiana católica tiene un momento teológico y pastoral fundacional en 1968, que se 

empieza a materializar en 1972 con la creación del CINEP; da un salto gigante en 1988 con la 

conformación de la Comisión Inter congregacional de Justicia y Paz en 1988 y consolida una 

incidencia nacional en el año 2017 con la constitución de la Red Nacional de Bancos de Datos de 

Derechos Humanos y Violencia Política.  

 

La matriz demócrata tiene su momento fundacional en 1979 cuando se realiza el I Foro Nacional 

de Derechos Humanos en Colombia, avanza en la construcción de sus logros con las propuestas 

de amnistía en 1982 durante el gobierno de Belisario Betancur; da un salto cualitativo en 1991 con 

la participación del presidente del Comité Permanente de Derechos Humanos (CPDH) en la 

Asamblea Nacional Constituyente, viviendo desde entonces distintos momentos relevantes, 

especialmente vinculados al trabajo por la paz y la búsqueda de la solución política del conflicto 

armado, ello se refleja en el proceso de paz con las FARC-EP y el ELN.  

 

La matriz de los pueblos tiene su momento fundacional en 1984 con la creación de la Liga por la 

Liberación de los Pueblos y tres momentos semánticos importantes con el desarrollo de la 

categoría impunidad en las audiencias del Tribunal Permanente de los Pueblos entre 1989 y 1991, 

la cuestión de las Empresas Transnacionales y los Derechos Humanos entre los años 2006 y 2008 

y finalmente, con la concepción de genocidio continuado en el año 2021, recogiendo lo trabajado 

desde los años ochenta y actualizándolo desde la categoría genocidio. 

 

Cada matriz tiene énfasis de enunciación que en seguida se comentan brevemente. La matriz 

cristiana católica ha considerado desde las conclusiones de la Conferencia Episcopal de Medellín 

la construcción de una nueva era civilizatoria colocando como categoría central los pobres. La 

matriz demócrata comprende el ejercicio de los derechos humanos como la construcción de un 

Estado Social de Derecho estrictamente garante de la dignidad humana colocando como categoría 
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central los ciudadanos. La matriz pueblos defiende la necesidad de la construcción de otro marco 

de relacionamiento del derecho alrededor de la lucha por la liberación de los pueblos colocando 

como categoría central la de pueblos. Las tres matrices coinciden en la necesidad de desarrollar el 

concepto derechos desde la categoría humanos hacia la Tierra y todas sus formas de vida. 

 

De igual manera, es necesario afirmar que la existencia de las tres matrices no implica que estén 

en contradicción o en conflicto, por el contrario, en las últimas tres décadas se han organizado 

construyendo una fuerte tejido social, lo que puede ejemplificarse en la ya nombrada confluencia 

Techo Común a cuya sombra se integran las búsquedas de múltiples sujetos como mujeres, pueblos 

indígenas, comunidades afrodescendientes, lideresas y líderes sociales, defensoras y defensores de 

derechos humanos, niñas, niños y adolescentes. Acudiendo a Koselleck (2000), vale retomar su 

concepto de estratos de tiempo entendido como los “niveles temporales que conjugan secuencias 

históricas con distintas densidades velocidades, aceleraciones o demoras” (p. 38), precisamente, 

porque en el Techo Común las tres matrices identificadas a partir de la superposición de 

conocimientos, experiencias, recursos conceptuales y financieros, capacidades políticas y énfasis 

conceptuales cruzan agendas para fortalecer en bloque su incidencia en el Estado y la comunidad 

internacional a través de los énfasis de la Plataforma Colombiana de Derechos Humanos, 

Democracia y Desarrollo (PCDHDD) en la búsqueda de la democracia, paz con justicia y equidad 

y cumplimiento de los DESC, de la Asamblea Permanente de la Sociedad Civil por la Paz que 

desde la pedagogía y la cultura para la paz busca la solución política y negociada al conflicto 

armado del país, de la Coordinación Colombia Europa Estados Unidos (CCEEU) cuyo énfasis 

está en lo  derechos civiles y políticos, la lucha contra la impunidad, la vigencia del Estado social 

de Derecho, la construcción de paz y la búsqueda de una solución política negociada al conflicto 

armado. Todas ellas en relación con la Oficina Internacional de Derechos Humanos – Acción 

Colombia (OIDHACO) cuya misión es la incidir en la Unión Europea, los Estados Europeos, la 

ONU y demás organismos multilaterales en coordinación con plataformas aliadas de derechos 

humanos de Colombia. 

 

Koselleck (1993) propone las categorías “espacio de experiencia» y «horizonte de expectativa” (p. 

339) como “categorías del conocimiento que ayudan a fundamentar la posibilidad de una historia” 

(p. 335), para el concepto de derechos humanos en Colombia, el espacio de experiencia como 
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experiencia incorporada y recordable, racional e inconsciente, propia-ajena en tanto “pasado 

presente” (Koselleck, 1993, p. 338) se vierte en todos los momentos identificados, está en la lucha 

contra el fascismo, en la lucha de los No Alineados contra la amenaza de la guerra y la catástrofe 

nuclear y en los compromisos contra la contaminación ambiental. Por otra parte, el horizonte de 

expectativa entendiendo que la expectativa es personal-impersonal, es hoy, “es futuro hecho 

presente” (Koselleck, 1993, p. 338), no como realidad empírica, sino como algo por descubrir a la 

vez deseo y análisis racional, está presente o atraviesa el concepto de las ONG de derechos 

humanos en sus marcos misionales y en sus disputas con el Estado, para lo cual, en general acude 

al auxilio de la comunidad internacional. 

 

El concepto derechos humanos en Colombia tanto en el Estado, como en la comunidad 

internacional, pero sobre todo y fundamentalmente en las ONG, es un concepto vivo que no se 

debe buscar en diccionarios o enciclopedias, sino, en los múltiples sujetos que militan en la lucha 

por los derechos humanos, sean mujeres, pueblos indígenas, comunidades afrodescendientes, 

lideresas y líderes sociales, defensoras y defensores de derechos humanos, niñas, niños y 

adolescentes, con Koselleck (2000) se puede afirmar que el concepto sobrepasa la experiencia de 

individuos y generaciones porque desde los años cuarenta ha atravesado la historia republicana 

expandiendo el carácter del Estado y la sociedad, pero también, con Koselleck (2000) se puede 

reivindicar cómo la experiencia acumulada permite elaborar las experiencias biográficas, por 

ejemplo, la memoria de la vida de Tiberio Fernández Mafla quien en la homilía de viernes santo 

de 1990, según cuentan en el centro del Valle del Cauca, rememorando a Simón Bolívar, expresó 

“si mi sangre contribuye a que en Trujillo amanezca y florezca la paz que tanto estamos 

necesitando, con gusto la derramaré” (Fernández, 1990, s.f.), porque precisamente ahí está el 

concepto de los derechos humanos, vivo en el compromiso de quienes han decidido encarnarlo. 
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AFRODES: Asociación de Afrocolombianos Desplazados.  

ALALC: Asociación Latinoamericana de Libre Comercio. 

ANAPO: Alianza Nacional Popular. 

ASFADES: Asociación de Familiares de Detenidos Desaparecidos por el Estado. 

ASONAL: Asociación Nacional de Trabajadores del Sistema Judicial. 

BIRF: Banco Interamericano de Reconstrucción y Fomento.  

CAJAR: Corporación Colectivo de Abogados José Alvear Restrepo.  

CEBs: Comunidades Eclesiales de Base y Grupos Cristianos.  

CELAM: Consejo Episcopal Latinoamericano y Caribeño. 

CEPAL: Comisión Económica para América Latina y el Caribe.  

CIA: Central de Inteligencia Americana. 

CIDH: Corte Interamericana de Derechos Humanos. 

CIIU: Clasificación Industrial Internacional Uniforme de todas las Actividades Económicas.  

CIIUO: Clasificación Industrial Uniforme de todas las Actividades Económicas de las Naciones. 

Unidas. 

CIJ: Corte Internacional de Justicia. 

CINEP: Centro de Investigación y Educación Popular. 

CIOMCE: Curso Interamericano de Organización y Metodología de los Censos Económicos. 

CLH: Crimen de Lesa Humanidad. 

CNMH: Centro Nacional de Memoria Histórica. 

CNUMAD: Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo.  

ComisiónIDH: Comisión Interamericana de Derechos Humanos.  

CONADEGS: Coordinadora Nacional de Damnificados de la Guerra Sucia.  

CONPES: El Consejo Nacional de Política Económica y Social. 

COVID-19: Coronavirus Disease. 

CP: Constitución Política. 

CPDH: Comité Permanente de los Derechos Humanos.  

CRIC: Consejo Regional Indígena del Cauca. 

CUCI: Clasificación Uniforme de Comercio Internacional. 
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CUODE: Clasificación según uso o Destino Económico.  

DANE: Departamento Administrativo Nacional de Estadística. 

DAS: Departamento Administrativo de Seguridad. 

DDHH: Derechos Humanos. 

DIDH: Derecho Internacional de los Derechos Humanos. 

DIH: Derecho Internacional Humanitario. 

DUDH: Declaración Universal de los Derechos Humanos. 

ECIEL: Estudio Conjunto de Integración Económica Latinoamericana. 

ECOSOC: Consejo Económico y Social.  

ELN: Ejército de Liberación Nacional. 

FAO: Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación.  

FARC-EP: Fuerza Armadas Revolucionar de Colombia – Ejército del Pueblo. 

FECODE: Federación Colombiana de Educadores.  

FFAA: Fuerzas Armadas.  

IASI: Instituto Interamericano de Estadística. 

INCOMEX: Instituto Colombiano de Comercio Exterior. 

KGB: Comité para la Seguridad del Estado.  

LGBTI: Lesbiana, Gay, Bisexual, Transgénero e Intersexual. 

M-19: Movimiento 19 de Abril. 

MAS: Muerte A Secuestradores.  

MRL: Movimiento Revolucionario Liberal. 

OACNUDH: Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos.  

ODM: Objetivos de Desarrollo del Milenio. 

ODS:  Objetivos de Desarrollo Sostenible. 

OEA: Organización de Estados Americanos. 

OENU: Oficina de Estadística de las Naciones Unidas.  

OIEA: Organismo Internacional de Energía Atómica.  

OIT: Organización Internacional del Trabajo.  

OMS: Organización Mundial de la Salud. 

ONG: Organizaciones No Gubernamentales. 

ONIC: Organización Nacional Indígena de Colombia. 
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ONU: Organización de las Naciones Unidas. 

OTAN: Organización del Tratado del Atlántico Norte. 

PCC-ML: Partido Comunista Colombiano – Marxista Leninista. 

PCN: Proceso de Comunidades Negras.  

PCNICC: La Comisión Preparatoria para el establecimiento de una Corte Penal Internacional. 

PENUD: Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo. 

PGR: Procuraduría General de la Nación.  

PIDCP: Pactos Internacionales de Derechos Civiles y Políticos.  

PIDESC: Pactos Internacionales de Derechos Económicos Sociales y Culturales. 

SIDH: Sistema Interamericano de Derechos Humanos. 

TIAR: Tratado Interamericano de Asistencia Recíproca. 

TIC: Tecnologías de la Información y las Comunicaciones. 

TPP: Tribunal Permanente de los Pueblos.  

UNCTAD: Conferencias de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo. 

UNESCO: Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura. 

URSS: Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas. 

USA: Estados Unidos de América - United States of America 

VIH/SIDA: Virus de Inmunodeficiencia Humana/Síndrome de Inmunodeficiencia Adquirida. 


